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     El Estado colombiano desde su construcción jurídico constitucional, no ha resultado ajeno a 
las variaciones legislativas de índole procesal gestadas en materia de justicia penal, precisamente 
en éste campo se han surtido un cúmulo de reformas que han determinado el trasegar de la 
administración judicial, y las cuales, han obedecido a la constante evolución de la realidad social, 
política, jurídica, cultural, y en general de toda índole, que ha precedido al estamento social; de 
tal suerte que, con las promociones legislativas hechas en el marco del ordenamiento jurídico 
penal interno, se ha tenido como estandarte la asunción de modelos jurídicos procesales 
tendientes a contrarrestar la crisis de justicia penal acaecida en la sociedad colombiana. Desde, 
una óptica garante como restaurativa, propia de un nuevo modelo axiológico, político, como 
jurídico, enquistado en las fauces de la administración de justicia, a partir de la expedición de la 
constituyente de 1991.  
     Así, uno de los grandes esfuerzos efectuados por el Estado colombiano por conducto de su 
órgano legislativo, encaminado a la restructuración del aparato judicial al nuevo arquetipo de 
Estado social de derecho, se circunscribió en la reforma constitucional surtida mediante la 
expedición del acto legislativo 03 de 20021; que trajo consigo, la consagración con rango 
constitucional del principio de oportunidad; en aras de ajustarlo positivamente dentro de los 
lineamientos rectores del nuevo prototipo de Estado, como un principio jurídico procesal, capaz 
de transformar las formas tradicionales de juzgamiento penal, utilizados al interior del país.  
                                                          
1SECRETARÍA DEL SENADO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, Bogotá Colombia, 2015. Acto legislativo 03 de 2002: “ Por el cual se 
reforma la Constitución Nacional", en su artículos 116 y 250, para dar vía libre al Sistema Oral Acusatorio. Es así, como define quién ejerce las 
funciones judiciales y con qué alcances, como la Fiscalía General de la Nación, e incluye el concepto de cadena de custodia. Son los jueces los 




Tipificándole así, como un mecanismo procesal alterno al ejercicio punitivo, servidor de la 
gestión de justicia. 
     En tal sentido, el principio de oportunidad se presentó como una solución jurídica alterna al 
enquistamiento punitivo propio de la acción penal, por conducto de la cual, se facultó al ente 
acusador de inclinarse por la no persecución penal, aun en el evento, de comulgar mérito 
suficiente para hacerlo; situación que claramente gestó un cambio en la concepción tradicional 
del enjuiciamiento criminal, fundado en el carácter de justicia retributiva, connatural de la 
cultura procedimental desarrollada mediante la ley 600 del año 20002. 
     Empero, el auge, la reglamentación jurídica como aplicabilidad –causales- del principio de 
oportunidad, requirió, además de su consagración constitucional, el cambio de sistema 
procedimental penal. De tal suerte que, resultó necesario e indispensable reformar la relación 
procesal que precedía la actuación jurídico penal, es decir, transitar de un arquetipo penal mixto 
de marcada tendencia inquisitiva, consustancial de la ley 600 del año 2000, al modelo 
procedimental de marcada tendencia acusatoria; pues solo así, dada la naturaleza jurídica de este 
último sistema, resultaría factible asegurar la práctica del principio de oportunidad como 
mecanismo alterno al ejercicio punitivo. 
     En ese orden de ideas, el Estado colombiano mediante el tránsito procesal –cambio del 
sistema inquisitivo, al sistema mixto-, le otorgó una dualidad jurídica al principio de 
oportunidad, denotada en primer lugar en el rango constitucional conferido por conducto del 
                                                          
2 SECRETARÍA DEL SENADO DE LA REPÚBLICA COLOMBIA, Bogotá Colombia, 2017. LEY 600 DE 2000 (julio 24) Diario Oficial No. 
44.097 de 24 de julio del 2000. “El Congreso De Colombia por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal, siendo está un enfoque 




artículo 2503 del texto constitucional –modificado por el acto reformatorio del año 2002-, y en 
segunda instancia, vislumbrada en el marco legal, adjudicado por vía del artículo 324 de la ley 
906 de 20044 “nuevo texto procedimental”.  
     Situación a través de la cual, se buscó garantizar la incorporación del principio de oportunidad 
en el seno de la administración de justicia penal, y con ello, asegurar la optimización del aparato 
judicial, mediante la obtención de un modelo de justicia pronta, eficaz, efectiva, económica- 
celeridad procesal-, fundada en la dinamización del ejercicio punitivo propio de la acción penal; 
que le permitiere al Estado, partes e intervinientes de la actuación penal, concertarse en una 
voluntad mancomunada, a través de la cual, resultare factible dirimir bajo el manto de la justicia 
restaurativa, el conflicto socio jurídico naciente con la consumación de la conducta punible. 
     De tal suerte, el principio de oportunidad en el marco del ordenamiento jurídico interno, se 
estableció como un subrogado procesal por conducto del cual, el ente acusador de manera 
discrecional como reglada, podrá obtener de manera extraordinaria la terminación, suspensión o 
interrupción del ejercicio punitivo; cuando por motivos de política criminal representare para el 
Estado colombiano; un mayor costo- beneficio, el rehusar el ejercicio punitivo, a cambio de la 
obtención y salvaguarda de intereses constitucional como legalmente más relevantes para la 
gestión de justicia.  
     Como resultaría ser el caso de la colaboración efectiva que se brinde para evitar la 
continuación de un delito, evitar la comisión de otros, o, para lograr la descomposición total de 
                                                          
3CONSTITUCIÓN POLITICA DE COLOMBIA, Bogotá Colombia, 2019. Constitución Política en su artículo 250 “La Fiscalía General de la Nación está 
obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que 
lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien suficientes motivos y 
circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo”. http://www.constitucioncolombia.com/titulo-8/capitulo-6/articulo-250  
4SECRETARÍA DEL SENADO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, Bogotá Colombia, 2015. Ley 906 de 2004  Artículo 324. causales. <Artículo 




las comunidades de delincuencia organizada; en tratándose del delito del concierto para 
delinquir.  
     En efecto, el presente trabajo se orienta en determinar si el principio de oportunidad como 
mecanismo procesal alterno a la acción punitiva, logra garantizar una colaboración efectiva por 
parte del infractor penal en la desarticulación de las empresas criminales, además de, corroborar 
cual es el grado de tutela judicial efectiva que presentan las partes e intervinientes procesales en 
el cúmulo de sus derechos, garantías e intereses legítimos perseguidos en la actuación penal; al 
momento de incoar por parte del ente acusador, el principio de oportunidad como mecanismo 
resolutorio del conflicto socio jurídico naciente a partir de la comisión del punible del concierto 
para delinquir. 
     En ese orden de ideas, se pretende observar si a través de la aplicabilidad del principio de 
oportunidad, se logra cumplir con los móviles trazados por el Estado colombiano mediante su 
política criminal, que para el caso en concreto se vislumbran en dos posturas bajo las cuales 
resulta procedente el ejercicio del principio en mención, frente al punible del concierto para 
delinquir; que para el caso en concreto terminan siendo: Cuando el imputado colabora activa e 
idóneamente para evitar la prosecución del punible, así como, cuando aporta información veraz, 
óptima y eficaz tendiente a la desarticulación de los estamentos de delincuencia organizada.  
     Es decir, la primera arista se encuentra ligada a eludir la comisión y/o continuación de 
conductas punibles, mientras que, la segunda situación, está orientada en la materialización del 
interés estatal de combatir la delincuencia organizada, mediante el otorgamiento de beneficios 
procesales –suspensión, interrupción, renuncia del ejercicio penal, a cambio de colaboración 
efectiva, que permita desmantelar en su totalidad las sociedades criminales constituidas 
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ilegalmente en la sociedad; transgresoras del orden social, político como legal, del Estado 
colombiano. 
     Del mismo modo, se busca entrever que tan efectiva resulta ser la tutela judicial del acervo de 
garantías, derechos e intereses legítimos consagrados en el haber jurídico de las partes e 
intervinientes de la relación procesal, cuando se incoa el principio de oportunidad en el marco 
del concierto para delinquir, máxime, los correspondientes a la víctima; pues en ultimas, la 
misma resulta ser la parte débil del proceso dada su naturaleza jurídica procesal. 
     Por lo cual, se pugna por divisar si el balance de intereses, así como la guarda integral de sus 
derechos e intereses legítimos, resultan estar tutelados de manera integral a priori por el ente 
acusador –solicitud del principio-, y a posteriori por el juez en función de control de garantías –
control de legalidad-, o, si por el contrario resultan ser exiguos a la hora de garantizarle una 











     ¿Es el principio de oportunidad un mecanismo procesal idóneo, para lograr una colaboración 
efectiva por parte del infractor penal en el marco de la conducta punible del concierto para 
delinquir, además de garantizar la tutela judicial efectiva del cúmulo de derechos instituidos a 
favor de la víctima durante la aplicación del mismo? 
Justificación 
     El desafío de la presente investigación consiste en determinar si el principio de oportunidad 
como mecanismo procesal alterno al ejercicio de la acción penal, logra garantizar una 
colaboración efectiva por parte del infractor penal en la desarticulación de las empresas 
criminales, buscando a la par, garantizar la tutela judicial efectiva de las partes e intervinientes 
procesales vinculadas en la actuación penal, cuando se pretenda incoar por parte del fiscal el 
principio político criminal en mención, en el marco del delito del concierto para delinquir, como 
mecanismo resolutorio del conflicto socio jurídico naciente a partir de la consumación del citado 
punible. 
     Con lo cual, se pretende observar si a través de este principio se gesta en las partes e 
intervinientes procesales, la facultad de acudir en condiciones de igualdad procesal ante los 
operadores de la jurisdicción penal en aras de asegurar la debida protección y/o restablecimiento 
de sus derechos e intereses legítimos perseguidos en el trasegar de la actuación penal; máxime, 
en el escenario de la práctica del principio de oportunidad, que en atención a la causal bajo la 
cual se incoe, traerá consigo efectos jurídicos como la suspensión, la interrupción o la renuncia 
de la persecución penal.  
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     Por lo cual, se pretende corroborar si a través del citado principio se logra dirimir de manera 
justa, proporcional y adecuada los conflictos socio jurídicos surgidos con la exteriorización de la 
conducta desviada atinente al concierto para delinquir, bajo una debida participación procesal de 
los intervinientes y partes procesales, en donde haya pleno reconocimiento de los mecanismos y 
facultades jurídicas como procesales instaurados en su haber jurídico, que le permitan asegurar la 
tutela integral de sus derechos e intereses legítimos perseguidos durante la relación procesal 
penal.  
     Así las cosas, la investigación se circunscribe en el estudio del principio de oportunidad 
cuando es incoado frente a la conducta punible correspondiente al concierto para delinquir, en 
donde, además de estudiarse el alcance jurídico que trae consigo la aplicación del presente 
instituto político criminal en el mencionado delito, se pretende observar cual es la incidencia 
como alcance que presenta el mismo, respecto de la tutela judicial efectiva frente al cúmulo de 
garantías judiciales que presentan las partes e intervinientes procesales durante el trasegar de la 
actuación penal. Permitiendo entrever así, cuáles son las solemnidades jurídicas, fácticas como 
probatorias necesarias para la práctica del principio, así como, las consecuencias socio jurídicas 
gestadas en el seno del proceso penal, la sociedad, así como los intervinientes y partes 
procesales, al momento de incoar el citado principio, como fuente alterna al ejercicio punitivo.  
Hipótesis 
     Siendo el principio de oportunidad un mecanismo procesal alternativo al ejercicio de la acción 
penal, a través del cual se busca dirimir los conflictos sociales como jurídicos causados a partir 
de la comisión de la conducta punible del concierto para delinquir; resulta este instituto procesal 
idóneo para lograr una colaboración efectiva por parte del infractor penal en la desarticulación de 
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las empresas criminales, además de garantizar la tutela judicial efectiva de los derechos de las 
víctimas en la aplicación del mismo.  
Objetivos 
Objetivo General 
     Establecer el principio de oportunidad como mecanismo procesal idóneo, para lograr una 
colaboración efectiva por parte del infractor penal en el marco de la conducta punible del 
concierto para delinquir, además de garantizar la tutela judicial efectiva de las partes e 
intervinientes procesales en la actuación penal. 
Objetivos específicos 
     Explicar la aplicación que tiene el principio de oportunidad, en el marco del ordenamiento 
jurídico colombiano. 
     Describir la aplicación del principio de oportunidad, en el marco del punible del concierto 
para delinquir. 




Capítulo I. Principio de oportunidad 
1.1.  Justicia restaurativa. Criterios del Consejo Económico de las Naciones Unidas 
     Históricamente uno de los elementos constitutivos, propio de todo subrogado y/o mecanismo 
procesal alterno al ejercicio punitivo enquistado en el seno de todo ordenamiento jurídico penal 
de corte acusatorio, ha resultado ser la justicia restaurativa; la cual fidedignamente se ha 
consagrado como un paradigma socio jurídico dirigido a modificar la concepción castigadora, 
punitiva e inquisitiva propia de la justicia retributiva. La cual, dicho sea de paso, se funda en la 
necesidad de la pena como juicio de reproche legal, frente a la transgresión y/o puesta en peligro 
efectivo de los bienes jurídicamente tutelados por el máximo estamento político de toda 
sociedad, es decir, el Estado. 
     De tal suerte que, en el ápice del modelo de justicia restaurativa, la misma busca ahondar en 
la integralidad del delito, es decir, abocar conocimiento pleno de los hechos que rodean el 
mismo; que van desde el entendimiento de las circunstancias de tiempo, modo y lugar, la 
finalidad o parte motiva que conlleva a la comisión de la conducta delictiva, hasta, la 
observancia de las consecuencias socio jurídicas que nacen para la sociedad, víctima y 
victimario, con el conflicto gestado a partir de la comisión de la conducta punible.  
     Hechos constitutivos que una vez conocidos, permitirán comprender el delito desde una 
óptica reparadora como resocializadora, al anteponer la reparación del derecho frente a la 
retaliación punitiva; y con ello, dejar de entender el mismo, solo en sede del daño y/o 
transgresión efectuada respecto de un interés protegido legalmente por el Estado, mediante los 
bienes jurídicos establecidos para tal efecto. 
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     De esta manera, por conducto de la justicia restaurativa se propende por la obtención de una 
resolución constructiva del conflicto, en donde impere como principios rectores la prevención 
general, asociado con el estudio de la realidad social, política, cultural y económica que precede 
al conglomerado social, la restauración del daño, la rehabilitación como reinserción del infractor 
penal a través de la humanización de la pena, y por último, pero no menos importante, la guarda 
como cuidado de los derechos constituidos a favor de la víctima y la sociedad; por ser éstas 
quienes sufren un detrimento directo de sus derechos -en el caso de las víctimas- y la 
tranquilidad pública, sin estar en capacidad de soportarlo. 
     Así, por conducto del presente modelo de justicia, se pugna por asegurar en el ápice del 
proceso penal, la implementación del derecho penal mínimo, a través de la instauración como 
práctica de mecanismos alternos al ejercicio punitivo que permitan afianzar criterios de 
restablecimiento, compensación, reparación e indemnización; y con ello, resignificar a la víctima 
mediante procesos de participación directa. 
     Por lo cual, resulta necesario incitar procesos penales a través de los cuales se vincule a todos 
los actores inmersos en el delito, entiéndase por las víctimas, la sociedad, y el victimario, en 
espacios restitutivos que permitan cimentar las bases para la obtención de una decisión judicial 
justa, proporcional, razonable, que además de reparar el daño causado, endilgue 
responsabilidades socio jurídicas derivadas del punible, a quien resultare ser el infractor penal.  
     De tal manera que, mediante la promoción de los derechos de las víctimas, los intereses de la 
sociedad, y la rehabilitación como reinserción social de los infractores penales, es que la justicia 
restaurativa busca asegurar la comunión entre el garantismo y la excesiva aplicación de 
legalidad; claro está, siempre haciendo uso de las políticas, procedimientos y programas 
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restaurativos establecidos para tal efecto. A través de los cuales, se consagren opciones judiciales 
alternas al juzgamiento punitivo, que permitan reducir la aflictividad social que trae consigo la 
persecución penal innecesaria, y con ello, garanticen el restablecimiento de la armonía social 
mediante la reparación directa que se haga de los derechos de las víctimas, vulnerados a partir de 
la comisión del delito.  
     De acuerdo con lo anterior, el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas, en su 
Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal (2002) indicó:  
“La justicia restaurativa es una alternativa judicial a través del cual se busca suplir las 
necesidades de la sociedad, víctima y victimario, mediante el restablecimiento de los derechos de 
las víctimas vulnerados con la comisión del delito, el restablecimiento del orden social, y la 
reinserción del victimario en la comunidad; razón por la cual, en el marco del presente modelo 
de justicia se busca enfatizar en la víctima y no propiamente en el castigo” (Comisión de 
Prevención del Delito y Justicia Penal, 2002, p.5). 
     Concepción que da habida cuenta de la naturaleza axiológica como jurídica que funda la 
justicia restaurativa, en donde la misma se enmarca como una alternativa a las formas 
tradicionales de enjuiciamiento penal, por conducto de la cual se propende por reconstruir el 
tejido social, familiar y personal de los actores inmersos en el conflicto derivado del punible, 
mediante el acercamiento de los mismos en espacios de diálogos, de reconstrucción de las 
relaciones, de reconciliaciones, así como, en la edificación de acuerdos justos, proporcionales 
como beneficiosos para la víctima y el victimario. 
     En ese orden de ideas, la justicia restaurativa se vislumbra como una forma de responder al 
comportamiento delictivo presentado en el ápice de la sociedad, a través de la cual, se balancea 
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las necesidades de la comunidad, de las víctimas y los infractores penales, y con ello, se plantea 
una solución acorde a la gravedad del delito, la vulneración de los derechos, los intereses del 
Estado y sociedad, y por último, pero no menos importante, de conformidad a las exigencias 
propias de los actores del conflicto. 
     Ahora bien, en aras de lograr tal cometido, la justicia restaurativa cuenta con una serie de 
componentes básicos e indispensables por conducto de los cuales propende materializar sus fines 
trazados como modelo de justicia positiva, que para el caso en concreto resultan ser: Garantizar 
el restablecimiento total e integral de los derechos de las víctimas, asegurar la reparación de los 
intereses de la sociedad, además de salvaguardar la resocialización del infractor penal; y con ello, 
beneficiar al Estado, mediante la atenuación de la carga judicial, denotada en la reducción del 
número de las causas penales que ejercitan el aparato judicial de manera superflua. 
     Así las cosas, dichos componentes básicos que permiten dirimir el conflicto socio jurídico de 
manera alterna a la práctica punitiva, surgido a partir de la comisión del delito; resultan ser los 









Tabla número 1: Componentes básicos que permiten dirimir el conflicto socio jurídico de manera 

















La justicia restaurativa se entiende como un modelo de justicia a través 
del cual se busca satisfacer las necesidades de las víctimas, la sociedad 
y los responsables del punible, mediante la adopción de procesos 
restitutivos encaminados a la participación directa y conjunta de los 
actores en la resolución pronta, integradora de los conflictos sociales 
como jurídicos surgidos a partir de la comisión del delito. En el marco 
del proceso restitutivo se busca garantizar la menor expresión, e 
injerencia del ejercicio de la acción punitiva, propia del modelo de 
justicia retributivo. 
De tal manera que para promover los intereses de las víctimas y la 
rehabilitación de los delincuentes, se debe reconocer la importancia de 
seguir elaborando políticas, procedimientos y programas en materia de 
justicia restaurativa que incluyan alternativas de juzgamiento, a fin de 
evitar, los posibles efectos adversos del encarcelamiento, de ayudar a 
reducir el número de causas que se presentan ante tribunales penales y 
de promover la incorporación de enfoques de justicia restaurativa en las 
prácticas de justicia penal según corresponda. (Congreso de la Naciones 





















Así mismo, el Consejo Económico y Social de Naciones Unidas, a 
través de la resolución 2002 sobre los principios básicos para la 
aplicación de programas de justicia restitutiva en materia penal, indicó 
(2012) lo siguiente: “Por programa de justicia restitutiva se entiende 
todo aquel que utilice procesos restitutivos e intente lograr con la 
aplicación de los mismos, resultados en el marco de la justicia en 
mención” (p.13).  
Al acápite de la ley 906 de 2004, artículo 518, se define el programa de 
justicia restaurativa como: “Todo proceso en que la víctima y el 
imputado, acusado o sentenciado participan conjuntamente de forma 
activa en la resolución de cuestiones derivadas del delito en busca de un 
resultado restaurativo, con o sin la participación de un facilitador”. 
Con base en la resolución anteriormente citada, se indicó que por 
proceso restitutivo se entiende todo aquel, en el que la víctima, el 
delincuente, y cuando proceda cualquier otra persona o miembros de la 
comunidad afectados por la comisión delito, participan de manera 
conjunta y activa en la resolución de los conflictos derivados del 
punible, por lo general con ayuda del facilitador. Entre los procesos 
restitutivos más comunes se puede incluir la mediación, la conciliación, 
















Por resultado restitutivo se entiende el acuerdo logrado como 
consecuencia del proceso restitutivo. Entre los resultados restitutivos se 
pueden incluir respuestas y programas como la reparación, la restitución 
y el servicio a la comunidad, encaminado atender las necesidades y 
responsabilidades individuales como colectivas de las partes, y con ello 
lograr la reintegración de la víctima y el delincuente en la sociedad. 
 
Por partes se entiende la víctima, el delincuente, y miembros de la 
comunidad afectados por el delito consumado. 
 
Por último, pero no menos importante, se encuentra el facilitador quién 
ostenta como función principal dirigir de manera justa e imparcial la 
participación de las partes en el proceso restitutivo; y con ello, ejercitar 
como promover la justicia restaurativa en el marco de la actuación 
penal. 
 
     Componentes básicos que cabe acotar, están diseñados para alcanzar los móviles trazados en 
el marco de un modelo de justicia participativa, y los cuales resultan indispensables a la hora de 
asegurar un óptimo y adecuado proceso como resultado restaurativo en el seno del proceso penal. 
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     En tal sentido, en el marco de la justicia restaurativa se da la misma importancia al proceso 
como al resultado restaurativo, debido a que, en el desarrollo del primero comulga un 
acercamiento, una voluntad de cambio, de reparación y resolución del conflicto naciente a partir 
del delito consumado, entre la víctima y su ofensor; y en sede del resultado, se materializa esa 
comunión, esa participación activa de los actores, y el deseo de dirimir el conflicto y atender 
necesidades, a través de soluciones guiadas por el reconocimiento de responsabilidades 
individuales como colectivas, así como, la reintegración de la víctima como del infractor penal 
en la sociedad.  
     Así, por conducto de los componentes de la justicia restaurativa, se propende por obtener una 
respuesta flexible frente a las circunstancias del hecho delictivo, el infractor penal y la víctima, 
que permita alcanzar un veredicto jurídico social respetuoso de la dignidad e igualdad de cada 
uno de los actores del conflicto, y con ello, promover la armonía social mediante la reparación de 
las víctimas, y la sociedad. 
     Por ello, todo proceso y máxime, todo resultado restaurativo, debe estar precedido bajo el 
respeto imperante de una metodología orientada en primer orden al restablecimiento integral de 
los derechos de las víctimas vulnerados con el hecho delictivo, así como a la atención de las 
necesidades sociales, familiares y personales que presenten las mismas. Por lo cual, mediante tal 
metodología se debe pugnar por motivar al ofensor a comprender las causas y efectos de su 
comportamiento delictivo, y con ello, endilgarle el compromiso de asumir su responsabilidad 
penal de una manera significativa; esto es, reparando el daño, restableciendo los derechos de las 
víctimas y garantizando la no repetición del hecho delictivo. 
9 
 
     En ese orden de ideas, el proceso como el resultado restaurativo deberá gestar una respuesta 
socio jurídica al delito mediante la cual se repare en mayor medida el daño, se cree conciencia al 
infractor penal sobre las consecuencias reales que trajo la comisión de su actuar delictivo en la 
víctima y la sociedad, se endilgue una responsabilidad penal a su acción punible, se otorgue 
injerencia a la víctima en la construcción de la solución al permitirle expresar sus necesidades, y 
por último pero no menos importante, se haga participe a la comunidad en la construcción de una 
decisión justa, proporcional y razonable, al considerarse la misma, como un actor principal a la 
hora de prevenir como responder al delito y sus consecuencias social. 
     Y así, poder cimentar un ambiente sin enemistad ni amenaza, en donde prevalezca una 
comunión entre los intereses, derechos y necesidades de la víctima, la sociedad y el ofensor, que 
permita comprender la dinámica que influyó en la comisión del delito, y a partir de ello, evitar la 
repetición del hecho delictivo, y sus posibles brotes de criminalidad. 
     Por otra parte, cabe destacar que en el ápice del proceso como del resultado restaurativo, 
siempre comulgará una mediación, un acercamiento entre el infractor penal y la víctima, el cual 
deberá estar regido por la valoración no solo de los hechos constitutivos del delito, si no, además 
por la estimación de los sentimientos de las partes en conflicto, pues así resultará más factible 
entender las causas que motivaron la consumación del hecho punible. 
     Es menester indicar que dicho acercamiento es promovido como guiado por un facilitador, 
quien en el trasegar de la actuación penal resulta ser el fiscal, el cual propicia el cierre del 
conflicto mediante el encuentro entre sus actores, buscando el reconocimiento de la 
responsabilidad penal, además de propender por el acercamiento directo, sincero, y real entre 
ellos. Así, en el marco de la mediación propia de la aproximación entre víctima y victimario, se 
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evidencian tres requisitos básicos que deben ser satisfechos a la hora de incitar el proceso 
restaurativo, los cuales resultan ser:  
     a) La voluntad manifiesta de la víctima y victimario, de querer participar en el proceso 
restaurativo, b) la aceptación de responsabilidad penal por parte del victimario frente a la 
comisión del hecho delictivo, y por último, pero no menos importante c) la reparación integral de 
los derechos de las víctimas vulnerados con el actuar delictivo. 
     Requisitos que una vez cumplidos, sentaran las bases de un proceso como resultado 
restaurativo óptimo. 
     De tal suerte que, en el marco del proceso de mediación entre víctima-victimario, lo primero 
que resulta exigible para ambas partes, resulta ser la voluntad real de querer participar en el 
mismo; por lo cual, se reclama por parte del ofensor que exponga toda la información sobre las 
circunstancias que rodean el delito, pues ello resulta ser una clara muestra de su voluntad de 
cambio, así como, de su intención de reparación. Del mismo modo, en sede del presente 
requisito, se le permite a la víctima solicitarle toda la información que ella estime pertinente, y la 
cual resulte conducente a la hora de develar la verdad real o histórica del hecho punible. 
     Ahora bien, una vez comulgue las voluntades reales de los actores del conflicto, el ofensor 
está llamado aceptar su responsabilidad penal por la comisión del delito, razón por la cual, su 
derecho a la presunción de inocencia es desvirtuada en sede del proceso como resultado 
restaurativo; lo que implica que, el mismo será acreedor de un juicio de reproche jurídico, que 
para el caso es de carácter restaurativo y no de naturaleza punitiva. Claro está, en caso de no 
asegurarse el resultado restaurativo esperado, la aceptación de responsabilidad efectuada por el 
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ofensor no podrá ser tomada como evidencia de admisión de culpa en procedimientos legales 
subsiguientes.  
     Por último, pero no menos importante, en sede de la reparación integral de los derechos, el 
facilitador está obligado asegurar la tutela integral de los derechos de naturaleza procesal como 
constitucional que se instituyen en el haber jurídico de la víctima; por lo cual, deberá observar 
que en el marco del proceso restaurativo, el ofensor ofrezca a favor de ella, un plan de reparación 
idóneo que satisfaga los intereses, derechos y necesidades de la misma, y además, que 
proporcione una solución constructiva al conflicto.  
     Ciertamente, los actores que comulgan en el marco del proceso restaurativo si bien es cierto a 
priori les mueven el mismo móvil general, circunscrito en dirimir el conflicto mediante la 
práctica de mecanismos procesales alternos al ejercicio punitivo propio de la justicia retributiva, 
y con ello, hacer efectivo la justicia material; es aún más cierto, que existen diferentes 
situaciones, causas, y particularidades que motivan a los actores a participar en el proceso de 
justicia restaurativa. 
     Por lo cual, todo proceso restaurativo deberá asegurar la comunión de métodos, programas y 
mecanismos que aseguren la intervención activa de los actores, y con ello, garantizar sus causas 
y/o motivaciones personales; pues así, se fortalece y mejora la construcción del resultado 
restaurativo, al otorgarse injerencia activa a los participantes. 
     Ahora bien, al hablarse de los participantes del proceso de justicia restaurativa, se tiene que 
los mismos resultan ser: a) La víctima, b) el infractor penal, c) los fiscales, d) los abogados 
defensores, e) la comunidad, y por último, pero no menos importante los f) los jueces. Actores 
que dada su participación, gestarán las dinámicas socio jurídicas necesarias para asegurar la 
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justicia restaurativa y con ello minimizar el impacto negativo del delito en la víctima como en la 
sociedad.  
     De tal manera, la participación de los actores en el marco del proceso restaurativo se entrevé 
de la siguiente forma: 
     a) Víctima: En el ápice de todo proceso de justicia restaurativa resulta imperante entrar a 
proteger integralmente las necesidades, intereses legítimos y máxime los derechos de las 
víctimas, además de evitar la existencia del fenómeno de la victimización.  
Razón por la cual, al facilitador quien en el trasegar del proceso penal resulta ser el fiscal, se le 
endilga la obligación de realizar un trabajo preparatorio con la víctima, a través del cual, por un 
lado, se informe sobre el cúmulo de los derechos que le asisten, sobre los efectos socio jurídicos 
del proceso restaurativo, así como, de la posibilidad de retirar su consentimiento y con ello 
abandonar el proceso; cuando advierta la no protección de sus garantías judiciales. 
     Además de lo anterior, el facilitador deberá aprestar a la víctima de manera jurídica, 
psicológica, emocional y asistencial antes del encuentro directo con el infractor penal, en aras de 
entablar un diálogo reparador que permita conocer la verdad real del delito, reconocer las causas 
del actuar delictivo, y, además, salvaguardar un punto de equilibrio entre los intereses como 
derechos de las partes en conflicto; es decir, entre el garantismo y la excesiva aplicación de la 
sanción penal. 
     Así, el primigenio diálogo reparador gestado entre víctima y victimario con ayuda del 




Figura 1. Diálogo reparador. 
                          Víctima.                                            Victimario.  Núcleo Familiar.  
 Núcleo Familiar.                        Diálogo Reparador. 
  Preparación:  
    Psicológica.                         Asistencia socio jurídica. 
    Jurídica.                                         FISCAL. Facilitador. 
 
     En ese sentido, el éxito de todo proceso como resultado restaurativo dado en el ápice del 
proceso penal, dependerá del adecuado primer acercamiento que se geste entre la víctima y el 
victimario, de ahí la importancia de que el facilitador se encargue de asegurar un espacio 
tranquilo en donde ambas partes cuenten con un apoyo familiar, asistencial como jurídico; 
máxime la víctima, por ser esta quien sufre el daño directo gestado con la comisión del delito. 
     Así mismo, resulta importante que la víctima no se sienta forzada a participar en el proceso de 
justicia restaurativa, por lo cual el facilitador en ese primer acercamiento como se acotó con 
anterioridad, deberá informarle de la posibilidad que tiene de reusarse a la práctica del proceso 
restaurativo, pudiendo así ella, solicitar el ejercicio de la acción penal propia del modelo de 
justicia retributiva, o, en caso de haber iniciado dicho proceso, retirarse del mismo en cualquier 
momento cuando advierta la no protección de sus garantías judiciales.    
     En todo caso, las necesidades, intereses legítimos, derechos y garantías judiciales que 
ostentan las víctimas en su haber, deberán anteponerse como tutelarse de manera integral en todo 
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proceso restaurativo, pues solo así, será factible asegurar que el consentimiento de la víctima sea 
verdaderamente voluntario, libre e informado a la hora de propender por la práctica del proceso 
restaurativo, al que está invitada a participar, cuando se busque dirimir el conflicto socio jurídico 
de manera alterna al ejercicio de la acción penal. 
     b) Infractor penal: En el marco de todo proceso restaurativo que se adelante a través de los 
mecanismos procesales alternos al ejercicio penal propios de cada ordenamiento jurídico, se ha 
establecido que el proceso reparador procede siempre y cuando exista un mínimo de verdad que 
permita tener certeza absoluta sobre la existencia de un delito, así como, un cúmulo de 
razonamiento suficiente que deje entrever el grado de participación criminal que tuvo el infractor 
frente a la comisión del mismo. 
     En pocas palabras, todo proceso restaurativo exige la existencia de razones fácticas, jurídicas 
como probatorias suficientes que permitan formular cargos contra el ofensor, es decir, ejercitar el 
aparato judicial en su contra una vez se aboque conocimiento de la noticia criminal; y a partir de 
ello, determinar la existencia del punible, los presuntos autores, así como su grado de 
participación criminal.  
     Una vez determinado lo anterior, el abogado defensor o en su defecto el fiscal, podrán hacer 
las veces de facilitadores del proceso restaurativo, a través de la promoción de acercamientos, 
diálogos, con su parte adversarial dirigidos a resolver el conflicto de manera alterna a la 
persecución penal. Claro está siempre y cuando comulgue el consentimiento libre, voluntario, e 
informado por parte del ofensor, frente a la práctica del proceso restaurativo; pues ellos al igual 
que las víctimas, también les asiste el derecho a ser informadas y a tener una asesoría legal. 
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     Es importante indicar que el acuerdo, al que se llegue producto del proceso restaurativo, no 
resulta ser la consecuencia final de la justicia restaurativa, pues el mismo únicamente se da 
cuando se cumple con las obligaciones endilgadas al ofensor en pro de la víctima; pues es aquí 
en donde se puede vislumbrar que el ofensor aceptó la responsabilidad de su conducta, y además 
que, está preparado para responsabilizarse de manera real y práctica frente a los daños acaecidos 
por su actuar delictivo. 
     c) Fiscal: En la mayoría de los sistemas penales establecidos al interior de cada estamento de 
poder político, entiéndase por Estado, se tiene que, el ente acusador resulta ser quien tiene pleno 
dominio sobre la instigación penal, lo que permite entrever que el mismo ostenta un papel 
preponderante a la hora de ejercitar el aparato judicial. De ahí que, a favor del fiscal se consagre 
la facultad discrecional de decidir cuando ejercita la acción penal y cuando no; claro está, 
dependiendo de la naturaleza jurídica delito, así como de los intereses perseguidos por el Estado 
a través de su política criminal. 
     Así, el ente acusador puede propender por la aplicación de subrogados procesales en donde se 
desarrolle la justicia restaurativa, como mecanismo resolutorio del conflicto, cuando advierta que 
resulta mas beneficioso para el Estado –de conformidad con sus intereses-, conmutar la 
persecución penal por la justicia restaurativa; siempre y cuando se encuentre esa posibilidad 
establecida en el ordenamiento jurídico interno. 
     d) Los abogados defensores: En el marco de todo proceso de justicia restaurativa, los 
abogados defensores resultan ser una fuente potencial a la hora de remitir, incitar, fomentar la 
participación de los ofensores en los programas de justicia restaurativa; pues por conducto de 
ellos, resulta factible dar a conocer a los infractores penales la importancia de dirimir el conflicto 
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naciente con la comisión del delito, por vía de mecanismos alternos a la acción penal; y con ello, 
darles a conocer los beneficios jurídicos, procesales, como sociales que podrían obtener al 
participar activamente en dichos procesos de justicia restaurativa. 
     e) La comunidad: Muchos programas de justicia restaurativa otorgan un papel preponderante 
a la comunidad a la hora de promover la resolución de conflictos mediante la adopción de 
procesos restaurativos, pues consideran que por conducto de la comunidad se puede diseñar 
modelos de colaboración, reinserción, educación, para las partes inmersas en el conflicto, y con 
ello, lograr dirimir como evitar las posibles réplicas delictivas.   
     Ahora bien, es menester resaltar que a la hora de pretenderse ejercitar los modelos de justicia 
restaurativa, es indispensable educar antes a la comunidad en los principios y prácticas del 
presente modelo de justicia, así como, darles a conocer la injerencia que ostentan al ser 
miembros pertenecientes de la sociedad; pues suele presentarse la situación en la que muchos 
miembros de la comunidad resultan propensos a considerar, en un principio, que la justicia 
restaurativa como sus programas, resultan ser más lentos y menos eficaces a la hora de prevenir, 
y sobre todo reprochar el delito, en comparación con el sistema de justicia tradicional basado en 
el castigo.  
     Así, un sistema de justicia innovador como el restaurativo, puede parecerles benévolo, y 
proclive a la impunidad y garantismo penal, al permitirle al infractor penal salir librado de su 
responsabilidad penal con castigos reparadores que son considerados como ligeros. 
     En este punto, es donde radica la importancia de educar a la comunidad en lo atinente a la 




     f) Los jueces: Los operadores judiciales juegan un papel considerable en el éxito de los 
procesos de justicia restaurativa, pues a través de ellos se busca asegurar la tutela judicial 
efectiva de los derechos, necesidades, intereses legítimos y garantías judiciales presentadas por 
los actores del conflicto, y contrapuestas entre sí por los mismos durante el argot judicial. Por 
tanto, por conducto de los jueces, máxime los encargados de garantizar las libertades y/o 
garantías fundamentales, se busca proteger todos los derechos e intereses puestos en disputa; 
mediante el ejercicio del control de legalidad que se haga respecto de la práctica del mecanismo 
procesal destinado a materializar la justicia restaurativa en un caso en concreto. 
     En consecuencia, el papel de los participantes resulta ser clave a la hora de materializar las 
dinámicas socio jurídicas necesarias para asegurar la justicia restaurativa y con ello minimizar el 
impacto negativo del delito en el Estado, la sociedad, la víctima, y el infractor penal. 
1.1.1. Papel de la justicia restaurativa, en el marco del sistema penal. 
     Las formas tradicionales de justicia penal consideraron que toda conducta punible consumada 
en el ápice del estamento social, se constituye como un daño que se efectúa respecto de los 
bienes del Estado, los intereses de la sociedad y los derechos de las víctimas; por lo cual, una vez 
se abocara conocimiento de la noticia criminal, resultaba indispensable ejercitar el aparato 
judicial en aras de restablecer la armonía social que había sido quebrantada a partir del actuar 
delictivo. 
     Así, mediante la persecución penal se buscó sancionar jurídicamente a quien resultare haber 
participado en la comisión del hecho delictivo, y con ello, restablecer el orden socio jurídico 
transgredido mediante tal conducta desviada. 
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     De tal manera se puede entrever que la postura jurídica incoada frente a la comisión de toda 
conducta punible, en un primer momento obedeció a un modelo de justicia de carácter 
retributivo, por lo cual, todo participe del mismo, resultaba ser acreedor de un juicio punitivo, es 
decir, del ejercicio de la acción penal.      
     Por ello, dicho modelo de justicia encajó a la perfección en los sistemas penales de corte 
inquisitivo, los cuales resultaban ser propios de los Estados de derecho eminentemente legalistas, 
en donde prevaleció la persecución penal como fuente resolutoria de los conflictos dictados a 
partir del auge y desarrollo de la criminalidad.  
     Sin embargo, con el trasegar del tiempo y la evolución de los modelos de Estado que 
repercutieron en la transmutación de los sistemas penales, como en las formas de juzgamiento 
judicial, se vislumbró que el modelo de justicia retributivo incoado para contrarrestar la 
criminalidad, resultó obsoleto a la hora de enfrentar la crisis de justicia penal; por lo cual, se 
empezó a revaluar las relaciones entre el Estado, la víctima y el victimario, en aras de evitar los 
desequilibrios que pudiesen eventualmente favorecer alguna parte procesal, en detrimento de la 
justicia. 
     Así, se empezó a gestar la necesidad de incorporar en el seno del proceso penal un modelo de 
justicia alterno al ejercicio punitivo, mediante el cual se pudiese solucionar el conflicto naciente 
con la comisión del delito, sin necesidad de endilgar una pena como fuente sancionatoria del 
mismo; claro está, en aras de lograr tal fin, resultó indispensable reevaluar los principios y 
filosofías en los que se basan los sistemas penales en donde se propende incorporar la justicia de 
índole restaurativa, como medio resolutorio del conflicto socio jurídico.   
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     De ahí que, se pudiese entrever que un modelo de Estado de talante legalista, y cuyo  sistema 
penal fuese de corte inquisitivo, el mismo no resultaba ser compatible jurídica como 
axiológicamente con el modelo de justicia restaurativa; de tal suerte que, resultó necesario 
reexaminar las condiciones jurídico procesales de los actores del conflicto, y más aún, 
reconsiderar la relación procedimental del sistema penal, en aras de centralizar la dirección de 
justicia en la reparación del daño, el restablecimiento de los derechos, y no solo, en el castigo 
punitivo frente al ofensor penal. 
     Por tanto, resulta válido aseverar que el modelo de justicia restaurativa es un prototipo 
jurídico cuya razón de ser se basa en la intervención mínima de la acción penal a la hora de 
dirimir el conflicto; por lo cual, el sistema penal más idóneo para el desarrollo de este modelo de 
justicia es uno de corte acusatorio. 
     A través del cual, se garantice la independencia de las funciones de acusación y juzgamiento, 
se asegure la libre estimación de las pruebas por parte del juez, y con ello comulgue la 
oportunidad de los sujetos procesales de cuestionar las pruebas, se ejerza el control de legalidad 
frente a los actos procesales que impliquen el trato de garantías fundamentales, se establezcan 
dispositivos de sentencia anticipada, y por último, pero no menos importante, se propenda por la 
adopción de mecanismos procesales alternos al ejercicio de la acción penal (Bernal Acevedo, 
2005) 
     En pocas palabras, un sistema penal que se funde en un carácter adversarial, con plena 
determinación como separación de funciones judiciales entre la defensa y el ente acusador, y en 
donde prime la guarda, tutela como garantía por los derechos fundamentales propios de las partes 
e intervinientes de la relación procesal.  
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     Situación que deja entrever que el modelo de justicia restaurativa ostenta su auge y desarrollo 
en sistemas penales de corte acusatorio, pues es ahí, en donde resulta más factible garantizar 
escenarios restaurativos de intervención conjunta de las partes inmersas en el conflicto, a través 
de los cuales se halle una solución justa, proporcional y razonable al daño, sin necesidad de 
ejercer la acción penal. 
     En esta medida, todo modelo de justicia restaurativa incorporado en ápice de todo sistema 
penal de corte acusatorio suele presentar tres objetivos necesarios para la obtención de un 
resultado restaurativo en el marco de la actuación penal; dentro de los cuales se encuentran: 
a) La reparación integral de los efectos negativos que haya traído consigo la comisión de la 
conducta delictiva, sean de naturaleza tangible, intangible, materiales y morales, es decir, desde 
el punto de vista económico asegurar la indemnización patrimonial, y desde la arista moral, 
constituir a favor de las víctimas medidas de rehabilitación, restitución, y garantías de no 
repetición, desde una óptica individual colectiva, moral y simbólica. 
     Así mismo, como medidas de reparación alternas se consagra la posibilidad del trabajo para la 
comunidad, o la realización o abstención de determinada conducta si se considera pertinente, así 
como recibir tratamientos de rehabilitación o educación. De cualquier manera, la solución no 
podrá ir en contravía de los derechos fundamentales de ninguna de las partes inmersas en el 
conflicto penal. 
     b) El restablecimiento del derecho, con lo cual se pretende que en la medida de lo posible y en 
atención a la naturaleza jurídica del bien jurídicamente tutelado y el cual resultó vulnerado o 
puesto en peligro de manera efectiva, sea restaurado a su estado natural, es decir, que vuelva a 
ser lo que era antes de la comisión del hecho punible. 
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     c) Por último, se pretende asegurar la resocialización y reincorporación del infractor penal a la 
sociedad, a través del restablecimiento del vínculo social desquebrajado a partir de la comisión 
de la conducta punible, y el cual se reparará mediante las medidas que adopte el infractor, en 
favor del estamento social. 
     En consecuencia, todo sistema de corte acusatorio resulta ser el arquetipo jurídico penal más 
idóneo para asegurar el modelo de justicia restaurativa, a través de la cual se propende por 
dirimir el conflicto naciente a partir de la comisión de una conducta delictiva, desde la óptica de 
intervención mínima de la acción penal, es decir, sin necesidad de ejercitar el aparato punitivo.  
     Por consiguiente, es claro que ambos arquetipos se complementan ente sí, al tomar como 
epicentro de solución de conflictos el restablecimiento del daño mediante la adopción de una 
decisión judicial basada en el acuerdo reconciliatorio promovido entre las partes, y cuya 
resolución resulte justa, equitativa, como proporcional al delito consumado. 
1.1.2. Acto legislativo 03 de 2002. 
     Autores como Bernal Acevedo indica: “Colombia no ha sido ajena a los cambios legislativos 
de índole procesal; precisamente en este campo se han presentado cambios radicales entre el 
procedimiento anterior y el posterior a la Constitución Política de 1991, que han repercutido, en 
la transformación del sistema penal interno” (Bernal Acevedo, 2005, p.45).      
     Lo anterior permite entrever que al ápice del Estado colombiano se ha efectuado una 
promoción legislativa por conducto de la cual se buscó encaminar el modelo judicial penal 
interno, y su cuerpo normativo, en un gobierno penal de corte acusatorio, fundado en principios 
rectores como la contradicción, el carácter adversarial, la defensa, y la separación de funciones; a 
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través del cual, le permitieran al Estado cimentar las bases de una administración de justicia 
pronta, eficaz, y óptima a la hora de contrarrestar como sancionar jurídicamente, los brotes de 
criminalidad acentuados al interior del estamento social. 
     De modo que, el cambio legislativo acaecido al interior de la sociedad colombiana obedeció a 
la evolución del matiz sociopolítico que presentó el Estado colombiano en el devenir de su 
formación política, económica, social, y jurídica, que terminaron por dictar el rumbo del sistema 
penal –cambio de un modelo inquisitivo, a un modelo con tendencia acusatoria-, con base en la 
coyuntura actual de los factores reales del poder, acentuados al interior del estamento jurídico 
colombiano. 
     Así, antes de la modificación dictada en el marco de los factores reales del poder que regían al 
Estado colombiano con antelación a la época de los noventa, resultaba claro que el manto 
jurídico como axiológico que le fundaba era eminentemente legalista, al tratarse de un modelo de 
Estado de derecho, cuya fuente constitucional resultaba ser la constitución política de 1886; 
razón por la cual, su sistema penal se basaba en un modelo con marcada tendencia inquisitiva. 
     Ahora bien, fruto de la producción constitucional surgida en el seno del Estado colombiano, y 
cuya consecuencia directa resultó ser la excursión de la constitución política de 1991, fue claro 
que, en tratándose de un estamento demócrata, social, como pluralista, lo más lógico era que 
subsistiera en las fauces del proceso penal un modelo netamente acusatorio, o por lo menos con 
marcada tendencia acusatoria, pues solo así, se salvaguardaría las garantías judiciales que deben 
comulgar siempre en la actuación penal; máxime, en un sistema penal desarrollado a la luz de un 
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Estado social y democrático de derecho5 como el que resultó ser el Estado colombiano, a partir 
de la proclamación de la constituyente de 1991. 
     En tal sentido, gracias al cambio constitucional surtido en el modelo de Estado, resultó claro 
que debía efectuarse una promoción legislativa en el seno de la actuación procesal penal, por 
conducto de la cual, se salvaguardara los nuevos factores reales de poder del Estado colombiano. 
Razón por la cual, tanto el sistema penal como sus disposiciones jurídicas, debían reformarse en 
aras de proteger constitucional como legalmente el acervo de intereses, derechos como bienes 
jurídicos denotados en las fauces del nuevo modelo de Estado; lo cual no era otra cosa más que, 
tutelar jurídicamente los nuevos factores del poder, circunscritos en la cultura dominante actual 
del conglomerado social. 
     Así, al acentuarse en el marco del estamento socio jurídico colombiano la necesidad de 
adoptar como epicentro de la gestión de justicia una relación procesal penal acorde a los 
postulados axiológicos, filosóficos, como jurídicos, consagrados en el seno del nuevo modelo de 
Estado, cobijado mediante la constitución política de 1991, resultó imperante para el órgano 
legislativo, previo trabajo mancomunado efectuado con la comisión interinstitucional, adoptar 
mediante la expedición del acto legislativo 03 de 20026, un modelo procesal penal capaz de 
contrarrestar la crisis de justicia acaecida al interior de la sociedad colombiana, y con ello, 
                                                          
5 SECRETARÍA DEL SENADO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, Constitución política; (2019), Bogotá D.C, Titulo I. De Los Principios 
Fundamentales: Artículo 1o. Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria, descentralizada, con 
autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la 
solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general.   
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991.html  
6 Ibídem, 4. 
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instaurar las bases de una actuación jurídico penal más pronta, eficaz y óptima, a la hora de 
proferir justicia, frente a los brotes de criminalidad vislumbrados en el estamento social7. 
     De tal suerte que, mediante la incorporación de un modelo procesal de marcada tendencia 
acusatoria, no solo se pugnó por contrarrestar los constantes brotes de criminalidad acentuados al 
interior del estamento social, sino que además, en mayor medida, se buscó superar los escenarios 
de desigualdad procesal circunscritos en el seno del sistema mixto de marcada tendencia 
inquisitiva; los cuales, se vislumbraron en aspectos como: La escasez de derechos como 
garantías jurídico procesales, el desbordante poder del ente acusador, la vulneración constante de 
los derechos indispensables como el debido proceso, la libertad, la igualdad, la defensa y la 
dignidad al no definirse la situación jurídica del procesado en el término legal fijado para tal 
efecto, entre otros aspectos más (Carreño, 2007). 
     Por lo cual, ante tal desprolijo procesal, se arraigó con más ahínco en el Estado colombiano la 
urgencia de incorporar en las fauces de la administración de justicia el sistema penal de 
tendencia acusatoria, a través del cual, se logrará dar un vuelco absoluto a la justicia penal 
colombiana, mediante la construcción de un modelo penal más efectivo en la lucha contra la 
criminalidad, y el cual además, resultare ser garante del cúmulo de derechos instituidos en favor 
de quienes de manera directa o indirecta, estuvieren llamados a participar en la actuación penal 
(Carreño, 2007). 
     Así las cosas, el sistema acusatorio cuya fuente constitucional radica en el acto legislativo 03 
de 20028, y su fuente legal resulta ser la ley 906 de 20049, se constituyó como la respuesta a las 
                                                          
7 Bernal Acevedo, 2005,Bogotá Colombia, Las reformas procesales penales en Colombia. 
https://revistas.usantotomas.edu.co/index.php/iusta/article/view/2987. 




necesidades de optimización del aparato judicial, así como, a la contienda contra la criminalidad 
denotada en el seno de la realidad socio jurídica de la época; por lo cual, la adopción del sistema 
en mención generó la transformación del paradigma jurídico enquistado en el aparato jurídico 
penal, al ofrecer una noción de justicia penal más económica para el Estado como para las partes 
del proceso, al propiciar una actuación más pronta, y más productiva al momento de evaluar las 
relaciones entre los actores protagónicos del proceso, así como, las investigaciones y sus 
respectivas sanciones, sean de índole penal o no (Meza Areiza, 2012). 
     En conclusión, el sistema penal de tendencia acusatoria se consideró como una autentica 
opción para el mejoramiento de la administración de justicia en materia punitiva; el cual ostentó 
su génesis a partir del mutualismo legislativo de índole procesal dictado a nivel constitucional, 
que emanó, en atención al devenir y/o evolución de los factores reales del poder nacientes a 
partir de los cambios en la coyuntura social, económica como política vivida al interior del país. 
     Así mismo, las reformas constitucionales promovidas a lo largo de la corta pero movida 
historia de nuestra constituyente, dan habida cuenta de los constantes paradigmas reformatorios a 
los cuales se ha visto sometido el naciente Estado social de derecho, al punto que han hecho del 
mismo, un Estado en constante construcción a partir de las reformas efectuadas respecto de las 
acepciones sociales, económicas, políticas, culturales como jurídicas que le han fundado durante 
el trasegar del tiempo en el marco del ordenamiento jurídico interno; transformaciones que valga 
indicarse, datan desde la concepción del mismo, hasta la actualidad, y cuyo móvil se ha 
circunscrito casi siempre, en dinamizar como ajustar el máximo estamento constitucional a la 
coyuntura actual de la sociedad colombiana.  
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     De ahí que, sus constantes modificaciones, reformas, adiciones o derogatorias respecto de 
algunos componentes jurídicos que integran la constitución política, han hecho de la misma uno 
de los textos constitucionales a nivel mundial que más reformas ha presentado en su haber, 
cuarenta y uno para ser exactos en sus casi veinte ocho años de vida jurídica, ello sin contar los 
proyectos de acto legislativo que han sido declarados inexequibles por conducto de la Honorable 
Corte Constitucional.  
     Reformas que sin duda alguna ha obedecido a la transformación de factores sociales, 
jurídicos, políticos culturales, y en general de toda índole, gestados en el seno del estamento 
social, que, al ser tratados por conducto de la norma, muchas veces resultan ser exiguos; razón 
por la cual, merecen ser abordados mediante reformas constitucionales en aras de evitar un 
socavamiento del interés general de la sociedad, pero en mayor medida del Estado y su 
correspondiente administración de justicia. 
     Así, mediante la expedición e incorporación del acto legislativo 03 de 200210 en el seno del 
orden jurídico interno, se introdujo reformas constitucionales de fondo frente a la gestión de 
justicia, al punto que, por conducto del mismo se efectuó la modificación de tres artículos que se 
constituyen como el epicentro del aparato judicial, y respecto de los cuales, resultó imperiosa su 
modificación, en aras de acentuar en las fauces del poder jurídico penal, un sistema procesal de 
tendencia acusatoria. 
     Por tal motivo, los artículos susceptibles de reforma constitucional resultaron ser:  
                                                          
10 Ibídem, 4. 
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El artículo 116 correspondiente a la administración de justicia, el artículo 250 relativo a las 
funciones de la Fiscalía General de la Nación11, y, por último, pero no menos importante, el 
artículo 251 concerniente a las funciones especiales del Fiscal General de la Nación12. Reformas 
que dicho sea de paso, permitieron dar vía libre al sistema procesal acusatorio como epicentro de 
la actuación penal, delimitar las funciones investigativas como judiciales que comulgaran en el 
marco de la relación procesal, y por último, introducir en el seno del sistema penal el principio 
de oportunidad como mecanismo alterno al ejercicio punitivo (Martínez Lozada, 2007).  
     De tal suerte que, en cuanto al artículo 116 correspondiente a la administración de justicia, se 
estableció por conducto del acto legislativo, quienes están legitimados por vía constitucional para 
ejercer las funciones propias de la conducción de justicia, o propiamente dicho, del aparato 
judicial; por lo cual, la reforma constitucional permitió señalar que la función jurisdiccional se 
ejercerá como propia, habitual y de manera permanente por las corporaciones como personas 
exhortadas de investidura legal como constitucional para hacerlo, según precisa en la 
constituyente política. 
     Así, la jurisdicción se ejercerá por conducto de la Honorable Corte Constitucional13, la Corte 
Suprema de Justicia14, el Consejo de Estado,15 el Consejo Superior de la Judicatura16, la Fiscalía 
                                                          
11 Ibídem, 12. 
 
12 ídem 
13 Ibídem, 20. 
14 REPUBLICA DE COLOMBIA, CORTE SUPREMA DE JUSTICIA Constitución Política de Colombia, Capítulo 2 de la jurisdicción 
ordinaria. Art. 234.” La Corte Suprema de Justicia es el máximo tribunal de la jurisdicción ordinaria y se compondrá del número impar de 
magistrados que determine la ley. Esta dividirá la Corte en Salas, señalará a cada una de ellas los asuntos que deba conocer separadamente y 
determinará aquellos en que deba intervenir la Corte en pleno”. http://www.cortesuprema.gov.co/corte/index.php/funciones/ 
 
15CONSEJO DE ESTADO, 2015, Bogotá Colombia, “El Consejo de Estado es el tribunal supremo de la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo,  y en tal virtud conoce de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad contra los decretos dictados por el Gobierno Nacional 
que no sean de competencia de la Corte Constitucional, de los casos de pérdida de investidura de los congresistas y de la acción de nulidad 
electoral de acuerdo a la ley, resuelve las controversias y litigios de mayor importancia originados en actos, contratos, hechos, omisiones y 




General de la Nación en los casos que determine la ley, las jurisdicciones especiales tales como 
la penal militar, la indígena, y la justicia de paz. 
     También ejercerán funciones jurisdiccionales el Congreso de la República con motivo de las 
acusaciones como faltas disciplinarias que se formulen contra los siguientes estamentos jurídico-
políticos, aun cuando, hubiesen cesado en el ejercicio de sus cargos: El Presidente de la 
República, los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, de la Corte 
Constitucional, y del Consejo Superior de la Judicatura; y por último, contra el Fiscal General de 
la Nación. 
     Además de manera excepcional podrán ejercer funciones jurisdiccionales, las autoridades 
administrativas cuando la ley les determine tales competencias, claro está, sin que ello implique 
ejecutar funciones de instrucción o juzgamiento de carácter penal; así como, los particulares en 
su calidad de conciliadores o árbitros habilitados por las partes, en temas susceptibles de 
transacción. Todo lo anterior, de conformidad con los procedimientos señalados en la ley para 
tales efectos (Martínez Lozada, 2007). 
     Así las cosas, el organigrama jurisdiccional a través del cual se ejercerá la función pública de 
administrar justicia en el ápice del Estado colombiano, quedó conformada de la siguiente 
manera:  
                                                                                                                                                                                           
16UNIVERSIDAD DE ANTIOQUIA, 2019, Bogotá Colombia,” El Consejo Superior De La Judicatura este organismo está encargado de dos 
funciones fundamentales para la buena marcha de la rama judicial. En primer lugar cumple la función de administrar a la rama judicial y en 
segundo lugar, cumple una función disciplinaria que ejerce cuando conoce de las faltas cometidas por los funcionarios judiciales y por los 




     a. La jurisdicción ordinaria; integrada por la Corte Suprema de Justicia, los Tribunales 
Superiores de Distrito Judicial, y los juzgados17. 
     b. La jurisdicción contenciosa administrativa; integrada por el Consejo de Estado, los 
Tribunales administrativos, y los juzgados administrativos18. 
     c. La jurisdicción constitucional; integrada por la Honorable Corte Constitucional, el Consejo 
de Estado, los jueces, y corporaciones que ejercen jurisdicción constitucional, excepcionalmente, 
para cada caso en concreto, cuando deban proferir las decisiones de tutela o resolver acciones o 
recursos, previstos para la aplicación de los derechos constitucionales19. 
     d. El Consejo superior de la Judicatura, integrado por la sala administrativa y la sala 
disciplinaria20. 
     e. La Fiscalía General de la Nación21. 
     Otrora, en tratándose del artículo 250 de la constituyente correspondiente a las funciones de la 
Fiscalía General de la Nación22, el acto legislativo en mención trajo consigo una reforma de 
fondo frente a las funciones del ente acusador, más concretamente frente al ejercicio de la acción 
punitiva; pues incorporó al acápite de la norma evocada la posibilidad de prescindir del ejercicio 
                                                          
17 UNIVERSIDAD DE LOS ANDES, 2013, Bogotá Colombia, “La Jurisdicción Ordinaria es aquella en la cual todos los jueces que hacen parte 
de esta jurisdicción están llamados a dirimir los conflictos y decidir controversias entre particulares a partir del derecho. La Corte Suprema de 
Justicia, máximo estamento de esta jurisdicción, es esencialmente una Corte de Casación que mediante sus decisiones unifica la jurisprudencia 
nacional y decide de forma definitiva los litigios de los cuales tiene conocimiento”.  
https://c-politica.uniandes.edu.co/oec/index.php?ac=rj&main=4&id=1&dat=16  
18 UNIVERSIDAD DE LOS ANDES, 2013, Bogotá Colombia, JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, “Los jueces de 
esta jurisdicción están llamados a solucionar los conflictos que se presentan entre particulares y el Estado, o los conflictos que se presentan al 
interior del Estado mismo. El órgano máximo y de cierre jurisprudencial de esta jurisdicción es el Consejo de Estado”.  
 https://www.youtube.com/watch?v=KsNyI1eoOiE  
 
19 UNIVERSIDAD DE LOS ANDES, 2018, Bogotá Colombia, “ La jurisdicción Constitucional es la rama de la justicia que vela por la 
supremacía de la Constitución Política Colombiana y el Estado de Derecho en todo el territorio Nacional”. https://c-
politica.uniandes.edu.co/oec/index.php?ac=rj&main=4&id=1&dat=20  
20 Ibídem, 26. 
21 Ibídem, 12. 
22 Ídem  
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punitivo por parte del ente acusador, a través de la implementación como puesta en marcha, de 
un mecanismo procesal de naturaleza restaurativa conocido bajo el nombre de principio de 
oportunidad23. 
     Así, el aporte más representativo que trajo consigo el acto reformatorio en lo concerniente a 
las funciones genéricas del ente acusador, se circunscribió en implementar el precitado principio 
como fuente procesal y político criminal de la racionalización del poder punitivo; ello, en aras de 
obtener la optimización del aparato judicial mediante la aplicación de un subrogado alterno a la 
persecución penal, como medio resolutorio del conflicto naciente a partir de la comisión del 
punible. 
     En ese sentido, en búsqueda de cumplir el móvil propuesto, la comisión interinstitucional 
convocada por el Fiscal General de la Nación24, y conformada por el Procurador General de la 
Nación25, el Ministro de Justicia y del Derecho, el Defensor del Pueblo26, el presidente de la Sala    
Penal de la Corte Suprema de Justicia27, el Presidente del Consejo Superior de la Judicatura28, el 
Director de la Asociación Colombiana de Universidades29, y profesores de derecho penal, como 
                                                          
23 Ibídem, 11. 
24 FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, Bogotá Colombia, 2019. ARTÍCULO 249 Constitución Política, “La Fiscalía General de la Nación 
estará integrada por el Fiscal General, los fiscales delegados y los demás funcionarios que determine la ley. El Fiscal General de la Nación será 
elegido para un período de cuatro años por la Corte Suprema de Justicia, de terna enviada por el Presidente de la República y no podrá ser 
reelegido. Debe reunir las mismas calidades exigidas para ser Magistrado de la Corte Suprema de Justicia. La Fiscalía General de la Nación 
forma parte de la rama judicial y tendrá autonomía administrativa y presupuestal”. https://www.fiscalia.gov.co/colombia/la-entidad/funciones/  
 
25 PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN, Bogotá Colombia, “El Procurador General de la Nación, elegido por amplia mayoría en el 
Senado de la República, fue el promotor del Movimiento Estudiantil que abrió camino a la Asamblea Nacional Constituyente en 1991”. 
https://www.procuraduria.gov.co/portal/procurador.page  
26 BANREPCULTULTAL, Bogotá Colombia, “Él Defensor del Pueblo tiene origen en el sistema jurídico sueco, bajo el nombre 
de ombudsman, como un funcionario nombrado originalmente por el rey, y después por el parlamento, cuyas funciones consisten en vigilar y 
supervisar el cumplimiento de la ley, así como en denunciar los abusos del poder y proponer fórmulas de arreglo ante las quejas de los 
ciudadanos”. http://www.banrepcultural.org/biblioteca-virtual/credencial-historia/numero-156/el-defensor-del-pueblo  
27 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Bogotá Colombia,2018. “Siendo la Honorable Corte Suprema de Justicia el máximo Tribunal de la 
jurisdicción ordinaria, la Sala de Casación Penal, dentro de la órbita de su competencia que le confiere la Constitución Nacional y la Ley, en sus 
múltiples funciones, adelanta la investigación y juzgamiento contra los miembros del Congreso”. 
http://www.cortesuprema.gov.co/corte/index.php/secretaria-sala-de-casacion-penal/  
28 Ibídem, 26.  
29 LA ASOCIACIÓN COLOMBIANA DE UNIVERSIDADES, Bogotá Colombia, 2013.  “La Asociación Colombiana de Universidades, 
también conocida como ASCUN, es una organización no gubernamental, sin ánimo de lucro, que congrega a las universidades públicas y 
privadas de Colombia”. https://ascun.org.co/  
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de derecho procesal penal; en desarrollo de sus labores como comisionistas, sesionaron sobre la 
necesidad, viabilidad, como aplicabilidad que debería tener el principio de oportunidad en el 
marco del ordenamiento jurídico interno, por conducto del artículo 250 de la constituyente 
política (Martínez Lozada, 2007). 
     De tal suerte que, dichas sesiones quedaron registradas en varias actas, de las cuales se 
extracta los siguientes postulados por ser los que ostentan injerencia directa con el principio de 
oportunidad. 
     En primer orden se encuentra el: 
     a. Acta 1, febrero 1 de 2002: En donde se estudia incorporar en el orden jurídico interno el 
principio de oportunidad30 en su modalidad reglada.  
     El doctor Fernando Coral Villota pregunta: ¿Qué significa incorporar en el orden jurídico el 
principio de oportunidad en su modalidad reglada? 
     Responde el doctor Jaime Granados: Hay dos dimensiones en el derecho comparado del 
principio de oportunidad31, una de absoluta discrecionalidad propia del sistema anglosajón, y otra 
de carácter reglado de origen europeo propiamente alemán.  
     Respecto de la de absoluta discrecionalidad el Ministerio Público, el Ministerio Fiscal tienen 
la absoluta facultad de indagar y de acusar de manera privativa. 
     Mientras que, en tratándose del carácter reglado se puede ejercer el principio de 
oportunidad32, pero en casos concretos y ejerciendo inspección judicial sobre la aplicación de 
                                                          
30 Ibídem, 11. 
31 Ídem.  
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este; es decir, la fiscalía está sujeta al cumplimiento de parámetros o reglas específicas a la hora 
de aplicar el principio de oportunidad33. Además, valga indicarse, el mismo procede frente a 
situaciones de pequeña criminalidad. (Martínez Lozada, 2006, p.24) 
     b. Acta 7, marzo 6 de 2002: 
     Se discute sobre la redacción del artículo 250 de la constituyente política, en aras de 
incorporar el principio de oportunidad; por lo cual, la comisión indica que el mismo quedará así: 
     Corresponde a la Fiscalía General de la Nación34, de oficio o con fundamento en denuncia o 
querella desarrollar las investigaciones de los hechos que puedan constituir delitos y acusar ante 
los jueces de la República, cuando fuere el caso, a los presuntos infractores de la ley penal…    
Para tal efecto, la Fiscalía General de la Nación35 deberá: “Requerir ante el juez competente la 
preclusión de las investigaciones conforme a la ley, cuando no hubiere mérito para acusar. Se 
aplicará el principio de oportunidad con sujeción estricta a la ley y previa autorización del juez 
de control de garantías” (Martínez Lozada, 2006, p.25). 
     Es aquí, en este momento donde se gestó la discusión sobre la redacción del artículo 250 de la 
Constituyente, en lo que respecta a la facultad judicial que se pretende dejar a cargo del ente 
acusador como resulta ser: La aplicación del principio de oportunidad36. 
     Así, para el doctor Jaime Granados la razón de ser de la facultad de aplicar el principio de 
oportunidad constituye un medio procesal a través del cual no solo se pone fin a un conflicto 
socio jurídico, sino que, además se enmarca como un limitante al ejercicio funcional del ente 
                                                                                                                                                                                           
32 Ídem.  
33 Ibídem, 11. 
34 Ibídem, 12. 
35 Ídem. 
36 Ibídem, 11. 
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acusador, al exigirse como requisito, el cumplimiento de algún tipo de control judicial. El cual 
claramente, deberá ser materializado por el juez competente, previa solicitud del fiscal (Martínez 
Lozada, 2007). 
     De igual modo, en el acta en mención se discutió sobre la discrecionalidad del ente acusador 
al instante de buscar aplicar el principio de oportunidad, en donde el doctor Mendoza Diago 
indicó que resulta más práctico para el proceso penal manejar un criterio de legalidad; a través 
del cual, el fiscal únicamente se encargara de aplicar la norma penal. A ello, respondió el doctor 
Julio Sampedro, indicando que, mediante la incorporación del carácter reglado del principio de 
oportunidad, dicha discrecionalidad se encontraría limitada al mandato legal y de política 
criminal que disponga el Estado colombiano, para tal efecto. 
     En tal contexto, el doctor Fernando Arboleda Ripoll por conducto de su pronunciamiento 
titulado “pautas para el perfeccionamiento del proceso penal” dictado en una conferencia en el 
Departamento de Derecho Internacional, que valga indicarse fue tenido en cuenta en las 
discusiones de la comisión, expuso que ante la mala articulación de la justicia penal en 
Colombia, generador de fenómenos de congestión judicial así como de criminalidad latente, se 
podrían proponer tres elementos para mejorar la gestión de justicia; mencionando como uno de 
ellos, la implementación del principio de oportunidad37.  
     Siendo los restantes, la compresión general del sistema ante cualquier aviso de reforma penal, 
y, el inventario de los desaciertos de las reformas como políticas criminales ensayadas en el 
pasado en materia penal. 
                                                          
37 Ibídem, 11. 
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     Por lo cual, en lo concerniente al principio de oportunidad señaló que como primera medida 
se debía efectuar un análisis anticipado de los efectos socio jurídicos que traería consigo la 
implementación de tal subrogado procesal en el proceso, la sociedad y la víctima.  
     Para ello, se debía hacer un análisis respecto del comportamiento de los mecanismos 
procesales existentes en el proceso penal, que guardan similitud jurídica con el principio de 
oportunidad38, como resulta ser el caso de la conciliación- como antecedente más próximo-, la 
terminación del proceso por indemnización integral, la sentencia anticipada, y demás subrogados 
procesales dirigidos a finalizar la actuación penal (Martínez Lozada, 2007). 
     Postura mantenida en vigencia por Vázquez Rivera (2010) al indicar que:   
     El principio de oportunidad atañe como fuente histórica los mecanismos alternativos de 
solución de conflictos39, los cuales, han liderado la bandera de controlar como sancionar las 
conductas humanas desviadas que llegan a transgredir el orden social, jurídico como político 
establecido al interior del estamento social, a través de medios alternos a la sanción y fundados 
en la justicia de carácter restaurativa.  
     De ahí que, ha considerado como fuente legal inmediata del principio de oportunidad40 en el 
marco jurídico interno, el dispositivo alterno de satisfacción de conflictos conocido bajo el 
nombre de la conciliación41. (Vásquez Rivera & Mojica Araque, 2010, p.90). 
                                                          
38 Ídem.  
39 ASUNTOS LEGALES, Bogotá Colombia, 2019, “Mecanismos Alternativos De Solución De Conflictos, en Colombia la Ley establece ciertos 
mecanismos alternativos de solución de conflictos (en adelante “Masc” en su uso singular o plural). Sin embargo, lo anterior no quiere decir que 
las partes de un contrato o que ya estén en medio de una controversia no tengan la facultad de pactar mecanismos distintos a los previstos en la 
Ley para solucionar dichas controversias”. https://www.asuntoslegales.com.co/consultorio/mecanismos-alternativos-de-solucion-de-conflictos-
2834963  
40 Ibídem, 11.  
41 MINJUSTICIA, Bogotá Colombia, 2019. “La conciliación es un mecanismo alternativo de solución de conflictos a través del cual, dos o más 
personas, naturales o jurídicas, de carácter privado o público, nacional o extranjera), gestionan por sí mismas la solución de sus diferencias, con la 




     De modo que, al equiparar los distintos subrogados procesales existentes en el proceso penal, 
con el principio de oportunidad, resulta factible anticipar los costos sociales como jurídicos que 
traerá consigo la aplicación del mismo como medio resolutorio del conflicto; y con ello, una vez 
efectuado el cálculo anticipado, poder determinar las falencias que podrían impedir la utilidad 
del principio de oportunidad, como instrumento jurídico procesal encaminado a impugnar la 
crisis de la justicia penal colombiana. 
     Así mismo, el doctor Fernando Arboleda Ripoll advierte que el principio de oportunidad42 se 
precisa en construir una excepción a la regla de legalidad, por lo que se vislumbra en un 
mecanismo de selectividad penal en el marco de la actuación penal; a través del cual, se exhorta 
la posibilidad al ente acusador de inhibirse de perseguir penalmente determinadas conductas 
punibles, o de suspender el procedimiento en curso, en atención a factores inmersos en una 
concreta política criminal rectora del Estado colombiano (Martínez Lozada, 2007).  
     En tal sentido la filosofía del principio de oportunidad43 radica en la exigencia de simplificar, 
acelerar, y hacer más eficiente la gestión de justicia, descongestionándola de la pequeña como la 
mediana criminalidad; y en contraprestación, se evitarán los efectos nocivos de las penas cortas 
de privación de la libertad, estimulando así, una diligente reparación a la víctima, además de, 
promover la inserción social de quién fuere el sujeto activo del punible, en la sociedad.  
     Lo anterior claro está, circunscrito siempre bajo la estricta regulación legal que deberá 
comulgar como requisito de legalidad, al instante de procurar incoar el principio de 
oportunidad44 por parte del ente acusador, como medio resolutorio del conflicto; pues solo así, se 
                                                          
42 Ibídem, 11. 




encontrará facultado jurídicamente de prescindir total o parcialmente de la aplicación de la 
acción punitiva, o limitarla a alguna de las personas que intervinieron en la comisión de la 
conducta punible. 
     Así las cosas, la redacción final del artículo 250 del máximo estamento político 
correspondiente a las funciones de la Fiscalía General de la Nación45, una vez producida la 
reforma constitucional por conducto del acto legislativo 03 de 200246, quedó de la siguiente 
manera: 
     Artículo 2, Acto legislativo 03 de 2002: El artículo 250 de la constitución política quedará así: 
     Artículo 250. La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la 
acción penal y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito 
que lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, 
siempre y cuando medien suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible 
existencia del mismo. No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la 
persecución penal, salvo en los casos que establezca la ley para la aplicación del principio de 
oportunidad regulado dentro del marco de la política criminal del Estado, el cual estará sometido 
al control de legalidad por parte del juez que ejerza las funciones de control de garantías. Se 
exceptúan los delitos cometidos por miembros de la fuerza pública en servicio activo y en 
relación con el mismo servicio47.  
                                                          
45 Ibídem. 12. 
 
46 Ibídem. 4. 




     En consecuencia, el acto reformatorio del artículo 250 de la constituyente política, claramente 
gestó la recomposición de las funciones genéricas que estaría llamado a ostentar en su haber 
jurídico el ente acusador en el marco de la actuación penal; al punto que, le asignó, reestructuró y 
preparó, para la adjudicación del nuevo perfil investigativo-acusativo, que está llamado a 
ostentar, en la nueva estructura procedimental; que una vez materializada jurídicamente por 
conducto de la ley 906 de 200448, desarrollaría el esquema procesal mixto de propensión 
acusatoria, en el seno de la actuación penal colombiana. 
1.2. Concepto del Principio de Oportunidad 
     A partir de la reforma constitucional surgida en el seno del Estado colombiano, mediante la 
expedición del acto legislativo 03 de 200249, se pugnó por asegurar en la administración de 
justicia la incorporación del modelo procedimental penal de propensión acusatoria, a través del 
cual, se logrará dirimir los problemas de congestionamiento judicial y de crisis delictiva 
acentuados al acápite del estamento socio jurídico colombiano.  
     Por lo cual, el acto reformatorio surtido frente al artículo 250 de la constituyente, que trajo a 
priori la entrada en vigencia de la relación penal de tendencia acusatoria en el ápice de la 
dirección de justicia, no solo vislumbró el transito procesal de un sistema a otro –del 
procedimiento mixto inquisitivo, al procedimiento acusatorio-; sino que además, positivizó el 
principio de oportunidad como una facultad procesal consagrada en favor del ente acusador a 
través de la cual, puede inhibirse de ejercitar la acción punitiva, además de suspender o 
interrumpir la misma, cuando por motivos de política criminal, y en atención a las casuales 
                                                          
48 Ibídem, 5. 
49 Ibídem, 4. 
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legales, fuere procedente su aplicación como medio resolutorio del conflicto socio jurídico 
naciente con la comisión del delito. 
     De tal suerte que, Vázquez Rivera (2010) afirma:  
     A partir de la declaración de Colombia como un Estado social y democrático de derecho, por 
expresa consagración del artículo primero de la constitución política de 1991, y su reforma 
mediante el acto legislativo 03 de 2002, modificatorio entre otros, del artículo 250, se crea, con 
rango constitucional, el principio de oportunidad50 como mecanismo alterno al ejercicio punitivo, 
el cual se aplicará con miras a la solución de los conflictos penales de menor entidad, bajo el 
arraigo de la política criminal del Estado, y de conformidad a las casusas legales establecidas 
para tal efecto (Vásquez Rivera & Mojica Araque, 2010, p. 21). 
     Luego entonces, se puede decir de manera inequívoca que el origen de esta figura reside en la 
evolución del antiguo sistema inquisitivo –basado en la obligatoriedad categórica de la 
investigación de las conductas presuntamente delictivas-, al novedoso sistema penal de tendencia 
acusatoria- fundado en el establecimiento de una política criminal del Estado que faculta al ente 
acusador de desistir del ejercicio de la acción penal, en función de una conveniencia socio 
jurídica mayor para el Estado colombiano. 
     Así, conforme al canon constitucional –artículo 250 de la constitución política51-, se puede 
inferir que en esencia el principio de oportunidad consiste en:  
                                                          
50 Ídem.  
51 SENADO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA, Bogotá Colombia, 2019. “La Constitución Política es nuestra máxima ley Como ella misma 
lo dice es la norma de normas. En otras palabras, es un conjunto de reglas que establece la forma en que debemos comportarnos todos los que 




     La facultad otorgada al fiscal para renunciar al ejercicio de la acción penal, pudiendo también 
interrumpirla o suspenderla; cuando por motivos establecidos por mandato legal, se indicaren las 
hipótesis normativas respecto de las cuales procede su aplicación.52 Claro está, siempre y cuando 
se someta su solicitud de aplicación, al control de legalidad que deberá ser ejercido por conducto 
del juez en función de control de garantías; en aras de salvaguardar el cúmulo de derechos 
consagrados en el haber jurídico de las víctimas, tales como: La verdad, justicia y reparación 
integral, además de los que emanaren por su condición de coasociado del Estado colombiano 
(Martínez Lozada, 2007). 
     De igual forma, el tratadista Claus Roxin en una de sus obras titulada “Criminalidad de 
bagatela, y principio de oportunidad” en Martínez Lozada (2007) manifestó: “El principio de 
oportunidad es la contraposición teórica al principio de legalidad, mediante la que se autoriza 
al fiscal a optar entre elevar la acción penal o abstenerse de hacerlo, cuando las investigaciones 
preliminares llevadas a cabo conduzcan a la conclusión de que el acusado, con gran 
probabilidad, ha cometido un delito” (Martínez Lozada, 2007, p.34). 
     Es decir, el principio de oportunidad resulta ser una institución jurídico procesal de carácter 
reglado que permite al ente acusador optar por prescindir del ejercicio de la acción penal, en 
atención a los fines perseguidos por el Estado mediante su política criminal, aun cuando, el ente 
acusador cuente con un acervo fáctico, jurídico como probatorio que demuestre la 
materialización del hecho delictivo; es decir, aun cuando comulguen suficientes motivos 
jurídicos para incitar la persecución penal. 
                                                          




     Ahora bien, es menester indicar que en caso de que el ente acusador propenda por la práctica 
del principio de oportunidad, resulta indispensable que el mismo tenga plena seguridad de que 
existen los presupuestos jurídicos que eventualmente harán factible la aplicación de una de las 
causales; los cuales tendrán que estar debidamente soportados en la evidencia física e 
información obtenida legalmente, en el curso de las investigaciones preliminares.  
     Adicionalmente, el ente acusador está llamado a realizar la ponderación de los principios, 
derechos e intereses que allí confluyen, dentro de los que destacan dada su importancia jurídica, 
el principio de legalidad53 y necesidad de la sanción punitiva; otrora, cabe indicar que la 
ponderación o juicio de validez al cual se refiere, se efectuará a través del test de razonabilidad 
por ser una metodología que brinda herramientas suficientes para determinar si resulta viable 
renunciar al seguimiento penal, por conducto de la aplicación del principio de oportunidad54 
(Forero Ramírez, 2013). 
     En tal sentido, el ente acusador cuando aboque la necesidad de aplicar el principio de 
oportunidad55 en el marco de la actuación penal ante el juez en función de control de garantías, 
deberá previo a ello, haber analizado: Los móviles de la política criminal, la causal legal en la 
cual basará la solicitud de aplicar el subrogado procesal en mención, y por último pero no menos 
importante, tendrá que llevar a feliz término el examen de los principios, derechos e intereses 
que confluyen en el marco de la aplicación del principio en mención.  
                                                          
53 PRINCIPIO DE LEGALIDAD, Sentencia C-710/01, Bogotá Colombia, 2001. “El principio constitucional de la legalidad tiene una doble 
condición de un lado es el principio rector del ejercicio del poder y del otro, es el principio rector del derecho sancionador. Como principio rector 
del ejercicio del poder se entiende que no existe facultad, función o acto que puedan desarrollar los servidores públicos que no esté prescrito, 
definido o establecido en forma expresa, clara y precisa en la ley. Este principio exige que todos los funcionarios del Estado actúen siempre 
sujetándose al ordenamiento jurídico que establece la Constitución y lo desarrollan las demás reglas jurídicas”. 
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2001/C-710-01.htm  
54 Ídem. 
55 Ídem.  
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     Pues solo así, se podrá dirimir el conflicto socio jurídico gestado a partir del delito 
consumado, de manera justa, proporcional y razonable. 
     Igualmente, ha de indicarse que el principio de oportunidad se puede manifestar como un 
instituto procesal tendiente a la optimización de la administración de justicia, cuya razón de ser, 
se encamina en lograr dirimir los conflictos emanados a partir de la consumación de un punible, 
en el marco de la celeridad procesal, y adoptando la justicia restaurativa, como modelo judicial, a 
través del cual, se logre satisfacer los derechos como necesidades del Estado, la sociedad, las 
víctimas, y los responsables del punible. Ello, mediante la adopción de procesos restaurativos 
encaminados a la participación directa y conjunta de los actores en mención, en el conflicto 
naciente.  
     Así, según Vásquez Rivera (2010):  
     Mediante la aplicación del principio de oportunidad se va en búsqueda de introducir 
mecanismos alternativos de solución de conflictos dentro de las formas de juzgamiento; para 
ello, resulta imperante que, el principio de oportunidad sea aplicado bajo el cumplimiento 
efectivo de los paradigmas de necesidad como proporcionalidad de la pena, la racionalización y 
calidad de la administración de justicia, puesto que, solo así, se podrá disminuir la elevada carga 
laboral que aqueja a la rama judicial junto con la exagerada congestión acaecida en los centros 
penitenciarios.  
     Debido a lo cual, el principio de oportunidad se ha entendido bajo aspectos como el interés 
social y la utilidad pública; los cuales se ven reflejados en el campo jurídico en los delitos de 
menor impacto social, o aquellos delitos que dada su escasa comisión no afectan gravemente el 
interés público. En estos casos, la finalidad como la necesidad a la cual apunta el principio en 
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mención resulta ser el no ejercitar la acción penal, para aquellos punibles que dada su escasa 
importancia socio-jurídica, ostentan sanciones punitivas irrisorias las cuales en muchos casos no 
resultan ser privativas de la libertad. (Vásquez Rivera, 2010, p.95).  
     En ese sentido, Duarte Bohórquez (2010) indicó que: 
     La aplicación del principio de oportunidad se hace necesaria dentro del ordenamiento jurídico 
colombiano, en aras de lograr un descongestionamiento judicial, reflejado a partir del desarrollo 
de un modelo de justicia participativa, restaurativa y negociada, enmarcada como modelo de 
enjuiciamiento. Por tal motivo, a través de la aplicación del principio de oportunidad, se opta por 
evitar el desgaste judicial a través de la investigación y persecución penal, solo de aquellas 
conductas punibles que ostentan mayor trascendencia jurídica como social, dada su naturaleza 
delictual. (Duarte Bohórquez, 2010, p.31). 
     En tal contexto, el principio de oportunidad se erige como una alternativa procesal distinta a 
la punitiva, que le permite al Estado optar por salidas jurídicas distintas a la expresamente 
legalista frente al fenómeno de la criminalidad, buscando con ello, materializar el principio 
rector del derecho penal consistente en la “última ratio”; además de, conducir a la obtención de 
la justicia material en el caso en concreto.  
     Así las cosas, el principio de oportunidad resulta ser un instrumento, un medio, una potestad 
constituida en favor del ente acusador, que le concibe la autoridad reglada para suspender, 
interrumpir o renunciar a la persecución punitiva, en los eventos taxativamente señalados por el 
código de procedimiento penal, y que debe orientarse a la promoción de un orden justo, en 
progreso de la política criminal del Estado (Martínez Lozada, 2007). 
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     De tal suerte que, por conducto del acto reformatorio surtido en el seno de la dirección de 
justicia se pugnó por aliviar la carga excesiva del aparato judicial además de evitar la aflictividad 
social que pueda traer consigo la sanción punitiva, cuando fuere innecesaria o desproporcional, 
frente a las partes e intervinientes procesales, y en general para el estamento social, al incorporar 
el principio de oportunidad56 como instrumento jurídico procesal alterno al ejercicio punitivo. 
1.3. Naturaleza jurídica del principio de oportunidad 
     Al ahondar sobre la naturaleza jurídica que constituye al principio de oportunidad57, no 
resulta indiferente concebirlo a priori como un mecanismo procesal, una directriz técnica, una 
facultad, o simplemente como un criterio de oportunidad; sin embargo, partiendo de la esencia 
jurídica del mismo, con justeza se podría indicar que este se trata de un principio procesal 
reglado y discrecional, el cual es otorgado por la constituyente al ente acusador, para que pueda 
renunciar, suspender o interrumpir el ejercicio del acto punitivo.  
     En consideración a una política criminal establecida, la tipificación en alguna de las causales 
legales, la fijación a la regulación expedida por el Fiscal General de la Nación58, y el 
sometimiento al examen de legalidad ante el juez en función de control de garantías.  
     En tal sentido, el simple hecho de que el legislador a la hora de llevar acabo el acto 
reformatorio le haya asignado la categoría jurídica de principio, al definirlo como tal, en el ápice 
del artículo 250 de la constituyente cuando refiere a: “en los casos que establezca la ley para la 
aplicación del principio de oportunidad”, deja entrever que la facultad constitucional radicada en 
                                                          
56 Ibídem, 11.  
57 Ídem  
58 Ibídem, 12.  
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cabeza del ente acusador, ostenta en su haber una naturaleza jurídica de principio; en razón a que 
categóricamente fue constituido así por el legislador. 
     Ello en atención a la razón práctica que ostentó el ente legislativo a la hora de conferirle el 
carácter de principio a la facultad constitucional en mención, que se evidencia en el respeto de la 
directriz técnica constitucional de que solo un principio puede contraponerse a otro en atención 
al juicio de validez o método de ponderación efectuado respecto de los mismos, cuando se 
advierta un conflicto jurídico constitucional entre los principios frente a un caso en concreto; por 
ejemplo, cuando se confronta el principio de oportunidad59 versus el de legalidad procesal en el 
marco de la actuación penal. 
     Además de lo anterior, el principio de oportunidad60 resulta ser cumplidor de los criterios 
exigidos para ser catalogado como tal, pues cumple a cabalidad con los presupuestos 
estructurales, propios de todo principio, que resultan ser:     
     (i) Una consagración expresa: Que hace referencia a la dimensión o fuente normativa que 
precede al principio de oportunidad, que para el caso en concreto resulta ser: La ley 906 de 
200461, la ley 1312 de 200962, además de la reglamentación interna proferida por el Fiscal 
General de la Nación, resolución 2370 de 201663. 
                                                          
59 Ídem.  
60 Ídem.  
61 Ibídem, 5.  
62 FUNCIÓN PÚBLICA, Bogotá Colombia, 2019. LEY 1312 DE 2009 (Julio 09) "Por medio de la cual se reforma la Ley 906 de 2004 en lo 
relacionado con el principio de oportunidad" .El CONGRESO DE COLOMBIA. 
http://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=36781 
 
63 LEGIS, Bogotá Colombia, 2016. Fiscalía General de la Nación, RESOLUCIÓN 0-2370 DE 2016 (Julio 11) “Por medio de la cual se 
reglamenta la aplicación del principio de oportunidad y se derogan las resoluciones 0-6657 de 2004, 0-6658 de 2004, 0-6618 de 2008, 0-3884 de 





     (ii) Contenido esencial: Que se refiere a la dimensión axiológica que funda al principio de 
oportunidad64, que para el caso en concreto resulta ser, enmarcarse como una alternativa al 
desarrollo punitivo propio del hecho penal. Al simplificar, acelerar y hacer más eficiente la 
dirección de la justicia penal, descongestionándola de la pequeña y mediana criminalidad.    
     (iii) función en el ordenamiento jurídico: Que refiere a la dimensión política, por conducto de 
la cual se busca salvaguardar los intereses jurídicos políticos de la sociedad y del Estado, 
perseguidos por el mismo a través de la política criminal que adoptare para tal fin. 
     (iv) Su universalidad: Que hace mención a la dimensión de igualdad (Vásquez Rivera & 
Mojica Araque, 2010). 
     Así las cosas, el principio de oportunidad65 al cumplir con dichos criterios estructurales, 
permite aseverar inequívocamente que el mismo resulta ser un principio en todo el sentido de la 
palabra, por lo cual, las disposiciones jurídicas, axiológicas como procesales que le constituyen, 
deberán servir como fuente de justicia en el marco de la actuación penal, al momento en que el 
ente acusador aboque conocimiento del hecho delictivo (Vásquez Rivera & Mojica Araque, 
2010). 
     Sin embargo, sin perjuicio de lo anterior-, procesalmente hablando el principio de 
oportunidad66 se vislumbra como una facultad constitucional, discrecional y reglada por medio 
de la cual se tiene control en el poder de decisión sobre el desarrollo de la acción punitiva; lo que 
significa que el ejercicio o propiamente dicho la solicitud de aplicación del mismo como 
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afectación a la pretensión punitiva del Estado, resulta ser un acto dispositivo como potestativo 
únicamente constituido en favor del ente acusador (Vásquez Rivera & Mojica Araque, 2010).  
     En tal sentido, se puede entrever que únicamente será ejercido por el ente acusador, por ser el 
mismo, el titular de esta facultad constitucional; además, resulta pertinente indicar que en sede de 
la misma –principio de oportunidad como facultad constitucional-, el principio en mención 
ostenta en su haber una dualidad en cuanto a su naturaleza jurídica, la cual se vislumbra a partir 
de dos acepciones; la primera denotada en el aspecto sustancial y la segunda concebida en el 
aspecto procesal.   
     Respecto de la primera –aspecto sustancial- el principio de oportunidad67 se entiende como la 
facultad constitucional, discrecional y reglada que ostenta el fiscal en su haber, la cual puede 
hacer efectiva con base en las causales legales circunscritas para su aplicación y concebidas en el 
seno de la política criminal establecida por el Estado colombiano; cuando en atención a la 
naturaleza jurídica del delito, o con base en el rédito de la dirección de justicia, el ente acusador 
se viere abocado a optar por una vía alterna al ejercicio del acto penal para dirimir el litigio 
naciente por el delito consumado, tributando a la justicia, en el marco de un modelo restaurativo.  
     Razón por la cual, en el principio precitado, siempre deberá comulgar criterios como resultan 
ser: 
     La consagración expresa, entendida ésta como la tipicidad de las causales en la ley procesal 
penal, la dimensión jurídico- política, entendida como la aplicación del principio de 
oportunidad68 en el marco de la política criminal69 del Estado, y por último, pero no menos 
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importante, el factor territorial, entendido como el carácter universal que debe ostentar el 
principio, en el marco del territorio nacional del Estado colombiano70(Vásquez Rivera & Mojica 
Araque, 2010).  
     Otrora, al ápice de la segunda acepción, el principio de oportunidad se concibe como un acto 
dispositivo del fiscal, el cual una vez ejercitado, va en pugna de afectar la pretensión punitiva 
que deriva del principio de legalidad71, al rescindir del desarrollo del hecho penal como medio 
primario, tendiente a dirimir el conflicto naciente con el delito consumado. 
     Empero, la aplicación del instituto procesal en mención deberá estar siempre sujeta al 
principio de legalidad72 en cuanto al examen de legalidad que se surtirá respecto de su 
aplicación, ante el juez en función de control de garantías (Vásquez Rivera, 2010). 
     En conclusión, el principio de oportunidad73 ostenta a la luz de la constituyente, el carácter de 
principio, traducido en la facultad discrecional, política como jurídica del ente acusador para 
disponer en la etapa de investigación o en el juicio –hasta antes de la audiencia de juzgamiento-, 
sobre la pretensión punitiva, o propiamente dicho, sobre el ejercicio de la acción penal (Vásquez 
Rivera, 2010). 
1.4. Finalidades del principio de oportunidad 
     Carrara (1956) afirma: “La Insensata idea de que el derecho punitivo debe extirpar de la tierra 
todos los delitos, lleva a la ciencia penal a la idolatría del terror” (p.14). 
                                                          
SENADO DE REPÚBLICA DE COLOMBIA, Bogotá Colombia, 2018.” El Estado es la forma en la que se organiza la sociedad para poder 
funcionar mejor. Es la unión de nuestra población, las instituciones públicas que nos organizan y nuestra cultura”. 
http://www.senado.gov.co/participacion-ciudadana/congreso-para-ninos/item/11158-que-es-el-estado-y-como-se-conforma 
71 Ibídem, 5.  
72 Ídem.  
73 Ibídem, 11.  
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     Valiosa reflexión que vale la pena evocar, máxime cuando la mentalidad judicial que precedió 
al Estado colombiano en el ápice de su ordenamiento jurídico penal se ha basado en la 
persecución punitiva, propia de un Estado de derecho, eminentemente legalista como el que 
resultó ser el Estado colombiano antes de las reformas constitucionales surtidas en el seno de su 
estructura jurídico política; que hacían de la persecución y la judicialización penal, el epicentro 
de la administración judicial.   
     En tal sentido, la idea punitiva, eminentemente legalista que se pensó superada con la 
incorporación del procedimiento penal de tendencia acusatoria en el marco de la relación 
procesal penal; en la actualidad ha vuelto a tocar las puertas de la gestión de justicia, más 
concretamente del sistema penal.  
     Situación que se corrobora a partir del vistazo general de los dilemas de la justicia penal que 
aquejan en la actualidad al aparato judicial, dentro de los que destacan dada su relevancia: Las 
malas prácticas judiciales, la criminalidad y su constante evolución, el congestionamiento 
judicial y la falta de presupuesto técnico, administrativo como económico; que han hecho de la 
persecución penal, una opción dirigida a contrarrestar las fallas judiciales actuales del país.  
     Ahora bien, por conducto del principio de oportunidad74 se ha venido trabajando en asumir y 
sobre todo realizar un cambio en la mentalidad de los operadores judiciales, buscando dejar de 
lado esa idea eminentemente legalista, punitiva, propia de un modelo de justicia de carácter 
retributivo, para afincar una nueva concepción de justicia fundada en la restauración del bien 
jurídicamente tutelado, el acercamiento de las partes e intervinientes procesales en el cerco de la 
justicia restaurativa, la minimización de la violencia en la sociedad, la reducción de la violencia 
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de los delitos, pero también la adecuada reacción a ellos, a través de la reducción de la potestad 
punitiva; generando así, una visión diferente sobre la solución del conflicto. 
     Todo lo anterior, encaminado en solventar los problemas de justicia penal y de criminalidad 
vividos en la sociedad colombiana, mediante la adopción de criterios de política criminal basados 
en el beneficio, eficiencia, y celeridad de la dirección de justicia, así como en los fines de la 
pena. (Vásquez Rivera, 2010). 
     De tal suerte que, el principio de oportunidad75 se vislumbra como una resolución viable para 
contrarrestar los apuros que padece la dirección de justicia, respecto de la solución de conflictos; 
en cuanto a su eficacia, efectividad, decisiones justas, impunidad y celeridad. En consecuencia, 
el principio en mención se consideró bajo arquetipos de necesidad como proporcionalidad de la 
pena, racionalización y calidad de la gestión de justicia, por conducto del cual, resulta viable 
promover premisas conciliatorias alternas a la acción punitiva, que permitan dirimir el conflicto 
y con ello materializar el derecho a la justicia (Vásquez Rivera, 2010). 
     Así las cosas, dentro de los fines más relevantes que ostenta el principio de oportunidad como 
mecanismo procesal alterno al ejercicio punitivo según Vásquez Rivera (2010) se encuentran:  
     (i) Móviles de utilidad pública, (ii) razones de interés social, (iii) agilización de la dirección 
de justicia, (iv) desconcentración judicial, (v) eficiencia en la gestión de justicia, (vi) pequeña y 
mediana criminalidad (vii) economía procesal, (viii) pronta y cumplida reparación a la víctima 
(ix) evitar efectos nocivos de las penas, y, (x) inserción social del delincuente. (Vásquez Rivera, 
2010, p.30)  
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     Móviles importantísimos a la hora de optimizar el aparato judicial, mediante la adopción de 
subrogados procesales alternos al poder punitivo del Estado. 
     De igual forma, dentro de las posturas consideradas como esenciales para la práctica del 
principio de oportunidad resaltan el rédito social y la utilidad pública, los cuales se fundan en el 
desistimiento tácito de aquellas conductas punibles que, por su insignificancia, su escaso impacto 
social o su poca frecuencia no afectan gravemente el interés púbico. 
     En ese punto, la finalidad del principio se circunscribe en primer lugar en dimitir del sistema 
penal, dada su escasa importancia jurídica, aquellos delitos para los que se establecen penas 
ínfimas que resultan ser usurpadoras de la libertad; y en segundo lugar, se busca desconcentrar la 
gestión de justicia a través del reordenamiento racional de los recursos disponibles, para lograr 
de esta manera, la mayor eficiencia como eficacia posible del sistema; eliminando la iniciación 
de procesos irrelevantes, la imposición de penas privativas de la libertad innecesarias, y el 
desgaste del aparto judicial, en tratándose de punibles de bagatela, que terminan por desviar los 
recursos judiciales, destinados a delitos de verdadera trasgresión socio jurídica para el Estado 
colombiano. 
     Así mismo, otras de las finalidades del principio de oportunidad76 que connotan gran 
injerencia en el proceso restaurativo propio del mecanismo procesal en mención, resultan ser: 
Evitar las secuelas nocivas de las penas cortas de privación de la libertad, así como, asegurar la 
re-inclusión social del infractor penal. 
     En efecto, la aplicación del principio de oportunidad se relaciona con la legitimación, 
fundamento, fines y límites de la facultad punitiva propia del Estado colombiano, en donde, se 
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busca hacer hincapié en la prevención general de carácter positivo, en procura de legitimar la 
pena a partir de la comunión de los valores ético sociales comúnmente aceptados como base de 
la protección social; y a través de ello, abandonar los efectos nocivos de la prevención general de 
talante negativo que terminan generando un estado de aflictividad en el núcleo socio familiar del 
infractor penal, lo que denominó el profesor Ferrajoli como “los costos sociales de la pena” 
(Vásquez Rivera & Mojica Araque, 2010). 
     Al respecto Vásquez Rivera (2010) indicó:  
      Las penas privativas de la libertad se encuentran hoy en día en crisis por el cuestionamiento 
hecho al Estado sobre la legitimidad para su señalamiento e imposición, que en muchos casos 
termina siendo excesiva, desproporcional y cero preventiva; si bien es cierto las penas pudieron 
surgir históricamente como una alternativa válida para sustituir otro tipo de reproches como la 
pena de muerte, los suplicios, los tratos crueles e inhumanos o cualquier otro vejamen, hoy en 
día resultan ser seriamente criticadas a partir de su excesividad.  
     Así, en la penología reciente se plantea la exigencia de expelerlas o sustituirlas por otro tipo 
de preceptos más eficaces que re dignifique la justicia restaurativa, la reinserción social y la 
dignidad humana de todos los intervinientes del proceso; al eludir los efectos nocivos de las 
penas privativas de la libertad, y en cambio, se adoptare mecanismos alternos al ejercicio 
punitivo, como resulta ser el principio de oportunidad. (Vásquez Rivera, 2010, p.32).  
     Situación que permite entrever que uno de los móviles principalísimos del principio de 
oportunidad77 resulta ser la reinserción social del infractor penal, por lo cual mediante los 
procesos restaurativos incorporados para tal fin, se busca brindarle al mismo la posibilidad de 
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reintegrarse a la sociedad sin ningún tipo de restricciones, para lo cual se le endilga la obligación 
de concurrir en programas que le permitan ser reincorporado a su medio social; y con ello, 
reedificar el propio tejido socio familiar, reducir la criminalidad, y por último, pero no menos 
importante, evitar la reincidencia criminal. 
     Así las cosas, los fines aquí comentados terminan constituyéndose como la naturaleza 
axiológica, política y funcionalista del principio de oportunidad78, pues su propósito principal se 
circunscribe en dotar al ente acusador de la capacidad potestativa para no ejercer la función 
punitiva del Estado bajo el cumplimiento taxativo de unas causales legales y fundado bajo el ala 
de la política criminal dictada para tal fin; y con ello, evitar el exceso punitivo. 
     Lo que conlleva a que el principio de oportunidad79 sea entendido como una esperanza para la 
justicia, el Estado, la sociedad, la víctima y el infractor penal; siempre y cuando su aplicación sea 
tomada con seriedad por parte de los administradores de justicia, logrando así, una verídica y 
trascendente reforma en la gestión de justicia, en lo que refiere al desarrollo de la acción penal. 
1.5. Presupuestos de aplicación del principio de oportunidad 
     Adicional a las causales legales de índole procedimental consagradas al acápite del artículo 
324 del código de procedimiento penal, bajo las cuales resulta procedente incoar el principio de 
oportunidad80, se tiene que, procesalmente se exhorta la ejecución de los siguientes 
requerimientos. 
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Así, Vásquez Rivera (2010) expone: 
     a. La práctica de este principio debe acatar la definición de una directiva clara y precisa sobre 
una política criminal coherente con la coyuntura nacional, denotada en el ámbito social, 
económico, como político. 
     b. Debe estar sometido a un examen de legalidad por parte del juez en función de control de 
garantías dentro de los (5) días siguientes al momento en que la Fiscalía decida dar práctica a 
este beneficio, el cual valga indicarse, se ejercitará de manera automática y obligatoria en 
cualquiera de sus modalidades. 
     c. Aceptación de la culpabilidad penal del procesado, para lo cual se exige un mínimo 
probatorio que demuestre, por una parte, su autoría o participación, y por otra, la tipicidad de la 
conducta.  
     d. Reparación integral a las víctimas individualizadas e identificadas, entendiendo como tales 
a las personas que se encuentren en las condiciones y exigencias prescritas en el artículo 132 del 
Código de Procedimiento Penal81, cuya representación será ejercida por el ente acusador. 
(Vásquez Rivera, 2010, p.77)  
     La práctica del principio de oportunidad siempre deberá estar precedida por el cumplimiento 
imperante de una serie de pasos, o requisitos sine qua non, los cuales resultan indispensables 
para asegurar la correcta aplicación de éste mecanismo procesal, y con ello afianzar el 
cumplimiento de su finalidad, la cual como se ha estudiado, se circunscribe en la eficiencia de la 
                                                          





gestión de justicia a partir de la persecución punitiva solo de aquellas conductas punibles que 
revisten mayor trascendencia como lesividad socio- jurídica en el marco del orden jurídico 
interno, el Estado, la sociedad y la víctima. 
     En el marco de esos pasos o requisitos indispensables para la adecuada práctica del principio 
de oportunidad82 según Bedoya Sierra Luis, Guzmán Díaz Carlos, y Venegas Peña Claudia 
(2010) se tienen los siguientes:  
     (I) Conocer adecuadamente el supuesto fáctico, a partir de los elementos materiales 
probatorios, (II) establecer la filiación de alguna de las causales de aplicación del principio de 
oportunidad, (III) precisar la modalidad de incoación del principio, (IV) velar por la salvaguarda 
de los derechos de las víctimas, así como, respaldar su participación en el proceso de aplicación 
del pre citado mecanismo, (V) concluir la competencia al interior de la Fiscalía General de la 
Nación83 (VI) adelantar el trámite regulado al interior de la Fiscalía General de la Nación84, bien 
cuando el fiscal del caso puede aplicar directamente el P.O, o cuando dicha decisión debe ser 
tomada por el Fiscal General85 o su delegado especial (VII) requerir como participar en la 
audiencia de control de legalidad ante el juez en función de control de garantías. (Bedoya Sierra, 
Guzmán Díaz, & Venegas Peña, 2010, p.27). 
1.5.1. Primer paso: Adecuado conocimiento del caso. 
     Para poder solicitar la práctica del principio oportunidad por parte del ente acusador ante el 
juez en función de control de garantías, como se indicó con anterioridad, es menester tener plena 
claridad de que la situación fáctica sobre la cual abocó conocimiento el ente acusador a través de 
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las fuentes formales de denuncia, se ajusta positivamente a los presupuestos objetivos del delito, 
entiéndase por ellos la tipicidad, antijuricidad, y culpabilidad, puesto que, una vez demostrada la 
subsistencia de una conducta punible, se podrá empezar a tener un grado de certeza sobre el 
presunto autor, autores, o partícipes de la misma.  
     Tanto el grado de certeza sobre la existencia de la comisión de una conducta punible, como 
del grado de participación de una o varias personas en la comisión del mismo, deberán estar 
fundadas en el acervo probatorio, que se haya recaudado durante el trasegar de las 
investigaciones preliminares, así como, en el trabajo técnico ejecutado por parte del ente 
acusador y policía judicial durante el trasegar de las indagaciones; los cuales valga decirse, una 
vez comulguen, le permitirán al fiscal tener criterios de juicio y conocimiento suficientes, para 
poder establecer que se está en presencia de un delito, y por otro lado, empezar a determinar la 
presunta responsabilidad penal del indiciado (Bedoya Sierra et al., 2010). 
     Otrora, es preciso indicar que, en el marco del procedimiento penal de tendencia acusatoria, la 
oportunidad procesal para la práctica como valoración de los elementos materiales probatorios 
que se procuren hacer valer como prueba en el marco de la actuación penal, resulta ser la etapa o 
propiamente dicho la audiencia de juicio oral, a través de la cual se pretende desarrollar el 
principio rector de la contradicción propio de todo sistema acusatorio. Por lo cual, se puede 
entrever que no es del todo claro inicialmente como se debe entender la “prueba” y la práctica de 
la misma en el marco de la incoación del principio en mención, partiendo del entendido que la 
práctica de este mecanismo procesal a priori buscar celebrarse en la fase de investigación, hasta 
antes de la audiencia de juzgamiento, es decir, antes de la etapa del juicio oral. 
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Lo claro es que, el ente acusador que pretenda solicitar la práctica del principio de oportunidad 
deberá contar siempre con algún tipo de elemento probatorio, evidencia física o información 
obtenida legalmente que le permita indicar con alto grado de probabilidad la responsabilidad 
penal del investigado, y por supuesto, que corrobore la comisión de una conducta punible.  
     Debido a lo cual, el fiscal siempre deberá aportar e incoar los elementos fácticos, jurídicos, 
como probatorios que le permitan corroborar lo anterior, y con ello, sustentar la solicitud de 
incoar el principio de oportunidad86 como mecanismo alterno al ejercicio punitivo propio de la 
práctica penal, frente a delitos de menor transgresión jurídico social, o cuando por razones de 
utilidad pública –política criminal-, resulte necesaria su aplicación (Bedoya Sierra et al., 2010). 
1.5.2. Segundo paso. Procedencia de alguna de las causales 
     Partiendo del supuesto que el fiscal ya cuenta con unos elementos de conocimiento o de 
juicio, previamente soportados por un acervo fáctico, jurídico, como probatorio, a través de los 
cuales ha podido concluir sin lugar a duda, que se encuentra frente a la comisión de una conducta 
humana tipificada como delictiva, y con base en ello, ha podido identificar como individualizar a 
las personas presuntamente autoras o participes del delito, se indica que dicha situación le 
permitirá al ente acusador analizar como determinar cuál de las causales de aplicación del 
principio de oportunidad87 establecidas al acápite del artículo 324 del código de procedimiento 
penal88, con base en las circunstancias que rodean el punible, resulta ser la procedente para 
sustentar la solicitud de aplicación del mecanismo procesal en mención; como subrogado alterno 
al ejercicio punitivo propio de la acción penal. 
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     Frente a delitos de menor transgresión jurídico social, o en atención a los fines propuestos a 
través de la política criminal del Estado colombiano (Bedoya Sierra et al., 2010). 
     En ese sentido, el fiscal deberá tener un amplio conocimiento sobre las circunstancias de 
tiempo, modo y lugar que constituyen la conducta punible de la cual abocó conocimiento, y 
respecto de la cual pretende incoar el principio en mención, como medio resolutorio del 
conflicto.  
     Además de lo anterior, deberá asegurar la cohesión jurídica entre las circunstancias propias 
del punible, y los presupuestos fácticos como jurídicos que constituyen cada causal, pues solo así 
podrá ajustar positivamente el caso en concreto a la causal más compatible de práctica del 
principio en estudio, y con ello, suspender, interrumpir o prescindir del desarrollo punitivo de la 
actuación penal. 
     En tal contexto cada causal ostenta en su haber un propósito dispar frente al desarrollo del 
principio de oportunidad89; por lo cual, algunas causales tienen como epicentro funcional la 
indemnización integral de las víctimas, otras la de rehuir la imposición de penas 
desproporcionadas o innecesarias, y, por último, otras casuales pugnan por lograr la colaboración 
efectiva por parte de las personas incursas en las bandas criminales, para su desarticulación 
(Aristizábal González, 2005).  
     En pocas palabras, el ente acusador deberá tener claro el presupuesto de la causal que 
pretenda incoar desde la arista jurídica, fáctica como probatoria que devenga de las 
circunstancias de tiempo, modo y lugar del caso en concreto. 
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1.5.3. Tercer paso. Modalidades de aplicación del principio de oportunidad.  
     Con base en el artículo 250 de la constitución política90, así como en el fundamento legal 
artículo 323 del código de procedimiento penal91, las modalidades bajo las cuales se puede 
incoar el principio de oportunidad92 como subrogado alterno al desarrollo punitivo propio del 
acto penal, frente a delitos de menor transgresión jurídico social, o en atención a los fines 
propuestos a través de la política criminal del Estado colombiano, resultan ser: La suspensión, 
interrupción, o renuncia del ejercicio de la acción penal93. 
     La modalidad a través de la cual decida solicitar la práctica del principio de oportunidad el 
ente acusador, dependerá de la naturaleza de la causal, he ahí la importancia que tiene, el hecho 
de que el fiscal conozca el presupuesto fáctico, jurídico como probatorio que le precede a cada 
una de las causales establecidas al tenor del código de procedimiento penal94.  
     Independientemente de la modalidad en la que se pretenda aplicar el principio de 
oportunidad95, éste deberá ser siempre sometido a control de legalidad, precedido en audiencia 
preliminar y bajo la dirección del juez en función de control de garantías, quién se encargará de 
realizar el juicio de validez respecto de los derechos constitucionales de la víctima, el procesado, 
                                                          
90 SECRETARIA DEL SENADO, Bogotá Colombia, 2019. Constitución Política De Colombia, esta versión corresponde a la segunda edición 
corregida de la Constitución Política de Colombia, publicada en la Gaceta Constitucional No. 116 de 20 de julio de 1991. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991.html 
91 ART.323 - APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD 
92 Ibídem, 11.  
93 FUNCIÓN PÚBLICA, Bogotá Colombia, Ley 1312 De 2009 (Julio 09) "Por medio de la cual se reforma la Ley 906 de 2004 en lo relacionado 
con el principio de oportunidad" El CONGRESO DE COLOMBIA DECRETA: ARTÍCULO  1°. El artículo 323 de la Ley 906 de 2004, quedará 
así: Artículo 323. Aplicación del Principio de Oportunidad. La Fiscalía General de la Nación, en la investigación o en el juicio, hasta antes de la 
audiencia de juzgamiento, podrá suspender, interrumpir o renunciar a la persecución penal, en los casos que establece este código para la 
aplicación del principio de oportunidad. El principio de oportunidad es la facultad constitucional que le permite a la Fiscalía General de la 
Nación, no obstante que existe fundamento para adelantar la persecución penal, suspenderla, interrumpirla o renunciar a ella, por razones de 
política criminal, según las causales taxativamente definidas en la ley, con sujeción a la reglamentación expedida por el Fiscal General de la 
Nación y sometido a control de legalidad ante el Juez de Garantías. 
94 Ibídem, 5.  
95 Ibídem, 11.  
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el bien jurídicamente vulnerado o puesto en peligro efectivamente, además de la necesidad de la 
adopción de éste instituto procesal por razones de política criminal (Bedoya Sierra et al., 2010). 
     a. Modalidad de suspensión. 
     También conocida como suspensión del procedimiento a prueba96, es una de las tres formas 
de conceder el principio de oportunidad, por medio de la cual, se busca dar solución jurídica 
como social al daño ocasionado a partir de la comisión de una conducta punible a través del 
empleo de la justicia restaurativa, es decir, buscando concertar las voluntades del procesado 
como de la víctima por conducto del fiscal en torno a una solución justa, proporcional, razonable, 
en donde no comulgue la acción penal como medio resolutorio del conflicto naciente a partir del 
punible consumado. 
     A partir de lo cual, entre el fiscal y el infractor penal se establecen una serie de condiciones, 
compromisos y obligaciones que se le endilgan a este último, respecto de las cuales está obligado 
a cumplir en el marco de un lapso determinado que no podrá exceder de (3) años, según lo 
establecido al tenor del artículo 326 del código de procedimiento penal97; en aras de obtener la 
extinción en el desarrollo de la acción penal, en la actuación jurídico-procesal en la cual está 
vinculado (Bedoya Sierra et al., 2010). 
                                                          
96 CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL, Bogotá Colombia, 2019, artículo 325. Suspensión del Procedimiento a Prueba. artículo modificado 
por el artículo 3 de la Ley 1312 de 2009. El nuevo texto es el siguiente: “El imputado o acusado, hasta antes de la audiencia de juzgamiento, 
podrá solicitar la suspensión del procedimiento a prueba, de la misma forma en que lo pueden hacer las personas simplemente imputadas, 
mediante solicitud oral en la que manifieste un plan de reparación del daño y las condiciones que estaría dispuesto a cumplir. El plan podrá 
consistir en la mediación con las víctimas, en los casos en que esta sea procedente, la reparación integral de los daños causados a las víctimas o la 
reparación simbólica, en la forma inmediata o a plazos, en el marco de la justicia restaurativa. Presentada la solicitud, individual o colectiva, el 
Fiscal consultará a la víctima y resolverá de inmediato mediante decisión que fijará las condiciones bajo las cuales se suspende el procedimiento, 
y aprobará o modificará el plan de reparación propuesto por el imputado, conforme a los principios de justicia restaurativa establecida en este 
Código. Si el procedimiento se reanuda con posterioridad, la admisión de los hechos por parte del imputado no se podrá utilizar como prueba de 
culpabilidad. 
Parágrafo: El Fiscal podrá suspender el procedimiento a prueba cuando para el cumplimiento de la finalidad del principio de oportunidad estime 
conveniente hacerlo antes de decidir sobre la eventual renuncia al ejercicio de la acción penal”. 
http://procedimientopenalcolombiano.blogspot.com/2010/01/art325-suspension-del-procedimiento.html 




     Una vez se predique el cumplimiento de las obligaciones concertadas como endilgadas al 
procesado benefactor del principio de oportunidad98, en el ápice de la negociación efectuada en 
la modalidad de suspensión del procedimiento a prueba, el ente acusador procederá a verificar el 
cumplimiento de las mismas en las condiciones como tiempo señalados para su realización; y 
habiendo corroborado su ejecución como acatamiento total, deberá efectuar el archivo definitivo 
en aras de obtener la extinción de la acción penal. Contrario sensu, en caso de incumplimiento de 
las obligaciones pactadas, el fiscal deberá restablecer como continuar con el ejercicio de la 
investigación penal, sin que ello implique que los hechos aceptados en el marco de la aplicación 
del principio de oportunidad99, puedan tenerse como prueba de responsabilidad penal en el 
trasegar de la actuación jurídico- procesal (Bedoya Sierra et al., 2010). 
     A modo de resumen, la finalidad que persigue la suspensión del procedimiento a prueba, se 
circunscribe en salvaguardar como materializar los derechos de las víctimas en el marco de la 
justicia restaurativa, es decir, a través de la comunión, acercamiento de quienes fueren la víctima 
y el victimario, en donde este último en aras de obtener los beneficios procesales propios del 
principio en estudio, deberá a partir de la concertación como ejecución total de unas obligaciones 
y/o compromisos, un plan de reparación integral, endilgados en su haber, garantizar al Estado, la 
sociedad y por último, pero no menos importante a la víctima, la reparación total del daño 
causado a partir de su actuar delictivo, en el marco de una solución justa como razonable alterna 
al ejercicio punitivo propio de la acción penal.  
     b. Modalidad de interrupción de la acción penal. 
                                                          
98 Ibídem, 11.  
99 Ídem.  
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     La presente modalidad resulta ser un fenómeno transitorio, que tiene como finalidad 
interrumpir solamente el trámite de la actuación, con miras de buscar la renuncia de la acción 
penal, por tal motivo, se constituye como un acto preparatorio encaminado a la renuncia de la 
investigación penal, como única vía que conduce a la extinción de la acción penal. Acto que, 
dada su brevedad, dista de la modalidad de suspensión del procedimiento a prueba (Vanegas 
Peña, 2010).  
     c. Modalidad de renuncia de la acción penal. 
     La deserción del desarrollo de la acción penal se establece como la más evidente y manifiesta 
forma de aplicar el principio de oportunidad100, en el entendido en que, el fiscal opta por desistir 
de la práctica de la acción punitiva cuando la conducta delictiva desplegada por parte del 
procesado es susceptible de encausar en una o varias de los móviles de procedencia del principio 
de oportunidad.101  
     Es menester indicar que, si bien es cierto la suspensión como la interrupción del desarrollo del 
acto penal pueden derivar en la renuncia, no siempre será necesario agotar alguna de estas dos 
modalidades como actos previos a la renuncia, dado que, es factible que el fiscal opte por la 
renuncia directa de la acción penal en atención a las exigencias fácticas, jurídicas como 
probatorias establecidas en el haber de la causal incoada para la incoación del principio de 
oportunidad (Bedoya Sierra et al., 2010). 
 
 
                                                          
100 Ibídem, 11. 
101 Ídem.  
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1.5.4. Cuarto paso. Capacidad funcional para la práctica del principio de oportunidad. 
     El entendimiento óptimo del caso basado en las evidencias recaudadas durante el trasegar de 
las investigaciones previas, le permitirá al ente acusador afincar con precisión la calificación 
jurídica de los hechos presuntamente delictivos, y con ello, examinar la posibilidad de emplear 
alguna de las causales de aplicabilidad del principio de oportunidad, en una situación concreta. 
     Así, la competencia para la aplicación del citado instituto procesal, a priori se encuentra 
supeditada en la recaudación como estudio del acervo probatorio- elementos materiales 
probatorios, evidencia física- que haya podido recolectar el ente acusador en el seno de las 
investigaciones preliminares adelantadas por parte de policía judicial; en donde con base en ello, 
podrá efectuar un estudio adecuado sobre la situación fáctica que reviste las características de 
delito, -de la cual abocó conocimiento por conducto de las fuentes formales de denuncia-, y así, 
puntualizar la naturaleza jurídica del mismo. Para luego, determinar la necesidad, como 
viabilidad del empleo del principio de oportunidad en el caso en concreto, como mecanismo 
alterno al ejercicio punitivo propio del hecho penal. 
     Sin perjuicio de lo anterior, también se deberá tomar en consideración lo establecido al 
acápite de la resolución 2370 de 2016, a través de la cual se derogaron las resoluciones número: 
6657 de 2004, 6658 de 2004, 6618 de 2008, 3884 de 2009, 0692 de 2012, 0919 de 2014, y la 
1168 de 2014; las cuales valga indicarse, fueron dictadas como reglamento interno de la Fiscalía 
General de la Nación, en lo concerniente a la competencia para la aplicación del principio de 
oportunidad.   
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     Así, por conducto de la resolución 2370 de 2016102, se buscó unificar en un solo cuerpo 
normativo la reglamentación interna de la competencia sobre la aplicación del principio de 
oportunidad103, permitiendo entrever, en que eventos la decisión de aplicar el mecanismo 
procesal en mención, puede ser tomada por el fiscal del caso de manera autónoma e 
independiente, y en cuales eventos resulta necesaria la intervención del Fiscal General de la 
Nación104 o su delegado para la aplicación del mismo; asegurando con ello, la cohesión sistémica  
-axiológica como jurídica- entre la disposición reglamentaria y el orden constitucional interno. 
     En tal sentido, disposiciones jurídicas de índole constitucional, como legal, resultaron ser 
indispensables a la hora de actualizar como unificar los criterios de regulación del trámite del 
principio de oportunidad, de conformidad con la constitución, la ley, la jurisprudencia y la 
doctrina, en el marco de la función reglamentaria de la Fiscalía General de la Nación. 
1.5.5. Quinto paso. Práctica de la audiencia de legalidad. 
     Teniendo en cuenta la naturaleza jurídica constitucional – legalista, social, demócrata, 
pluralista- que funda al Estado colombiano, resulta claro indicar que toda actuación de índole 
judicial o administrativa adelantada en su ordenamiento jurídico interno, siempre deberá estar 
precedida por el respeto al carácter fundamental de legalidad, pues el mismo proviene de un 
estrecho vínculo axiológico como jurídico con el derecho y garantía fundamental conocida bajo 
el nombre del debido proceso propio de las garantías judiciales; razón por la cual, todo 
mecanismo, subrogado, o trámite jurídico procesal, en donde se encuentre en disputa derechos e 
                                                          
102 LEGIS, Bogotá Colombia, 2019, Fiscalía General de la Nación. RESOLUCIÓN 0-2370 DE 2016 (Julio 11) “Por medio de la cual se 
reglamenta la aplicación del principio de oportunidad y se derogan las resoluciones 0-6657 de 2004, 0-6658 de 2004, 0-6618 de 2008, 0-3884 de 
2009, 0-0692 de 2012, 0-0919 de 2014, 1168 de 2014”. 
http://legal.legis.com.co/document/Index?obra=legcol&document=legcol_9da7bea6703d4607be645acd848b0efa  
103 Ibídem, 11.  
104 Ibídem, 12.  
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intereses legítimos, tendrá que ser sometido al examen de legalidad automático, material y 
formal; en aras de salvaguardar los derechos en disputa, las formalidades propias de cada juicio, 
los intereses en litigio, y por último, pero no menos importante el derecho a una pronta y 
cumplida justicia.  
     Así, la diligencia del ejercicio del principio de oportunidad105 no es la excepción, pues el 
mismo al comportar gran trascendencia socio jurídica en el Estado, la víctima, el infractor penal, 
y la sociedad, al prescindir del desarrollo del hecho penal; exige llevar a feliz término el control 
de legalidad respecto del mismo, por parte del juez en función de control de garantías. En aras de 
salvaguardar el cúmulo de derechos, garantías e intereses legítimos perseguidos por quienes 
resultaren ser los actores del principio de oportunidad; que para el caso en concreto son:  
     (i) El procesado-quién es el benefactor primario como directo del principio, (ii) el Estado- 
quién a priori será el benefactor macro al evitarse el desgaste innecesario de la gestión de 
justicia-, (iii) la sociedad-respecto de la cual se podría indicar resulta ser beneficiario a futuro, al 
incorporarse en el seno del sistema judicial mecanismos restaurativos alternos al modelo de 
justicia retributiva y/o punitiva-; y por último, pero no menos importante (iv) la víctima, -quién 
resultaría ser beneficiaria única y exclusivamente cuando se le ha reconocido integralmente sus 
derechos constitucionales como procesales, a través de una óptima como adecuada injerencia y/o 
participación procesal, en el marco de la solicitud como práctica del principio de oportunidad 
(Vanegas Peña, 2010).  
                                                          
105 Ibídem, 11.  
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     En tal sentido, la impartición de legalidad a la cual debe someterse la solicitud de aplicación 
del principio de oportunidad106, tendrá lugar en una audiencia preliminar de control de legalidad, 
surtida ante el juez en función de control de garantías, por conducto de la cual, el mencionado 
administrador de justicia ostentará la obligación de realizar un juicio de validez respecto de la 
práctica del mencionado principio como mecanismo alterno al ejercicio punitivo; lo cual no es 
otra cosa que, analizar, valorar, y ponderar el cúmulo de derechos, garantías como intereses 
legítimos instituidos en el haber jurídico de las partes e intervinientes procesales, -entiéndase por 
la víctima y el victimario-, la necesidad de aplicar el mecanismo procesal en mención como 
medio sustituto del ejercicio punitivo propio de la acción penal, sustentado en los fundamentos 
fácticos, jurídicos como probatorios expuestos por el ente acusador en el marco de la solicitud; y 
por último, pero no menos importante, verificando que en el marco de la justicia restaurativa 
comulgó una tutela integral e injerencia procesal óptima como adecuada de la víctima, durante el 
trámite de solicitud como desarrollo del principio de oportunidad (Vanegas Peña, 2010).  
     De tal suerte que, en atención a los principios rectores propios del procedimiento penal de 
tendencia acusatoria correspondientes a la oralidad, la contradicción y el carácter adversarial, se 
tiene que, el control de legalidad se celebrará en audiencia pública, a través de la cual, el ente 
acusador deberá exponer de manera clara las circunstancias de tiempo, modo y lugar propias del 
caso en concreto, además de dar a conocer los elementos fácticos, jurídicos como probatorios, 
que en primer lugar dan habida cuenta con grado de certeza absoluta, sobre la exteriorización de 
una conducta humana tipificada como delito, así como, sobre la individualización e 
identificación plena del presunto responsable de la misma. 
                                                          
106 Ídem.  
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     Del mismo modo, a través del acervo fáctico, jurídico como probatorio que presente el ente 
acusador en audiencia pública y del cual corra traslado a los intervinientes como partes 
procesales previo beneplácito del juez en función de control de garantías, el fiscal del caso, 
procederá por medio de dichos elementos de juicio, entrar a soportar la petición de práctica del 
principio de oportunidad107, en aras de permitirle entrever al juez, la necesidad como viabilidad 
de aplicar el principio como mecanismo resolutorio del conflicto socio jurídico naciente a partir 
de la comisión del delito. Y con ello, direccionar la administración de justicia a un modelo 
alterno a la acción punitiva, propia, del ejercicio de la acción penal (Vanegas Peña, 2010). 
     Claro está, dejando en evidencia ante el juez en función de control de garantías que ha 
tutelado de manera integral el cúmulo de derechos, garantías e intereses legítimos constituidos en 
favor de la víctima, en el ápice de la solicitud del principio de oportunidad108. 
     Demostrando así, que tuteló integralmente todas las estimaciones jurídicas, fundamentales, 
constitucionales y procesales, a las que tiene lugar la víctima y las cuales van desde ser 
informadas, hasta, otorgarles la injerencia como participación procesal activa y directa que están 
llamadas a ostentar, ante un mecanismo del talente jurídico como el del principio de oportunidad 
(Vanegas Peña, 2010). 
     Así las cosas, este trámite procesal ostenta las siguientes características: 
     Término: Una vez emitida la orden para la práctica del principio de oportunidad, el fiscal 
deberá dentro de los cinco (5) días siguientes, presentar ante el despacho del juez en función de 
                                                          
107 Ibídem, 11. 
108 Ídem.  
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control de garantías o en la oficina de apoyo judicial, la solicitud para llevar a cabo la aplicación 
del precitado principio. 
     Intervinientes: Al ejercicio de la audiencia preliminar de control de legalidad, deberán 
comparecer el fiscal, la defensa, el procesado, el ministerio público, así como la víctima y su 
apoderado judicial. Los intervinientes deberán ser citados a través de medio eficaz y se dejará 
constancia de ello. 
     Presentación del caso: El fiscal procederá a reproducir una narración sucinta de los hechos 
jurídicamente relevantes, en donde indicará en presencia de qué punible se está, como se llegó a 
ese grado de certeza sobre la comunión del delito, del grado de participación del procesado, y 
pondrá en apreciación del estrado los medios probatorios, fácticos, jurídicos y de conocimiento 
que sustentan sus alegatos. 
     Causal aplicada: Una vez narrado los hechos, el fiscal indicará cual será la causal que 
pretende impetrar para llevar a cabo el ejercicio del principio de oportunidad109, en donde 
además de mencionar la causal, éste deberá exponer al juez el sustento jurídico, fáctico y 
probatorio que sustenta la causal invocada.  
     Competencia del fiscal: El ente acusador deberá explicarle al juez como fue el trámite 
surtido al interior de la fiscalía, y a partir de ello como adquirió la capacidad funcional para 
solicitar la práctica del principio de oportunidad110; lo anterior se efectuará citando los 
fundamentos legales a través de los cuales se confiere la competencia al fiscal para realizar el 
                                                          
109Ibídem, 11.   
110 Ídem.  
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mencionado trámite, fundamentos legales denotados al acápite del código de procedimiento 
penal111 en su artículo 324 parágrafo segundo. 
1.6. Modalidad bajo la cual se solicita el ejercicio del principio de oportunidad 
     Es menester indicar en primera medida, que el ente acusador podrá interrumpir, suspender o 
renunciar al ejercicio de la acción punitiva, cuando los supuestos fácticos, jurídicos, como 
probatorios así lo establecieren procedente, ello en atención, a lo establecido al acápite del 
artículo 250 de la constituyente, así como el artículo 66 del código de procedimiento penal112. A 
partir de lo anterior, si el fiscal busca suspender o interrumpir el ejercicio del hecho penal, deberá 
indicarle al juez las obligaciones impuestas al procesado, el tiempo en que deberá cumplirlas y 
además indicar cuál fue el plan de reparación efectuado en pro de la víctima; contrario sensu, si 
el fiscal busca la deserción del ejercicio punitivo, podrá estar inmerso en dos escenarios, el 
primero de ellos, atinente a que el fiscal aboga por la renuncia de la acción penal de manera 
directa, en tal caso, deberá exponer los supuestos fácticos, jurídicos, como probatorios en los 
cuales se ampara para solicitar la deserción de la persecución penal; por otro lado, el segundo 
escenario se circunscribe, en solicitar la renuncia del ejercicio de la acción penal, por haberse 
cumplido la suspensión o interrupción como acto previo a la renuncia, es decir, si se ha cumplido 
a cabalidad las obligaciones impuestas por el fiscal al procesado en el marco de la suspensión o 
interrupción, el fiscal deberá indicarle al juez que dado el cumplimiento de las obligaciones es 
menester prescindir del desarrollo del hecho penal, pues se satisfizo los derechos de las víctimas 
a partir del cumplimento de las obligaciones, así como del plan de reparación (Vanegas Peña, 
2010).  
                                                          
111 Ibídem, 5. 
112 Ídem.  
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Capítulo II: Concierto para delinquir 
     Los brotes de criminalidad acentuados en el seno de la sociedad colombiana a lo largo de la 
historia de la misma, han hecho que el Estado colombiano a través de sus instituciones jurídicos 
penales como de su órgano legislativo, se encargue de direccionar todos sus esfuerzos en la 
obtención de procesos óptimos de criminalización -a los que refiere González Monguí (2013) al 
hablar de la selectividad penal positiva como negativa surgida en el seno de la producción 
legislativa-, que permitan contrarrestar los brotes como la constante evolución en las formas de 
la criminalidad; y con ello, pugnar por la optimización de la administración de justicia, a partir 
de la judicialización efectiva que se haga respecto de las conductas humanas, descritas como 
delictivas al acápite de la norma penal. 
     En tal sentido, los brotes como la constante evolución que ha presentado la criminalidad en el 
marco de la sociedad colombiana han representado uno de los mayores desafíos para el Estado, 
máxime, cuando la cultura de ilegalidad que pulula por doquier en las fauces del mismo se 
encuentra tan arraigada en la mayoría de los coasociados; haciendo de la sociedad, un estamento 
social proclive al delito. 
     Situación que ha exigido por parte del Estado una respuesta pronta, frente a la evolución del 
crimen organizado; en donde la misma, se encuentra acentuada en la búsqueda de mecanismos 
jurídico sociales -modelos de justicia restaurativa, y/o aplicación de subrogados penales- que 
permitan contrarrestar -en el caso en concreto del punible que nos convoca para su estudio-, la 
cultura de ilegalidad presente como finalidad, en la parte motiva de quiénes deciden constituir la 
sociedad criminal como estructura del crimen organizado. 
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     Un ejemplo latente de lo expuesto anteriormente, resulta ser las empresas delictivas 
organizadas, conocidas bajo el nombre de bacrim o neo paramilitarismo, término acuñado por 
(Granada, Restrepo, & García, Tobón, 2009), para referirse a aquellos movimientos residuales 
del posconflicto que no se sometieron al proceso de justicia y paz113, y en cambio, prosiguieron 
con la violencia delictual como armada, constituyendo para tal fin, empresas permanentes de 
carácter criminal.  
     Las cuales, dan habido ejemplo de la evolución del crimen organizado, pues debido a su 
reestructuración, se han convertido en unidades delincuenciales que actúan de manera 
permanente como organizada en un sinfín de actividades ilegales que atentan contra la seguridad 
nacional del Estado colombiano. 
     Por lo cual, no cabe duda que las mal llamadas Bacrim114, resultan ser un claro ejemplo de la 
evolución del crimen organizado, y como tal, de lo que se entiende como concierto para 
delinquir, pues de manera inequívoca se puede asegurar que en la citada organización tanto la 
concertación, el móvil delictual, la constitución de la societá sceleris, y la trasgresión jurídica; 
van encaminadas a la adjudicación con proyección permanente y hacia el futuro, de la actividad 
delictual como su negocio, o propiamente como su modus vivendi (López Saleme, 2013). 
     Esto demuestra sin lugar a duda que los residuos criminales del paramilitarismo son un 
vestigio claro de lo que es una sociedad criminal; claro está, sin que ello implique el 
                                                          
113 ICTJ JUSTICIA, VERDAD Y DIGNIDAD, Colombia, 2004. “La Ley de Justicia y Paz colombiana, es la gran apuesta del país para 
desmantelar a poderosos grupos paramilitares y obtener justicia para las miles de víctimas del conflicto armado. La ley fue aprobada en 2005, 
como parte del proceso de desmovilización, y ofrecía la reducción de penas a cambio de la confesión completa y de “la contribución del 
beneficiario a la consecución de la paz nacional, la colaboración con la justicia, la reparación a las víctimas y su adecuada resocialización”. 
https://www.ictj.org/es/news/en-profundidad-el-proceso-de-justicia-y-paz-en-colombia 
114PERIODICO EL COLOMBIANO, Bogotá Colombia, 2012. “El término bacrim, bandas criminales, es un nombre que la Policía asignó a 
agrupaciones de crimen y narcotráfico, no nuevas, como equivocadamente se ha dicho, sino de vieja data. Tal es el caso de los “Rastrojos”, y 
otras que han pasado a ser más publicitadas y que corresponden a rezagos y modalidades de delincuencia “organizada”. Lo nuevo puede ser que 
desde 2008 se conocieron mejor sus estructuras e integrantes, gracias a la Seguridad Democrática, pues antes las autoridades apenas reconocían a 
algunos de sus cabecillas”. https://www.elcolombiano.com/historico/las_bacrim-NFEC_206865 
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desconocimiento de las diferentes manifestaciones de empresas criminales constituidas a lo largo 
del territorio nacional, y las cuales de igual manera ostentan en su haber un móvil delictivo 
transgresor del orden social como jurídico establecido en el marco del Estado colombiano. 
1.2. Concepto del Concierto para Delinquir 
     Para la Honorable Corte Constitucional115 según el magistrado ponente Morón Díaz, Fabio, la 
conducta delictiva atinente al concierto para delinquir resulta ser: 
     “La celebración por parte de dos o más personas de un convenio, de un pacto, cuya finalidad 
trasciende el mero acuerdo para la comisión de un determinado delito, se trata de la organización 
de dichas personas en una societá sceleris, con el objeto de asumir con proyección hacia el futuro 
la actividad delictiva como su negocio, como su empresa, la cual, valga aclararlo, dado su objeto 
ilícito se aparta de los postulados del artículo 333 de la carta política que la reivindica y protege; 
lo anterior significa que no existe acuerdo previo entre sus miembros sobre los delitos 
específicos que cometerán, tampoco sobre le momento, el lugar o las personas o bienes que se 
afectarán, sí sobre lo que será su actividad principal: Delinquir” (Sentencia C-241-1997)116.  
     Otrora, la doctrina refiere respecto del punible en mención lo siguiente. Pérez (1984):  
     La organización no es fruto de reglamentos, ni de reparto disciplinado de actividades, lo que 
reclama el tipo del concierto para delinquir es por lo menos un rudimento de organización, sin el 
cual, no resulta posible cumplir los objetivos propuestos. Por lo cual, el propósito de la 
                                                          
115 Ibídem, 23.  
 
116 Magistrado Ponente: Dr. FABIO MORON DIAZ, Sentencia C-241/97, CONCIERTO PARA DELINQUIR EN MATERIA DE 





concertación se enmarca en la comunión de voluntades dirigida a quebrantar derechos e intereses 
jurídicos (Pérez Rivillas, 2014, p.471). 
     En tal sentido, en atención a las acepciones anteriormente expuestas, se podría indicar que el 
punible atinente al concierto para delinquir se puede definir como: La asociación, o concertación 
que lleva acabo una pluralidad de personas, cuya finalidad común se circunscribe en la 
constitución de la societá sceleris, para posteriori consumar una serie de conductas punibles 
indeterminadas en el marco de un programa o designio criminal propuesto, con una distribución 
de roles, de carácter permanente y debidamente acompañado de medios idóneos que le permitan 
la ejecución del designio delictual  trazado como razón de ser de la empresa criminal. 
     Es menester indicar que la anterior definición se acoge a los postulados axiológicos como 
jurídicos que sirven de base legal en la actualidad para definir el delito del concierto para 
delinquir, tan es así que, al tenor del código penal colombiano117 en su título XII “delitos contra 
la seguridad pública”, capítulo I “del concierto para delinquir, el terrorismo, las amenazas y la 
instigación”, artículo 340; el punible en mención se ha definido de manera somera pero precisa 
como: “La concertación de varias personas, con el fin de cometer delitos” .  
     En ese sentido, es posible evidenciar que la conducta punible en mención se circunscribe 
siempre en la celebración, o concertación llevada a cabo por parte de una pluralidad de personas, 
cuya finalidad delictual primaria se concreta en la creación de la societá sceleris; es decir, en la 
constitución de una empresa criminal, a través de la cual se busca asumir con proyección al 
futuro la actividad principal de delinquir. 
                                                          
117 Ibídem, 12.  
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     En relación a lo anterior resulta atinente indicar que el acuerdo de voluntades o propiamente 
dicho la concertación, en un primer momento siempre versará sobre el ánimo de constituir la 
sociedad criminal, razón por la cual, no resulta obligatorio que medie en a priori un acuerdo entre 
los miembros pertenecientes a la misma, sobre los delitos que cometerán, como tampoco del 
momento en que llevaran a cabo su designio criminal; pues solo se exige, que haya un común 
acuerdo en lo que será su razón, móvil, finalidad, o propiamente dicha su actividad principal, que 
en el presente caso siempre será delinquir con un ánimo de permanencia en el tiempo.  
     Lo anterior permite entrever que el concierto para delinquir dada su naturaleza jurídica resulta 
ser una conducta desviada de mera conducta, dado que, se consuma a partir del convenio de 
voluntades o concertación gestada por una pluralidad de sujetos activos, es decir, no requiere de 
la materialización de los delitos trazados como fin, para transgredir o poner en peligro efectivo el 
bien jurídico de la seguridad pública; pues el solo acuerdo de voluntades dirigido a la 
constitución de una sociedad criminal, ya configura el punible en mención. De tal suerte que, el 
delito resulta ser autónomo así como de mera conducta, y a partir de ello, es susceptible de 
concursar con las conductas delictivas que sean ejecutadas al concretarse el elemento subjetivo 
que lo estructura (López Saleme, 2013). 
     En consecuencia se puede indicar que el concierto para delinquir si bien es cierto requiere de 
tres elementos constitutivos esenciales para su estructuración atinentes ha: La subsistencia de una 
estructura -que con carácter permanente ostente como móvil lesionar intereses legítimos o bienes 
jurídicamente tutelados-, el acuerdo voluntades que les une para lograr el designio criminal 
trazado, y por último pero no menos importante que el móvil delictual menoscabe el bien 
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jurídico 118de la seguridad pública, sin duda alguna el más importante resulta ser el de la 
concertación con miras en la constitución de la sociedad criminal. 
     Pues a través de la misma, se lleva a cabo la comunión por parte de dos o más personas de un 
convenio, de un pacto, cuyo propósito trasciende de la simple alianza para la exteriorización de 
un determinado punible, pues se trata de la organización de dichas personas en una societá 
sceleris cuya actividad principal se circunscribe en delinquir con un ánimo de permanencia en el 
tiempo.  
      Elemento volitivo que valga indicarse, resulta ser la piedra angular de la naturaleza jurídica 
del concierto para delinquir, y que hace del mismo, un delito de mera conducta. 
1.2. Configuración dogmática del Concierto para delinquir 
1.2.1.      Bien jurídico tutelado.  
     A modo de preámbulo debe indicarse que la noción de bien jurídico surge a inicios del siglo 
XIX, como un límite al legislador a la hora de efectuar la criminalización de aquellas conductas 
humanas que, en el marco de la producción legislativa, serian catalogadas como transgresoras del 
orden jurídico establecido en el marco del estamento social (López Saleme, 2013).  
     Así, las primeras aproximaciones teórico- jurídicas sobre bien jurídico se endilgan al jurista 
austriaco Franz Von Liszt quién definió el mismo de la siguiente forma: “Nosotros llamamos 
bienes jurídicos a los intereses por el derecho. Bien jurídico es el interés jurídicamente 
                                                          
118 UNIVERSIDAD DE NAVARRA, España, Pamplona, 2018. “El concepto de bien jurídico pertenece al conjunto de las categorías más 
recurrentemente empleadas por la doctrina penal de la parte especial. Con el concepto de bien jurídico se refiere la doctrina al objeto de 
protección, que no debe confundirse con el objeto material del delito. Así, en el hurto, el objeto viene dado por la cosa sustraída, mientras que el 
bien jurídico por el patrimonio. El bien jurídico es aquella realidad valorada socialmente por su vinculación con la persona y su desarrollo. Vida, 
salud, integridad, libertad, indemnidad, patrimonio… son bienes jurídicos. Pero también lo son la Administración pública, entendida como 
conjunto de circunstancias de funcionamiento de la Administración que posibilitan el desarrollo de las personas; también la Administración de 




protegido. Todos los bienes jurídicos son intereses vitales del individuo o de la comunidad. El 
orden jurídico no crea el interés, lo crea la vida; pero la protección del derecho eleva el interés 
vital a bien jurídico” (Von Liszt, 1999, p.6).  
     Otrora, Zaffaroni (2000) indica que:  
     El bien jurídico se trata del conjunto de valores que propenden por salvaguardar la sana 
convivencia de las personas en un conglomerado social, entendido como orden social, que no es 
otra cosa que el estado de tranquilidad, en donde a los coasociados se les protege sus intereses 
legítimos como sus derechos, a través de principios esenciales que resisten la organización 
política como social del Estado, y cuya observancia genera tranquilidad y paz pública en la 
sociedad. (Zaffaroni, 2000, p. 463).  
     Así, el bien jurídico119 ha de comprenderse como un valor sublime del orden socio jurídico 
tutelado, en cuyo sostenimiento tiene interés el conglomerado social, y puede atribuirse como su 
titular, tanto al individuo, como a la colectividad (Leyva Estupiñán & Lugo Arteaga, 2015).  
     Lo anterior, resulta comulgar con lo expuesto por el catedrático Claux Roxin, quién estima 
que “el bien jurídico es un bien ideal, que busca la protección de los intereses como derechos de 
la colectividad, los cuales resultan útiles para el individuo y su libre desarrollo en el marco de un 
sistema social, estructurado sobre la base de la tranquilidad pública” (Leyva Estupiñán & Lugo 
Arteaga, 2015). 
     Respecto de lo anteriormente mencionado, se puede indicar que los conceptos teóricos 
aludidos permiten dar un bosquejo concreto, pero claro, sobre el concepto, importancia y 
                                                          
119 Ídem.  
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componentes axiológicos como jurídicos que preceden el elemento de todo tipo penal conocido 
bajo el nombre de bien jurídico, en donde a manera personal y tomando como referencia las 
acepciones conceptuales anteriormente dadas, me tomé el atrevimiento de dar la siguiente 
definición: 
     Bien jurídico: Entiéndase como aquel interés vital, en el cual se circunscribe un cúmulo de 
derechos e intereses legítimos protegidos por el Estado en favor de sus coasociados, y cuya 
protección permitirá el goce efectivo de los mismos, en el marco de un sistema socio jurídico 
fundado en la tranquilidad pública. 
     De la definición dada, se tiene que el cúmulo de intereses legítimos como derechos 
constituidos en favor de los coasociados, resulta ser un interés vital para el Estado, ello en 
atención al proceso de selectividad penal que se efectúa tomando como base la cultura social 
dominante, razón por la cual, el interés vital del cual se hace alusión, deberá ser tutelado 
mediante el derecho, o propiamente dicho, mediante el ordenamiento jurídico interno con base 
en la cultura imperante en el estamento social, pues a través del mismo, se sancionará las 
conductas humanas transgresoras del bien jurídico, tipificadas como delito en el marco de cada 
Estado. 
     En el caso en concreto del concierto para delinquir120 el bien jurídico protegido por el Estado 
colombiano resulta ser el de la seguridad pública, el cual se tutela mediante la consagración legal 
efectuada a través del código penal colombiano121 en su título XII, de libro segundo que lleva por 
nombre “Delitos contra la seguridad pública”, el cual a su vez concibe dos capítulos, el 
                                                          
120 Ibídem, 62. 
121 Ibídem, 12. 
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primogénito que agrupa los delitos de concierto para delinquir, el terrorismo, las amenazas, y la 
instigación; y el segundo que asocia los delitos de peligro común.  
     En tal sentido, se debe comprender la seguridad pública como el derecho que le asiste a todos 
los coasociados del Estado colombiano, de no ser víctimas de hechos potencialmente capaces de 
menoscabar la tranquilidad general de la colectividad, la cual, hace referencia al derecho 
inalienable, de desenvolver su vida en sociedad, sin ningún tipo de obstrucciones violentas. 
     Así, se puede entrever que la seguridad pública corresponde a un bien jurídico de categoría de 
peligro abstracto, por lo cual, el mismo es entendido según Bernate, Ochoa (2006) como: 
“Aquellos en los cuales el legislador presume de derecho que cuando se realiza la conducta 
descrita en el tipo penal, el bien jurídico ha sido puesto en peligro; es decir, no es necesario la 
verificación del daño causado, pues el mismo se presume” (Bernstein Ochoa, 2006, p.45). 
     Del mismo modo, para la Honorable Corte Constitucional según el magistrado ponente 
Montealegre, Lynett el bien jurídico abstracto, o propiamente dicho los delitos de peligro 
abstracto deben ser concebidos bajo una teoría de riesgo o probabilidad pues: 
     “La necesidad de controlar los inmensos riesgos que se originan en la actualidad, han hecho 
indispensable anticipar la protección de los bienes jurídicos a una etapa anterior al efectivo 
menoscabo de los valores fundamentales de una sociedad. Para ello se utiliza, entre otros 
instrumentos la técnica de los tipos de peligro, que se caracterizan porque la punibilidad de un 
comportamiento no depende de la efectiva lesión del objeto de protección penal, sino 
simplemente de la probabilidad de un daño para el mismo” (Sentencia C-939-2002). 
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      De acuerdo con la postura anteriormente planteada, se tiene que, cuando el Estado dispone 
vaticinar el ámbito de protección a una etapa previa a la transgresión efectiva de un bien jurídico, 
lo hará en virtud de la valoración anticipada que haga el legislador en el marco de la producción 
legislativa, concretamente en el proceso de selectividad penal; pues es en esta sede, en donde se 
otorga la naturaleza jurídica de resultado o peligro abstracto al delito, y a partir de ello, se indica 
la punibilidad correspondiente (López Saleme, 2013). 
     En otras palabras, cuando al comportamiento humano le sea otorgada la naturaleza jurídica de 
peligro abstracto, la simple exteriorización de la conducta catalogada como prohibida al acápite 
de la norma penal, referirá por ese hecho –exteriorización- un juicio de reproche jurídico, 
incluso, sin que sea verificada la vulneración al bien jurídico; pues la punibilidad no dependerá 
de la lesión efectiva al objeto de custodia penal, sino simplemente de la puesta en peligro del 
aquél. 
     Ejemplo de ello resulta ser tanto el delito del concierto para delinquir122 como su bien jurídico 
tutelado123 concerniente a la seguridad pública124, pues como lo mencionó la Corte Suprema de 
Justicia en su sala penal125: 
     “En relación con el bien jurídico tutelado, la seguridad pública, el concierto para delinquir es 
un delito autónomo y de peligro, que se entiende derivado de la realización misma de la conducta 
                                                          
122 Ibídem, 62.  
123 MONOGRAFIAS, Bogotá, Colombia, 2017. “Se entiende por bien jurídico como aquellos valores fundamentales del ser humano y su entorno 
social que son protegidos por el orden jurídico en tiempo y lugar determinados. Cuando su protección es penal decimos que se trate de bienes jurídicos 
tutelados permanente, tales como la vida, la libertad, la seguridad individual y colectiva. Generalmente entre otros grupos humanos existen valores, 
bienes, situaciones, que se consideran valiosas y que buscan ser protegidas por la propia comunidad. Los valores más importantes se convierten en 
bienes jurídicos, de los cuales se seleccionan los más relevantes para ser tutelados a través del derecho penal”. 
https://www.monografias.com/docs/Bien-juridico-tutelado-F3HNFGFC8UNZ 
124 DEFINICIÓN.D, 2015. “ La seguridad pública implica que los ciudadanos de una misma región puedan convivir en armonía, cada uno 
respetando los derechos individuales del otro. El Estado es el garante de la seguridad pública y el máximo responsable a la hora de evitar 
las alteraciones del orden social. En este sentido, la seguridad pública es un servicio que debe ser universal (tiene que alcanzar a todas 
las personas) para proteger la integridad física de los ciudadanos y sus bienes. Para esto, existen las fuerzas de seguridad(como la policía), que 
trabajan en conjunto con el Poder Judicial”. https://definicion.de/seguridad-publica/ 
125 Ibídem, 25. 
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incriminada; y respecto de su contenido, de mera conducta, por cuanto se reprime el simple 
comportamiento de concertarse con la finalidad indicada en él, es decir, de constituir la societá 
sceleris para cometer delitos, sin que sea necesaria la producción de un resultado y menos aún, la 
consumación de un ilícito que concrete el designio de la asociación criminal” (Sentencia de Julio 
27 de 2011. Radicado 33.053126).  
     En tal sentido, las labores delictivas ejecutadas en el ápice de la delincuencia organizada, o 
propiamente dicho en el marco de una sociedad criminal, dada su naturaleza jurídica constituyen 
per se, un peligro inminente para la seguridad pública del Estado colombiano, pues la simple 
concertación y/o acuerdo de voluntades dado entre la pluralidad de sujetos activos, hacen que tal 
comportamiento se inscriba dentro de un tipo penal de peligro, el cual como bien se ha dicho, no 
requiere la fabricación de un resultado dañoso para vulnerar el bien jurídico tutelado127; pues la 
punibilidad de la conducta en este caso, no dependerá de la lesión al objeto de custodia penal, 
sino sencillamente de la puesta en peligro efectivo del mismo. 
1.2.2. Sujeto activo.  
     Dado que la tipificación del concierto para delinquir128 exige para su existencia la 
concertación por parte de un conglomerado o pluralidad de personas, es posible evidenciar que el 
mismo resulta ser un tipo penal plurisubjetivo, de ahí que, para su realización se requiere de 
manera obligatoria la colaboración de mínimo dos personas o pareja delictual, entre las cuales 
comulgue la voluntad como el conocimiento de querer constituir una sociedad delictual con una 
                                                          
126Magistrado ponente: Dr. Fernando  CASTRO CABALLERO, Alberto, Sentencia 34779 de julio 27 de 2011 CORTE SUPREMA DE 
JUSTICIA, SALA DE CASACIÓN PENAL, Proceso 34779, Aprobado Acta 260 Bogotá, D.C., veintisiete de julio 2011.  
http://legal.legis.com.co/document/Index?obra=jurcol&document=jurcol_b3b08f28fca5013ce0430a010151013c 
127 Ibídem, 67. 
128 Ibídem, 62. 
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ánimo de permanencia en el tiempo, para llevar a cabo la comisión de conductas punibles 
trazadas como designio criminal. 
     Según la descripción típica referida en el enunciado 340 del código penal colombiano129 que 
versa sobre la conducta punible en mención, se puede entrever que, en sede del sujeto activo, la 
misma resulta ser un tipo penal común, pues no se exige ninguna calidad específica al sujeto 
agente para la consumación del delito; es decir, cualquier persona puede realizar la conducta 
delictiva citada. 
     Al ser el concierto para delinquir130 una conducta desviada de peligro, autónoma y de mera 
conducta, se requiere por parte la pareja criminal la exteriorización de la idea delictual, 
consistente a priori, en constituir la sociedad criminal con un ánimo de permanencia en el 
tiempo, y a posteriori en llevar a cabo la ejecución de las conductas punibles trazadas como 
actividad criminal; pues dada su naturaleza jurídica de consumación anticipada, se pide que la 
pluralidad de sujetos activos rebasen la fase subjetiva- idea, mera intención, para luego 
desarrollar la fase objetiva de la misma, consistente en la exteriorización del designio delictual, a 
través del desarrollo de los actos preparatorios, actos ejecutivos y actos consumativos (López 
Saleme, 2013). 
     Así, dicho sea de paso, respecto de la figura de la iter criminis, la Corte Suprema de 
Justicia131 en su sala penal sostiene: 
     “El iter criminis entendido como el recorrido de la conducta criminosa desde su concepción 
intelectual hasta su consumación, se ha divido tradicionalmente por los doctrinantes en dos 
                                                          
129 Ibídem, 12. 
130 Ibídem, 62. 
131 Ibídem, 25. 
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grandes fases: La subjetiva consistente en la idea, la mera intención, o en la maquinación 
intelectual hacia la comisión del delito. Y la fase objetiva, que se presenta cuando se exterioriza 
su intención, a través de actos preparatorios, actos ejecutivos y actos consumativos”.  
     “Ni el pensamiento, ni los actos preparativos involucran per se alguna forma de lesividad o 
puesta material en peligro en modo relevante al bien jurídico, por lo cual hasta ese momento no 
pueden adecuarse típicamente en ningún delito, precisamente porque inclusive los actos 
preparatorios son equívocos, y no conducen indefectible e inequívocamente hacia la perfección 
de algún delito”. 
     “De ahí que la conducta humana desviada ingresa a la órbita del derecho penal, a partir del 
momento en el cual estructura al menos la tentativa de un delito, dispositivo amplificador del 
tipo que tiene aplicación, según las voces del artículo 27 del estatuto penal, a partir de la 
verificación de que el sujeto activo ha iniciado la ejecución de una conducta punible de actos 
idóneos e inequívocamente dirigidos a su consumación, y ésta no se produjere por circunstancias 
ajenas a su voluntad” (Sentencia 9 de Junio de 2004. Radicado 22.131).  
     En tal sentido, se debe tener en cuenta que quienes hacen parte de la sociedad criminal, 
presentan una voluntad libre de impedimentos de constituir con sus pares, -que de la misma 
forma obran de manera voluntaria-, el convenio, concierto, o propiamente dicho la sociedad 
delictiva para llevar a cabo, la ejecución de los delitos trazados como finalidad delictual de la 
empresa criminal. 
     Por tal motivo, esa idea criminal que les concierta en una voluntad general de carácter 
delictiva, deberá ser exteriorizada a través de la consumación idónea que se haga de la fase 
objetiva de la iter criminis, ya que solo así, se entenderá iniciada como consumada la conducta 
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delictiva del concierto para delinquir132, pues ha de recordarse, que la misma no exige la 
obtención de un resultado lesivo para vulnerar el bien jurídico tutelado133 de la seguridad 
pública134; puesto que, la punibilidad de la conducta en este caso, no dependerá de la lesión al 
objeto de tutela penal, sino simplemente de la puesta en peligro efectivo del mismo, que dicho 
sea de paso se genera con el simple acuerdo de voluntades. 
     De tal suerte, los sujetos activos del concierto para delinquir resultan ser acreedores de un 
juicio de reproche jurídico, a partir de la concertación de voluntades que efectúan en aras de 
constituir la sociedad criminal, pues es aquí, en ese preciso momento, donde se consuma el delito 
en mención, indistintamente si con la constitución de la empresa han obtenido algún tipo de 
beneficio; puesto que, solo es necesaria la conformación organizada como delictual de los 
sujetos, para considerar que se coloca en peligro efectivo la seguridad pública del estamento 
socio político colombiano (López Saleme, 2013). 
     Así, la Corte Suprema de Justicia135 en su sala penal refirió: 
     “Es necesario anticipar barreras de protección en favor del bien jurídico de la seguridad 
pública, por lo cual, el solo acuerdo de voluntades dirigido a la constitución de la sociedad 
criminal basta para poner en peligro efectivo la seguridad pública, siendo indiferente que de ello 
se obtenga o no beneficios específicos” (Sentencia de septiembre 23 de 2003. Radicado 17.089).  
1.2.3. Conducta. 
                                                          
132 Ibídem, 62. 
133 Ibídem, 67. 
134 Ibídem, 68. 
135 Ibídem, 25. 
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     La conducta objetiva del concierto para delinquir136 se encuentra descrita en el verbo rector 
concertarse, cuya significación socio jurídica se circunscribe en el acuerdo de voluntades gestado 
de manera voluntaria, consciente, con plena capacidad de autodeterminación en la que confluyen 
varias personas, con el móvil de, en primer orden constituir la sociedad criminal y con ello, 
llevar a cabo la finalidad delictiva de ejecutar de manera permanente, un sinfín de conductas 
punibles transgresoras del orden jurídico interno. 
     En tal sentido, el verbo rector de la conducta en mención que permite catalogarla como 
delictiva al acápite de la norma penal, resulta ser el de concertar, en donde, según definiciones 
dictadas por el diccionario de la real academia española137 definen dicho verbo bajo acepciones 
como: Acordar algo con alguien, ponerse de acuerdo con alguien, agruparse, armonizar o pactar 
algo con alguien.  
     De ahí que, lo que resulta susceptible de persecución penal por parte del ente investigador es 
la concertación delictiva orientada a la comisión de conductas punibles. 
     De tal suerte que, una vez comulgue el carácter volitivo como cognitivo en cada uno de los 
sujetos agentes frente a la constitución de la sociedad criminal, es posible evidenciar que la fase 
objetiva de la tipicidad de la conducta del punible en mención se está exteriorizando, gracias a la 
ejecución del verbo rector -cuya función es determinar la conducta- del tipo penal en mención, 
que para el caso resulta ser el de concertar.  
                                                          
136 Ídem.  
137REAL ACADEMIA ESPAÑOLA, España, Madrid, 2014. “El Diccionario de la lengua española es el resultado de la colaboración de todas las 
academias, cuyo propósito es recoger el léxico general utilizado en España y en los países hispánicos. Se dirige, fundamentalmente, a hablantes 
cuya lengua materna es el español, quienes encontrarán en él recursos suficientes para descifrar textos escritos y orales. Desde entonces, se han 
publicado veintitrés ediciones de la obra, convertida, a través del tiempo, en el diccionario de referencia y consulta del español. La más 
reciente, la 23.ª, ha salido de imprenta en octubre de 2014”. http://www.rae.es/obras-academicas/diccionarios/diccionario-de-la-lengua-espanola 
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     Razón por la cual, a partir de la concertación dada entre la pluralidad de autores, frente a la 
constitución de la sociedad criminal, se puede entrever que el punible del concierto para 
delinquir138 ya está siendo consumado, y por ende, los sujetos autores del mismo ya resultan ser 
acreedores de un juicio de reproche jurídico a partir de su actuar (Vega Arrieta, 2015). 
     En este contexto, es menester indicar que el verbo rector “concertar” que precede al tipo penal 
en mención, resulta ser de vital importancia, toda vez que, a través del mismo se enmarca el 
criterio orientador de la conducta punible en mención, pues al indicarse la expresión “se 
concierten con el fin de cometer delitos”, denotada al tenor del artículo 340 del código penal 
colombiano139, permite verificar que la conducta que se busca sancionar y la cual le da sentido al 
tipo penal, resulta ser: La concertación o acuerdo de voluntades (López Saleme, 2013). 
     Sin embargo, Márquez Cárdenas, y Paz M (2008) refieren que la concertación si bien es cierto 
se enmarca como verbo rector y componente constitutivo de la conducta delictual del concierto 
para delinquir140, no necesariamente implica que todo acuerdo, organización, o concertación 
dada entre un conglomerado de personas con la finalidad de cometer conductas punibles, resulte 
ser suficiente para estructurar jurídicamente el punible en mención. 
     Toda vez que, incluso para perpetrar siquiera un solo delito si a él convergen varias personas, 
es indispensable que ellas se dispongan para ejecutarlo, pues una vez busquen exteriorizar la idea 
criminal que ostentan en su haber, resulta normal que entre los autores se efectúe la 
conformación de medianos acuerdos o concertación de voluntades, así como división de 
                                                          
138 Ibídem, 62. 
139 DERECHOCOLOMBIANO.COM.CO, Bogotá, Colombia, 2019. Código Penal de Colombia, Ley 599 de 2000, Artículo  340. Modificado 
por el art. 8, Ley 733 de 2002, Modificado por el art. 5, Ley 1908 de 2018. “Concierto para delinquir. Cuando varias personas se concierten con 
el fin de cometer delitos, cada una de ellas será penada, por esa sola conducta, con prisión de tres (3) a seis (6) años...” 
https://www.derechocolombiano.com.co/codigo-penal/articulo-340/ 
140 Ibídem, 62. 
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funciones o del trabajo, pudiéndose presentar incluso, jerarquización entre las personas 
concertadas; requisitos que valga indicarse, resultan necesarios para consumar el designio 
criminal trazado por los autores, y el cual, no necesariamente implica la existencia de una 
empresa criminal y con ello la consumación del delito de concierto para delinquir141. 
     De igual modo, si varias personas se trazan como designio criminal la comisión de diversas 
conductas delictivas, con mayor razón deben organizarse, sin embargo, dicha concertación no 
constituye la esencia del delito en mención, pues el concierto para delinquir no se funda bajo el 
elemento de la actividad organizada, dado que la misma es propia de cualquier actividad humana 
(Márquez Cárdenas & Paz M, 2008). 
     Frente a tal postura autores como López Salame, Alonso P, Ruiz Correa, Alvarino, J, entre 
otros, distan de lo expuesto por los autores Márquez Cárdenas y Paz M, pues consideran que el 
concierto para delinquir se estructura y consuma a partir de la concertación de los sujetos activos 
llevada a cabo, en aras de constituir la sociedad criminal.  
     Tal postura se adhiere a los planteamientos emitidos por vía jurisprudencial a través la sala de 
Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia142, en donde por medio del presente órgano 
jurisdiccional se indicó que los elementos constitutivos del concierto para delinquir resultan ser: 
Un acuerdo o concertación de voluntades gestadas entre varias personas, lo que permite 
estructurar el elemento plurisubjetivo del tipo penal, al asegurar la existencia de una pluralidad 
de sujetos activos. 
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     Por otro lado, se requiere la existencia de una organización, empresa o sociedad criminal, 
surgida a partir del acuerdo de voluntades dado entre los sujetos agentes, y cuyo móvil o razón 
de ser, se circunscriba en la consumación de conductas delictivas con una vocación de 
permanencia como durabilidad en el tiempo. Y por último, pero no menos importante, que el 
designio y/o actividad criminal trazada como móvil de la empresa criminal, transgreda o ponga 
en peligro efectivo el bien jurídicamente tutelado de la seguridad pública143 (Vega Arrieta, 
2015). 
     Elementos que una vez comulguen de manera integral, dan habida cuenta que se está en 
presencia del punible del concierto para delinquir144. 
     Ante las posturas anteriormente planteadas, se puede entrever que el elemento de la 
concertación se encuentra presente en cualquier vestigio de actividad organizada, pues la misma 
como indicó (Márquez Cárdenas & Paz M, 2008), es propia de toda labor humana; razón por la 
cual, indistintamente del designio criminal trazado por una concurrencia de sujetos agentes, la 
concertación siempre estará presente a la hora de llevar acabo la comisión y/o exteriorización de 
la idea criminal. 
     Sin embargo, la conducta propiamente dicha de la concertación en el marco del punible del 
concierto para delinquir145, va más allá del simple acuerdo de voluntades gestado entre una 
pluralidad de sujetos agentes, y cuya finalidad genérica –si se le permite el término-, resulta ser 
la de la comisión de conductas punibles, pues es bien sabido que, el mencionado acuerdo de 
voluntades para ser considerado como verbo rector del punible en mención, deberá ostentar en su 
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haber el móvil principalísimo de constituir, crear, o erigir una sociedad criminal, con un ánimo 
de permanencia como durabilidad en el tiempo. 
     Razón por la cual, adicional al acuerdo de voluntades presentado entre una pluralidad de 
sujetos activos encaminada a la constitución de la sociedad criminal para llevar a cabo la 
intención delictiva trazada, se exige que la misma esté acaudillada a subsistir en el tiempo para 
constituirse como una sociedad del crimen, y no solo como un medio a través del cual se busca 
consumar un fin específico; pues de no ser así, no se estaría en presencia del concierto para 
delinquir, sino se estaría en presencia únicamente de una forma de coparticipación criminal como 
resultaría ser la coautoría (López Sáleme, 2013). 
     Así las cosas, la jurisprudencia al interpretar el verbo rector en sede del delito en mención ha 
sostenido: 
     “La acción incriminada consiste en concertarse para cometer delitos, que se traduce en la 
existencia de un acuerdo de voluntades para la realización de actos delictivos indeterminados”   
     Por lo cual, “el concierto para delinquir146 se consuma con la sola concertación de quienes 
conforman la organización, en el cual sus partícipes son castigados por el solo hecho de 
participar en la asociación, de un delito autónomo que como tal no requiere de la realización 
previa, paralela, o posterior de otras conductas que tipifiquen otros delitos para que sea 
materializado, lo que se explica en la medida en que se entiende que el peligro para la 
colectividad surge desde el mismo instante en que se conforma la organización delictiva, desde 
el momento que hay concierto entre sus miembros para transgredir su ordenamiento. Luego su 
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represión por parte del Estado deberá, en lo posible, anticiparse a la comisión de otros delitos” 
(Sentencia de septiembre 23 de 2003. Radicado 17.089).  
     Por lo tanto, lo anterior permite asegurar entonces que la estructura jurídica del concierto para 
delinquir se funda en la concertación con ánimo de constituir una sociedad criminal, la cual 
deberá presentar en su haber un carácter de permanencia en el tiempo, pues esta finalidad, es la 
que le permitirá ostentar una proyección continua del propósito delictual en el que persiste, y a 
través del cual busca obtener la comisión del designio delictivo trazado como razón de ser de la 
misma. 
1.3. Práctica del principio de oportunidad en el marco del concierto para delinquir 
     La incorporación del principio de oportunidad147 en el marco del orden jurídico penal interno, 
llevada a cabo mediante la expedición del acto legislativo 02 de 2003148, -que ostentó la finalidad 
de reformar la constituyente, y con ello, modificar algunos criterios jurídicos concernientes a la 
dirección de justicia-, representó en el marco del procedimiento penal, una ruptura en la tradición 
punitiva enquistada en las fauces del enjuiciamiento criminal. A tal punto que se pugnó por 
cambiar la mentalidad legalista de los administradores de justicia, a la hora de llevar a cabo la 
instigación penal, como la imposición de las sanciones punitivas, a quienes fueren catalogados 
como responsables penales, en el marco de la relación procesal. 
     En tal sentido, en tratándose de práctica del principio de oportunidad en el marco del 
concierto para delinquir149, en palabras de Bedoya, Guzmán y Vanegas (2010) indicaron que:  
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     La relevancia del principio de oportunidad radica en encaminar la instigación penal hacia las 
conductas punibles más lesivas, encausadas como modus vivendi de las organizaciones 
criminales, de ahí que, dicho principio, dada su naturaleza jurídico procesal, sea concebido como 
un instrumento de conclusión de la actuación penal, por conducto del cual, se orienta los recursos 
de la dirección de justicia, a la instrucción de las conductas desviadas mayormente trasgresoras 
del orden socio jurídico; incentivando así, la autocomposición del litigio, la cooperación del 
infractor penal a la hora de combatir la delincuencia organizada, y por último, pero no menos 
importante, promoviendo la justicia restaurativa como modelo de descongestionamiento judicial, 
al evitar la imposición de penas innecesarias en el seno del procedimiento penal. (p.6) 
     Así, el principio de oportunidad se presenta como una alternativa al principio de legalidad150 
procesal, por medio de la cual se busca hacer frente a la criminalidad imperante en la sociedad 
colombiana, propiamente dicho a la delincuencia organizada, sin necesidad de ejercer el poder 
punitivo -propio de la justicia retributiva como del principio de legalidad procesal-; como fuente 
primaria de castigo.  
     Razón por la cual, por medio del mismo, se buscará adoptar para tal fin, la colaboración 
efectiva del acusado y/o imputado como epicentro del modelo restaurativo, a través del cual se 
logre obtener una pronta, cumplida y eficaz noción de justicia, al vislumbrar la desarticulación 
total de las empresas dedicadas al crimen organizado, que atentan contra la seguridad pública del 
Estado colombiano. 
1.3.1. Capacidad funcional para la práctica del principio de oportunidad. 
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     El conocimiento apropiado del caso en concreto, sumado a los elementos recaudados durante 
el trasegar de las investigaciones preliminares, le permitirá al ente acusador fijar con alto grado 
de certeza, la calificación jurídica de los hechos presuntamente delictivos de los cuales abocó 
conocimiento, y así, con base en lo anterior, entrever la posibilidad de incoar alguna de las 
causales de aplicabilidad del principio de oportunidad (Bedoya Sierra et al., 2010, p.33).      
      Así, la competencia para la aplicación del citado instituto procesal, a priori se encuentra 
supeditada en la recaudación como estudio del acervo probatorio- elementos materiales 
probatorios, evidencia física- que haya podido recolectar el ente acusador en el seno de las 
investigaciones preliminares adelantadas por parte de policía judicial; en donde con base en ello, 
podrá efectuar un estudio adecuado sobre la situación fáctica que reviste las características de 
delito, -de la cual abocó conocimiento por conducto de las fuentes formales de denuncia-, y así, 
puntualizar la naturaleza jurídica del mismo. Para luego, determinar la necesidad, como 
viabilidad de la práctica del mismo en el caso en concreto, como mecanismo alterno al ejercicio 
punitivo propio del hecho penal. 
     Sin perjuicio de lo anterior, también se deberá tomar en consideración lo establecido al 
acápite de la resolución 2370 de 2016, a través de la cual se derogaron las resoluciones número: 
6657 de 2004, 6658 de 2004, 6618 de 2008, 3884 de 2009, 0692 de 2012, 0919 de 2014, y la 
1168 de 2014; las cuales valga indicarse, fueron dictadas como reglamento interno de la Fiscalía 
General de la Nación151, en lo concerniente a la competencia para la práctica del principio de 
oportunidad152. 
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     Así, por conducto de la resolución 2370 de 2016153, se buscó unificar en un solo cuerpo 
normativo la reglamentación interna de la competencia sobre la práctica del principio de 
oportunidad, permitiendo entrever, en que eventos la decisión de aplicar el mecanismo procesal 
en mención, puede ser adoptada por el fiscal del caso de manera autónoma e independiente, y en 
cuales eventos resulta necesaria la intervención del Fiscal General de la Nación154 o su delegado 
para la aplicación del mismo; asegurando con ello, la cohesión sistémica  -axiológica como 
jurídica- entre la disposición reglamentaria y el orden constitucional interno. 
     En tal sentido, disposiciones jurídicas de índole constitucional como legal, resultaron ser 
indispensables a la hora de actualizar como unificar los criterios de regulación del trámite del 
principio de oportunidad155, de conformidad con la constitución, la ley, la jurisprudencia y la 
doctrina, en el marco de la función reglamentaria de la Fiscalía General de la Nación156. 
     Así las cosas, se tiene que, con base en lo erigido a través de la resolución 2370 de 2016157, 
capítulo II; la competencia para el ejercicio del principio de oportunidad158 al interior de la 
institución acusatoria se llevará a cabo de la siguiente forma: 
2.3.1.1. Capacidad funcional exclusiva del Fiscal General de la Nación159. 
     Según versa el artículo 22 de la disposición jurídica en mención, el Fiscal General de la 
Nación conocerá de manera exclusiva sobre el ejercicio principio de oportunidad en tratándose 
                                                          
153 Ibídem, 55. 
154 Ídem.  
155 Ibídem, 11. 
156 Ibídem, 12. 
157 Ibídem, 55. 
158 Ídem.  
159 Ídem.  
92 
 
de las causales segunda, tercera, cuarta, quinta, y octava, denotadas al acápite del artículo 324 del 
código de procedimiento penal160. 
     En los casos en mención, la práctica del citado mecanismo procesal resulta ser decisión 
exclusiva del Fiscal General; así, las conversaciones y posibles acercamientos dictados entre las 
partes procesales tendientes a la práctica de este, no resultan ser vinculantes para su adopción.  
2.3.1.2. Aplicación directa. 
     Respecto de las conductas delictivas reprochadas con sanción punitiva privativa de la libertad, 
cuyo quantum punitivo máximo no exceda de seis (6) años, se establece que, el fiscal que abocó 
conocimiento del hecho delictivo a través de la noticia criminal, si así lo estimare, podrá ejercitar 
de manera directa el principio de oportunidad, el cual deberá ser legalizado por el juez en 
función de control de garantías en la audiencia de control de legalidad que se surta respecto de la 
aplicación del mismo.  
2.3.1.3. Delegación especial. 
     Con base en lo establecido al tenor del parágrafo segundo del artículo 324 y el artículo 330 
del código de procedimiento penal161, para el ejercicio del principio de oportunidad162, en 
tratándose de punibles que sean sancionados con pena privativa de la libertad, cuyo máximo 
                                                          
160 Ibídem, 5. 
161 LEYES.CO, Bogotá Colombia, 2014. Código de Procedimiento Penal, artículo 324. Causales “El principio de oportunidad se aplicará en los 
siguientes casos” y Código de Procedimiento Penal, artículo 330. Reglamentación. “El Fiscal General de la Nación deberá expedir un reglamento, 
en el que se determine de manera general el procedimiento interno de la entidad para asegurar que la aplicación del principio de oportunidad 
cumpla con sus finalidades y se ajuste a la Constitución y la ley”. https://leyes.co/codigo_de_procedimiento_penal/330.htm 
162 Ibídem, 11. 
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exceda seis (6) años, y los mismos no sean de competencia exclusiva del Fiscal General163, la 
competencia se delega a:  
     a. Los fiscales locales, fiscales seccionales, fiscales especializados, fiscales delegados ante el 
tribunal, fiscales delegados ante la Corte Suprema de Justicia164, para la práctica del principio de 
oportunidad165, en los casos que sea de su competencia. 
     b. El Fiscal jefe de la dirección de fiscalías nacionales especializadas de justicia transicional, 
para autorizar su aplicación en los casos de conocimiento de los fiscales adscritos a esta unidad, 
cuando invoquen la aplicación de la causal 16 del artículo 324 del código de procedimiento 
penal166.    
     c. Los fiscales adscritos a la unidad de fiscalías de infancia y adolescencia, en lo de su 
competencia. 
Los acercamientos y/o conversaciones adelantadas entre las partes procesales tendientes a la 
aplicación del mecanismo procesal en mención, no resultan ser vinculantes para su adopción. 
2.3.1.4. Conexidad procesal. 
     En los eventos en los que se advierta la figura jurídica de la conexidad procesal, en los 
términos denotados de los artículos 50, 51 del código de procedimiento penal167, para determinar 
la capacidad funcional, se deberá observar las reglas establecidas al acápite del artículo 52, de la 
norma en mención. 
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Reglas que resultan ser:  
     a. La jerarquía otorgada al funcionario judicial, con base en la capacidad funcional dictada a 
favor de éste, por razón del fuero legal o de la naturaleza del asunto.  
     b. En caso de que ostentaren la misma jerarquía los operadores judiciales, -en este caso los 
fiscales-, se deberá optar por el factor de competencia atinente al territorio, a través del cual en 
forma predilecta como preferente deberá seguir el siguiente orden: Donde se haya consumado el 
punible más lesivo, donde se haya perpetrado el mayor número de conductas delincuenciales, 
donde se haya efectuado la primera aprehensión o donde se haya formulado la imputación. 
     Por lo cual, haciendo uso de las directrices establecidas en el artículo 52 en mención, se podrá 
establecer quién resulta ser competente para abocar conocimiento del caso y con ello ejercitar el 
principio de oportunidad, cuando se optare por el mismo, como mecanismo alternativo al 
ejercicio punitivo propio del hecho penal. 
1.3.2.  Análisis de los requisitos de la causal cuarta de aplicación del principio de 
oportunidad. 
     En el marco del acto legislativo 03 de 2002168 y la ley 906 de 2004169, que resultan ser el 
cuerpo normativo del principio de oportunidad170 acentuado en el orden jurídico interno, se optó 
por establecer una reglamentación estricta respecto de la aplicación del mismo; situación que se 
verifica a partir de la consagración de causales taxativas bajo las cuales única y exclusivamente 
procede la práctica del mecanismo procesal en mención como alternativa al enquistamiento 
punitivo propio del hecho penal.  
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     Postura que ha sido ampliamente ratificada por conducto de la Honorable Corte 
Constitucional171, a través de varios fallos, dentro de los cuales destacan por su contenido 
jurídico como axiológico las sentencias: C-095-2007, C-998-2007, y C-673- 2005 (Bedoya 
Sierra et al., 2010). 
     Así, de manera inequívoca se puede indicar que en atención al cuerpo normativo que precede 
a cada causal de aplicación del principio de oportunidad, se ha podido estructurar una serie de 
requisitos y/o características propias al interior de la misma, las cuales, han forjado varios 
aspectos determinantes a la hora de aplicar el mecanismo procesal en mención, así como, al 
momento de establecer una propuesta argumentativa, jurídica como probatoria por parte del 
fiscal, que le permita sustentar la viabilidad como necesidad de ejercitar el citado principio como 
instrumento alterno al hostigamiento penal; y con ello, dirimir el conflicto jurídico naciente a 
partir de la comisión de una conducta punible, con base en un modelo de justicia restaurativa, y 
no, atendiendo a un modelo punitivo propio de la justica de carácter retributiva. 
     De tal suerte que, el sentido como el alcance jurídico que ostenta en su haber cada causal de 
aplicabilidad del principio, se encuentra supeditado a sus requisitos y/o características 
específicas, que le brindan a la misma, un sustento argumentativo como jurídico, del cual puede 
hacer uso el ente acusador, al momento de propender estructurar conceptual, jurídica, como 
probatoriamente, el caso en concreto, frente a la causal que pretende incoar, como base procesal 
a la hora de elevar la solicitud de práctica del principio de oportunidad172, ante el juez en función 
de control de garantías, en el marco de la audiencia preliminar de control de legalidad.  
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     Así las cosas, las causales de aplicabilidad están llamadas ser cotejadas, a partir del análisis de 
los requisitos como de las cargas argumentativas que le fundan jurídicamente, de ahí que, al 
ahondar sobre las mismas por parte del ente acusador al momento de propender por el ejercicio 
del principio de oportunidad173, deba tenerse en cuenta, los siguientes criterios: 
     (I) El balance de intereses que supone su práctica, (II) el análisis de los diferentes eventos que 
la causal consagra, (III) el análisis jurisprudencial efectuado por la Honorable Corte 
Constitucional174, y por último, pero no menos importante, (IV) las víctimas frente al ejercicio de 
la causal (Bedoya Sierra et al., 2010). 
2.3.2.1. Balance de intereses. 
     Para poder ahondar sobre el balance de intereses presentados al ápice de la causal cuarta de 
aplicación del principio de oportunidad, en primer orden es necesario partir de la definición 
teórico- jurídica establecida al tenor del artículo 324, numeral cuarto, de la ley 906 de 2004175, 
modificada a posteriori, por el artículo segundo de la ley 1312 de 2009176, en donde por conducto 
de la norma en mención, se indicó lo siguiente: 
     “Cuando el imputado o acusado, hasta antes de iniciarse la audiencia de juzgamiento, 
colabore eficazmente para evitar que el delito continúe ejecutándose, o que se realicen otros, o 
cuando suministre información eficaz para la desarticulación de bandas de delincuencia 
organizada”. (ley 1312, 2009). 
                                                          
173 Ídem.  
174 Ibídem, 23. 
175 Ibídem, 5. 
176 Ibídem, 11. 
97 
 
     De la definición en mención es posible extraer a priori que a través de la variación efectuada 
por conducto de la ley 1312 de 2009177 al código de procedimiento penal en su artículo 324178, en 
lo concerniente –genéricamente hablando- a la práctica del principio de oportunidad, se buscó 
por parte del legislador a través de la redacción del texto legal actual garantizar una colaboración 
eficaz por parte del procesado, a la hora de contribuir con la dirección de justicia, en la 
desarticulación de las empresas criminales, así como, en la cesación de la actividad delictiva 
organizada. 
     Tan así fue, que al modificar la redacción originaria que hacía alusión a “una colaboración 
esencial”, el legislador buscó recobrar el carácter de colaboración eficaz en lugar de esencial, 
pues según su criterio, no siempre lo principal o esencial, es generador de efectos contundentes 
frente a la desarticulación del crimen organizado. 
     Lo que indica claramente, que el éxito de aplicar el principio de oportunidad fundado bajo la 
causal cuarta como mecanismo sancionatorio frente al crimen organizado, dependerá de la 
colaboración eficaz que brinde el procesado para lograr tal fin. 
     Otrora, es menester indicar que la causal en estudio implica para su desarrollo cargas 
argumentativas especiales, pues mientras otras causales se estructuran a partir de la no necesidad 
de la pena, o propiamente dicho, a partir de incoar soluciones alternativas al ejercicio punitivo; 
en la causal cuarta, se parte de la base de que sí resulta necesaria la sanción punitiva para el 
procesado que se beneficie con el ejercicio del principio de oportunidad179. A partir de la 
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colaboración eficaz que brinde a la administración de justicia, a la hora de atacar los brotes de la 
criminalidad organizada.  
     Por lo tanto, la necesidad de la cual se hace alusión no resulta ser susceptible de ser suplida a 
través de mecanismos alternativos. 
     En tal sentido, a la hora de llevar a feliz término la práctica de la causal cuarta del código 
procesal penal, el ente acusador deberá efectuar un cuidadoso balance de los intereses 
constitucional como legalmente relevantes para la dirección de justicia, a partir de los cuales, 
pueda considerarse aceptable, pero sobre todo necesaria la aplicación del principio en mención 
como mecanismo idóneo para evitar la continuación de un delito, evitar la comisión de otros, o 
para lograr la desarticulación total de los clanes de delincuencia organizada. Claro está, siempre 
y cuando comulgue una colaboración eficaz por parte del procesado, que permita llevar a cabo 
los fines anteriormente expuestos (Bedoya Sierra et al., 2010). 
     Situación que valga indicarse, termina por constituirse como el deber ser de la causal en 
mención, y bajo la cual, el ente acusador procede a solicitar la aplicación del principio de 
oportunidad180, cuando por razones de política criminal representare para el Estado colombiano 
un mayor beneficio la aplicación del mismo. Claro está, su procedencia siempre dependerá del 
riguroso juicio de validez “ponderación-proporcionalidad” que haya efectuado el ente acusador 
entre los bienes jurídicos afectados, los derechos de las víctimas y la necesidad de practicar el 
mismo, como mecanismo resolutorio del conflicto socio-jurídico naciente a partir de la comisión 
del delito.   
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     Lo anterior implica que, el ente acusador al momento de concertar los supuestos fácticos, 
jurídicos como probatorios a través de los cuales sustentará la necesidad de incoar el principio de 
oportunidad181, deberá propender por guardar un punto de equilibrio entre el garantismo y la 
excesividad penal; equilibrio que se cimienta a partir de la consulta y guarda de los derechos e 
intereses de las víctimas, así como la guarda de los derechos del procesado, al evitar el 
enquistamiento como ejercicio excesivo de la acción punitiva. 
     Por ende, tanto la solicitud efectuada por parte del fiscal, como la posible práctica del 
principio anteriormente mencionado, deberán pugnar por la armonización de los derechos e 
intereses puestos en conflicto a partir de la comisión de la conducta punible. 
     Pues es ahí, en donde se llevará a cabo un balance de intereses real entre: Los derechos de las 
víctimas, los bienes jurídicos vulnerados, los derechos del procesado, y por último, pero no 
menos importante, los intereses del Estado perseguidos a través de la política criminal -que para 
el caso en concreto se enmarcan en la desarticulación de las empresas criminales dedicadas al 
crimen organizado- que permitan alcanzar un equilibrio entre el garantismo y la excesividad 
penal, a partir de la obtención de una solución jurídica justa, razonable, proporcional como 
adecuada, al conflicto naciente por la consumación del delito.  
     Empero, en el marco de la doctrina nacional algunos juristas advierten una preocupación 
frente a la aplicación de la causal cuarta, pues consideran que la misma puede generar 
situaciones insostenibles desde la perspectiva constitucional; así:   
     Perdomo Torres (2005) destaca: “La causal cuarta solo se justifica ante las falencias del 
sistema tradicional para enfrentar las expresiones criminales organizadas, que, dadas sus 
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características pueden llegar a catalogarse cómo los enemigos más fuertes de la estatalidad” 
(Perdomo Torres, 2005, p.88).  
     De igual modo, señaló: “La causal cuarta puede constituir un grave atentado al principio de 
legalidad” (Perdomo Torres, 2005, p.88).  
     En tal sentido, los planteamientos del presente autor resultan significativos a la hora de 
entrever los aspectos constitucionales que entran en juego al momento de examinar la exigencia 
de aplicar el principio de oportunidad182, por conducto de la causal cuarta.  
     Pues, a priori el ente acusador está en la obligación de garantizar el hostigamiento penal, 
cuando la imposición de la pena sea necesaria y no sean viables otras formas de solución de este; 
y de otro lado, se le exhorta la posibilidad de aplicar en favor de la dirección de justicia, los 
mecanismos indispensables para combatir la delincuencia organizada, cuando la estructura como 
organización de esta, hagan inviables o poco efectivos los mecanismos ordinarios de persecución 
penal. Esto último, fundado en los intereses que persigue el Estado colombiano, mediante su 
política criminal (Bedoya Sierra et al., 2010). 
     A lo anterior, adhiere el autor que ante el alto costo que trae consigo la práctica del principio 
de oportunidad183 fundado en la causal cuarta; la aplicación de este debería reservarse 
únicamente para las situaciones en donde la colaboración dada por el infractor penal permita 
entrever de manera objetiva el beneficio que obtiene el Estado, para luego, combatir la 
delincuencia organizada; por ello, Perdomo Torres (2005) concluye:     
                                                          
182 Ídem.  
183 Ibídem, 11. 
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     En sede de la causal cuarta no se trata de la deserción de la actividad punitiva porque el 
procesado colaboró en el esclarecimiento de conductas punibles, y con ello a la desarticulación 
de la sociedad criminal; contrario sensu, la verdadera importancia de la causal radica en la 
connotación jurídica, social, como política que tenga para el Estado en la lucha contra la 
criminalidad organizada, la colaboración y/ o información obtenida por conducto de su práctica.     
Por lo cual, resulta imperante valorar adecuadamente la información y/o colaboración que se 
suministre por parte del infractor, además de, confortarla con todo el acervo probatorio que se 
tenga; y con ello, entrever su veracidad para connotar el verdadero significado de la colaboración 
dada, frente a los intereses perseguidos por el Estado colombiano. (Perdomo Torres, 2005, 
p.135). 
     Así, en el marco de la presente línea de pensamiento resulta claro que para la aplicación del 
principio de oportunidad184 por conducto de la presente causal, se exhorta al fiscal la obligación 
de explicar el por qué es jurídicamente necesario incoar el instituto procesal en mención, como 
medio resolutorio del conflicto; en mayor medida, cuando se esté frente a una situación en el 
cual, la sanción punitiva se vislumbre como necesaria –dada la naturaleza jurídica del delito-, y 
sus efectos no puedan ser suplidos por conducto de medios alternativos. 
    De tal suerte que, el fiscal en el marco del sustento fáctico, jurídico como probatorio que deba 
presentar al juez en función de control de garantías al momento de ejercitar el principio en 
mención, está obligado en connotar mayor injerencia en los siguientes factores: (I) Relevancia de 
la información abastecida por el procesado, (II) la gravedad del delito o delitos que se le imputen 
al colaborador, teniendo en cuenta su grado de participación criminal en la comisión del mismo, 
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(III) la lesividad de las conductas delictivas cuya consumación o continuación se pretenda evitar, 
así como, la clase de delitos cometidos por la sociedad criminal cuya desarticulación se pretende, 
(IV) la imposibilidad de obtener dichos resultados a través de los instrumentos ordinarios de 
hostigamiento penal; y por último, pero no menos importante, (V) el nivel de satisfacción del 
cúmulo de derechos e intereses de las víctimas.       
     De igual forma, deberá diagnosticar (I) la subsistencia de la sociedad criminal, (II) la forma 
en la que opera, y (III) las personas vinculadas. Pues solo así, podrá definir el plan metodológico 
a través del cual busca lograr la desarticulación de la empresa delictual, al emplear el principio 
de oportunidad185 como herramienta jurídica y de política criminal que le permita perseguir 
eficazmente las organizaciones criminales, que amenazan la tranquilidad colectiva del Estado 
colombiano (Bedoya Sierra et al., 2010). 
     Claro está, sin dejar de lado la adopción o puesta en marcha de mecanismos de control 
encaminados a contrarrestar el riesgo latente vislumbrado en la posibilidad de que el principio de 
oportunidad186 fuere empleado de manera inadecuada por los integrantes de las empresas 
criminales, para obtener beneficios procesales a partir de la delación de otros integrantes de 
menor importancia; dejando de lado, lo realmente relevante que para el caso en concreto resulta 
ser: Otorgar información eficaz que permita la desarticulación total de la empresa criminal, y con 
ello, la cesación absoluta de la actividad criminal trazada como razón de ser de la misma.  
     Por ello, se insiste en que el fiscal deberá prestar atención al balance entre las consecuencias 
negativas que implica no ejercer la acción penal cuando en principio ello resultare obligatorio, y 
los beneficios que se obtendrán por una decisión de esa naturaleza.  
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     En consonancia con lo anterior, la Honorable Corte Constitucional187 por conducto del 
Magistrado Ponente Araújo Montería, haciendo alusión al requisito sine qua non de la causal 
cuarta, atinente a la colaboración efectiva, refirió: 
     “El requisito de que tal colaboración sea eficaz, implica la comprobación por parte de la 
Fiscalía, de la veracidad como utilidad que la misma represente para llevar a cabo la 
desarticulación de bandas de delincuencia organizada” (Sentencia C- 095-2007).  
     Razón por la cual, resulta indispensable que la colaboración dada por el procesado al 
momento de ampararse en el principio de oportunidad188, se trate de una contribución efectiva y 
no de una información somera, que a la postre terminaría constituyéndose como una mofa o 
engaño a la dirección de justicia; por ende, la colaboración e información suministrada deberá 
ser eficaz a la hora de atacar la estructura como funcionamiento de las sociedades delictivas, y 
con ello asegurarse el desmantelamiento total de la misma.  
     En consecuencia, el fiscal siempre ostentará en su haber la carga argumentativa de explicar, y 
probar a partir del acervo probatorio, el juicio de validez “ponderación-proporcionalidad”, el 
balance de intereses constitucionales en juego, y en general los elementos propios del caso en 
concreto; -con los que cuente-, la necesidad, viabilidad, como procedencia de ejercitar el 
principio de oportunidad189, como medio procesal idóneo a través del cual se materialice el 
interés estatal perseguido por el Estado colombiano, consistente en la desarticulación de las 
sociedades criminales -con base en la colaboración eficaz brindada por el procesado-, denotado 
al acápite de la política criminal trazada por el mismo para obtener tal fin.     
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188 Ídem.  
189 Ibídem, 11. 
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     Ahora bien, si al efectuar el anterior análisis el ente acusador concluye que no resulta viable la 
adopción del principio de oportunidad190, el mismo puede estudiar la posibilidad de celebrar un 
pre acuerdo con el procesado; pues así, podría logar un punto de equilibrio entre la adecuada 
respuesta estatal a la conducta punible del concierto para delinquir191 consumada, y la posibilidad 
de utilizar la colaboración recaudada en el marco del subrogado procesal en mención, como 
medio a través del cual pueda eludir la continuación, comisión de conductas delictivas, o, lograr 
la desarticulación de las bandas de delincuencia organizada. 
     En tal sentido, Forero Ramírez (2006) resalta: “En síntesis, quién contribuye a desarticular 
una banda de delincuencia organizada, puede optar por llevar a cabo negociaciones o 
preacuerdos con la Fiscalía, que conduciría a una rebaja de penas, e igualmente podría ser 
beneficiario de la aplicación del principio de oportunidad. Incluso es posible que se aplique una 
figura mixta: Principio de oportunidad respecto de algunas conductas punibles, y negociación o 
preacuerdos sobre otras” (Forero Ramírez, 2006, p. 172). 
2.3.2.2. Eventos de la causal cuarta. 
     Inicialmente es menester destacar que al acápite de la causal cuarta se consagran distintos 
eventos bajo las cuales podría resultar procedente la adopción del principio de oportunidad; 
razón por la cual, como resulta apenas obvio, el ente acusador deberá –con base en las 
características propias del caso, como los intereses perseguidos-, asentar con precisión frente a 
cual evento se encuentra, pues solo así, podrá cumplir con las cargas argumentativas exigidas e 
inherentes a la hora de incoar este instituto jurídico como medio resolutorio del conflicto. 
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      De tal suerte, la causal cuarta enmarca dos eventos para la práctica del principio de 
oportunidad192, que resultan ser: (I) Cuando el imputado colabora eficazmente para evitar que el 
delito continúe o se cometan otros, y (II) cuando aporta información eficaz para la 
desarticulación de las bandas de delincuencia organizada. Ante ello, a priori se puede entrever 
que el primer evento se encuentra ligado a eludir la comisión y/o continuación de conductas 
punibles, mientras que, el segundo está orientado a la materialización del interés estatal de 
combatir la delincuencia organizada, a través del procesamiento de los infractores de la ley 
penal. 
     En ese sentido, el fiscal deberá tener muy claro el acervo probatorio, la idoneidad, la 
necesidad de la colaboración eficaz, la gravedad del delito, el grado de participación criminal, la 
inviabilidad de lograr dichos resultados a través de los mecanismos ordinarios de hostigamiento 
penal, el balance de intereses y, por último, pero no menos importante, tener presente la guarda 
total del cúmulo de derechos e intereses legítimos consagrados en el haber jurídico de las 
víctimas. Claro está, lo anterior fundado en la carga argumentativa a través de la cual deberá 
justificar la exigencia de ejercitar el principio de oportunidad193 como mecanismo resolutorio del 
conflicto, frente a un evento de necesidad de la pena. 
     Por consiguiente, una vez el ente acusador lleve a feliz término la labor antes mencionada, es 
cuando, se procede otorgar al infractor penal beneficiario del principio de oportunidad, el cúmulo 
de beneficios propios de la justicia premial desarrollado con la práctica del mecanismo procesal 
en estudio, pues es en esta sede, cuando es posible vislumbrar el grado, e idoneidad de la 
colaboración brindada, y la cual va encaminada a: I) Evitar la continuidad, permanencia o 
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consumación del delito, II) disminuir las consecuencias negativas de su comisión, III) impedir 
y/o neutralizar futuros daños de la empresa criminal, IV) conocer sobres las circunstancias del 
delito, V) identificar a los autores y participes del hecho punible, VI) saber la ubicación de los 
instrumentos, bienes, efectos y ganancias obtenidos con el delito, VII) y por último, pero no 
menos importante, indicar como entregar las fuentes de financiamiento de la sociedad criminal.  
     Información que una vez tenga en su conocimiento el ente acusador a partir de la 
colaboración brindada por el ofensor penal, permitirán que el mismo goce de beneficios 
procesales como: I) Exención de la pena, II) disminución de la sanción punitiva, III) suspensión 
de la ejecución de la pena, reserva del fallo condenatorio, IV) y libertad condicional. Claro está, 
beneficios procesales que se otorgan siempre y cuando se cumplan los requisitos de ley 
establecidos para tales efectos, y los cuales, son concebidos sin ningún tipo de detrimento a los 
derivados de la aplicación del principio de oportunidad, dependiendo de la modalidad en la que 
se haya practicado el mismo. 
Capítulo III. Tutela judicial efectiva, derechos de las víctimas en el ápice del principio de 
oportunidad 
3.1. Introducción a la tutela judicial efectiva 
     La coyuntura socio política que aquejó a la sociedad colombiana durante el difícil período de 
los años noventa, que terminó vislumbrando los primeros vestigios de cambios reformadores de 
índole jurídica, política, como constitucional dictados al acápite del estamento político 
colombiano, permitió robustecer progresivamente la reclamación de nuevas directrices jurídico 
políticas nacionales; situación que condujo a posteriori a la promulgación de la constitución 
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política de 1991194, a través de la cual, se forjó un nuevo panorama nacional al efectuarse una 
reorganización del poder político (división tri partita), así como, al implementarse mecanismos 
de participación como protección, en un marco democrático como jurídico, garante de los 
derechos fundamentales195. 
     Consagrando como eje fundamental, el respeto por los derechos esenciales de todo 
coasociado, así como, la protección a la dignidad de ellos; pues dichos ejes, se constituyen como 
la columna vertebral de todo Estado social de derecho196. 
     Así, con la entrada en vigencia de una nueva disposición axiológica, política, constitucional 
como jurídica, en el seno del orden jurídico interno, concurrió a la par, la creación de derechos 
constitucionales con sus respectivos mecanismos y/o garantías de cumplimiento, dirigidos a 
garantizar un orden social, democrático como justo, por conducto del cual, los coasociados 
pudiesen salvaguardar integralmente el cúmulo de derechos e intereses legítimos, consagrados en 
su haber jurídico por su condición de coasociados de un Estado social de derecho197, máxime, 
por su calidad de persona.  
     Por lo cual, por vía de la correcta salvaguarda que se haga en el seno de la gestión de justicia, 
sobre la tutela judicial efectiva, es que resultará factible asegurar la integralidad, supremacía y 
los fines establecidos, al acápite de la constituyente nacional. 
                                                          
194 Ibídem, 5. 
195 DERECHOCOLOMBIANO.COM.CO, Colombia, 2018. Los derechos fundamentales de los colombianos, son aquellos reconocidos 
legalmente y protegidos procesalmente, establecidos por primera vez, en la Declaración Universal de los Derechos Humanos. Por lo anterior, se 
les conoce también como los principios fundamentales de los derechos humanos. Es de resaltar entonces, que éste concepto apareció o tiene 
origen en Francia en 1770, durante el movimiento político que llevó a la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano en 1789. 
https://www.derechocolombiano.com.co/derecho-publico/cuales-son-los-derechos-fundamentales-en-colombia/ 
196UNIDERECHO.COM, Colombia, 2015. Estado Social de Derecho,  de acuerdo a la Constitución Política de 1991, Colombia es un Estado 
Social de Derecho, porque las políticas en Colombia se fundamentan en la protección de la dignidad humana y los derechos 
fundamentales. Esencialmente el Estado Social de Derecho en Colombia tiene como propósito fundamental el bienestar de los ciudadanos, donde 
los residentes tengan la posibilidad de vivir del modo más digno posible, sin importar la situación económica de cada persona, estas deben tener 
derechos que les permitan acceder a un excelente servicio de salud, educación, trabajo, alimentación y además gozar de una participación activa 
en la democracia del país. http://www.uniderecho.com/por-que-colombia-es-un-estado-social-de-derecho.html 
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     Así las cosas, bajo esta vertiente constitucional se pretende abordar el derecho y/o garantía 
fundamental de la tutela judicial efectiva198 de los derechos de los coasociados, como un 
instrumento fundamental para la materialización de los fines esenciales perseguidos por el 
Estado colombiano a través de su constituyente nacional. 
     Ahora bien, atendiendo a un repaso del texto constitucional como de las disposiciones 
jurídicas establecidas al acápite del orden legal colombiano, se puede entrever que no existe una 
norma expresa que consagre la figura jurídica en mención; por lo cual, los avances que se han 
logrado respecto de la misma denotan su fuente como origen en la jurisprudencia nacional, 
internacional, así como, en la doctrina.  
     Aspectos que a la postre terminan desentrañándose en principios que sí se hallan inmersos en 
el ordenamiento constitucional, tales como el debido proceso y el acceso a la justicia, que se 
encuentran tipificados al ápice de la constituyente nacional. 
     Luego entonces, por conducto del artículo 29 de la constitución política se indicó: “Artículo 
29: El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Nadie 
podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o 
tribunal competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. En 
materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a 
la restrictiva o desfavorable. Toda persona se presume inocente mientras no se le haya declarado 
judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un 
abogado escogido por él, o de oficio, durante la investigación y juzgamiento; a un debido 
proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se 
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alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el 
mismo hecho. Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación al debido proceso”199.    
     Otrora, en sede del derecho al acceso a la justicia se estableció lo siguiente: 
     “Artículo 229: Se garantiza el derecho de toda persona para acceder a la administración de 
justicia. La ley indicará en que casos podrá hacerlo sin la representación de abogado”200  
     Con base en lo anterior, se evidencia que el hecho que en la constituyente no haga mención 
expresa sobre el derecho a la tutela judicial efectiva201, no significa que no se enmarque el 
mismo como un derecho y/o garantía reguladora de toda actividad procesal, contrario sensu, su 
real dimensión se vislumbra cuando se materializa la protección de los derechos de los 
coasociados, a través de emolumentos fundamentales, procesales como constitucionales, 
instaurados en el seno del ordenamiento constitucional, que terminan constituyendo un “supra” 
derecho compuesto por instituciones, derechos fundamentales y garantías procesales, dictados 
con la finalidad de salvaguardar las disposiciones de índole constitucional más relevantes para el 
estamento colombiano, como para sus coasociados; que en el caso en concreto terminan siendo 
el debido proceso202 y el acceso a la justicia203.     
                                                          
199 CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, Colombia, 2019. CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA, <Esta versión 
corresponde a la segunda edición corregida de la Constitución Política de Colombia, publicada en la Gaceta Constitucional No. 116 de 20 de julio 
de 1991> ART: DEBIDO PROCESO. http://www.secretariasenado.gov.co/index.php/constitucion-politica 
 
200CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, Colombia, 2019. CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA, <Esta versión 
corresponde a la segunda edición corregida de la Constitución Política de Colombia, publicada en la Gaceta Constitucional No. 116 de 20 de julio 
de 1991> ART 229 https://leyes.co/constitucion/229.htm 
201 Ibídem, 74. 
202 Ibídem, 74. 
203AYUDALEGAL.PR.ORG, 2019. El acceso a la justicia es un derecho fundamental que debe garantizarse en una sociedad  democrática, 
participativa e igualitaria. Es el derecho que tienen todas las personas a utilizar las herramientas y mecanismos legales para que se reconozcan y 
protejan sus derechos .No existe acceso a la justicia cuando, por motivos económicos, sociales o políticos, las personas son discriminadas por la 
ley y los sistemas de justicia. En la práctica, el acceso a la justicia se refiere a que debe garantizarse la igualdad de condiciones para que las 




     De tal suerte que, la tutela judicial efectiva204 es en sí misma un derecho que congloba en su 
haber un cúmulo de garantías, derechos y emolumentos jurídicos procesales tendientes a 
garantizar el acercamiento por parte de los coasociados del Estado, al aparato judicial, o 
propiamente dicho, al derecho fundamental de la justicia; en aras de propender por el 
cumplimiento efectivo y/o restablecimiento del cúmulo de sus derechos, garantías e intereses 
legítimos perseguidos durante el desarrollo de alguna actividad jurídico procesal, en la que se 
encuentren inmersos.   
     De ahí que, la misma se presente en el seno del Estado social de derecho205 colombiano como 
un pilar fundamental del mismo, por conducto del cual se podrá acudir en condiciones de 
igualdad ante los operadores judiciales en aras de propender por la integridad del orden jurídico 
interno, la tutela integral del cúmulo de derechos, así como, el respeto imperante de las garantías 
sustanciales como procesales propias de cada relación procesal, que una vez comulguen, 
asegurarán la correcta aplicación del debido proceso206,  por ser los mismos el núcleo esencial 
del citado derecho. 
     En ese sentido, la tutela judicial efectiva207 se vislumbra bajo el derecho que ostenta todo 
coasociado de que le sean resueltas las pretensiones propuestas en el marco de una relación o 
acto procesal, bajo el manto de las garantías como derechos constitucionales que resulten  
necesarios para asegurar un acceso pronto, sin ningún tipo de delación injustificada al aparato 
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judicial, que germine en la guarda integral de las libertades fundamentales, a las que tienen 
derechos los coasociados del Estado colombiano208. 
     Así, la guarda, tutela como el reconocimiento del cúmulo de derechos, garantías, e intereses 
legítimos, y en general de las libertades fundamentales perseguidas por los coasociados en el 
tránsito de una relación procesal, se constituyen como el objetivo primordial en un Estado social 
de derecho209,  por lo cual, el mismo deberá pugnar por garantizar el acceso efectivo a la 
dirección de justicia, y con ello forjar en el seno del estamento social un sentimiento de 
convivencia socio jurídica adecuado; al dirimir de manera oportuna y bajo el respeto imperante 
de las garantías como las formalidades propias de cada relación procesal,  los conflictos que se 
presenten entre los coasociados y de los cuales aboque conocimiento a través de su actividad 
jurisdiccional. 
     Por tanto, el acceso a la tutela judicial efectiva210 ha sido catalogada como una necesidad 
socio jurídica dentro de la sociedad, a través de la cual se propende dirimir los conflictos 
jurídicos presentado entre los asociados mediante la aplicación del derecho por parte del Estado, 
mediante las especialidades de la jurisdicción, y lo que resulta todavía más importante, con plena 
observancia como respeto por el cúmulo de libertades fundamentales propias de cada relación 
procesal; orientadas a partir de las directrices jurídico constitucionales, dictadas por nuestra 
constituyente nacional. 
                                                          
208 BANCOREPCULTURAL, Bogotá, Colombia. El Estado colombiano, como se menciona en la Constitución de 1991, es un Estado social de 
derecho, con soberanía sobre un territorio y con autoridad para manejar las instituciones que estén dentro de ese territorio. Colombia, como 
Estado, tiene prioridades tales como asegurar que los habitantes tengan garantías para desenvolverse libremente en el territorio, velar para que en 
el ámbito internacional el país sea reconocido como Estado, así como mantener el orden social interno. Todo ello para garantizar su legitimidad 
como Estado social de derecho. http://enciclopedia.banrepcultural.org/index.php/El_Estado_colombiano 
209 Ibídem, 73. 
210 Ibídem, 73 
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     En tal contexto, la tutela judicial efectiva211 resulta ser un derecho y/o garantía constitucional 
de naturaleza procesal, en virtud de la cual todo coasociado se ve facultado para acudir al aparato 
judicial cuando así lo necesitare, indistintamente del tipo de pretensión, derecho o interés 
legítimo que persiga; lo que permite entrever que los coasociados son revestidos jurídica, 
constitucional, como procesalmente para reclamar ante el Estado el cumplimiento de su función 
jurisdiccional, cuando se encontraren legitimados para ser parte o interviniente en la relación 
procesal; y con ello, se vieren facultados para causar la actividad judicial, con base en los 
derechos, intereses como pretensiones perseguidos. 
     Es así como, se comienza a garantizar el acceso a la administración de justicia212 del 
coasociado, mediante la facilidad e idoneidad que se le brinde al mismo, al momento de 
pretender encausar el aparato judicial; es decir, de ejercitar la función judicial, que va desde el 
momento en que busca llevar a feliz término sus requerimientos primarios como resultan ser 
instaurar la denuncia o demanda según fuere el caso (en atención a la naturaleza jurídica del 
conflicto), ser escuchado en los escenarios procesales, ostentar injerencia procesal óptima, ser 
oída públicamente en condiciones de igualdad en aras de entrever sus derechos y obligaciones. Y 
con ello, obtener una sentencia de fondo, motivada, dictada en tiempo razonable, y cuya decisión 
presente seguridad jurídica, o propiamente dicho, garantías de cumplimiento.  
     De este modo, se puede entrever que una de las principales características de la tutela judicial 
efectiva213, resulta ser evitar como limitar los obstáculos burocráticos, engorrosos que se 
presentan al momento de pretender acceder al aparato judicial, los cuales, se vislumbran a partir 
de los excesivos formalismos procesales que muchas veces comulgan al momento de ejercitar el 
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derecho de acción; evitando, el ejercicio eficaz como oportuno que está llamado a presentar la 
jurisdicción, cuando es requerida. 
     De tal suerte que, el Estado colombiano214 por ostentar en su haber una génesis constitucional 
enmarcada en principios rectores de índole democrático, social, pluralista, participativo, de 
justicia social, garante de los derechos fundamentales215, se le endilga la obligación de procurar 
por la optimización de los procesos, y con ello del aparato judicial; por lo cual, en aras de 
cumplir tal compromiso, deberá comenzar por garantizar el efectivo cumplimiento de los 
derechos y libertades que le asiste a cada uno de los coasociados en atención a la calidad de 
personas que les precede, además de, orientar sus órganos jurisdiccionales a condiciones 
institucionales, organizativas como procedimentales óptimas, que le permitan originar una real y 
efectiva aplicación del aparato judicial.  
     En pocas palabras, el Estado debe verificar que al interior de la jurisdicción más exactamente 
de sus especialidades, cada relación procesal cuente con directrices institucionales, organizativas 
como procedimentales, que le permitan a cada ciudadano acceder a la dirección de justicia, en 
condiciones dignas, justas, de igualdad, y sin ningún tipo de delación jurídico procesal. 
     En tal sentido, el Estado colombiano debe direccionar la gestión de justicia, y sus relaciones 
procesales en el marco de la celeridad procesal, buscando así, tanto la eficiencia del operador 
judicial al momento de abocar conocimiento del litigio, como pugnando porque el 
pronunciamiento judicial respecto de la controversia se realice lo más pronto posible; de 
conformidad con las reglas propias de cada proceso, pero máxime, con total observancia de las 
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libertades, derechos, como garantías jurídico procesales llamadas a comulgar en las fauces de la 
actuación procesal. 
     Es así como la tutela judicial efectiva216, resulta ser un medio expedito por conducto del cual, 
se propende por la materialización idónea de los fines esenciales que persigue el Estado 
colombiano, en el marco de un orden jurídico, político, social, como justo; basado en una esencia 
demócrata, social, y participativa. En donde se logre atender las necesidades de la colectividad a 
través de la salvaguarda del cúmulo de derechos, garantías, intereses, pretensiones, libertades y 
en general todo derecho que se constituya a favor de todo coasociado, durante el trasegar de la 
relación procesal.     
3.2. La tutela judicial efectiva, en el marco del principio de oportunidad 
     En atención al papel fundamental que está llamado a ostentar el cúmulo de derechos 
fundamentales consagrados en el haber jurídico de las víctimas en el marco de la práctica del 
principio de oportunidad217, se tiene que, la tutela judicial efectiva, resulta ser la finalidad a la 
que apuntan las víctimas en el trasegar de la solicitud como aplicación del citado mecanismo 
procesal, pues a través de la misma, se propende por asegurarle en primer orden un óptimo 
acceso al aparato judicial, y a posteriori, garantizarle una resolución socio jurídica satisfactoria, 
imparcial, razonable como justa, al conflicto naciente con la comisión del delito. 
     Claro está, decisión cuyo deber ser indica que tiene que estar guiada siempre por I) la guarda, 
respeto como tutela integral del cúmulo de derechos, intereses legítimos y garantías judiciales 
consagradas a favor de la víctima, II) la precisión objetiva del interés político criminal 
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pretendido por el Estado en el seguimiento penal, III) así como, la verificación de la efectividad 
del principio de oportunidad, como mecanismo alterno al hostigamiento penal dictado en el ápice 
de la relación procesal. Pilares que valga indicarse, de comulgar, permitirán asegurar un 
resultado judicial idóneo al estar precedido por el equilibrio entre el garantismo y el exceso 
penal. 
     De tal manera, por conducto de la tutela judicial efectiva218 es que resulta factible la correcta 
protección de los derechos, garantías, e intereses legítimos perseguidos por las víctimas en el 
trasegar de la práctica del principio de oportunidad219, pues, con base en dicha tutela, es posible 
determinar la idoneidad, necesidad, como viabilidad del principio como instrumento de justicia. 
     Ahora bien, pese a la escasa connotación procesal de la víctima en el trasegar de la relación 
procesal, como en sede de la práctica de subrogados procesales tendientes a la optimización del 
aparato judicial, se tiene que, por conducto de la jurisprudencia nacional se ha propendido por 
mejorar como garantizar el sistema de protección de la víctima y sus derechos en el 
ordenamiento procesal penal colombiano; al punto que, se pugna porque la misma pueda llegar a 
ostentar mayor injerencia procesal frente aquellas decisiones judiciales que pueden llegar a 
constituirse como adversas o agresoras de su cúmulo de garantías. Claro está, sin que ello 
implique el desmedro de las reglas procedimentales propias del proceso penal de tendencia 
acusatoria.    
     En tal sentido, se tiene que, el cúmulo de derechos constitucionales como procesales, 
garantías, e intereses legítimos constituidos en pro de las víctimas en el seno de la actuación 
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jurídico penal, así como en sede de la práctica del principio de oportunidad220, han resultado ser 
producto del gran avance jurisprudencial dictado en tal sentido, tan es así que, han marcado un 
hito, un antes y un después en el tratamiento jurídico procesal de la víctima en el ápice del 
procedimiento penal de corte acusatorio.  
     Pues la misma, pese a ostentar una naturaleza procesal exigua respecto de su parte 
adversarial, se ha visto revestida constitucionalmente de un acervo de garantías de índole jurídico 
procesal, que le han permitido salvaguardar de manera integral, activa y por conducto propio, el 
cúmulo de derechos que le asiste en sede de la relación penal, a partir del reconocimiento de 
facultades procesales tendientes a garantizar la injerencia activa en defensa de sus derechos; de 
conformidad con las reglas propias de la relación procesal, pero máxime, en atención a las 
directrices procesales dictadas con base en la jurisprudencia expuesta por la Honorable Corte 
Constitucional221, frente a sus derechos constitucionales. 
     Así, de manera inequívoca se puede entrever que el tratamiento de los derechos de naturaleza 
constitucional como procesal circunscritos en el haber jurídico de las víctimas, en sede del 
desarrollo jurisprudencial, han presentado dos grandes momentos.  
     El primero de ellos se entrevé a partir de las directrices jurídicas procesales dictadas por 
conducto del código de procedimiento penal222, respecto del acervo de derechos procesales que 
está llamado a ostentar la víctima durante el trasegar de la actuación penal, y de los eventos 
procesales que en ella emanaren; y por otro lado, el segundo momento, ostenta su génesis a partir 
del avance jurisprudencial dictado en pro de la consolidación como el reconocimiento de los 
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derechos constitucionales como legales de las víctimas en sede del procedimiento penal de 
tendencia acusatoria; máxime, frente acontecimientos procesales de mayor impacto socio 
jurídico, como resulta ser la práctica del principio de oportunidad223. 
     Es menester indicar, que los dos grandes momentos de los cuales se hace referencia y que 
versan sobre los derechos de las víctimas, serán ahondados a posteriori en los ítems 
denominados: “Derechos de las víctimas desde la óptica procedimental”, y “derechos de las 
víctimas desde la óptica jurisprudencial”, establecidos en el presente capítulo de la investigación. 
     Así, a manera de proemio resulta necesario indicar que el cúmulo de derechos que le asiste a 
la víctima en el marco de la aplicación del principio de oportunidad máxime, del proceso penal 
en sí, ostentan una naturaleza jurídica de índole constitucional; pese a la calidad procesal–
interviniente especial- que le caracteriza a la misma en el marco de la citada relación, y que le 
coloca- según criterio propio-, en una situación de inferioridad procesal –en determinados 
escenarios-, frente a quién estaría llamado a ser su par adversarial, es decir, el infractor penal. 
     De igual forma, resulta imperante indicar que tanto el reconocimiento, ampliación, guarda y 
tutela del cúmulo de derechos circunscritos en la actualidad en el haber jurídico de la víctima, 
han sido obtenidos mediante la pugna jurídica llevada hasta el alto tribunal de la Honorable 
Corte Constitucional, mediante los mecanismos previstos para tal fin; lo cual permite entrever a 
priori que por mandato legal el conjunto de derechos establecidos en favor de las víctimas, 
resultaron ser exiguos a la hora de garantizarle una protección jurídica total a la misma, en el 
marco de la actuación penal, como en la solicitud y posterior ejercicio del principio de 
oportunidad.   
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     Razón por la cual, por conducto jurisprudencial, la Honorable Corte Constitucional224 ha 
resguardado como reconocido de manera integral el cúmulo de derechos e intereses legítimos 
perseguidos por las víctimas en el trasegar de la actuación penal; logrando así, unificar en un 
cuerpo normativo-jurisprudencial, un acervo de garantías, derechos e intereses óptimos, que le 
permitan a la misma, asegurar una mayor y efectiva injerencia procesal en el curso del proceso 
penal; pese a que, su naturaleza y/o condición le supedite actuar siempre por conducto del fiscal- 
en obediencia al carácter adversarial, contradictorio bajo el cual se funda el sistema acusatorio-; 
y no de manera autónoma, aun cuando, difieran notablemente sus intereses.  
     Como resultaría ser el caso, en donde la víctima se rehúsa a la aplicación del principio de 
oportunidad225, mientras que, el fiscal busca la adopción del mismo, ya sea por considerar 
innecesario el ejercicio de la acción punitiva, o, buscando la colaboración eficaz por parte del 
infractor con la dirección de justicia.  
     Este evento resulta ser un claro ejemplo de la dicotomía de intereses que se puede presentar 
entre el representante –Fiscal- como el representado –víctima-, a la hora de incoar el principio de 
oportunidad226 como mecanismo antagónico del principio de legalidad procesal227; situación ante 
la cual, resulta imperioso exhortarle mayor injerencia procesal a las víctimas en aras de que logre 
la tutela judicial efectiva de sus derechos.  
     Pues, con base en lo referido por el máximo órgano constitucional del Estado colombiano, 
través de la sentencia C-095-2007, el fiscal se ve exhortado de la obligación de considerar no 
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solo los derechos, sino, todos los intereses legítimos que persigan las víctimas en la práctica del 
principio de oportunidad, indistintamente de la causal que se incoe para su aplicación. 
     Ahora bien, antes de ahondar sobre el cúmulo de derechos, garantías, e intereses legítimos 
consagrados en el haber jurídico de las víctimas, durante el trasegar de la intervención penal, 
máxime, en el marco de la práctica del principio en mención, resulta necesario contextualizar de 
manera somera pero precisa, sobre las definiciones que dan clara muestra de lo que se entiende 
por víctima, en el argot jurídico.  
     Así, para Quintero Gómez, (2011): “Las víctimas son las personas que individual o 
colectivamente han sufrido daños, lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida 
financiera o menoscabo sustancial de los derechos fundamentales, como consecuencia de 
acciones u omisiones que violen la legislación penal vigente en los Estados” (Quintero Gómez, 
2011, p.41).  
     De igual manera, en el marco de la expresión víctima debe incluirse igualmente, a los 
familiares o personas a cargo que presenten una relación inmediata con quién fuere la víctima 
directa, ello sin dejar de lado, a quienes hayan sufrido algún tipo de daño al intervenir para asistir 
a la víctima en peligro, o para prevenir su victimización (Mosquera Cardona, Tello Palacios, & 
Quintero Gómez, 2011). 
     Aporte que a la postre, resulta ser de vital importancia pues amplia el alcance jurídico del 
concepto de víctima; pues la misma ya no hará alusión única y exclusivamente a quién sufre de 
manera directa un hecho punible, sino que, se extenderá a quienes de manera indirecta pero 
correlativa se ven afectados con la comisión del hecho. 
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     Por otra parte, al acápite del Código de procedimiento penal228, en su artículo 132, se ha 
indicado que por víctima se entienden: “Las personas naturales o jurídicas y demás sujetos de 
derechos que individual o colectivamente hayan sufrido algún daño (directo) como consecuencia 
del injusto”.  
     Cabe indicar que, mediante vía jurisprudencial la Honorable Corte Constitucional229 por 
conducto del Magistrado Ponente Córdoba Triviño en la sentencia C-516-2007, declaró 
inexequible la expresión (directo), al considerar que quién sufre un detrimento o merma en sus 
derechos, así fuere de manera indirecta pero correlativa al hecho generador, también debe ser 
considerada como víctima; por lo cual, todo daño directo o indirecto surgido como consecuencia 
de la conducta punible, hace a quién lo sufre víctima, ya sea de manera directa o indirecta, pero 
víctima al fin y acabo (Mosquera Cardona et al. , 2011). 
     Así las cosas, por víctima debe entenderse a toda persona que hubiese sufrido un daño 
individual o colectivo, directo o indirecto como consecuencia de la consumación de una 
conducta punible. Claro está, sin dejar de lado a quienes de manera indirecta pero correlativa al 
hecho delictivo, hayan presentado un daño emocional o físico, una merma económica o 
vulneración de sus derechos fundamentales, a partir de la exteriorización- acción u omisión- del 
mismo.    
     Desde luego, es pertinente advertir que la concepción jurídica de la víctima en seno del 
proceso penal, debe entenderse desde una dimensión más amplia, inclusive a la expuesta por 
mandato legal, entiéndase por el artículo 132 de la ley 906 de 2004; pues partiendo del contenido 
actual del artículo 250 de la constitución política, es posible entrever con claridad meridiana que 
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a la Fiscalía General de la Nación se le endilga la obligación jurídica de asegurar el bienestar 
social, familiar y jurídico procesal de las víctimas, a través de la puesta en marcha de actos 
judiciales atinentes a la adopción -previa solicitud- de medidas jurídicas como asistenciales, 
dirigidas al restablecimiento integral de los derechos vulnerados o puestos en peligro con el 
actuar delictivo.  
     Situación que permite afirmar de manera inequívoca que la víctima cuenta con un respaldo 
constitucional que le asegura un concepto jurídico de mayor amplitud, por lo cual, la misma ya 
no debe ser entendida de manera exigua como un mero interviniente afectado por el hecho 
delictivo; contrario sensu, debe ser comprendida como un sujeto procesal revestido de derechos 
constitucionales como procesales, que la hacen capaz de intervenir en el proceso penal, en aras 
de restablecer su dignidad menoscabada con la comisión de la conducta delictiva. 
     Pues, incluso cuando su naturaleza procesal es la de interviniente especial, la misma, resulta 
ser un verdadero sujeto procesal, el cual merece ser tratado en igualdad de condiciones o 
equivalentes a los que en el marco del procedimiento acusatorio presenta su contraparte 
adversarial, es decir, el procesado. Claro está, sin que ello implique el desconocimiento de los 
principios rectores bajo los cuales se funda el sistema penal colombiano, en el cual se ha 
precisado las limitaciones de la víctima en el argot penal. 
3.2.1. Derechos de las víctimas desde la óptica procedimental. 
     A partir del tránsito legislativo vislumbrado en el seno de la relación procesal penal, se ha 
denotado un constante cambio en la naturaleza jurídica de quién es entendido como víctima en el 
ápice del proceso penal, pues inicialmente se constituyó como parte civil, cuya injerencia se 
denotó en buscar su correcta reparación integral, y con ello, salvaguardar sus derechos 
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pecuniarios en los términos fijados por ley 600 de 2000230; para luego, con la entrada en vigencia 
del nuevo procedimiento penal de marcada tendencia acusatoria, erigido a partir de la reforma 
constitucional surtida respecto de la administración de justicia231, consolidarse como 
interviniente especial. 
     Para entonces, concurrir al proceso penal con el propósito no solo del resarcimiento 
patrimonial, propio del sistema mixto, sino, principalmente propendiendo por afincar la verdad 
real, en el marco de la correcta impartición de justicia, bajo la cual debe estar precedida la 
relación procesal penal; pues en últimas, los derechos en mención “verdad, justicia”, resultan ser 
fines rectores del procedimiento acusatorio en un Estado Social de Derecho232 como el que 
resulta ser el Estado Colombiano (Matyas Camargo, 2012). 
     Así, en sede del mandato legal, entiéndase por la ley 906 de 2004233, a través de la cual se le 
otorgó el status procesal de interviniente especial a quién resultare ser víctima en el proceso, 
como consecuencia de la consumación de un punible en su contra, se estableció a favor del 
mismo, una serie de derechos procesales a través de los cuales se propende por otorgarle 
injerencia procesal, y con ello facultarle para la reclamación de sus derechos e intereses 
perseguidos durante el trasegar de la actuación penal, pese a la limitación procesal que deriva de 
su naturaleza jurídica.  
     En tal sentido, los derechos que le asisten a las víctimas se hallan invocados en el código de 
procedimiento penal234 como principios rectores de la actuación penal, por lo cual, los mismos 
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resultan ser de obligatorio cumplimiento, además de prevalecer respecto de cualquier otra 
disposición consagrada en el código; luego entonces, los mismos están llamados a ostentar 
aplicación inmediata en el curso del procedimiento penal. 
     Así, de conformidad con lo anterior, la más importante declaración sobre los derechos de las 
víctimas establecidas al acápite de la norma procedimental penal, se vislumbra en el artículo 11 
del código en mención, por conducto del cual, se endilga la obligación al Estado de garantizar el 
acceso de las víctimas a la dirección de justicia, o propiamente dicho al aparato judicial, de 
conformidad a las reglas procedimentales del régimen acusatorio, y con plena observancia de lo 
dispuesto al tenor del precitado artículo. 
     De igual forma, de la lectura del artículo en mención se puede entrever que el acervo de 
derechos afincados al acápite del mismo, van más allá de los descritos taxativamente en su haber, 
pues del precitado artículo es posible evidenciar que las víctimas presentan el derecho a ser 
reparadas integralmente a partir del daño surgido con la comisión del punible, a conocer la 
verdad real respecto de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en las que acaeció el delito, a 
ser oídas, a que se consideren de manera idónea sus intereses legítimos al momento de adoptarse 
decisiones judiciales respecto del ejercicio de la acción penal, a ser informadas respecto de la 
suerte de la instigación penal, y por último pero no menos importante, a interponer recursos 
frente a las decisiones adversas, cuando a ello hubiere lugar (Matyas Camargo, 2012). 
     Derechos que denotan el sendero procesal por el cual debe transitar el proceso penal, como 
los subrogados procesales alternos al ejercicio punitivo; máxime cuando, la práctica de los 
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mismos revista gran trascendencia socio jurídica en el Estado, la sociedad, el procesado y la 
víctima; como es el caso del principio de oportunidad235.  
     Ahora bien, en el marco de la práctica del principio de oportunidad236 como mecanismo 
alterno al ejercicio punitivo, la participación de la víctima se encuentra condicionada a los 
intereses del Estado perseguidos por conducto de su política criminal, ejecutada por el ente 
investigador en el seno de la relación penal; por lo cual, la actuación procesal se direcciona al 
obedecimiento de los intereses del Estado por encima de los de la víctima, situación que en la 
realidad hace nugatoria la injerencia procesal de la víctima en la aplicación del mismo. Y la cual 
está llamada a ostentar en obediencia a lo dispuesto por mandato legal. 
Sin embargo, pese a la poca injerencia procesal presentada por la víctima en sede de la práctica 
del pre citado principio, se entrevé que, el ente acusador cuando aboque la necesidad de incoar el 
mecanismo procesal en mención, en atención al acervo fáctico, jurídico como probatorio del caso 
en concreto, como a las razones de política criminal; deberá garantizar como mínimo a la 
víctima, los derechos procesales consistentes en ser oída, así como, en ser informada sobre el 
alcance socio jurídico que implica la práctica del principio de oportunidad, frente al ejercicio de 
la acción penal (Matyas Camargo, 2012).  
     De tal manera que, la víctima ostenta en su haber dos derechos procesales que resultan 
ineludibles al momento de llevar a feliz término la práctica del principio de oportunidad, uno de 
ellos consistente en el derecho a ser informada respecto de la voluntad que presenta el ente 
acusador de dirimir el conflicto penal a través del mecanismo político criminal en mención; y el 
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segundo derecho, correspondiente a ser oída, es decir, el derecho a presentar observaciones, 
objeciones, inquietudes o preocupaciones frente a la práctica del principio en mención.   
     Por tanto, frente al primer derecho se parte indicando que el mismo presenta dos acepciones, 
la primera de ella denotada en informarle a la víctima sobre la voluntad de pretender ejercitar el 
principio como instrumento de justicia, buscando tributar a la misma, por conducto de la 
celeridad procesal y en el marco de un modelo de justicia de carácter restaurativa, como medio 
idóneo de satisfacción del cúmulo de derechos e intereses presentados por la víctima. 
     En segundo lugar, el ente acusador está llamado a informar sobre el alcance socio jurídico que 
traerá consigo la aplicación del principio de oportunidad237; es decir, deberá suministrar a la 
víctima toda la información que le permita entrever con exactitud, sobre los efectos jurídicos que 
nacerán con la práctica del mismo; los cuales, dependiendo de la modalidad en la cual se aplique 
el citado mecanismo procesal, denotaran escenarios de suspensión, interrupción, como renuncia 
de la persecución penal.  
     Siendo esta última modalidad, la de mayor impacto socio jurídico, toda vez que se desiste de 
la instigación penal, y por ende, la relación penal concebida desde el conocimiento de la noticia 
criminal, llegará a su fin.   
     Por otro lado, en sede del derecho consistente en ser oída, se tiene que, el mismo se 
materializa a partir de poner en conocimiento por parte de la víctima al ente acusador si se está o 
no, de acuerdo con la celebración del principio como medio resolutorio del conflicto naciente 
con la comisión del delito, además de, manifestarle sus observaciones, inquietudes, o 
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preocupaciones sobre la manera en que se pretende tutelar el cúmulo de derechos constituidos en 
su haber, en la práctica del principio de oportunidad.  
     De tal suerte, el ente acusador en sede del presente derecho procesal deberá tener en cuenta de 
manera integral los derechos como intereses legítimos perseguidos por la víctima durante la 
relación procesal, al momento en que le nazca la voluntad de solicitar la aplicación del principio 
de oportunidad238; en mayor medida cuando, se vislumbre una dicotomía entre los intereses 
perseguidos por el ente acusador mediante la práctica del principio en mención, y los, intereses 
de la víctima generalmente denotados en el deseo del continuar el desarrollo normal del proceso 
penal.  
     Así, cuando la víctima no estuviere de acuerdo con la celebración del principio de 
oportunidad239 al prever que el cúmulo de sus derechos e intereses no se satisfacen de manera 
adecuada en sede de este mecanismo procesal; el ente acusador está llamado a mediar una 
solución con base en las pretensiones que procura hacer valer la misma, frente a los intereses del 
Estado enmarcados en la celeridad como eficiencia procesal; aún cuando difieran notablemente 
entre sí. 
     Lo cual indica, que no solo resulta suficiente por parte del ente acusador escuchar las 
objeciones de la víctima frente a la posible celebración del principio de oportunidad, contrario 
sensu, su labor se enmarcará en revalorar el juicio de validez que debe comulgar al momento de 
incoarse éste instituto procesal; es decir, evaluar de nuevo el balance de los intereses 
constitucional como legalmente relevantes para la dirección de justicia, por conducto del cuales, 
                                                          
238 Ibídem, 11. 
239 Ídem.  
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puede considerarse aceptable, pero sobre todo necesaria la aplicación del principio en mención, 
como mecanismo de justicia. 
     Permitiendo así, mejorar el juicio de validez efectuado entre los bienes jurídicos afectados, los 
derechos de las víctimas y la necesidad de incoar el principio, como mecanismo idóneo para 
guardar un punto de equilibrio entre el garantismo y la excesividad penal. 
     Equilibrio que valga indicarse, se cimienta a partir de la consulta y guarda de los derechos e 
intereses de las víctimas, así como la guarda de los derechos del procesado; al evitar el 
enquistamiento del acto punitivo en la relación procesal; y con ello, propender por la obtención 
de una solución jurídica justa, razonable, proporcional como adecuada, al conflicto naciente a 
partir de la comisión del delito. 
     Por ende, la revaluación que está llamado a efectuar el ente acusador frente a las objeciones 
que presente la víctima respecto de la posible práctica del principio anteriormente mencionado, 
deberá pugnar por la armonización de los derechos e intereses puestos en conflicto a partir de la 
comisión de la conducta punible. 
     Pues es ahí, en donde se llevará a cabo un balance real de intereses entre: Los derechos de las 
víctimas, los bienes jurídicos vulnerados, los derechos del procesado, y por último, pero no 
menos importante, los intereses del Estado perseguidos a través de la política criminal, que 
permitan alcanzar una solución jurídica justa, garantista y proporcional, para las partes en 
conflicto (Vásquez Rivera & Mojica Araque, 2010). 
     Sin embargo este deber ser en ocasiones no se presenta aun cuando resulta ser una obligación 
de carácter legal endilgada al ente acusador, -por conducto del derecho procesal consistente en 
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ser oída-, pues en muchas ocasiones el mismo, simplemente hace caso omiso a las objeciones 
propuestas por la víctima, o, no las valora con la atención como precaución necesaria; generando 
así, que las objeciones exhibidas terminen constituyéndose como una mera formalidad procesal 
que se surte ante el ente acusador en el marco de la práctica del principio de oportunidad240.  
     En pocas palabras, las observaciones terminan siendo un requisito de procesabilidad 
indispensable para acceder al control de legalidad respecto del instrumento de justicia en 
mención, y no un derecho constituido en el haber jurídico de la víctima.  
     Ejemplo palpable de tal situación, resulta ser cuando la víctima advierte una posible 
vulneración a sus derechos de índole constitucional como procesal, además de sus intereses 
legítimos, en el momento que se pretende incoar el principio de oportunidad241 en su modalidad 
de suspensión; exactamente cuándo se prevé que el procesado, puede estar presto a incumplir, o 
ha incumplido ya, con el cúmulo de obligaciones endilgadas en su haber, previamente acordadas 
entre el mismo y el ente acusador, en aras de hacerle beneficiario directo de la aplicación del 
mencionado principio.   
     Ante tal escenario, la preocupación que termina fundando las objeciones como renuencia de 
la víctima frente a la práctica del principio de oportunidad, termina sustentándose en no 
vislumbrar una tutela judicial efectiva242; en primer orden, respecto de su derecho procesal de ser 
oída al no atenderse con la diligencia necesaria las discrepancias que le asisten respecto de la 
práctica del citado principio, y, en segundo lugar, al denotar una posible vulneración de su 
derecho constitucional correspondiente a la justicia. 
                                                          
240 Ibídem, 11. 
241 Ídem.  
242 Ibídem, 73. 
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     Por lo cual, el fiscal en aras de evitar tales situaciones, deberá propender por acatar de manera 
idónea y suficiente las observaciones que efectúe la víctima en el trasegar de la práctica del 
principio de oportunidad, pues solo así, podrá disminuir el riesgo de que se presente un actuar 
doloso, embustero, y de mala fe por parte del infractor penal en la negociación que implica el 
principio, al incumplir con las obligaciones dirigidas a la expiración de la persecución penal, por 
conducto de un modelo de justicia de carácter restaurativo.   
     En consecuencia, el ente acusador al momento de propender por la práctica del principio de 
oportunidad, tiene el compromiso de propiciar la protección de los derechos legales de naturaleza 
procesal circunscritos en favor de la víctima, máxime, cuando se pretenda incoar un mecanismo 
procesal de la magnitud socio jurídico del principio en mención, como mecanismo alterno al 
ejercicio punitivo; pues él no tutelar de manera integral e idónea los mencionados derechos, 
puede desembocar en escenarios de desigualdad en la valoración de los derechos de la víctima, y 
con ello dejarla inerme procesalmente frente a su contra parte adversarial. 
3.2.2. Derechos de las víctimas desde la óptica jurisprudencial. 
     En atención a la naturaleza jurídico constitucional que caracteriza al Estado colombiano desde 
la concepción de la constituyente política de 1991, y que ha influido notablemente en el 
desarrollo del procedimiento penal de tendencia acusatoria, se tiene que, se ha venido 
consolidando a favor de la víctima un significativo cambio en su naturaleza procesal, a través del 
cual se ha pugnado por otorgarle mayor injerencia en el trasegar de la relación penal, al punto de 
permitirle estar presente en el desarrollo de la misma con calidad procesal propia, que para el 
caso en concreto resulta ser de interviniente especial.   
130 
 
     Empero, dicha injerencia procesal no ha resultado suficiente en el ámbito jurídico procesal, 
puesto que, incluso cuando la víctima puede estar presente en el desarrollo de las audiencias 
dictadas en el seno de la relación procesal, su actuación se encuentra supeditada como 
representada por el ente acusador, ello en aras de preservar el carácter adversarial propio del 
procedimiento acusatorio instaurado en las fauces del sistema penal colombiano; por lo cual, la 
misma carece de autonomía procesal para participar en la toma de decisiones trascendentales en 
el curso de la actuación penal.  
     Situación que en algunos escenarios dictados en el seno de la relación procesal, han forjado 
que la víctima quede desprolija frente al desarrollo de los mismos, exigiendo por conducto de la 
Honorable Corte Constitucional243, el reconocimiento como consolidación de los derechos 
constituidos en pro de la misma; y con ello, asegurarle las facultades como oportunidades 
procesales necesarias para actuar en la relación procesal en defensa de sus intereses legítimos, 
derechos y garantías judiciales. 
     Así, un significativo avance se dio en sede de los derechos de las víctimas, pues se empezó a 
forjar una nueva concepción de estos, en el curso de la relación procesal; dejando de lado la 
concepción patrimonial bajo la cual se fundaba la participación e injerencia de la víctima, para 
reconocer que la misma, ostenta el derecho inalienable a que se establezca la verdad, se haga 
justicia y con base en ello, se repare integralmente (Márquez Cárdenas, 2009).  
     De tal manera, los derechos de las víctimas se hacen acreedores de ser concebidos como 
reconocidos desde una óptica amplia, es decir, ser valorados a partir de la salvaguarda de su 
dignidad como persona, y no solo en sede de la reparación patrimonial; por lo cual, las mismas 
                                                          
243 Ibídem, 23. 
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están llamadas a participar en las decisiones que resulten adversas a sus intereses legítimos, así 
como, a exigir a las autoridades competentes la obtención de una tutela judicial efectiva244 que le 
permita el goce real de sus derechos, y con ello, restablecer integralmente los mismos cuando 
fueron vulnerados a partir de la comisión del hecho punible.  
     Por lo cual, se entrevé que la víctima en el marco de la relación procesal ostenta en su haber 
intereses legítimos adicionales a la mera reparación pecuniaria, dentro de los cuales destacan 
dada su importancia jurídico constitucional, los derechos concernientes a la verdad, justicia y la 
reparación integral, además de los que emanaren de ellos. 
     Derechos que valga indicarse, aun cuando tradicionalmente se encontraban enquistados en la 
naturaleza jurídica de la víctima en sede de la ley 600 del año 2000245, no eran judicialmente 
tutelados en su integralidad, pues, los mismos, se reconocían en sede de la reparación 
patrimonial.  
     Sin embargo, gracias al avance jurisprudencial dictado en el ordenamiento jurídico interno, se 
ha propendido por el redescubrimiento de los derechos anteriormente mencionados en el haber 
jurídico de las víctimas, buscando así, forjar en el ápice del proceso penal un equilibrio entre las 
partes e intervinientes procesales -respetando las formalidades adversariales propias del proceso 
penal-, a la hora de tener en cuenta el cúmulo de derechos, garantías e intereses legítimos 
presentados por los mismos, en el curso de la relación procesal.  
     Así, mediante la redefinición efectuada por vía jurisprudencial, respecto del acervo de 
derechos constituidos en favor de las víctimas, se ha pugnado porque las mismas sean tratadas en 
                                                          
244 Ibídem, 73. 
245 Ibídem, 12 
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igualdad de condiciones o equivalentes a los que en el marco del procedimiento acusatorio 
presenta el procesado. Claro está, sin desconocer los principios rectores bajo los cuales se funda 
el sistema penal colombiano, en el cual se ha precisado las limitaciones de las víctimas en el 
argot penal. 
     Por esta razón, la Honorable Corte Constitucional ha pugnado por dirigir sus esfuerzos en la 
interpretación sistémica de la constituyente nacional, en aras de salvaguardar, promocionar como 
tutelar la pluralidad de derechos que le asisten a la víctima en sede del proceso penal, y los 
cuales, trascienden la dimensión estrictamente indemnizatoria. 
     Por la cual, se exige mayor protección jurídico constitucional por parte de los operadores 
judiciales, a la hora de incitar la persecución penal; así como, cuando se propende por la 
aplicación de mecanismos alternativos al ejercicio punitivo, como respuesta al actuar delictivo. 
     De ahí que, la conceptualización sobre los derechos de las víctimas se haya empezado a 
recoger a partir de lo dictado por vía jurisprudencial, siendo una clara muestra de ello, lo 
expuesto a través de la Honorable Corte Constitucional según el magistrado ponente Araujo 
Rentería Jaime, quien manifestó:  
     “Los derechos de las víctimas y perjudicados por un hecho punible gozan de una concepción 
amplia, fundada en el valor de la dignidad humana, de ahí que, tengan derecho a conocer la 
verdad, que se haga justicia, y se les repare integralmente; por lo cual, la guarda de los mismos 
solo se asegura, si se les permite a las víctimas participar en las decisiones judiciales que las 
afecten, si se les concede la tutela judicial efectiva y goce real de sus derechos, y además, si se 
les exhorta de la facultad de exigir a las autoridades, que dirijan sus acciones al restablecimiento 
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integral de sus derechos, cuando los mismos han sido vulnerados por la comisión de un hecho 
punible” (Sentencia C-228-2002, 2002). 
     En ese sentido, se puede vislumbrar que el cúmulo de derechos instituidos en el haber jurídico 
de las víctimas trascienden de los dictados por mandato legal, además, de los dirigidos a la 
reparación económica que se presenta en sede de la restauración del daño; dejando entrever así, 
que los derechos que siempre deben gozar de tutela judicial efectiva en el seno del proceso penal, 
se traducen en tres derechos relevantes e indispensables, que resultan ser: La verdad, justicia y 
reparación integral. 
     En efecto, por mandato jurisprudencial se ha precisado que la víctima además de los derechos 
procesales a los que tiene lugar por mandato legal, siempre tendrá derecho a conocer la verdad 
sobre las circunstancias en que acaeció el punible, a que se haga justicia, es decir que se emita un 
juicio de reproche, y por último, pero no menos importante, a que se le repare integralmente en 
los aspectos de su vida menoscabados; pues solo así, se podrá reconstruir su dignidad 
quebrantada a partir de la comisión del delito.    
     Ahora bien, a manera de proemio se puede indicar que, frente al derecho a la verdad se tiene 
que el mismo se traduce a la posibilidad de conocer lo que sucedió, y en propender por hallar una 
coincidencia entre la verdad procesal y la verdad real o histórica, a partir del acervo fáctico, 
jurídico como probatorio obtenido legalmente en el proceso.  
     Otrora, respecto del derecho a la justicia, el mismo se vislumbra en la elusión de los vestigios 
de impunidad que se puedan presentar en el trasegar de la relación penal; y por último, pero no 
menos importante, en tratándose del derecho a la reparación integral, se tiene que el mismo se 
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concibe como la compensación asistencial, jurídica, social como patrimonial que debe 
reconocerse en favor de las víctimas del delito. 
     Derechos que como bien se ha dicho, han presentado gran reconocimiento jurídico en el ápice 
del proceso penal, a partir del avance jurisprudencial dictado por el máximo estamento 
constitucional del Estado colombiano en el seno del ordenamiento jurídico interno; máxime, en 
el sistema penal acusatorio. Reconocimiento que valga la pena indicarse, se ha constituido como 
un refuerzo jurídico a las fuentes doctrinales, como legales que versan sobre los derechos en 
mención. 
     Así las cosas, en este punto resulta necesario hacer un cotejo conceptual sobre los derechos a 
la verdad, justicia y reparación integral, en aras de entrever su alcance jurídico en el ápice del 
proceso penal. Por consiguiente, se ahondará en primer orden de manera somera pero precisa, en 
algunas definiciones doctrinales emitidas para tales derechos, para luego, hacer énfasis en las 
exposiciones efectuadas por vía jurisprudencial, que resulta ser lo que convoca el presente 
capítulo de la investigación. 
     Luego entonces, la primera aproximación teórica a la que se alude, es a la expuesta por  
Ardila Galindo (2012), quién manifestó: “El derecho a la verdad no se limita sólo al saber, que 
corresponde a las víctimas y sus familiares, sino que tiene proyección histórica, colectiva, de no 
repetición, que va en pugna de que los hechos no se reproduzcan nuevamente, por lo tanto, 
reviste tintes de prevención general” (Ardila Galindo, 2012, p.53). 
     Definición que permite entrever, que el derecho a la verdad trasciende del saber, de lo visible, 
o de lo probado, y se circunscribe en la búsqueda de la verdad real o propiamente dicho, la 
verdad histórica, a través de la cual su pugna por el conocimiento total de lo acaecido y lo 
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conocido, en aras de prevenir la reproducción de los hechos delictivos, aun cuando, se encuentre 
limitada por el aspecto probatorio. 
     Lo que implica que, el derecho a la verdad resulta ser un derecho esencial, inalienable, 
individual como colectivo, que no solo le pertenece a la víctima directa del hecho punible, sino 
que también, se constituye en favor de los familiares, como de la sociedad; de ahí que, develar la 
verdad real e histórica por parte de los administradores de justicia –fiscales, jueces-, se convierta 
en una obligación sine qua non, a la hora de sancionar como prevenir los futuros hechos 
delictuales en el marco del estamento social. 
     Ahora bien, en tratándose del derecho a la justicia, se trae a colación lo expuesto por J. 
Bertolino (1958) quién indicó: 
     El derecho eminente de la justicia consiste en consolidar a cada coasociado un espacio de 
libertad dentro de la cual sea capaz de ejercer su personalidad, de convertirse de individuo en 
persona, o como a veces se suele decir, de personalizarse. Este derecho puede y debe colocarse 
en la base del proceso en su totalidad, entendido como ordenamiento jurídico particular 
normativo, destinado a determinar la existencia de un hecho punible, establecer la persona autora 
del injusto y en su caso, aplicar una pena o medida de aseguramiento (Bertolino, 1958, p.203). 
     Así pues, el derecho a la justicia congloba a priori la obligación del Estado de investigar como 
sancionar penalmente a los autores o partícipes de la comisión de una conducta humana descrita 
como punible al acápite de la norma penal, pues persiguiéndoles penalmente, se estaría 
tributando a la justicia, al buscar reprochar jurídica como socialmente al individuo que ha 
vulnerado o puesto en peligro efectivo un bien jurídicamente tutelado por el Estado colombiano, 
sin justa causa alguna. 
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     De tal manera que, al asegurar un asedio jurídico penal, frente a los responsables de la 
comisión de una conducta punible, se estaría no solo tributando a la justicia, sino, además, se 
estaría protegiendo a la víctima como a la sociedad de futuras conductas punibles que pueda 
cometer el autor y sus partícipes, a los cuales se busca sancionar.  
     Además de lo anterior, resulta imperante indicar que el derecho a la justicia también se 
materializa cuando a la víctima se le exhorta de facultades, garantías como mecanismos 
procesales, adecuados, e idóneos, a través de los cuales pueda pugnar por la guarda y tutela 
integral del cúmulo de derechos e intereses legítimos consagrados en su haber jurídico; claro 
está, siempre y cuando sean compatibles como obedientes a las reglas propias del debido proceso 
(Ardila Galindo, 2012).  
     Por otra parte, tratándose del derecho a la reparación integral246, cabe indicarse que el mismo 
se ha concebido como el conjunto de medidas jurídicas, sociales, patrimoniales, asistenciales de 
rehabilitación y en general de toda índole, encaminadas a resarcir el daño generado a la víctima a 
partir de la comisión del delito. 
     De ahí que, la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas247, indique que el 
derecho a la reparación integral248 se funda como un deber fundamental del Estado, a través del 
cual debe contribuir en la reconstrucción del proyecto de vida de aquellos que han sufrido 
                                                          
246 UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS, Bogotá Colombia, 2018. “La Reparación Integral es 
un deber del Estado y es un derecho de las víctimas afectadas por las infracciones al Derecho Internacional Humanitario y/o las violaciones 
graves y manifiestas a los Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno, que han sufrido daños severos en sus vidas, su 
integridad, su patrimonio, sus proyectos de vida personales, familiares y profesionales”. https://www.unidadvictimas.gov.co/es/reparacion-
integral-individual/286  
247 UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS, Bogotá Colombia, 2015. “La Unidad para la Atención 
y Reparación Integral a las Víctimas de Colombia es una institución creada en enero de 2012, a partir de la Ley de Víctimas y Restitución de 
Tierras (Ley 1448)2 aprobada por el gobierno del presidente Juan Manuel Santos, por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y 
reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno”. https://www.unidadvictimas.gov.co/es/la-unidad/resena-de-la-unidad/126  
248 Ibídem, 53.  
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detrimento en sus vidas, integridad personal, patrimonio, proyectos personales familiares y 
profesionales, como consecuencia de la consumación de un delito. 
     Por lo cual, el Estado debe propender por reintegrar a la víctima su estatus de vida por 
conducto de la guarda y tutela de sus derechos fundamentales, vulnerados o puestos en peligro 
por el hecho delictivo; incoando para ello, medidas de reparación integral como resultan ser: 
medidas de restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, 
en sus dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica. Cada una de ellas, 
implementadas en favor de la víctima, dependiendo de la vulneración de sus derechos, así como 
las características propias del hecho delictivo.  
     Así las cosas, es menester indicar que la reparación integral no puede entenderse satisfecha 
como tutelada a partir de la sola presentación del plan de reparación patrimonial efectuado en 
favor de las víctimas; toda vez que, como se indicó anteriormente, la naturaleza del presente 
derecho trasciende más allá del carácter patrimonial, pues está dirigida en establecer medidas de 
reposición, indemnización, restauración, resarcimiento y garantías de no repetición en pro de la 
víctima que le permitan a la misma, reconstruir su proyecto de vida. 
     En tal sentido, todo el cúmulo de medidas, como acciones desplegadas en favor de la víctima, 
deberán ser capaces de repararla económica, social y moralmente, además de garantizarle un 
estado de tranquilidad, seguridad y protección frente a futuras retaliaciones que puedan acaecer 
en su contra; pues solo así, se entenderá que ha sido tutelado en su integralidad el derecho 
constitucional de la reparación integral. 
     En efecto, con base en lo anterior se puede entrever que los derechos en mención, dada su 
naturaleza fundamental, constitucional como procesal, connotan gran importancia en el trasegar 
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del proceso penal, pues los mismos, se constituyen como pilares esenciales de la dignidad 
humana; razón por la cual, los operadores judiciales están llamados anteponer el respeto y guarda 
integral de los mismos en el trasegar de la relación procesal, por encima de los intereses 
perseguidos por el Estado mediante la política criminal. 
     Ahora bien, en sede del desarrollo jurisprudencial efectuado respecto de los derechos a la 
verdad, justicia y reparación integral, se tiene que, por conducto de las decisiones 
constitucionales se ha precisado y delimitado el alcance de los derechos en mención en el marco 
del proceso penal, al punto que, por conducto de éstas se ha sistematizado el cúmulo de 
principios, e instrumentos dirigidos a su protección como promoción.  
     Así, para la Honorable Corte Constitucional, según el magistrado ponente Triviño Córdoba el 
derecho a la verdad implica: 
     “Que las personas tienen derecho a saber que paso, a conocer la realidad de los hechos; ya 
que de lo contrario se vería afectada la dignidad humana. Por lo tanto, las víctimas, sus 
familiares y la sociedad en general, tienen el derecho imprescriptible e inalienable de conocer la 
verdad real o histórica, acerca de los motivos como las circunstancias en que se cometieron las 
violaciones que desembocaron en la comisión de un delito, pues solo así, será factible establecer 
la existencia de un vínculo entre el respeto a la dignidad humana, a la memoria y a la dignidad de 
la víctima”. (Sentencia c.454.2006, 2006).  
     Definición que permite entrever que el derecho a la verdad, según Cáceres Tovar (2012) se 
funda en garantías como: “I) La inalienabilidad, II) el deber de recordar, y (III) el derecho de 
las víctimas a saber” (Cáceres Tovar, 2012, p.6). 
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     De tal manera, la primera garantía hace alusión al derecho de cada víctima de conocer acerca 
de los acontecimientos sucedidos, y con ello entrever las circunstancias propias del hecho 
punible; otrora, en sede del segundo elemento, se vislumbra que el mismo consiste en la 
memoria histórica que debe comulgar en el Estado, la sociedad y la víctima, a la hora de 
buscarse develar la verdad real, pues solo así, resultará factible evitar réplicas del punible.  
     Por último, pero no menos importante, el tercer componente indica que independientemente 
de las acciones que las víctimas directas o indirectas del punible puedan entablar ante el aparato 
judicial, les asiste el derecho imprescriptible a conocer todas las circunstancias de tiempo, modo 
y lugar en las que se desenvolvió el delito, los fines y/o móviles que denotaron su concurrencia, 
así como, quien o quienes fueron los autores o participes criminales del hecho delictivo. Y en 
sede de esta última pieza, conocer como y cual será el juicio de reproche socio jurídico 
susceptible de endilgar al presunto infractor penal. 
     Garantías que una vez proyectadas, permitirán abocar conocimiento exacto y verdadero a la 
víctima, sobre qué realmente sucedió en su caso particular, y con ello, restablecer su dignidad 
menoscabada, al generar una memoria individual como colectiva sobre el delito, en el marco del 
Estado, la sociedad y la víctima. De tal suerte que, el acceso a la verdad se encuentra 
íntimamente ligado al respeto de la dignidad humana, a la memoria, y a la imagen de la víctima. 
     Igualmente, frente al derecho correspondiente a la justicia, la sentencia en mención se refirió 
indicando que el presente derecho se materializa cuando se segrega cualquier vestigio de 
impunidad que pueda llegar a presentarse en el trasegar del proceso; así,  para la Honorable 
Corte Constitucional, según el magistrado ponente Triviño Córdoba el derecho a la justicia 
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implica para los operadores judiciales, una serie de obligaciones que pueden sistematizarse de la 
siguiente forma: 
     “(I) El deber del Estado de investigar y sancionar adecuadamente a los autores y partícipes 
de los delitos, (II) el derecho de las víctimas a un recurso judicial efectivo, (III) el deber de 
respetar en todos los juicios el debido proceso”. (Sentencia C.454.2006, 2006). 
     Obligaciones que a la postre terminan constituyéndose como garantías judiciales dictadas en 
pro de la víctima, y por conducto de las cuales se propende por asegurar un óptimo acceso al 
aparato judicial, y con ello, asegurar una tutela judicial efectiva al derecho constitucional de la 
justicia. 
     En tal sentido, para la Honorable Corte Constitucional, según el magistrado ponente Cifuentes 
Muñoz:  
     “El derecho a la justicia involucra un verdadero derecho constitucional al proceso penal, y el 
derecho a participar en el proceso penal, por cuanto el derecho al proceso en el Estado 
democrático debe ser eminentemente participativo. Esta participación se expresa en que los 
familiares de la víctima, sus representantes legales, deberán ser informados de las audiencias que 
se celebren, a las que tendrán acceso, así como a toda información pertinente a la investigación, 
y tendrán derecho a presentar pruebas como, a recurrir las decisiones judiciales adversas a sus 
intereses y derechos”. (Sentencia C-293.1995, 1995).   
     Por otro lado, en tratándose del derecho correspondiente a la reparación integral, la Honorable 
Corte Constitucional, según el magistrado ponente Cepeda Espinosa indicó: 
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     “Este derecho debe ser concebido como el conjunto de medidas jurídicas, sociales, 
patrimoniales, asistenciales de rehabilitación y en general de toda índole, encaminadas a resarcir 
el daño generado a la víctima a partir de la comisión del delito. En donde el Estado deberá 
propender por reintegrar a la víctima su estatus de vida por conducto de la guarda y tutela de sus 
derechos fundamentales, vulnerados o puestos en peligro por el hecho delictivo; activando para 
ello, medidas de reparación integral como resultan ser: medidas de restitución, indemnización, 
rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, 
material, moral y simbólica. Cada una de ellas, implementadas en favor de la víctima, 
dependiendo de la vulneración de sus derechos, así como las características propias del hecho 
delictivo”. (Sentencia C-228-2002, 2002).   
     Además de lo anterior, frente al derecho de la reparación integral se puede entrever que el 
mismo ostenta una dualidad jurídica denotada en una dimensión individual, y otra de naturaleza 
colectiva. 
     En sede de la dimensión individual, se abarca todo los daños como perjuicios que haya 
sufrido la víctima como consecuencia directa del hecho punible, en donde, en aras de resarcir 
dichos efectos negativos, el Estado por conducto de los operadores judiciales, se verá abocado a 
la adopción de medidas socio jurídicas individuales, a favor de la víctima; relativas al derecho 
de: (I) Restitución, (II) indemnización, (III) rehabilitación, (IV) satisfacción,  y (V) garantías de 
no repetición (Cáceres & Archila Guio, 2012). 
     Igualmente, en sede de su dimensión colectiva, se involucra medidas de satisfacción de 
alcance general, como resultan ser la adopción de disposiciones encaminadas a restaurar, 
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indemnizar o readaptar los derechos colectivos, así como la tranquilidad pública de la sociedad, 
vulnerada o puesta en peligro, a partir de la comisión del hecho delictivo. 
     En esta medida, la integralidad de la reparación comporta la adopción de todas las medidas 
sociales, asistenciales, familiares como jurídicas que se requieran para cesar, atenuar y hacer 
desaparecer los efectos negativos del daño, surgido con la exteriorización del delito; y con ello, 
buscar devolver al Estado, la sociedad y la víctima las condiciones originarias de sus derechos y 
bienes jurídicos quebrantados a partir del actuar delictivo. 
     Ahora bien, una vez ahondado sobre los derechos constitucionales correspondientes a la 
verdad, justicia y reparación integral desde la arista doctrinal como jurisprudencial, es menester 
indicar que dichos derechos se constituyen como la piedra angular del proceso penal, razón por 
la cual, están llamados a comulgar siempre en el trasegar procedimental, y bajo ninguna 
situación podrán ser desconocidos por los operadores judiciales.  
3.2.2.1. Tutela judicial efectiva de los derechos a la verdad, justicia y reparación integral en el 
marco del debido proceso, desde el avance jurisprudencial.   
     A manera de proemio, se inicia haciendo alusión a lo estipulado por Bernal Pulido (2005) 
quien manifestó: “El precedente constitucional se erige como una parte esencial e indispensable 
a la hora de proferir una sentencia judicial, pues a través del mismo, se concreta el alcance de 
una disposición constitucional; es decir, se indica que es aquello que la constitución política 
prohíbe, permite, ordena, o habilita en un determinado supuesto de hecho” (Bernal Pulido, 2005, 
p.151). 
     Así mismo, Bolaño Palacios (2013) indicaron: 
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     El precedente constitucional y su creación a través de líneas jurisprudenciales resultan 
factibles en los ámbitos constitucional y legal; fortalecen la idea de seguridad jurídica, facilitan 
solución igual de casos similares; y puede contribuir a que disminuya el número de 
impugnaciones con fundamento en disímiles interpretaciones de normas e institutos jurídicos. 
Implementarlo es una obligación primordial para los jueces de la República. 
     En atención a lo anterior, es posible indicar que por conducto del precedente constitucional se 
busca blindar jurídicamente las decisiones judiciales que adopte un juez respecto de un 
determinado caso, a partir de la conexidad jurídica como axiológica que debe mediar entre la 
decisión judicial, y los criterios constitucionales dictados por la Honorable Corte Constitucional 
a través de sus fallos. Situación que, de comulgar conllevaría a la disminución de impugnaciones 
que puedan impetrarse respecto de una decisión judicial, al existir cohesión jurídica entre los 
criterios constitucionales, los fundamentos legales, y el caso en concreto, que terminarían 
gestando una decisión judicial idónea y con fuerza vinculante. 
     De tal suerte que, al momento de proferir una decisión judicial se exige que la misma guarde 
cercanía jurídica como axiológica con los criterios constitucionales, ello en aras de emitir un acto 
procesal compatible a la constitución política y el cúmulo de disposiciones filosóficas, políticas, 
constitucionales como jurídicas consagradas en ella. Las cuales se exigen al momento de buscar 
resolver el conflicto, con base en un razonamiento lógico, y apoyado en las premisas fácticas, 
jurídicas, probatorias, constitucionales como jurisprudenciales a las cuales pueda acceder el 
operador judicial, y que le permitan construir la justificación jurídica de su decisión judicial. 
     Parámetros que sin duda alguna, deben comulgar en todo litigio presentado en el seno del 
ordenamiento jurídico interno, indistintamente de la naturaleza jurídica que le preceda a la 
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controversia suscitada; empero a título personal, se considera que la conexidad jurídica de la cual 
se ha venido haciendo referencia, entre la decisión judicial y los criterios constitucionales, debe 
primar en mayor medida en el ámbito penal, pues en él siempre está en juego derechos 
fundamentales, intereses legítimos como garantías judiciales de talante constitucional; puestos en 
disputa, durante el trasegar de la actuación procedimental penal. 
     Por lo cual, se exige mayor observancia de la jurisprudencia y sus criterios constitucionales en 
la toma de las decisiones que entren a solucionar el conflicto socio jurídico naciente con la 
comisión del delito, máxime cuando, se busque dirimir el mismo mediante la adopción de 
mecanismos procesales alternos al ejercicio punitivo, como es el caso del principio de 
oportunidad. 
     De ahí que, cuando en el seno del procedimiento penal se promueva la práctica del principio 
en mención como respuesta político criminal, procesal y jurídica del actuar delictivo, se exige 
que los operadores judiciales, entiéndase por el ente acusador en la fase primaria de aplicación 
del principio denotada en la solicitud del mismo, y el juez en función de control de garantías, a la 
hora de impartir el control de legalidad respecto de la práctica del principio de oportunidad, 
promuevan la tutela judicial efectiva de los derechos constitucionales presentados por las partes e 
intervinientes procesales, contrapuestos entre sí, en el ápice del conflicto penal; máxime los de la 
víctima, por ser la misma quién sufre un menoscabo directo de un bien tutelado en su favor por 
el Estado, sin estar en capacidad de soportarlo. 
     De modo que, el deber ser de la tutela judicial efectiva de los derechos de naturaleza 
procedimental máxime los de naturaleza constitucional que se consagran en el haber jurídico de 
la víctima, a la cual deben apuntar siempre los operadores judiciales, se materializa cuando 
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comulga una prevalencia de los mismos en el seno del proceso penal; pero sobre todo, en sede de 
la práctica de mecanismos procesales de tal magnitud socio jurídica para el Estado, la sociedad, 
el procesado y la víctima como resulta ser el principio de oportunidad.  
     Razón por la cual, la correcta tutela judicial efectiva de los derechos constitucionales de la 
verdad, justicia y reparación integral, consagrados en el acervo jurídico la víctima, únicamente 
serán salvaguardados positivamente, cuando comulgue a favor de la misma todas las garantías 
judiciales que le permitan proteger la integralidad de sus derechos, aun cuando, su injerencia, 
participación como reclamación procesal, se encuentre limitada por su naturaleza jurídica, como 
por las reglas técnicas procedimentales del proceso penal. 
     Luego entonces, el respeto como la tutela judicial de los derechos en mención se cumple 
judicialmente, una vez se le confiera de las garantías judiciales necesarias a la víctima, para 
hacer efectivos sus derechos; como es el caso, de exhortarle de la facultad de impugnar y/o 
controvertir las decisiones judiciales que resulten adversas a sus derechos, intereses legítimos, 
pretensiones y demás, expuestos en el trasegar de la relación penal. 
     Facultad que valga indicarse, resulta ser parte esencial de la garantía judicial del debido 
proceso, que está llamada a comulgar en cualquier relación judicial o administrativa gestada en 
el seno del Estado colombiano. 
     Sin embargo, pese hacerse ampliamente notoria la necesidad de asegurar a favor de la víctima 
la facultad procesal de permitirle recurrir las decisiones judiciales adversas a sus derechos 
constitucionales, dicha necesidad durante determinado tiempo no comulgó en las fauces del 
proceso penal de tendencia acusatoria. Dejando entrever así, escenarios en donde dichos 
derechos constitucionales no resultaron ser tutelados de manera integral ni efectiva por parte de 
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los operadores judiciales, al ser exigua o mejor aún, inexistente la posibilidad de interponer un 
recurso judicial efectivo a la víctima que le permitiere materializar el debido proceso, en sede de 
la facultad de impugnación.  
     Como resultó ser el caso concreto de la ausencia de la posibilidad procesal de impugnar y/o 
controvertir la aplicación del principio de oportunidad, cuando la víctima advirtiera un posible 
desconocimiento de sus derechos; situación que claramente connotó una notable vulneración al 
debido proceso, y con ello, a sus derechos constitucionales. 
     Pues, si bien es cierto que la satisfacción de los derechos de las víctimas correspondientes a la 
verdad, justicia y reparación integral, no se logra únicamente por vía del ejercicio de la acción 
penal, el valor de su tutela judicial efectiva si depende de que la víctima se encuentre revestida 
procesalmente de la facultad de poder impugnar y/o controvertir cualquier decisión adversa a sus 
intereses y derechos.  
     En pocas palabras, el éxito de la tutela judicial efectiva de sus derechos constitucionales, y de 
toda índole, depende de que la víctima cuente en su haber jurídico con un recurso judicial 
efectivo por medio del cual pueda materializar la garantía del debido proceso al encontrarse 
facultada para recurrir judicialmente las decisiones penales, cuando advierta una vulneración de 
los derechos a la verdad, justicia y reparación integral.  
     Así las cosas, es menester estudiar las sentencias más importantes que se constituyeron como 
hito a la hora de propender por la tutela judicial efectiva de los derechos constitucionales de la 
verdad, justicia y reparación integral, en el marco de la garantía judicial del debido proceso; 
máxime cuando, se busca aplicar en el seno del proceso penal, un mecanismo procesal del talante 
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socio jurídico como lo es, el principio de oportunidad, como alternativa al ejercicio de la acción 
penal. 
     En ese orden de ideas, se partirá de lo que a título personal se considera una de las sentencias 
más relevantes en tratándose de los derechos de la víctima en sede del proceso penal, en donde se 
evidencia su importancia jurídica en la formación de los avances jurisprudenciales dictados en 
materia de reconocimiento, guarda y promoción de los derechos de las víctimas; hasta llegar a la 
sentencia que se considera como hito jurídico constitucional, al enmarcarse en la misma, la 
facultad procesal de impugnar y/o controvertir las decisiones adversas, y con ello, romper con el   
paradigma legal que imposibilitaba a la víctima de recurrir la aplicación del principio de 
oportunidad.   
     Claro está, también se ahondará de manera somera pero precisa en otras sentencias que se 
consideraron indispensables en la correcta formación como aplicación del principio de 
oportunidad, en sede de los derechos de las víctimas.   
     Así pues, lo dicho con anterioridad, es factible de ser graficado como se muestra en la 
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     a) Sentencia C-228-2002. 
     Mediante la sentencia C-228-2002, se profundiza en la reconceptualización de los derechos 
que ostentaba la víctima en el trasegar de la ley 600 del año 2000, en donde la misma era 
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entendida procesalmente como parte civil en la actuación penal; por lo cual, sus derechos, como 
injerencia procesal en el ápice de la relación procedimental se circunscribían fundamentalmente 
en el aspecto patrimonial, gestado en sede del daño.  
     Situación que valga indicarse varió al reformase la constitución política de 1991; pues a 
través de tal acto reformatorio se modificó el sistema procedimental penal de corte inquisitivo 
mixto que imperaba en el ordenamiento jurídico interno, para pasar a un sistema penal de 
tendencia acusatoria, el cual resultara más a fin jurídica, política como axiológicamente con el 
modelo de Estado social de derecho colombiano. 
     De tal suerte que, mediante la expedición del acto legislativo 03 de 2002, se sentó las bases de 
un nuevo procedimiento penal, cuyo desarrollo se encomendó al Congreso de la República en 
atención a su función legislativa, y se materializó a través de la promulgación de la ley 906 de 
2004, por la cual se decretó el código de procedimiento penal de corte acusatorio. 
     Así, al modificarse la naturaleza jurídica del sistema penal colombiano, la víctima fue 
preconcebida en su aspecto procesal, pasando de ser entendida como parte civil, para fundarse en 
la calidad de interviniente especial, lo que implicó el reajuste de sus facultades jurídicas, al punto 
que, se le permitió actuar en el marco del proceso penal en igualdad de condiciones con las 
partes procesales.  
     En efecto, la intervención de la víctima en sede del nuevo sistema procedimental penal 
permitió entrever el mutualismo jurídico de sus derechos, pues se dejó de lado la concepción 
patrimonial que presentaban los mismos, para priorizar como privilegiar, sus derechos a la 
verdad, justicia y reparación integral. Situación que posibilitó el correcto acceso a la 
administración de justicia, al articularse a favor de la víctima, una amplia gama de derechos, 
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garantías y facultades, que están llamadas a fundarse como principios rectores de la actuación 
penal. 
     Por consiguiente, a las víctimas del hecho delictivo les asiste una pluralidad de derechos que 
trascienden del espectro económico o indemnizatorio, y se sitúan en un plano más constitucional, 
más amplio, más garantista como reparador; en pocas palabras, se circunscriben en el plano de la 
verdad, de la justicia y la reparación integral.  
     Derechos que valga indicarse, gozan de una concepción fundada en la dignidad humana, por 
lo cual, se entrevé que el reconocimiento efectivo de los mismos depende de la injerencia que se 
le otorgue a la víctima en la búsqueda de su tutela judicial efectiva y el goce real de los mismos. 
     En ese orden de ideas, la tutela judicial efectiva de los derechos consagrados en el haber 
jurídico de la víctima del injusto, se materializan cuando los operadores judiciales orientan sus 
acciones al restablecimiento integral de sus derechos como bienes jurídicos vulnerados o puestos 
en peligro con la comisión del hecho punible; situación que solo es posible cuando se le 
garantiza a la víctima, una adecuada participación procesal dirigida a la obtención, guarda y 
promoción de sus tres derechos más relevantes de índole constitucional.  
     Así, mediante la presente sentencia se desarrolló los derechos constitucionales concernientes 
a la verdad, justicia y reparación integral, a la luz de los principios de la Constitución y del 
derecho internacional, indicando respecto de éstos lo siguiente: 
     1) Derecho a la verdad: Se traduce a la posibilidad de conocer lo que sucedió y en buscar una 
coincidencia entre la verdad real y la verdad procesal. Para ello, debe hacerse uso de garantías 
como: (I) El derecho inalienable a la verdad, que implica el conocimiento como descubrimiento 
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pleno por parte de la víctima de todas las circunstancias que rodean el hecho punible, (II) el 
deber de recordar, que consiste en la memoria histórica que debe estar presente en el Estado, la 
sociedad y la víctima, en aras de evitar la concurrencia de ese hecho delictivo en el futuro; y por 
último pero no menos importante, (III) el derecho de las víctimas de saber la coyuntura en la que 
acaeció el delito. 
     De tal manera, el derecho a la verdad congloba una dimensión colectiva cuyo fin se 
circunscribe en preservar del olvido a la memoria colectiva, y una dimensión individual que 
consiste en revestir a la víctima de un recurso judicial efectivo en el ámbito judicial, que le 
permita asegurar la tutela judicial del cúmulo de sus derechos.  
     2) Derecho a la justicia: Se traduce en la erradicación de los escenarios de impunidad que se 
puedan presentar en la actuación penal.  
     Este derecho incorpora una serie de garantías constituidas en pro de la víctima, que se derivan 
de unos deberes endilgados a los operadores judiciales, que pueden sistematizarse así: (I) En el 
deber del Estado de investigar como sancionar adecuadamente a los autores y participes del 
delito, (II) el derecho de la víctima de contar con un recurso judicial efectivo, (III) el deber de 
respetar en toda actuación penal, las reglas propias del debido proceso. 
     Además de ello, el derecho a la justicia presenta unos componentes naturales dentro de los 
que destacan: (I) El derecho de la víctima de participar adecuadamente durante las fases del 
proceso, (II) el derecho que se le brinde toda la información relevante, (III) el derecho a 
presentar las pruebas que resulten necesarias para garantizar sus intereses legítimos. Derechos 
indispensables a la hora de garantizar un verdadero derecho constitucional al proceso penal. 
152 
 
     3) Derecho a la reparación integral se ha concebido como el conjunto de medidas jurídicas, 
sociales, patrimoniales, asistenciales de rehabilitación y en general de toda índole, encaminadas a 
resarcir el daño generado a la víctima a partir de la comisión del delito. 
     Este derecho debe ser concebido como el conjunto de medidas jurídicas, sociales, 
patrimoniales, asistenciales de rehabilitación y en general de toda índole, encaminadas a resarcir 
el daño generado a la víctima a partir de la comisión del delito. En donde el Estado deberá 
propender por reintegrar a la víctima su estatus de vida por conducto de la guarda y tutela de sus 
derechos fundamentales, vulnerados o puestos en peligro por el hecho delictivo; activando para 
ello, medidas de reparación integral como resultan ser: medidas de restitución, indemnización, 
rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones individual, colectiva, 
material, moral y simbólica. Cada una de ellas, implementadas en favor de la víctima, 
dependiendo de la vulneración de sus derechos, así como las características propias del hecho 
delictivo.  
     Además de lo anterior, frente al derecho de la reparación integral se puede entrever que el 
mismo ostenta una dualidad jurídica denotada en una dimensión individual, y otra de naturaleza 
colectiva. 
     En sede de la dimensión individual, se abarca todo los daños como perjuicios que haya 
sufrido la víctima como consecuencia directa del hecho punible, en donde, en aras de resarcir 
dichos efectos negativos, el Estado por conducto de los operadores judiciales, se verá abocado a 
la adopción de medidas socio jurídicas individuales, a favor de la víctima; relativas al derecho 




     Igualmente, en sede de su dimensión colectiva, se involucra medidas de satisfacción de 
alcance general, como resultan ser la adopción de disposiciones encaminadas a restaurar, 
indemnizar o readaptar los derechos colectivos, así como la tranquilidad pública de la sociedad, 
vulnerada o puesta en peligro, a partir de la comisión del hecho delictivo. 
a.1) Sentencia T- 694-2000. 
     En el marco de la presente acción de tutela se enfatizó en que los derechos constitucionales 
atinentes a la verdad, justicia y reparación integral, se tutelan de manera efectiva cuando 
comulga una adecuada participación de la víctima en el proceso penal; por lo cual, la víctima 
debe ser revestida de derechos similares a los que gozan las partes procesales, dentro de los que 
destacan: La facultad de solicitar pruebas que considere resultan ser conducentes a la hora de 
hallar la verdad real, y con ello demostrar la culpabilidad del presunto responsable; así como, el 
derecho a recurrir decisiones que afecten sus intereses. 
     Facultades procesales que una vez comulguen aseguraran el adecuado acceso a la 
administración de justicia.   
a. 2)  Sentencia C- 805-2002.  
     Al tenor de la presente sentencia se examinó la constitucionalidad del artículo 392 de la ley 
600 de 2000, en donde se reiteró el alcance de las víctimas en las dimensiones de verdad, justicia 
y reparación integral; indicando que los mismos trascienden del ámbito indemnizatorio, para 
situarse en el marco de la dignidad humana, por lo cual, los derechos e intereses legítimos de la 




a.3) Sentencia C- 004-2003. 
     En el ápice de la presente sentencia la Honorable Corte Constitucional hizo énfasis en las 
obligaciones correlativas que presenta el Estado colombiano, en cabeza del ente acusador en el 
marco de la investigación penal, en donde se indicó, que a las víctimas no solo les asiste el 
derecho a ser reparadas económicamente, si no que, además, tienen el derecho a saber que 
ocurrió y a que se haga justicia. Deber que adquiere particular relevancia cuando se está en 
presencia de conductas punibles de gran transgresión socio jurídica. 
     Igualmente, se reconoció el derecho de impugnar decisiones judiciales, por conducto de los 
cuales se adoptarán mecanismos procesales de terminación anticipada del proceso, como resultan 
ser: La preclusión de la investigación, la cesación de procedimiento, y la sentencia absolutoria; 
estableciendo en tales eventos, unos requisitos formales para tales efectos. 
a.4) Sentencia C- 775-2003.  
     Mediante la presente sentencia se reiteró la doctrina sobre la trilogía de derechos 
constitucionales atinentes a la verdad, justicia y reparación integral, de que son titulares las 
víctimas en el proceso penal; en donde se destacó su valor como bienes indispensables de una 
sociedad que persigue el orden social justo. Así mismo, se estableció la interdependencia que 
existe entre estos derechos, de manera que no es posible lograr la justicia sin la verdad, y no es 
posible llegar a la reparación integral, sin la justicia. 
b.) Sentencia C-209-2007.  
     Para iniciar el análisis de la presente sentencia, es conveniente precisar que la misma se 
enmarca como uno de los mayores avances jurisprudenciales instituidos a favor de la víctima que 
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se encuentra inmersa en la práctica del principio de oportunidad, pues con el presente fallo 
constitucional, se generó una ruptura en el enquistamiento procesal denotado en la actuación 
penal en sede de la aplicación del principio en mención; el cual se traducía en la imposibilidad de 
apelar, recurrir, controvertir e impugnar las decisiones adversas al cúmulo de derechos e 
intereses legítimos instituidos en el haber jurídico de la víctima. Es decir, en la imposibilidad de 
apelar la aplicación del principio de oportunidad. 
     En tal sentido, antes de la promulgación del presente fallo constitucional, la víctima no 
contaba con la posibilidad procesal de recurrir la aplicación del principio de oportunidad, por lo 
cual se encontraba desprolija frente a la tutela judicial efectiva de sus derechos constitucionales, 
pues pese a concebir que los mismos no resultarían protegidos de manera integral durante el 
desarrollo del principio en mención; la víctima no se encontraba exhortada procesalmente para 
oponerse a la práctica de dicho mecanismo procesal.  
     Dado que, la misma en atención a su condición procesal, se encontraba supeditada al actuar 
jurídico del ente acusador, aun cuando, sus intereses difirieran notablemente entre sí; además, 
hasta antes del presente fallo, no contaba con la autonomía procesal para impetrar un recurso 
judicial efectivo por medio del cual pudiera recurrir la aplicación del principio de oportunidad. 
Pues por mandato legal, no le era posible impetrar algún recurso legal frente a la decisión 
judicial encargada de impartir el control de legalidad al principio en mención. 
     Situación que claramente connotó una vulneración no solo a los derechos constitucionales 
correspondientes a la verdad, justicia y reparación integral, si no en mayor medida, a la garantía 
judicial del debido proceso, al impedírsele a la víctima impugnar y/o controvertir, la aplicación 
de un mecanismo procesal alterno al ejercicio de la acción penal, que dada su naturaleza jurídica 
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puede desencadenar en la terminación anormal del procesal, y con ello, en un detrimento notable 
de los derechos, garantías e intereses legítimos de la víctima.  
     Por ello, la Honorable Corte Constitucional por conducto del presente fallo estimó que negar 
a la víctima la posibilidad de impugnar la decisión del juez en función de control de garantías, 
sobre la aplicación del principio de oportunidad, resulta ser una postura ampliamente 
vulneradora de los derechos, máxime cuando dada la trascendencia socio jurídica que trae 
consigo el principio en mención en la sociedad como en la víctima, impedir que esta última 
pueda impugnar la renuencia del Estado a la persecución penal, sí deja desprolijos sus derechos 
al debido proceso, verdad, justicia y reparación integral. 
     Pues si bien es cierto, la satisfacción del acervo de derechos constituidos a favor de la misma 
no se logra a partir de la obtención de una decisión judicial de carácter condenatoria, el valor de 
su tutela judicial efectiva sí depende de que la víctima cuente con un recurso judicial efectivo 
que le permita controvertir la práctica del principio de oportunidad.  
     Así, el no permitírsele a la víctima recurrir la providencia judicial emitida por el juez en 
función de control de garantías, resultaba ser un espectro generador de tratos discriminatorios, 
pues hacia nugatoria la correcta tutela judicial de los derechos de las víctimas, situación que 
llevo al máximo órgano constitucional del Estado colombiano, a reconsiderar el papel procesal 
de la víctima en la actuación penal, sin que ello significara algún tipo de afectación a la 
estructura procesal bajo la cual se funda el sistema penal colombiano de corte acusatorio. 
     De tal suerte que, mediante la injerencia procesal consagrada a favor de la víctima, 
consistente en facultarle procesalmente para apelar la práctica del principio de oportunidad en 
sede de la audiencia preliminar de control de legalidad; generó que la participación de la víctima 
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fuese incluyente, al punto de permitirle intervenir cuasi autónomamente en las etapas de la 
relación procedimental, ello sin desmedro del principio de igualdad de armas y el carácter 
adversarial propio del sistema acusatorio. Exceptuando la etapa de juicio oral, pues allí, la 
víctima se encontrará siempre representada por el ente acusador. 
     Cabe indicar que además del gran avance procesal que trajo el presente fallo en el haber 
jurídico de la víctima, representado en la materialización del debido proceso en la impartición de 
legalidad del principio de oportunidad; el mismo fallo también connotó a favor de ella el 
reconocimiento de facultades jurídicas destinadas a mejorar su injerencia procesal en pro de la 
tutela judicial efectiva de sus derechos. Facultades que resultaron ser: (I) Facultades en materia 
probatoria, (II) facultades judiciales para solicitar medida de aseguramiento, (III) facultades para 
solicitar medidas de protección, (IV) facultades de la víctima frente a la solicitud de preclusión, y 
por último, pero no menos importante, (V) la facultad de la víctima de impugnar decisiones 
fundamentales. 
     Es menester indicar que las facultades procesales reconocidas a favor de la víctima mediante 
el presente fallo tienen efecto hacia el futuro, lo cual indica que no traen ningún tipo de nulidad 
retroactiva respecto de las actuaciones penales que se hayan surtido con anterioridad sin la 
participación debida de la víctima, de conformidad con las condiciones, reglas y garantías 
establecidas al acápite de esta sentencia. 
b.1.) Sentencia C-342-2007. 
     Mediante la presente sentencia se resolvió la demanda de inconstitucionalidad promovida por 
las demandantes Nazly Burgos Patiño y Ana Milena Arismendi, frente al artículo 327 de la ley 
906 de 2004, en lo referido al aparte: “y contra esta determinación no procede recurso alguno”, 
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en donde las demandantes consideraron que citada expresión resulta ser un impedimento 
injustificable al acceso a la administración de justicia, además de, ser una vulneración tácita al 
debido proceso, al negarse el derecho a la segunda instancia. 
     Frente a la pretensión expuesta por las demandantes, la Honorable Corte Constitucional, 
sostuvo que la decisión judicial mediante la cual el juez en función de control de garantías 
imparte control de legalidad a la solicitud de aplicación del principio de oportunidad como 
mecanismo alterno al ejercicio de la acción penal, resulta ser una determinación de gran 
importancia, razón por la cual, no se puede privar a la víctima, ni a ninguna parte o interviniente 
procesal, de la posibilidad de impugnarla para garantizar así un mayor control como seguridad 
jurídica.  
     De tal manera, obstaculizar o impedir la reconvención de una decisión judicial de tal impacto 
socio jurídico, resulta ser incompatible con la constitución política, sobre todo, tratándose de una 
decisión capaz de afectar los derechos constitucionales constituidos en el haber jurídico de la 
víctima.          
b.2.) Sentencia C-454-2006. 
     En el marco de la presente sentencia se reiteró el carácter constitucional y amplio que revisten 
los derechos de las víctimas en el seno del proceso penal, razón por la cual, se precisó que la 
víctima, incluso cuando su naturaleza jurídica sea la de interviniente especial, la misma no debe 
ser entendida como tal, pues ella, resulta ser un sujeto procesal, que está revestida con todas las 
garantías judiciales necesarias para intervenir en la actuación penal, derechos como los que 
presenta su contraparte adversarial, el fiscal o el ministerio público. 
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c.) Sentencia C-095-2007.  
     En el ápice del presente fallo, la Honorable Corte Constitucional precisó que el legislador 
tiene amplia facultad de configuración a la hora de diseñar las causales de aplicación del 
principio de oportunidad, pero eso sí, debe guardar respeto por la racionalidad, por la dignidad 
humana, y en especial debe guardar respeto por los compromisos internacionales de Derechos 
Humanos y de Derecho Internacional Humanitario, establecidos en el ordenamiento jurídico 
interno por conducto del bloque de constitucionalidad. 
c.1.) Sentencia C- 210-2007. 
     En el marco de la presente sentencia se resolvió la demanda de inconstitucionalidad 
promovida en contra de la ley 906 de 2004 en lo referido en el artículo 327 inciso segundo, en lo 
que tiene que ver con el control judicial de la práctica del principio de oportunidad. En donde se 
estipuló que dicho control debe ser obligatorio y automático, además se realizará en audiencia 
preliminar en la que la víctima y el Ministerio Público puedan controvertir, la prueba aducida 
para sustentar la solicitud de aplicación del mecanismo procesal en mención. 
     De ahí que, las pruebas aducidas por parte del ente acusador para denotar la necesidad, como 
viabilidad de aplicación del principio, podrán ser controvertidas por la víctima cuando se 
advierta alguna posible vulneración de los intereses legítimos o derechos constituidos a favor de 
la misma.  
c.2.) Sentencia C- 648-2006. 
     Mediante el presente fallo constitucional se estableció que si bien es cierto el principio de 
oportunidad se constituyó en el marco del ordenamiento jurídico interno como una facultad 
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discrecional y reglada constituida a favor del ente acusador, de la cual podía hacer uso en 
atención a la política criminal, como a unas causales legales de aplicabilidad; se indicó, que a la 
hora de propender por la aplicación del principio de oportunidad, ya sea en sede de la solicitud o 
su posterior práctica, los operadores judiciales deberán respetar los principios de identidad y 
consecutividad, pues los mismos, permiten determinar en que delitos –según su naturaleza como 
transgresión jurídica-, resulta susceptible aplicar este mecanismo procesal, como medio 
resolutorio del conflicto. 
d.) Sentencia C-936-2010. 
     La Honorable Corte Constitucional, mediante el presente fallo constitucional se encargó de 
analizar los rasgos fundamentales inherentes al principio de oportunidad establecidos al acápite 
del numeral 17 artículo 2 de la ley 1312 de 2009, pudiendo concluir que en el evento establecido 
al tenor del artículo citado con anterioridad, se vulneraban los derechos de las víctimas a la 
verdad, justicia y reparación integral, en la medida en que se renuncia al deber de investigar, 
juzgar como sancionar penalmente a los responsables de graves violaciones de los derechos 
humanos e infracciones al derecho internacional humanitario; además de lo anterior, la causal de 
aplicación del principio de oportunidad resultó ser confusa, ambigua y equívoca, situación que 
impediría impartir un control de legalidad efectivo por parte del juez en función de control de 
garantías respecto de la aplicación de este instituto procesal. 
     El punto de partida del control de constitucionalidad realizado a la norma en cuestión se 
circunscribió en el análisis realizado al componente y naturaleza que precede al principio de 
oportunidad, el cual se enmarca en los fines que se persiguen a través de la política criminal del 
Estado, y no, en parámetros inherentes de la justicia transicional; situación por la cual, al 
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pretender el legislador a través de la ley 1312 de 2009 en su artículo 2 numeral 17 llevar a cabo 
una ponderación entre el valor supremo de la paz y el derecho constitucional a la justicia, en aras 
de beneficiar procesal como jurídicamente a los miembros de grupos al margen de ley que 
busquen su reinserción a la vida civil, a partir de la aplicación del principio de oportunidad, 
resulta ser ello inconstitucional, toda vez que, este instituto procesal no resulta ser producto 
directo de un acuerdo nacional para la búsqueda de la paz, contrario sensu, resulta ser este 
mecanismo una alternativa al ejercicio de la acción penal y el poder punitivo que derive de la 
misma. 
     Es menester indicar que la declaración de inexequibilidad de la norma en cuestión fue 
declarada por mayoría simple, que contó con cinco votos a favor, contra cuatro en contra. 
d.1.) Sentencia C-738-2008. 
     Mediante el presente fallo se declaró exequible el numeral 3 del artículo 199 del código de 
infancia y adolescencia, al considerarse que no procede la extinción de la acción penal cuando se 
pretenda aplicar el principio de oportunidad bajo la causal 8 del artículo 324 de la ley 906 de 
2004, en los casos de reparación integral y la no procedencia de rebajas con base en la 
celebración de preacuerdos y negociaciones dadas entre la fiscalía y el infractor penal, cuando la 
víctima del punible resulte ser un menor de edad. 
     Al acápite del pronunciamiento hecho por parte de los magistrados, se resaltó la importancia y 
prevalencia que tienen los derechos de los niños en el marco del ordenamiento jurídico interno, 
así como, la prevalencia del interés superior del menor, respecto de los derechos de los demás 
coasociados del Estado colombiano. 
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     Como argumento principal, se esgrimió lo siguiente: El principio de oportunidad está 
diseñado para descongestionar la administración de justicia de aquellas conductas punibles que 
afectan levemente el orden social como jurídico, y las cuales resultan susceptibles de ser 
reprochadas jurídicamente a partir de mecanismos alternos al ejercicio de la acción penal; sin 
embargo, cuando la conducta punible materializada resulta ser dolosa, con un alto grado de 
sensibilidad colectiva por vulnerar bienes jurídicamente protegidos como la vida, la integridad 
personal o sexual, resulta casi que imperante que el Estado a través de la fiscalía, persiga 
penalmente a los responsables de dichas conductas, máxime, cuando son desplegadas en contra 
de niños menores de edad, pues en el marco del ordenamiento jurídico interno, prevalece del 
interés superior del menor, respecto de los derechos de los demás coasociados del Estado 
colombiano. 
d.2.) Sentencia C-575-2006. 
     En el marco de la presente sentencia constitucional, se reafirmó las facultades procesales 
como derechos constitucionales a los que tiene lugar la víctima durante el trasegar del principio 
de oportunidad; razón por la cual, se hizo énfasis en el derecho a la verdad, justicia y reparación 
integral, como también a la posibilidad que tienen de intervenir en todas las fases del proceso, 
aportando pruebas, y con ello, asegurar que el cúmulo de sus derechos, intereses legítimos como 
garantías no sean entendidos en sede de una pretensión pecuniaria. 
     Situación por la cual, mediante el presente fallo se hace énfasis en señalar que la víctima en 
todo momento deberá contar con un recurso judicial efectivo que le permita participar como 
tener injerencia procesal en las decisiones que puedan constituirse como adversas a sus derechos 
e intereses legítimos perseguidos en el trasegar de la actuación penal. 
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d.3.) Sentencia C-988-2006.  
     En el presente fallo se decidió sobre la exequibilidad del numeral 10 del artículo 324 de la ley 
906 de 2004, a partir del cual se indicó que con la expedición del numeral en mención, el 
legislador no desbordó la potestad de configuración, por lo cual no vulneró el principio de 
moralidad, pues se consideró que aun cuando el principio de oportunidad se creó con la finalidad 
de atacar los delitos de menor transgresión socio jurídica para el Estado, también podrá ser 
incoado frente a conductas punibles que atenten contra los bienes jurídicos de la administración 
de justicia pública o recta impartición de justicia. 
     Ello en atención a los intereses perseguidos por el Estado, a través de su política criminal 
establecida para tal efecto.    
     Motivo por el cual, resalta la Honorable Corte Constitucional que el derecho penal deber ser 
tenido como la última ratio, toda vez que, comulga la existencia de varios instrumentos a través 
de los cuales se puede reprochar el incumplimiento al principio de moralidad. 
d.4.) Sentencia C- 591-2005.  
     Mediante el presente fallo en relación con el principio de oportunidad se indicó que la 
aplicación de este instituto procesal debe ser de carácter restrictivo como excepcional, al 
constituirse como una excepción al principio de legalidad; por lo cual, el ente acusador no podrá 
suspender, interrumpir o renunciar al ejercicio de la acción penal, sin que previamente medie 
criterios de oportunidad, razonabilidad como necesidad. Otrora, siempre que se pretenda incoar 
el instituto procesal en mención, deberá hacerse en atención a las causales legales de 
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aplicabilidad, así como, con base en los fundamentos jurídicos perseguidos por la política 
criminal del Estado.    
d.5.) Sentencia C- 673-2005. 
     Por conducto de la presente decisión constitucional, se declaró la inexequibilidad del numeral 
16 del artículo 324 de la ley 906 de 2004, pues la Honorable Corte Constitucional, consideró que 
el legislador no reguló con la necesaria precisión como exactitud el ejercicio de esta facultad 
discrecional con que cuenta el ente acusador para suspender, renunciar o interrumpir el ejercicio 
de la acción penal en el marco de la política criminal del Estado, vulnerándose entonces el 
artículo 250 de la constitución política. 
     A su vez, deja entrever que la norma en comento resulta ser ambigua, toda vez que, puede dar 
lugar a valoraciones meramente subjetivas en el operador jurídico, ya sea el fiscal de turno o el 
juez en función de control de garantías; situación que impide la correcta impartición del control 
de legalidad que debe comulgar en la aplicación de este instituto procesal. 
d.6.) Sentencia C-979-2005.  
     En lo referido a la presente decisión constitucional, se resolvió la solicitud de declaratoria de 
inexequibilidad promovida por los accionantes, frente al aparte del artículo 327 de la ley 906 de 
2004, que dice “siempre que con esta extinga la acción penal”. 
     Por lo cual, la Honorable Corte Constitucional con base en el estudio efectuado de los cargos 
bajo los cuales se fundó la demanda, indicó que el principio de oportunidad es una figura jurídico 
procesal de carácter excepcional, por lo cual, su aplicación siempre deberá estar supeditada a las 
165 
 
causales de aplicabilidad definidas por el legislador en atención a su función legislativa, así 
como, a los intereses perseguidos por conducto de la política criminal. 
     Claro está la solicitud de la práctica del principio de oportunidad, siempre será sometido al 
control de legalidad que presidirá el juez en función de control de garantías.          
     Así las cosas, la Honorable Corte Constitucional decide declarar inexequible el aparte 
“siempre que con esta se extinga la acción penal”, quedando el control de legalidad como 
requisito sine qua non para todos los eventos en donde se pretenda aplicar el principio de 
oportunidad. 
d.7.) Sentencia C- 984-2005.  
     El presente fallo indicó que el principio de oportunidad debe ser entendido como un 
mecanismo procesal a través del cual se pretende descongestionar la administración de justicia a 
partir de la racionalización del derecho punitivo, por lo cual, se constituye como una herramienta 
jurídica de la cual puede hacer uso el ente acusador, para contrarrestar  la criminalidad de 
bagatela. 
     Sin embargo, en el marco de la práctica judicial este mecanismo no suele ser incoado de 
manera frecuente por parte del ente acusador, ya sea por causa del trámite engorroso que precede 
al mismo desde su concepción al interior de la Fiscalía General de la Nación, hasta su aplicación 
surtida ante el juez en función de control de garantías, o por la falta de educación como 
capacitación respecto de la aplicación del mismo.  
     Así las cosas, ha de entenderse que a través del ejercicio de constitucionalidad se ha podido 
estructurar de manera óptima el principio de oportunidad, siempre acorde a los fundamentos 
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axiológicos como jurídicos que emanan de la constitución política, y los cuales siempre deberán 
comulgar en toda disposición jurídica que esté o pretenda ingresar al ordenamiento jurídico 
interno, so pena de ser declarada inconstitucional.  
     De ahí que, a través del juicio de validez que se ha efectuado al principio de oportunidad se ha 
podido corroborar que algunas disposiciones, y/o expresiones no resultaron comulgar con el 
máximo estamento constitucional, razón por la cual, la Honorable Corte Constitucional como 
guardiana de la constitución declaró la inexequibilidad total o parcial de los artículos, o 
expresiones demandados, situación que forjó el mejoramiento del principio a partir de la 
conexidad como compatibilidad jurídica surgida entre este, la constitución política, y los 
derechos de las víctimas. 
     De tal manera que, los aportes generados por el alto tribunal constitucional a partir del control 
de constitucionalidad efectuado al principio en mención, han gestado el cuerpo como sustento 
jurídico al mismo, al punto que, la Honorable Corte Constitucional ha considerado como 
elementos constitutivos esenciales de este instituto procesal los siguientes: (I) Es una figura de 
aplicación excepcional, (II) las causales de aplicación son establecidas por el legislador de 
manera clara y taxativa, su aplicación debe hacerse en el marco de la política criminal del 
Estado, (III) su aplicación y ejercicio deberán estar sometidos al ejercicio del control de 
legalidad efectuado por el juez en función de control de garantías, (IV) y como uno de los 
aportes más significativos instituidos por vía jurisprudencial, se estableció que el principio de 
oportunidad deberá aplicarse siempre bajo el respeto imperante de los derechos establecidos a 




3.3. Principio de Oportunidad como medio, tutela judicial efectiva como fin 
     En el marco del presente apartado se pretende dejar entrever si el principio de oportunidad 
resulta ser un medio expedito por conducto del cual se pueda garantizar la guarda, tutela como 
promoción integral del cúmulo de derechos circunscritos en el haber jurídico de la víctima; esto 
es, determinar si el principio en mención realmente asegura su tutela judicial efectiva, en sede de 
su aplicación.   
     Razón por la cual, en aras de determinar lo anterior, se procederá al empleo del test de 
proporcionalidad como instrumento jurídico constitucional capaz de permitir entrever si en sede 
de la aplicación del principio de oportunidad, se garantiza o no, la tutela judicial efectiva de los 
derechos de la víctima.  
     Así las cosas, es menester indicar que el principio de proporcionalidad es concebido como 
una norma de optimización de carácter constitucional, por conducto de la cual, se propende 
dirimir las colisiones que se pueden presentar entre los derechos, libertades, e intereses legítimos 
de las partes y/o intervinientes procesales en el ápice de la relación judicial; razón por la cual, en 
aras de solucionar dichas controversias, se tiende aplicar las reglas técnicas de la 
proporcionalidad, así como el principio de ponderación, como medio de valoración jurídico 
constitucional de los derechos contrapuestos entre sí; y con base en ello, determinar que derecho 
prevalece respecto del otro, dada su connotación como naturaleza jurídica presentada en el seno 
del ordenamiento jurídico interno. 
     Por consiguiente, el principio de proporcionalidad es concebido como una norma de 
optimización, cuyo ámbito de aplicación se circunscribe en la salvaguarda como prevalencia de 
los derechos fundamentales que se constituyen a favor de quienes promueven el aparato judicial; 
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y los cuales comulgan en seno de toda actuación judicial. De ahí que, se pugne por la protección 
de los derechos fundamentales frente a los posibles excesos judiciales como legislativos que se 
pudieren presentar en el ápice de los procesos, asegurando, el correcto acceso a la administración 
de justicia en condiciones de igualdad. 
     De tal suerte que, el objetivo primordial del principio de proporcionalidad se enmarca en 
evitar las transgresiones que se puedan generar en sede de los derechos fundamentales de quienes 
se constituyen como partes en el seno de la relación procedimental, a partir de actuaciones 
arbitrarias emitidas por las autoridades judiciales. En efecto, por vía del principio en mención, se 
busca que el operador judicial ostente una herramienta en su haber para lograr una correcta 
ponderación del cúmulo de derechos e intereses legítimos contrapuestos entre sí en el trasegar 
del procedimiento; y con ello, a través de la correcta e integral interpretación de los mismos, 
pueda proferir una decisión judicial garante de los derechos fundamentales. 
     En ese orden de ideas, el juicio de ponderación propio del principio de proporcionalidad 
siempre y cuando sea aplicado de conformidad a sus reglas técnicas, le permitirá al operador 
judicial identificar la naturaleza como connotación jurídica constitucional de los derechos 
fundamentales contrapuestos entre sí, y con ello, identificar su peso específico como magnitud 
en el ápice del ordenamiento jurídico interno, para luego, concluir cual debe predominar sobre el 
otro; claro está, sin que ello implique un desconocimiento de la validez como naturaleza 
constitucional del derecho, o interés vencido. 
     Análogamente Vivas (2012) indica: “El principio de proporcionalidad resulta ser un método 
de interpretación constitucional y control judicial, por medio del cual, se limita los juicios 
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dictados en la ponderación de principios o derechos fundamentales contra puestos entre sí” 
(Vivas, 2012, p.34-35).  
     Definición que permite inferir, que el principio de proporcionalidad es entendido como un 
instrumento de interpretación constitucional, por conducto del cual, se propende por evaluar la 
idoneidad como legitimidad de las medidas judiciales que se adoptan respecto de la salvaguarda 
de los derechos fundamentales contrapuestos entre sí, durante el trasegar de una relación 
procesal; para luego, dirimir las tenciones entre los mismos, mediante la adopción de una 
decisión judicial justa, proporcional, y razonable. 
     Igualmente, la Honorable Corte Constitucional estableció que el derecho a la igualdad se 
erige como fuente rectora del principio de proporcionalidad, pues a través del mismo permite 
controlar las restricciones de los derechos fundamentales que puedan vislumbrarse en sede de 
alguna intervención judicial; por tal motivo, mediante el principio en mención, se pugna por 
descalificar aquellas actuaciones que supongan una sacrificio inútil, innecesario o 
desproporcionado de los derechos contrapuestos. 
     Aún así, si bien es cierto que el principio de proporcionalidad se funda en el derecho a la 
igualdad, también lo es que, no todo trato desigual necesariamente implica un trato 
discriminatorio, pues la igualdad únicamente se vulnera si el trato desigual resulta estar 
desprovisto de una justificación objetiva como razonable; esto es, que no cuente con la existencia 
de una justificación por medio de la cual se pueda entrever la finalidad como los efectos de la 
medida considerada, además de la relación razonable de proporcionalidad dictada entre los 
medios empleados, y la finalidad perseguida. 
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     Por lo cual, el principio de proporcionalidad debe erigirse tanto por la necesidad que debe 
comulgar entre el fin buscado por la norma y los medios escogidos para ello; como por, la 
existencia de otros medios alternativos que, siendo menos gravosos de intereses, derechos o 
bienes jurídicos legítimos, podrían lograr tal cometido propuesto. 
     En efecto, para la Honorable Corte Constitucional según el magistrado ponente Sierra Porto el 
principio de proporcionalidad debe ser entendido como:    
     “Un principio de corrección funcional de toda la actividad estatal que, junto con otros 
principios de interpretación constitucional como, la unidad de la constitución, fuerza normativa, 
fuerza integradora, concordancia práctica, armonización concreta, inmunidad de los derechos 
constitucionales e interpretación conforme a la constitución, busca asegurar que le poder público 
actúe dentro del marco del Estado de derecho, sin excederse en el ejercicio de sus funciones”. 
(Sentencia C-822-2005, 2005).  
     De tal manera, el concepto de ponderación se erige como una herramienta argumentativa 
constituida a favor operador judicial, por medio de la cual, puede hallar un punto de apoyo 
cuando advierta una discrepancia entre derechos o bienes jurídicos legítimos contrapuestos entre 
sí, pues a través de su ponderación, le será factible resolver dicha controversia y con ello 
determinar si la prevalencia de uno, que necesariamente connota la reducción del otro, resulta 
proporcionada a la luz de la importancia del derecho afectado.  
     Otrora, ha de indicarse, que el principio de proporcionalidad en su formulación más conocida, 
o propiamente dicho, más tradicional, se descompone en tres sub principios, los cuales resultan 
ser: (I) El de adecuación o idoneidad con el cual se verifica que la medida limitadora sea un 
medio apto, para alcanzar un fin legítimo, en tanto contribuya de algún modo a consecución, la 
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(II) necesidad, dirigido a establecer si la medida enjuiciada resulta ser la más benigna frente al 
derecho fundamental afectado, entre todas aquellas que sean igualmente idóneas para alcanzar el 
fin perseguido por la intervención, y por último pero no menos importante, se avizora el sub 
principio de (III) la proporcionalidad en sentido estricto, que consiste en un juicio de 
ponderación entre la intensidad del sacrificio de los derechos, y la importancia en el caso en 
concreto el logro de la finalidad que se busca satisfacer con su limitación. 
     Mencionados subprincipios son aplicados de forma conjunta y escalonada, en aras de 
conformar un sustento argumentativo, por conducto del cual sea posible orientar el control de 
constitucionalidad de las actuaciones ejecutadas en le marco del poder público, que inciden en la 
órbita de los derechos fundamentales.  
     Así, para la Honorable Corte Constitucional, según el magistrado ponente Sierra Porto el 
elemento de la idoneidad resulta ser: 
     “El nexo causal existente entre los fines de la disposición en concreto, en relación con los 
medios utilizados para su materialización”. (Sentencia C-822-2005, 2005).   
     Es decir, el presente elemento resulta ser el puente de enlace entre los fines establecidos por el 
legislador en atención a su función legislativa, en una disposición jurídica, y, los medios y/o 
mecanismos de índole jurídico procesal incoados para lograr tal finalidad propuesta. 
     De igual modo la Honorable Constitucional, según el magistrado ponente Sierra Porto 
expresó:  
     “Debe existir una relación de causalidad entre el medio empleado y el fin buscado, de tal 
forma que éste sea apto para conseguir el fin que se pretende alcanzar, esto es, que la naturaleza 
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de la medida sea en sí misma adecuada para la obtención del móvil propuesto. Ahora bien, como 
ese fin ha de ser específico y concreto dentro de la investigación, resulta indispensable que se 
precise el ámbito subjetivo y material de la aplicación de la medida, prohibiendo de esa forma su 
aplicación generalizada, aleatoria, o indiscriminada”. (Sentencia C-822-2005, 2005).  
     Ahora bien, en tratándose del subprincipio de la necesidad, la Honorable Constitucional, 
según el magistrado ponente Sierra Porto expresó:  
     “La medida aplicada para la consecución de los fines debe ser necesaria, no debe existir en el 
ordenamiento jurídico interno ningún otro medio alternativo, por medio del cual se pueda lograr 
la meta propuesta por el legislador, y que resulte más benigna con el derecho o principio 
afectado”. (Sentencia C-822-2005, 2005). 
     Razón por cual, al subprincipio de la necesidad le corresponde efectuar (I) la identificación de 
los medios hipotéticos alternativos e idóneos, además de, (II) establecer si estos medios 
intervienen o no en el principio y/o derecho en discordia; y de intervenir, denotar el grado de 
intensidad.  
     Además de lo anterior, la medida ordenada debe corresponder a la alternativa menos gravosa 
para el logro del fin buscado, dentro del abanico de posibilidades que se enmarquen para obtener 
dicho fin; claro está, dicha medida menos gravosa deberá, presentar un nivel de efectividad alto.  
     Por último, pero no menos importante, frente al sub principio de proporcionalidad en sentido 
estricto, se tiene que el mismo es entendido como el balance entre dos pesos e intensidades que 
se confrontan entre sí, en aras de entrever cual resulta más prevalente. 
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     Así, la proporcionalidad en sentido estricto consiste en un juicio de ponderación que se 
efectúa entre la intensidad del sacrificio de los derechos, y la importancia en el caso en concreto 
del logro de la finalidad que se busca satisfacer con su limitación. Por lo cual, una vez haya sido 
examinada la idoneidad como necesidad de la medida, el presente elemento se aplicará en aras de 
determinar si la afectación de los derechos individuales puestos en juego, resulta proporcionada a 
la relevancia del bien jurídico que se busca salvaguardar con la medida; y así, identificar los 
valores e intereses en colisión, definiendo la dimensión de su afectación e importancia en el 
ordenamiento jurídico interno.   
3.3.1. Test de proporcionalidad, en el caso concreto. 
     El ejercicio del control de constitucionalidad ordenado por la constitución política de 1991, 
mediante el artículo 241, es precedido por el uso de un instrumento novedoso denominado test de 
proporcionalidad, el cual se presentó como una herramienta hermenéutica por medio de la cual 
se permite realizar el control de constitucionalidad (abstracto/concreto),de una disposición 
jurídica que está o pretende ingresar al ordenamiento jurídico interno, del modo más razonable 
posible, teniendo en cuenta la relevancia socio jurídica que representa dicha función (Armenta 
Ariza, 2018).  
     En tal sentido, el propósito perseguido por la Honorable Corte Constitucional, se enfoca en 
realizar el control de constitucionalidad mediante el uso de un mecanismo que resultare lo más 
objetivo posible en el desarrollo de su labor constitucional; pues, dada la naturaleza jurídica de 
dicha herramienta hermenéutica, le resulta más factible para el máximo órgano constitucional, 
dictar una decisión judicial en virtud del control de constitucionalidad, basada en una alta carga 
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argumentativa acorde a los postulados que integran un Estado social y democrático de derecho, 
como el que resulta ser el Estado colombiano. 
     En efecto, la Honorable Corte Constitucional, ha entendido que el test de proporcionalidad  se 
presenta como una herramienta argumentativa por medio de la cual, se busca analizar la utilidad 
de una medida, es decir, entrever su idoneidad para alcanzar el fin pretendido, así mismo, se 
busca observar su necesidad, por lo cual, se analiza que no medie otra alternativa igualmente 
eficaz y menos problemática; y por último, pero no menos importante, se observa su 
proporcionalidad, atendiendo su grado de injerencia en el ámbito protegido. Sin dejar de lado, el 
carácter y alcance del sacrificio que impone sobre los derechos o intereses afectados.  
     El resultado del presente examen permitirá entrever si la norma, el mecanismo, o la actuación 
resulta inaceptable de aplicar, en la medida que deriven en un sacrificio inútil, innecesario, o 
desequilibrado, de un derecho o interés legítimo protegido. 
     Por consiguiente, mediante el test de proporcionalidad se puede ejercer un control a las 
medidas legislativas, decisiones ejecutivas o situaciones fácticas, cuando se entrevea con el 
mayor grado de razonabilidad, es decir, de objetividad posible; en qué casos se está ante 
situaciones que contrarían el modelo constitucional del Estado colombiano.  
     Razón por la cual, siempre que se pretenda incoar el test de proporcionalidad, se debe partir 
de la siguiente pregunta: ¿Cómo determinar en cada caso en concreto, sí, la medida legislativa o 
ejecutiva, o el hecho bajo examen, son violatorios de la constitución política de 1991, y con ello 
del cúmulo de los derechos, garantías e intereses inscritas en ella? (Armenta Ariza, 2018). 
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     Así las cosas, la aplicación del test de proporcionalidad, en el ápice de los valores 
contrapuestos en el caso en concreto que resultan ser el principio de oportunidad y la tutela 
judicial efectiva, obedecen a los siguientes parámetros: 
     a. Enfoque de los derechos constitucionales. 
     Con la entrada en vigencia de la constitución política de 1991, que trajo consigo la 
transmutación jurídica, constitucional, organizacional como política de un Estado de derecho 
eminentemente legalista, como resultó ser el Estado colombiano en vigencia de la constitución 
política de 1886, a un modelo de Estado social y demócrata de derecho, que resulta ser el actual; 
se vislumbró que, a partir del nuevo enfoque constitucional dictado en sede del vigente modelo 
de Estado, se generó mayor prevalencia al reconocimiento, guarda como promoción a los 
derechos de índole constitucional circunscritos en el haber jurídico de todo coasociado; razón por 
la cual, el Estado mediante sus instituciones jurídicas se ve exhortado de la obligación ineludible 
de anteponer ese cúmulo de derechos, frente a cualquier medida, procedimiento, disposición o 
normatividad legal que se haya establecido en el ápice del ordenamiento jurídico interno, pues 
por vía de esos derechos constitucionales, se protege los de naturaleza fundamental que son 
exhortados a toda persona por dicha condición. 
     b. Supremacía de la Constitución Política. 
     La Constitución política en el ápice del ordenamiento jurídico colombiano, se erige como la 
norma de normas, razón por la cual, su manifestación jurídica constitucional prevalece respecto 
de cualquier otra disposición dictada a nivel interno. De tal manera que, en caso de presentarse 
algún tipo de incompatibilidad entre la constitución, la ley u otra norma, siempre predominará la 
disposición constitucional.  
176 
 
     c. Órgano de control constitucional. 
     En un primer momento, en el marco de la constitución política de 1886 la función de ejercer 
el control de constitucionalidad fue encomendada a la Corte Suprema de Justicia, por ser éste 
alto tribunal, el órgano de cierre de la especialidad de la jurisdicción ordinaria; empero, dicha 
situación cambió con la entrada en vigencia de la constitución política de 1991, con la cual se 
crea y establece la especialidad de la jurisdicción constitucional, creándose una alta corte 
denominada Corte Constitucional, a la cual se le confió la guarda e integridad de la supremacía 
de la Constitución. 
     d. Método del control constitucional. 
     La Honorable Corte Constitucional acogió como modelo de control constitucional el test 
proporcionalidad, por medio del cual se busca actuar con ponderación, razonabilidad, e igualdad 
material, frente a los derechos contrapuestos entre sí; en un plano de guarda, promoción como 
eficacia de éstos. Razón por la cual, el test de proporcionalidad se emplea como una herramienta 
hermenéutica y argumentativa dirigida a la ejecución de la función control constitucional, y con 








     e. Derechos y/o valores contrapuestos: 
a. Principio de oportunidad. 
b. Tutela Judicial Efectiva. 
a. Principio de                     VERSUS.                 b. Tutela Judicial Efectiva.    
    Oportunidad. 
 
 Test de proporcionalidad:  
 Adecuación o idoneidad. 
 Necesidad.                                           Principio de Oportunidad.                        
 Proporcionalidad en sentido estricto. 
     f. Sometimiento del principio de oportunidad, al test de proporcionalidad. 
1. Elemento de la adecuación o idoneidad.  
     Se verifica que la medida limitada, haya sido puesta en dicho estado, mediante la adopción 
del medio, dirigido alcanzar un fin legítimo. 
     Finalidad del elemento: Determinar la utilidad del medio “principio de oportunidad”, para 
alcanzar el fin propuesto.  
     1.1. Medio Adoptado: Principio de oportunidad. 
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     1.2. Medida Limitada: Ejercicio de la acción penal. Limitada mediante las modalidades del 




     1.3. Fines Legítimos:  
 Carácter Genérico: Fines genéricos del principio de oportunidad. 
 Democratización de la pena. 
 Móviles de utilidad pública. 
 Razones de interés social. 
 Agilización de la administración de justicia. 
 Pronta y cumplida reparación a la víctima. 
 Evitar los efectos nocivos de las penas. 
 Carácter específico: Fines del principio de oportunidad en sede del concierto para 
delinquir. 
 Obtención de colaboración eficaz que permita evitar la continuación del delito, o 
se cometan otros. 
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 Obtención de información eficaz que permita desarticular las empresas de 
delincuencia organizada. 
1.1. Medio adoptado:  
     El principio de oportunidad se erige en el marco del ordenamiento jurídico interno como un 
mecanismo procesal alterno al ejercicio punitivo propio del principio de legalidad procesal, el 
cual connotó su origen en aras de contrarrestar los efectos de crisis vivida en el marco de la 
justicia penal, en donde a partir de la expedición del acto legislativo 03 de 2002, se propendió 
por la trasmutación de un sistema procedimental de corte inquisitivo, a uno de marcada tendencia 
acusatoria. Por medio del cual, se consagrará con rango constitucional el principio de 
oportunidad como instrumento jurídico procesal, capaz de transformar las formas tradicionales 
de juzgamiento penal, utilizados al interior del país.  
     Tipificándole así, como un mecanismo procesal alterno al ejercicio punitivo, servidor de la 
administración de justicia. 
     En tal sentido, el principio de oportunidad se presentó como una solución jurídica alterna al 
enquistamiento punitivo propio de la acción penal, por conducto de la cual, se facultó al ente 
acusador de inclinarse por la no persecución penal, incluso en el evento, de comulgar mérito 
suficiente para hacerlo; situación que claramente gestó un cambio en la concepción tradicional 
del enjuiciamiento criminal, fundado en el carácter de justicia retributiva, connatural de la 
cultura procedimental desarrollada mediante la ley 600 del año 2000249, a una nueva noción de 
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44.097 de 24 de julio del 2000. “El Congreso De Colombia por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal, siendo está un enfoque 




justicia de carácter restaurativa, fundada en la reparación integral a la víctima, y no en la sanción 
al infractor penal. 
     De tal suerte, el principio de oportunidad en el marco del ordenamiento jurídico interno, se 
estableció como un subrogado procesal por conducto del cual, el ente acusador de manera 
discrecional como reglada, podrá obtener de manera extraordinaria la terminación, suspensión o 
interrupción del ejercicio punitivo; cuando por motivos de política criminal representare para el 
Estado colombiano; un mayor costo- beneficio, el rehusar el ejercicio punitivo, a cambio de la 
obtención y salvaguarda de intereses constitucional como legalmente más relevantes para la 
administración de justicia.  
     Como resultaría ser el caso del costo beneficio que puede obtener el Estado a partir de la 
renuencia del ejercicio de la acción penal frente a la persecución de la conducta punible del 
concierto para delinquir.  
     Así, la práctica del principio de oportunidad se direcciona al cumplimiento de los móviles 
trazados por el Estado colombiano mediante su política criminal, que para el caso en concreto se 
vislumbran en dos posturas bajo las cuales resulta procedente el ejercicio del principio en 
mención, frente al punible del concierto para delinquir; que para el caso en concreto terminan 
siendo: Cuando el imputado colabora activa e idóneamente para evitar la prosecución del 
punible, así como, cuando aporta información veraz, óptima y eficaz tendiente a la 
desarticulación de los estamentos de delincuencia organizada.  
     Es decir, la primera arista se encuentra ligada a eludir la comisión y/o continuación de 
conductas punibles, mientras que, la segunda situación, está orientada en la materialización del 
interés estatal de combatir la delincuencia organizada, mediante el otorgamiento de beneficios 
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procesales –suspensión, interrupción, renuncia del ejercicio penal, a cambio de colaboración 
efectiva, que permita desmantelar en su totalidad las sociedades criminales constituidas 
ilegalmente en la sociedad; transgresoras del orden social, político como legal, del Estado 
colombiano. 
1.2. Medida Limitada.  
     Con base en el artículo 250 de la constitución política que versa sobre las funciones 
atribuibles a la Fiscalía General de la Nación, modificado mediante la expedición del acto 
legislativo 03 de 2002, se indicó que el ente acusador se encuentra obligado adelantar el ejercicio 
de la acción penal cuando aboque conocimiento los hechos considerados como delito en el seno 
del ordenamiento jurídico penal, conocidos mediante la denuncia, petición especial, querella o 
adelantado de oficio. Y a partir de ello, incitar la persecución penal a los presuntos autores y/o 
participes de los mismos, con base en los motivos como circunstancias fácticas que indiquen la 
posible existencia del delito. 
     Razón por la cual, el ente acusador siempre tendrá como regla general la obligación de 
encausar el aparato judicial, a la persecución penal del presunto infractor de una conducta 
punible; sin embargo, el acto reformatorio trajo consigo la excepción a dicha regla general, que 
se enmarco en positivizar el principio de oportunidad,  como fuente procesal y político criminal 
de la racionalización del poder punitivo; ello, en aras de obtener la optimización del aparato 
judicial mediante la aplicación de un subrogado alterno a la persecución penal, como medio 
resolutorio del conflicto naciente a partir de la comisión del punible. 
     En consecuencia, el acto reformatorio del artículo 250 de la constituyente política, claramente 
gestó la recomposición de las funciones genéricas que estaría llamado a ostentar en su haber 
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jurídico el ente acusador en el marco de la actuación penal; al punto que, le asignó, reestructuró y 
preparó, para la adjudicación del nuevo perfil investigativo-acusativo, que está llamado a 
ostentar, en la nueva estructura procedimental; que resulta ser promover el ejercicio de la acción 
penal como regla general, salvo, en los casos que establezca la ley para la aplicación del 
principio de oportunidad dentro del marco de la política criminal del Estado colombiano. 
1.3. Fines Legítimos. 
     Por conducto del principio de oportunidad se ha pugnado por contrarrestar los apuros de la 
administración de justicia, presentados en sede de la solución del conflicto penal surgido con la 
comisión del delito, en cuanto a sus criterios de la eficacia, efectividad, decisiones justas, 
impunidad y celeridad procesal.  
     En efecto, el principio de oportunidad se consideró bajo arquetipos de necesidad como: (I) La 
proporcionalidad de la pena, (II) racionalización y calidad de la administración de justicia, por 
conducto del cual resulta viable promover premisas jurídicas restaurativas, conciliatorias, 
alternas al ejercicio punitivo propio de la acción penal, que permitan dirimir el conflicto socio 
jurídico naciente a partir de la comunión de voluntades de los actores (víctima-infractor) 
inmersos en el litigio, y con ello materializar el derecho a la justicia.  
     Luego entonces, la finalidad del principio de oportunidad en cuanto a sus móviles genéricos 
se circunscribe en primer lugar en dimitir del sistema penal, dada su escasa importancia jurídica, 
aquellos delitos para los que se establecen penas ínfimas que resultan ser usurpadoras de la 
libertad; y en segundo lugar, se busca desconcentrar la gestión de justicia a través del 
reordenamiento racional de los recursos disponibles, para lograr de esta manera, la mayor 
eficiencia como eficacia posible del sistema; eliminando la iniciación de procesos irrelevantes, la 
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imposición de penas privativas de la libertad innecesarias, y el desgaste del aparto judicial, en 
tratándose de punibles de bagatela, que terminan por desviar los recursos judiciales, destinados a 
delitos de verdadera trasgresión socio jurídica para el Estado colombiano. 
     De tal suerte, la aplicación del principio de oportunidad se relaciona con la legitimación de la 
facultad punitiva propia del Estado colombiano, en donde, se busca hacer hincapié en la 
prevención general de carácter positivo, en procura de expeler la acción penal frente a 
determinadas conductas delictivas de escasa transgresión socio jurídica, y con ello, abandonar los 
efectos nocivos de la sanción punitiva que pueda traer la misma en el infractor penal. Lo que 
denominó el profesor Ferrajoli como “los costos sociales de la pena”. 
     Situación que permite entrever que uno de los móviles esenciales del principio de 
oportunidad250 resulta ser la reinserción social del infractor penal a la comunidad; que dicho sea 
de paso, se logra a través de la adopción de procesos sociales tendientes a garantizar la 
reedificación de su tejido personal, social y familiar. 
     Así las cosas, los fines aquí comentados terminan constituyéndose como la naturaleza 
axiológica, política y funcionalista del principio de oportunidad251, pues su propósito principal se 
circunscribe en dotar al ente acusador de la capacidad potestativa para no ejercer la función 
punitiva del Estado bajo el cumplimiento taxativo de unas causales legales y fundado bajo el ala 
de la política criminal dictada para tal fin; y con ello, evitar la excesividad punitiva. 
     Lo que conlleva a que el principio de oportunidad252 sea entendido como una esperanza para 
la justicia, el Estado, la sociedad, la víctima y el infractor penal; siempre y cuando su aplicación 
                                                          
250 Ibídem, 11.  
251 Ídem.  
252 Ibídem, 11.  
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sea tomada con seriedad por parte de los administradores de justicia, logrando así, una verídica y 
trascendente reforma a la administración de justicia, en lo que refiere al desarrollo de la acción 
penal. 
     Ahora bien, en cuanto a los fines de carácter específicos denotados en el marco de la práctica 
del principio de oportunidad en sede del concierto para delinquir, es posible entrever que los 
mismos se establecen con el ánimo de materializar los intereses del Estado perseguidos mediante 
su política criminal, que en el caso en concreto resultan ser desarticular las empresas dedicadas al 
crimen organizado, mediante la colaboración y/o información que suministre el infractor penal 
benefactor del principio, al ente acusador.  
     En esa medida, la renuencia del ejercicio de la acción penal frente a una conducta punible de 
gran relevancia socio jurídica dada su dañosidad, se enmarca en factores como: (I) La relevancia 
de la información y/o colaboración abastecida por el procesado, (II) la necesidad de evitar la 
continuación o comisión de conductas punibles, (III) el nivel de satisfacción de los derechos de 
las víctimas, y por último pero no menos importante, (IV) la imposibilidad de obtener dichos 
resultados a través de los medios tradicionales y ordinarios de hostigamiento penal. 
2. Elemento de la necesidad. 
     La medida aplicada para la consecución de los fines propuestos debe ser necesaria, no debe 
existir en el ordenamiento jurídico interno ningún otro medio que asegure tal fin, de manera más 
benigna con la medida limitada. 
1.1. Medio Adoptado: Principio de oportunidad. 
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1.2. Medida Limitada: Ejercicio de la acción penal. Limitada mediante las modalidades del 




1.3. Fines Legítimos:  
 Carácter Genérico: Fines genéricos del principio de oportunidad. 
 Democratización de la pena. 
 Móviles de utilidad pública. 
 Razones de interés social. 
 Agilización de la administración de justicia. 
 Pronta y cumplida reparación a la víctima. 
 Evitar los efectos nocivos de las penas. 
 Carácter específico: Fines del principio de oportunidad en sede del concierto para 
delinquir. 
 Obtención de colaboración eficaz que permita evitar la continuación del delito, o 
se cometan otros. 
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 Obtención de información eficaz que permita desarticular las empresas de 
delincuencia organizada. 
1.4. Otros medios. 
  Preacuerdos. 
     En el ápice de la norma procedimental penal, se estableció a favor del ente acusador la 
facultad para que en virtud de fines rectores como la economía, celeridad, oportunidad procesal, 
agilización de la administración de justicia y democratización de la pena, se de una aplicación 
del modelo de justicia premial, a través de la práctica de subrogados procesales como resulta ser 
el preacuerdo; y con ello, se propenda por la terminación anormal del proceso, mediante la 
obtención de la decisión judicial que avala la aplicación de tal subrogado por parte del juez en 
función de conocimiento, sin desnaturalizar la administración de justicia. 
     En efecto, el subrogado procesal del preacuerdo tiene como premisa la aceptación de cargos 
por parte del procesado, de conformidad a las reglas técnicas dictadas al tenor de los artículos 
350, 351, 352, y 369 del código de procedimiento penal, en donde una vez comulgue el 
cumplimiento de dichas reglas, se procederá a gestionar la obtención de los beneficios 
procesales, previa verificación de la aceptación voluntaria, espontánea, y autónoma que está 
llamado a tener el infractor penal, para hacerse acreedor de los mismos; además de, verificarse 
que medie la tutela judicial efectiva del cúmulo de derechos constitucionales, intereses legítimos 
y garantías judiciales que se constituyen a favor de la víctima. 
     Así, por vía del subrogado procesal del preacuerdo, se propende por buscar que el infractor 
penal acepte su responsabilidad jurídica a cambio de la obtención de una serie de beneficios 
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procesales, de tal manera el Estado en cabeza del ente acusador, renuncia al ejercicio de la acción 
penal, a la pena o parte de ella, como contraprestación a la colaboración que el procesado pueda 
ofrecer en la obtención de la justicia material. 
     De tal manera, la Honorable Corte Constitucional según el magistrado ponente Escobar Gil 
expresó: 
     “La naturaleza de los preacuerdos y las negociaciones representan una vía judicial 
encaminada a la simplificación como optimización de los procesos, mediante la supresión parcial 
o total del debate probatorio y argumentativo como producto del consenso entre las partes del 
proceso”. Así mismo agrega, “el preacuerdo se constituye como una alternativa procesal que 
permite abreviar el ejercicio de la acción penal”. (Sentencia C-516-2017). 
     Igualmente, la Honorable Corte Constitucional según el magistrado ponente Vargas Silva 
indicó:  
     “Los preacuerdos propios de la justicia premial se rigen bajo principios como la legalidad, 
igualdad, la proporcionalidad, y la seguridad jurídica” (Sentencia C-645-2012).  
     En efecto, los preacuerdos fundados bajo el criterio de la justicia premial, se encuentran 
diseñados para lograr la solución de conflictos penales de manera alterna al ejercicio punitivo 
propio de la acción penal, los cuales se rigen bajo un modelo de justicia consensual, y teniendo 
en cuenta la ejecución de los intereses perseguidos por el Estado mediante la política criminal; 
pues a través de los mismos, se propende por la renuncia de la persecución penal, en aras de 
lograr una administración de justicia eficiente. Fundada en la justicia premial, y la tutela judicial 
efectiva de los derechos atribuibles a la víctima. 
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     Ha de acotarse, que pese a que el sistema procedimental colombiano enmarca de manera 
efectiva, explicita y práctica, la utilización de herramientas procesales alternas al ejercicio 
punitivo, como resultan ser los preacuerdos y la negociación, en el marco de la constitución 
política no se plasma la misma de manera específica dicha facultad; sin embargo, al tomarse 
como referencia lo establecido al acápite del artículo 250 de la constituyente nacional, principio 
de oportunidad, abre una puerta a la utilización de subrogados procesales alternos a la acción 
penal. 
     De ahí que, las finalidades de los preacuerdos se vislumbran en la humanización de la 
actuación penal y la pena, la obtención pronta y cumplida de la justicia, la solución del conflicto 
penal de manera alterna al ejercicio punitivo, la participación directa del procesado en la 
definición de su caso, y por último, pero no menos importante, la tutela judicial de los derechos 
de la víctima del injusto. 
     Así mismo, los preacuerdos en el ápice del sistema procedimental penal han permitido un 
mejor desempeño en la administración de justicia, no solo por la celeridad y economía procesal 
que su práctica trae, sino también por la facilidad de terminar la actuación penal de manera 
anticipada con el pleno cumplimiento de las garantías, intereses y derechos constituidos a favor 
de los partícipes del mismo, sea el caso de las víctimas quienes encuentran tutelados sus 
derechos a la verdad, justicia y reparación integral de manera oportuna, sin verse sometidas a la 
espera de una actuación penal tediosa, larga y dilatoria. 
     Otrora, si bien es cierto en el marco de la celebración de los preacuerdos el ente acusador, 
como el infractor penal benefactor presentan mayor participación durante su práctica, el juez en 
función de conocimiento quien resulta ser el encargado de impartir el control de legalidad de los 
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mismos, se ve endilgado de la obligación de rechazar toda manifestación de voluntad que 
implique el menoscabo a los derechos y garantías fundamentales constituidos a favor de la 
víctima; pues el juez en función de conocimiento debe velar por la protección de sus derechos 
mediante la aplicación de un control de legalidad garante de los aspectos formales, 
procedimentales como sustanciales inmersos en el preacuerdo. 
     Con lo anterior, se evidencia que la participación del juez en función de conocimiento es de 
carácter activo, pues el mismo en sede del control de legalidad, se enmarca como verificador de 
las garantías judiciales, intereses legítimos y derechos constitucionales concentrados en el ápice 
de la práctica del preacuerdo, a favor de víctima y victimario; los cuales dicho sea de paso, deben 
tutelarse judicialmente de manera integral como efectiva, en aras de asegurar la correcta 

















Mecanismos procesales, alternos al ejercicio punitivo de la acción penal. 
 




Fundamento Constitucional: Directo. 




Indirecto. Artículo 250 de la 
Constitución política. 
 
Fundamento Legal: Directo. 
 L.906.2004: Código P. Penal.  
  Artículo 323. 
  Artículo 324. 
  
 Fundamento Legal: Directo. 
 L.906.2004: Código Procedimiento 
Penal. 
 Artículo 350. 
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 Artículo 325. 
 Artículo 326. 
 Artículo 327. 
 Artículo 328. 
 Artículo 329. 
 Artículo 330. 
Ley.1312.2009: Se reforma el Código 
de procedimiento penal, en lo 
relacionado con el principio de 
oportunidad. 
L.1142.2007: Se reforma el código de 
procedimiento penal, en lo relacionado 
con el recurso de apelación. 
 Artículo 13. 
Resolución.2370.2016: Se reglamenta 
la aplicación del principio de 
oportunidad, y se derogan las anteriores 
resoluciones.   
 Artículo 351. 
 Artículo 352. 
 Artículo 369. 
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Fines perseguidos:   
Carácter genérico: Fines genéricos del 
principio de oportunidad. 
 Fines según la política 
criminal del Estado. 
 Democratización de la pena. 
 Móviles de utilidad pública. 
 Razones de interés social. 
 Agilización de la administración 
de justicia. 
 Pronta y cumplida reparación a 
la víctima. 





Carácter específico: Fines del 
Fines perseguidos: 
 
Carácter genérico: Fines genéricos de 
los preacuerdos. 
 Fines según la política 
criminal del Estado. 
 Humanización del derecho 
penal. 
 Democratización de la pena. 
 Móviles de utilidad pública. 
 Razones de interés social. 
 Agilización de la administración 
de justicia. 
 Pronta y cumplida reparación a 
la víctima. 
 Evitar los efectos nocivos de las 
penas. 
 
Carácter específico: Fines de los 
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principio de oportunidad en sede del 
concierto para delinquir. 
 Obtención de colaboración 
eficaz que permita evitar la 
continuación del delito, o se 
cometan otros. 
 Obtención de información eficaz 
que permita desarticular las 
empresas de delincuencia 
organizada. 
Modelo de justicia empleada: 
Justicia restaurativa: Basada en: 
 En el no ejercicio de la acción 
penal. 
 En el restablecimiento de los 
derechos de la víctima-infractor. 
 En la participación consensuada 
de los actores del conflicto. 
 En la práctica de mecanismos 
alternos a la acción penal. 
preacuerdos en sede del concierto para 
delinquir. 
 Obtención de colaboración 
eficaz que permita evitar la 
continuación del delito, o se 
cometan otros. 
 Obtención de información eficaz 
que permita desarticular las 
empresas de delincuencia 
organizada. 
Modelo de justicia empleada: 
Justicia premial: Basada en: 
 Consenso y/o participación de 
las partes inmersas en el 
conflicto. 
 En el no ejercicio de la acción 
penal. 
 En la negociación de la pena. 
 En el restablecimiento del 
derecho y/o bien jurídico 
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 En la colaboración efectiva 
infractor-Estado, que permita la 
satisfacción de los: 
 Intereses del Estado. 
 Derechos de la víctima. 
 Aceptación de responsabilidad 
penal. 
 En la reparación a la víctima.  
 Plan de reparación. 
 En la restauración como forma 
de juzgamiento, dejando de lado 
el criterio de la retribución. 
 Agilización del aparato judicial. 
 Participación activa entre 
Defensa y Ente Acusador. 
 Resocialización del infractor 
penal.  
 Restablecimiento de los 
derechos del infractor penal. 
vulnerado. 
 En la práctica de mecanismos 
alternos a la acción penal. 
 En la colaboración efectiva 
infractor-Estado, que permita la 
satisfacción de los: 
 Intereses del Estado. 
 Derechos de la víctima. 
 En la negociación. 
 Aceptación de responsabilidad 
penal. 
 En la reparación a la víctima.  
 Incidente de reparación 
integral. 
 Agilización del aparato judicial. 
 Participación activa entre 
Defensa y Ente Acusador. 




 Modificación de la concepción 
castigadora, punitiva e 
inquisitiva propia de la justicia 
retributiva. 
 Óptica reparadora como 
resocializadora, al anteponer la 
reparación del derecho frente a 
la retaliación punitiva. 
 Implementación del derecho 
penal mínimo 
 Promoción de los derechos de 
las víctimas, los intereses de la 
sociedad, y la rehabilitación 
como reinserción social de los 
infractores penales. 
 Vinculación de todos los actores 
inmersos en el delito, entiéndase 
por las víctimas, la sociedad, y 
el victimario, en espacios 
restitutivos que permitan 
cimentar las bases para la 
 Restablecimiento de los 
derechos del infractor penal. 
 Modificación de la concepción 
castigadora, punitiva e 
inquisitiva propia de la justicia 
retributiva. 
 Óptica reparadora como 
resocializadora, al anteponer la 
reparación del derecho frente a 
la retaliación punitiva. 
 Implementación del derecho 
penal mínimo. 
 Promoción de los derechos de 
las víctimas, los intereses de la 
sociedad, y la rehabilitación 
como reinserción social de los 
infractores penales. 






obtención de una decisión 
judicial justa, proporcional, 
razonable, que además de 
reparar el daño causado, 
endilgue responsabilidades 
socio jurídicas derivadas del 
punible, a quien resultare ser el 
infractor penal.  
Beneficios procesales para el 
infractor.  




a. Modalidad de suspensión. 
La finalidad que persigue la suspensión 
del procedimiento a prueba, se 
circunscribe en salvaguardar como 
materializar los derechos de las 








Beneficios procesales para el 
infractor.  
 Frente a la acción penal: 
 Negociación de la pena. 
 Dependiendo de la etapa 
procesal. 
Desde la audiencia de formulación de 
imputación hasta antes de ser 
presentado el escrito de acusación. 
 Aceptación de cargos, 
comportaría una reducción de la 
pena de hasta la mitad ½. 
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restaurativa, es decir, a través de la 
comunión, acercamiento de quienes 
fueren la víctima y el victimario, en 
donde éste último en aras de obtener los 
beneficios procesales propios del 
principio en estudio, deberá a partir de 
la concertación como ejecución total de 
unas obligaciones y/o compromisos, un 
plan de reparación integral, endilgados 
en su haber, garantizar al Estado, la 
sociedad y por último pero no menos 
importante a la víctima, la reparación 
total del daño causado a partir de su 
actuar delictivo, en el marco de una 
solución justa como razonable alterna al 
ejercicio punitivo propio de la acción 
penal.  
b. Modalidad de interrupción de la 
acción penal. 
La presente modalidad resulta ser un 
fenómeno transitorio, que tiene como 
finalidad interrumpir solamente el 
Presentado el escrito de acusación, y 
hasta el momento en que sea 
interrogado el acusado al inicio del 
juicio oral.  
 La pena podrá ser reducida en 
una tercera parte 1/3. 
Alegación inicial en desarrollo del 
juicio oral, en el que el procesado tiene 
la posibilidad de declarar o aceptar su 
culpabilidad. 
 Si el proceso realiza una 
manifestación de culpabilidad, 
su pena podrá ser reducida en 
una sexta parte 1/6. 
Manifestaciones de culpabilidad pre 
acordada a inicios de la audiencia de 
juicio oral. El ente acusador deberá 
indicar al juez los términos del acuerdo, 
expresando su pretensión punitiva. 
 El juez escuchará los términos, 
y evaluará la pretensión 
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trámite de la actuación, con miras de 
buscar la renuncia de la acción penal, 
por tal motivo, se constituye como un 
acto preparatorio encaminado a la 
renuncia de la investigación penal, 
como única vía que conduce a la 
extinción de la acción penal. Acto que, 
dada su brevedad, dista de la modalidad 
de suspensión del procedimiento a 
prueba. 
c. Modalidad de renuncia de la 
acción penal. 
La deserción del desarrollo de la acción 
penal se establece como la más evidente 
y manifiesta forma de aplicar el 
principio de oportunidad, en el 
entendido en que, el fiscal opta por 
desistir de la práctica de la acción 
punitiva cuando la conducta delictiva 
desplegada por parte del procesado es 
susceptible de encausar en una o varias 
de los móviles de procedencia del 
punitiva, y con base en ello 
impondrá una pena que no 
puede ser superior a la solicitada 

















principio de oportunidad.  
Así, el fiscal podrá optar por la 
renuncia directa de la acción penal en 
atención a las exigencias fácticas, 
jurídicas como probatorias establecidas 
en el haber de la causal incoada para la 
incoación del principio de oportunidad 
Aceptación de responsabilidad. 
Para la aplicación del principio de 
oportunidad, desde la etapa de su 
concepción, se requiere contar por parte 
del ente acusador con un mínimo de 
verdad, el cual es soportado por el 
acervo probatorio, fáctico como 
jurídico con el que cuenta el ente 
acusador al momento de propender por 
la práctica del citado principio.    
Con base en ese acervo, se establece la 
responsabilidad penal probable del 
infractor penal benefactor. 






Aceptación de responsabilidad. 
Para la práctica del preacuerdo se exige 
por parte del infractor penal, que medie 
una aceptación, un reconocimiento de 
carácter libre, voluntario, consciente y 
espontáneo sobre el grado de autoría 
y/o participación criminal que presentó 
el futuro benefactor, en la comisión de 
la conducta delictiva investigada. 
Lo anterior implica la admisión de los 
cargos imputados de manera libre, 
voluntaria y consciente; por lo cual, se 
renuncia a controvertir aquellos 
aspectos probatorios que lo vinculan 
con el delito, y con la responsabilidad 
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principio de oportunidad implica la 
aceptación de responsabilidad frente al 
actuar delictivo; empero, cuando el 
infractor penal incumpla con las 
obligaciones endilgadas como requisito 
sine qua non, para hacerse benefactor 
del citado principio en su modalidad de 
suspensión, en el reinicio de la 
actuación penal, dicha aceptación no se 
tendrá como prueba de responsabilidad 
penal, en el trasegar del proceso. 
 


















     En consecuencia el principio de oportunidad que se presenta a priori en el marco del 
ordenamiento jurídico penal interno, como el mecanismo procesal más competente para 
contrarrestar el excesivo ejercicio de la acción penal como fuente resolutoria del conflicto socio 
jurídico nacido con la comisión del delito, no resulta ser el dispositivo procesal más necesario e 
idóneo, pues al acápite del sistema procedimental acusatorio, comulga un instrumento de justicia 
penal conocido bajo el nombre de preacuerdo, que está llamado a desempeñar funciones símiles 
a las del citado principio, en el marco de un modelo de justicia alterno al punitivo, guiado bajo el 
respeto imperante del cúmulo de derechos, garantías e intereses legítimos presentados por los 
actores del conflicto “víctima-victimario”, y fundado en la política criminal del Estado. 
     Por lo cual, el principio de oportunidad no resulta ser el dispositivo procesal más 
indispensable para lograr los fines propuestos, pues en primer orden, existen más mecanismos 
procesales a los cuales se les ha encomendado por mandato legal funciones símiles a las 
desempeñadas por el citado principio, que le descarta casi que de manera inmediata, el carácter 
de necesario en sede del test de proporcionalidad, y además; atendiendo a la realidad jurídico 
procesal dictada en el trasegar de la actuación penal por parte del ente acusador, es posible 
avizorar de manera inequívoca que el mismo, ostenta mayor preferencia en incoar el preacuerdo 
como mecanismo alterno a la acción penal, que, aplicar el principio de oportunidad, en aras de 
lograr tal fin. 
     Pues los preacuerdos resultan ser unos subrogados procesales más rápidos, expeditos como 
efectivos en términos jurídico-procesales; dado que, los mismos se aplican sin tanta exigencia 
como tramitología judicial, haciendo más palpable y eficaz la justicia material a la que apuntan 
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todos los mecanismos alternos al ejercicio punitivo. Y a partir de ello, sentar las bases de 
perfección como habitualidad de su práctica en el curso de la actuación penal. 
     Así las cosas, el principio de oportunidad, se termina avizorando como un instrumento de 
justicia penal engorroso, que le descarta como el mecanismo procesal más necesario en la 
obtención de una justicia pronta, alterna al ejercicio punitivo, cumplidora de los intereses del 
Estado, y garante de los derechos de la víctima; en sede del ordenamiento jurídico interno. 
     En efecto, su carácter de engorroso, que dicho sea de paso, se enmarca en su práctica, se 
funda en problemáticas como: (I) La dificultad en la competencia como aplicación al interior e 
instancias del ente acusador, situación que no permite la agilidad en la aplicación del principio, 
(II) La poca inmediatez en el otorgamiento de los beneficios procesales que se pretenden 
constituir a favor del colaborador, denotados en el suspenso por cierto tiempo de los mismos, 
mientras se imparte la legalidad de la solicitud como aplicación del principio de oportunidad, en 
atención a la modalidad - suspensión, interrupción, y renuncia- del mismo, que se requiere para 
resolver la situación jurídica del caso en concreto, y con ello, formalizar el archivo definitivo del 
proceso penal, y por último pero no menos importante, (III) La falta de mecanismos efectivos de 
seguridad para el infractor penal colaborador, como para su vínculo socio familiar, que le 
garanticen su vida e integridad personal. 
     Problemáticas que a priori, terminan por inclinar al ente acusador, en la adopción del 
subrogado procesal del preacuerdo como medio más expedito para contrarrestar toda expresión 
de criminalidad, entre ellas, la organizada. 
3. Proporcionalidad en sentido estricto.  
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     Frente al tercer paso correspondiente a la proporcionalidad en sentido estricto, se puede 
entrever que el principio de oportunidad en sede de su práctica, en escenarios específicos como 
resultan ser su aplicación frente al delito del concierto para delinquir, se constituye como un 
medio procesal innecesario, puesto que, dada su complejidad como tramitología al momento de 
pretender ser incoado como medio alterno al hostigamiento penal, hacen que el ente acusador, la 
víctima, y en mayor medida el infractor penal por conducto de su apoderado, propendan por la 
adopción de otros mecanismos procesales más efectivos y rápidos en la obtención de una justicia 
material pronta, alterna a la de carácter retributiva, propia de la acción penal. 
     Así mismo, si bien es cierto los preacuerdo como el principio de oportunidad están obligados 
a salvaguardar la tutela judicial efectiva del cúmulo de derechos, garantías judiciales e intereses 
legítimos constituidos a favor de la víctima, se puede entrever que en sede de la práctica del 
principio de oportunidad, los mismos presentan mayor tramitología para se protegidos; puesto 
que, dada la naturaleza jurídica procesal que ostenta la víctima en el ápice del proceso penal, en 
determinados escenarios no se le materializa todo el acervo de garantistas judiciales constituidas 
a su favor en atención al avance jurisprudencial, dictado para tal efecto. 
     Como resulta ser el caso cuando la víctima pretende recurrir la aplicación del principio de 
oportunidad, por advertir una exigua tutela, promoción como reconocimiento de sus derechos 
constitucionales atinentes a la verdad, justicia y reparación integral; en dicho escenario, si bien es 
cierto fue reconocida a favor de la misma, la facultad procesal de impugnar y/o controvertir la 
celebración del citado principio, es aún más cierto que, dicha  garantía judicial propia del debido 
proceso, presenta una situación problémica frente a su materialización. La cual se vislumbra, en 
la falta de reconocimiento tácito de carácter legal que presenta la misma en sede de la 
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L.906.2004, pues al acápite de la presente disposición jurídica, aún no se ha establecido el evento 
procesal en donde se le exhorte o mejor aún, se concrete la facultad procesal de la víctima, de 
recurrir procesalmente la decisión judicial emitida por el juez en función de control de garantías, 
que imparte control de legalidad, y con ello, avala la práctica del principio de oportunidad como 
mecanismo alterno a la acción penal. 
     Situación que claramente coloca en un escenario desprolijo a la víctima, pues aun cuando por 
mandato jurisprudencial es revestida de la facultad de impetrar un recurso judicial efectivo, por 
conducto del cual pueda llegar a impugnar y/o controvertir la aplicación del principio de 
oportunidad, resulta notorio que en el seno del procedimiento penal dicho escenario no se 
encuentra contemplado; razón por la cual, dicha facultad queda a la intemperie, pues 
dependiendo del operador judicial, el derecho a recurrir, podría verse desconocido en atención al 
criterio legalista que precede al juez, y cuya esencia le hace ceñirse únicamente al imperio de la 
ley; o por otro lado, podría darse el evento en el cual el operador judicial desconozca el 
precedente jurisprudencial dictado en dicho asunto, y por ello no lo aplique en el caso en 
concreto. 
     En todo caso, fuere cual fuere el evento, el derecho al debido proceso no se vería resguardado, 
y con ello, no comulgaría la tutela judicial efectiva de los derechos a la verdad, justicia y 
reparación integral. 
     Lo cual connota claramente, un desconocimiento absoluto a lo dispuesto por mandato 
jurisprudencial en tratándose del derecho a recurrir la aplicación del principio de oportunidad, 
constituido a favor de la víctima durante el proceso penal; pues a la misma, se le excluye a priori 
de esa facultad procesal inherente al debido proceso, al no mediar en el seno del código 
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procedimental penal, el escenario de apelación de la decisión judicial, cuando a través de la 
misma se apruebe la aplicación del principio de oportunidad como mecanismo resolutorio del 
conflicto penal. 
     En efecto, al no mediar de manera clara, tácita, expresa el escenario procesal a través del cual 
la víctima pueda recurrir la providencia judicial que imparte la legalidad del principio de 
oportunidad, deja entrever que su garantía judicial del debido proceso denotada en la posibilidad 
de controvertir, recurrir, e impugnar la aplicación del citado principio, sigue presentando 
falencias en cuanto su reconocimiento legal, pese a ser ampliamente garantizado por mandato 
jurisprudencial, mediante la obligación de endilgar como constituir a favor de la víctima, un 
recurso judicial efectivo por medio del cual pueda preservar la guarda, promoción como tutela de 
sus derechos constitucionales. 
     Ahora bien, en sede de la práctica del preacuerdo dicha situación no se presenta, pues en sede 
del mismo, se establece en la L.906.2004, artículo 351, párrafos cuarto y sexto, en primer orden 
que el juez en función de conocimiento está obligado a efectuar un control de legalidad respecto 
de la celebración del presente instrumento premial, por lo cual deberá observar que no se 
quebrante ninguna garantía fundamental constituida a favor de los actores del conflicto, máxime 
de la víctima, por ser esta quien sufre un daño directo a partir del actuar delictivo. 
     Así mismo, se establece que de no avizorar ninguna posible vulneración a los derechos 
constitucionales que puedan desencadenar en la inocua tutela judicial efectiva de los mismos, 
éste se verá obligado a celebrar el preacuerdo como mecanismo anticipado de terminación del 
proceso penal; pues por intermedio de éste, se facilita la resolución del conflicto penal surgido 
por la comisión del delito.  
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     Claro está, con base en el mismo mandato legal referenciado con anterioridad, se indica que 
las negociaciones, acuerdos y reparaciones a los que se llegue producto de la promoción del 
preacuerdo, pueden ser aceptadas o no por la víctima, en caso de ser rehusadas, esta podrá acudir 
a las vías judiciales pertinentes; es decir, impetrar el recurso de apelación como recurso judicial 
efectivo. Es aquí, en donde se avizora la diferencia notable que hace que el preacuerdo sea un 
mecanismo más idóneo que el principio de oportunidad, en lo relacionado a la guarda integral de 
los derechos de la víctima, como a la consecución de los intereses propuestos por el Estado 
mediante su política criminal, pues mientras en el primero “preacuerdo”, se reconoce de manera 
tácita en la norma procedimental penal la facultad de recurrir la celebración del mismo, en sede 
del segundo “principio de oportunidad”, dicha facultad se hace más tediosa, pese a connotar un 
arraigo, fuente y mandato jurisprudencial. 
     Situación que coloca en un escenario desprolijo a la víctima como a la administración de 
justicia, pues cuando se le desconoce la facultad de impugnar y/o controvertir a la víctima la 
celebración del principio de oportunidad, pese a estar ampliamente facultada vía jurisprudencial; 
ésta se verá en la necesidad de impetrar las acciones judiciales pertinentes contra la decisión 
judicial como el operador de justicia que desconoció el precedente jurisprudencial, en aras de 
asegurar la tutela judicial efectiva de sus derechos. 
     Circunstancia que claramente implicaría un desgaste para la víctima, como para el aparato 







     Retomando la pregunta de investigación que dio origen a la presente monografía de grado ¿es el 
principio de oportunidad253 un mecanismo procesal idóneo, para lograr una colaboración efectiva por 
parte del infractor penal en el marco de la conducta punible del concierto para delinquir254, además de 
garantizar la tutela judicial efectiva255 del cúmulo de derechos instituidos a favor de la víctima durante la 
aplicación del mismo?, se tiene que, lo expuesto durante el trasegar del presente trabajo, permite arribar 
las siguientes conclusiones, basadas en la revisión constitucional como normativa de los temas abordados 
en la presente investigación. 
1. En atención a los cambios legislativos de índole procesal acaecidos en el ápice del aparato judicial, 
denotados en las transformaciones de las relaciones procesales – cambio del sistema inquisitivo, al 
sistema acusatorio-, dadas a partir de la necesidad de ajustar positivamente la administración de justicia, a 
los nuevos fundamentos axiológicos, políticos, como jurídicos, fundantes del Estado social de derecho256, 
surgidos a partir de la promulgación de la Constitución política de 1991257; dan habida cuenta que, el 
principio de oportunidad258 ostentó su génesis jurídico constitucional a partir de tal hecho. Pues, en 
atención a dicha transmutación procesal, resultó imperante en la administración de justicia259 adoptar e 
incorporar en el seno de la actuación penal, el sistema procesal, como la norma punitiva; los nuevos 
valores constitucionales, enquistados en el máximo estamento de poder.  
De tal suerte que, el cambio procesal que derivó en la incorporación del sistema penal de tendencia 
acusatoria, y a posteriori, en la incorporación del principio de oportunidad como mecanismo procesal 
alterno al ejercicio punitivo, ostentó en su haber dos grandes momentos: El primero de ellos, denotado de 
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manera genérica en la promulgación de la Constitución política de 1991260, que entrevió la modificación 
de los factores reales del poder que precedían en ese entonces al Estado de derecho; para dar paso, a un 
modelo de Estado demócrata, participativo, pluralista, social, fundado en el respeto de valores supremos 
como: La dignidad humana, el trabajo, la solidaridad y el interés general; que se conocería bajo el nombre 
de Estado social y democrático de derecho. 
Cambio legislativo que dicho sea de paso, obedeció a la evolución del matiz socio-político que 
presentó el Estado colombiano261 en el devenir de su formación política, económica, social, jurídica, y en 
general de toda índole; que terminaron, por dictar el rumbo del aparato judicial, máxime, del sistema 
penal –cambio de un modelo inquisitivo, a un modelo con tendencia acusatoria-, con base en la coyuntura 
actual de los factores reales del poder, acentuados al interior del estamento jurídico colombiano.  
Así, antes de la reforma constitucional dictada en el marco de los factores reales del poder que regían 
al Estado colombiano262 con antelación a la época de los noventa, fue claro que el manto jurídico como 
axiológico que le fundaba al mismo, era eminentemente legalista, al tratarse de un modelo de Estado de 
derecho, cuya fuente constitucional resultó ser la Constitución política de 1886; razón por la cual, el 
sistema penal se basó en un modelo con marcada tendencia inquisitiva, cuyo epicentro de justicia 
resultaba ser retributivo, y de corte punitivo.  
Por lo cual, producto de la producción legislativa como constitucional surgida en el seno del Estado 
colombiano, cuya consecuencia directa resultó ser la expedición de la Constitución política de 1991263, 
fue posible evidenciar que, tanto el modelo de Estado de derecho, así como, el sistema mixto de marcada 
tendencia inquisitiva, resultaron ser, eminentemente obsoletos e incoherentes frente a la nueva tendencia 
jurídico constitucional establecida en el estamento colombiano; de modo que, los nuevos fundamentos 
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constitucionales solo podrían ser salvaguardados por conducto de un Estado social, demócrata, pluralista, 
cuyo modelo procesal penal, resultare ser de marcada tendencia acusatoria.  
Pues solo así, resultaría factible proteger constitucional como legalmente el acervo de intereses, 
derechos como bienes jurídicos denotados en las fauces del nuevo modelo de Estado; lo cual no es otra 
cosa que, tutelar jurídicamente los nuevos factores del poder, circunscritos en la cultura dominante actual 
del estamento socio jurídico interno. 
Otrora, en lo que respecta al segundo gran momento que precedió el auge del sistema procesal de 
tendencia acusatoria, así como del principio de oportunidad264, se entrevé que el mismo se vislumbró en la 
expedición del acto legislativo 03 de 2002265, a través del cual, se introdujo reformas constitucionales de 
fondo frente a la administración de justicia, al punto que, por conducto propio, se efectuó la modificación 
de tres grandes artículos que se constituyen como el epicentro del aparato judicial, y respecto de los 
cuales, resultó imperiosa su modificación, en aras de acentuar en las fauces del poder jurídico penal, un 
sistema procesal de tendencia acusatoria, que resultare acorde al nuevo modelo de Estado. 
Así, a través del acto reformatorio de los artículos constitucionales atinentes al 116 correspondiente a 
la administración de justicia266, el artículo 250 relativo a las funciones de la Fiscalía General de la 
Nación267, y por último, pero no menos importante, el artículo 251 concerniente a las funciones especiales 
del Fiscal General de la Nación268; se dio vía libre a la incorporación plena del sistema procesal acusatorio 
como epicentro de la administración de justicia, y con ello, a la incorporación en seno de la relación 
procesal penal del principio de oportunidad, como mecanismo alterno al ejercicio punitivo. 
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Situación que valga indicarse, derivó en la adecuación positiva de la normatividad penal frente a los 
nuevos parámetros constitucionales; haciendo del aparato judicial, un modelo dinámico frente a las 
nuevas exigencias socio jurídicas vislumbradas en el panorama nacional. 
En efecto, en cuanto al artículo 116 correspondiente a la administración de justicia269, se estableció por 
conducto del acto legislativo, quienes están legitimados por vía constitucional para ejercer las funciones 
propias de la conducción de justicia; por lo cual, la reforma constitucional permitió señalar que la función 
jurisdiccional se ejercerá como propia, habitual y de manera permanente por las corporaciones como 
personas dotadas de investidura legal como constitucional para hacerlo, según precisa en la constitución 
política.  
Ahora bien, en tratándose del artículo 250 de la constitución política correspondiente a las funciones 
de la Fiscalía General de la Nación, el acto legislativo en mención trajo consigo una reforma de fondo 
frente a las funciones del ente acusador, más concretamente frente al ejercicio de la acción penal; pues 
incorporó al acápite de la norma evocada, la posibilidad de prescindir del ejercicio punitivo por parte del 
ente acusador, a través de la implementación como puesta en marcha, de un mecanismo procesal de 
naturaleza restaurativa, conocido bajo el nombre de principio de oportunidad270. 
Situación que permite entrever, que el acto reformatorio surtido frente al artículo 250 de la 
constitución política271, no solo vislumbró el transito procesal de un sistema a otro; sino que además, 
positivizó el principio de oportunidad como una facultad constitucional de carácter discrecional como 
reglada, concedida en favor del ente acusador, a través de la cual el mismo podrá suspender, interrumpir 
y/o renunciar al ejercicio de la acción penal, cuando por motivos de política criminal y fundado en las 
causales legales, resultare más beneficioso para el Estado desistir del ejercicio punitivo, en aras de 
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salvaguardar los intereses, como el orden justo del mismo; y con ello, dirimir el conflicto socio jurídico 
naciente, a partir de la comisión del delito. 
En tal contexto, el principio de oportunidad272 se erige como una alternativa procesal distinta a la 
punitiva, que le permite al Estado colombiano273, optar por salidas jurídicas distintas a la expresamente 
legalista –ejercicio de la acción penal-, frente al fenómeno de la criminalidad; buscando así, conducir al 
aparato judicial a la obtención de la justicia material en el caso en concreto. 
De tal suerte que, por conducto del acto reformatorio –acto legislativo 03 de 2002274- surtido en el 
seno de la administración de justicia –artículo 250 de la constitución política275-, se pugnó por aliviar la 
carga excesiva del aparto judicial, además de evitar la aflictividad socio jurídica que pueda traer consigo 
la imposición de sanciones punitivas, cuando, dada la naturaleza jurídica del punible, las mismas 
resultaren ser innecesarias o desproporcionales, frente a las partes e intervinientes procesales, y en general 
para el estamento social.  
Por lo cual, al incorporar el principio de oportunidad276 como instrumento jurídico procesal alterno al 
ejercicio punitivo, se busca atenuar las cargas negativas que puedan emanar, del ejercicio de la acción 
penal. 
Lo que conlleva a que, por conducto del principio de oportunidad se labore en el cambio de la 
mentalidad de los operadores judiciales, buscando dejar de lado esa idea eminentemente legalista, 
punitiva, propia de un modelo de justicia de carácter retributivo, para afincar una nueva concepción de 
justicia restaurativa, fundada en: La restauración del bien jurídicamente tutelado, el acercamiento de las 
partes e intervinientes procesales, la minimización de la violencia en la sociedad, la reducción de la 
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violencia de los delitos, pero también la adecuada reacción a ellos, a través de la reducción de la potestad 
punitiva. 
Generando así, una visión diferente sobre la solución del conflicto, al solventar los problemas de 
justicia penal como de criminalidad vividos en la sociedad colombiana, mediante la adopción de criterios 
de política criminal basados en la utilidad, eficiencia, y celeridad de la administración de justicia277, así 
como, en los fines preventivos de la pena. 
Así las cosas, uno de los móviles principalísimos del principio de oportunidad278 se circunscribe en la 
democratización de la pena, a través de la sustitución del ejercicio punitivo, por, medidas más eficaces 
encaminadas a dignificar la justicia de carácter restaurativa, la reinserción social y la dignidad humana de 
todos los intervinientes del proceso; al evitar los efectos nocivos de las penas privativas de la libertad.  
De tal suerte que, mediante los procesos restaurativos incorporados para tal fin, se busca brindarle al 
procesado la posibilidad de reintegrarse a la sociedad sin ningún tipo de restricciones, para lo cual se le 
endilga la obligación de participar en programas que le permitan ser reincorporado a su medio social; y 
con ello, reconstruir el propio tejido socio familiar, reducir la criminalidad, y por último, pero no menos 
importante, evitar la reincidencia criminal. 
Lo que conlleva a que el principio de oportunidad sea entendido como una esperanza para la justicia, 
el Estado, la sociedad, la víctima y el infractor penal; siempre y cuando su aplicación sea tomada con 
seriedad por parte de los administradores de justicia279, logrando así, una verdadera y profunda reforma en 
la administración de justicia, en lo que refiere al ejercicio de la acción penal. 
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2. Ahora bien, en lo que respecta al comportamiento como aplicación del principio de oportunidad, en 
el marco del concierto para delinquir280, es preciso indicar que en atención a los constantes brotes de 
criminalidad acentuados en el seno de la sociedad a lo largo de su historia, han forjado que el Estado 
colombiano a través de sus instituciones jurídicos penales como de su órgano legislativo, se encarguen de 
direccionar todos sus esfuerzos en la obtención de procesos óptimos de criminalización; que permitan 
contrarrestar los brotes como la constante evolución en las formas de la criminalidad, y con ello, pugnar 
por la optimización de la administración de justicia, a partir de la persecución efectiva que se haga 
respecto de aquellas conductas humanas, descritas como delictivas, al acápite de la norma penal. 
En tal sentido, los brotes como la constante evolución que ha presentado la criminalidad organizada en 
el marco de la sociedad colombiana, han representado uno de los mayores desafíos para el Estado, 
máxime, cuando la cultura de ilegalidad que pulula por doquier en las fauces del mismo, se encuentra tan 
arraigada en la mayoría de los coasociados; haciendo de la sociedad, un estamento social proclive al 
delito. 
Lo que demuestra sin lugar a duda que los vestigios de criminalidad organizada, dada su proyección de 
permanencia en el tiempo, se han convertido en células delincuenciales duraderas, que actúan de manera 
estable como organizada en un sinfín de actividades punibles que atentan contra la seguridad pública del 
Estado colombiano281, entre otros bienes jurídicos;282 menoscabando así, la tranquilidad colectiva de los 
coasociados.  
De modo que, lo que resulta susceptible de persecución penal por parte del Estado colombiano283, por 
conducto del ente investigador, y que por ende, se busca contrarrestar por conducto de la acción penal –
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regla general-, así como, de los mecanismos de justicia restaurativa, resulta ser la concertación que 
exterioriza un conglomerado de personas, tendiente a la constitución de la sociedad criminal. 
En tal contexto es posible divisar que la conducta objetiva del concierto para delinquir284, se 
circunscribe en verbo rector concertarse, cuyo alcance se vislumbra en la convención que efectúa un 
conglomerado de personas de manera voluntaria, consciente, con plena capacidad de autodeterminación, 
dirigida a la constitución de la empresa criminal de carácter permanente, y a posteriori, en la realización 
de la finalidad delictiva de ejecutar un sinfín de conductas punibles transgresoras del orden jurídico 
interno. 
Luego entonces, el concierto para delinquir285 se consuma con la sola concertación de quienes 
conforman la organización, en el cual sus partícipes son castigados por el solo hecho de congregarse en la 
asociación de un delito autónomo que no requiere de la realización previa, paralela, o posterior de otras 
conductas que tipifiquen otros delitos para su existencia. 
Así las cosas, es válido afirmar que la estructura jurídica del concierto para delinquir se funda en la 
concertación con ánimo de constituir una sociedad criminal, la cual deberá presentar en su haber un 
carácter de permanencia en el tiempo, pues esta finalidad, es la que le permitirá ostentar una proyección 
continua del propósito delictual en el que persiste, y a través del cual busca obtener la comisión del 
designio delictivo trazado como razón de ser de la misma. 
En virtud de ello, la represión de la conducta punible por parte del Estado deberá en la medida de lo 
posible, anticiparse a la comisión de los delitos trazados como finalidad delictiva por parte de la empresa 
criminal, de tal suerte que, el mismo deberá presentar una respuesta pronta, contundente, eficaz frente a la 
evolución del crimen organizado. 
                                                          
284 Ibídem, 62. 
285 Ídem.  
215 
 
En donde la misma, se encaminará desde la persecución penal como regla general, hasta la búsqueda e 
incorporación de mecanismos jurídicos procesales -modelos de justicia restaurativa, y/o aplicación de 
subrogados penales- tendientes a contrarrestar la cultura de ilegalidad presente como finalidad, en la parte 
motiva de quiénes deciden constituir la sociedad criminal, como su modus vivendi.    
De ahí que, la importancia del principio de oportunidad respecto del concierto para delinquir286, 
devengue en garantizar por parte del procesado que a posteriori será el benefactor primario del principio, 
una colaboración efectiva del mismo, frente a la administración de justicia287; por conducto de la cual, se 
logre acometer la actividad criminal organizada, y con ello, se garantice la desarticulación total de las 
empresas de delincuencia, dedicadas a tal designio criminal. 
Razón por la cual, cuando el procesado, hasta antes de iniciarse la audiencia de juzgamiento, decida 
colaborar eficazmente para evitar la continuación de un punible, eludir la comisión de otros, o, brinde 
información contundente que permita la desarticulación total de bandas de delincuencia organizada; será 
acreedor de los beneficios procesales que se endilguen en virtud de la aplicación del principio de 
oportunidad288.  
Réditos procesales denotados en la interrupción, suspensión o renuncia al ejercicio de la acción penal, 
según fuere la modalidad bajo la cual se pretenda incoar el principio de oportunidad por parte del ente 
acusador; los cuales se otorgarán al procesado, una vez se coteje que la colaboración brindada, resulta ser 
una contribución idónea como necesaria para contrarrestar el crimen organizado.  
Lo que indica claramente, que el éxito de aplicar el principio de oportunidad fundado bajo la causal 
cuarta como mecanismo sancionatorio frente al crimen organizado, dependerá de la colaboración eficaz 
que brinde el infractor para lograr tal fin. 
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Sin embargo, pese a que el principio de oportunidad se presenta a priori como una herramienta de 
política criminal que de ser aplicada de manera correcta – según criterio constitucional como legal-, 
cimentará las bases para la optimización del aparato judicial, mediante la resolución del conflicto socio-
jurídico naciente a partir de la comisión del concierto para delinquir, fundado en el marco de la justicia 
restaurativa, y cuyo epicentro axiológico resulta ser tutelar los intereses del Estado presentados mediante 
la política criminal; se tiene que, el mismo presenta algunos obstáculos que hacen difícil su aplicación, en 
sede del precitado punible, dentro de los que destacan: 
a. La endeble colaboración y/o información suministrada por parte del infractor penal en la 
desarticulación de las empresas criminales, dedicadas al crimen sistematizado.  
Frente a la primer problemática ha de acotarse en primer orden que, el Estado colombiano289 con la 
entrada en vigencia del sistema penal de tendencia acusatoria, se empezó a estructurar bajo el manto de un 
derecho procesal penal garantista, o propiamente dicho, bajo un modelo de justicia premial, entendida 
ésta como el acercamiento procesal entre las partes adversariales – fiscal, y defensa-, tendientes a la 
terminación anticipada de la relación procesal; mediante la atenuación, suspensión, interrupción o 
desistimiento de la acción punitiva de la que resulta merecedor el infractor penal, a cambio de brindar 
información y/o colaboración efectiva que permita contrarrestar el crimen organizado, sin desnaturalizar 
la función penal de la administración de justicia. 
Claro está, siempre y cuando medie la aceptación de responsabilidades de manera unilateral, en 
tratándose de allanamiento de cargos, o, de manera bilateral en el caso de los preacuerdos o la celebración 
del principio de oportunidad290. 
De tal manera que, el otorgamiento de los beneficios procesales estará siempre sujeto a factores como 
la aceptación de responsabilidad, la reparación a las víctimas, así como la colaboración efectiva que 
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brinde el procesado, tendiente al esclarecimiento del hecho delictivo; pues los mismos, resultan 
indispensables a la hora de conducir la relación procesal, en el modelo de justicia premial.  
Así, la colaboración brindada por el infractor penal al aparato judicial deberá denotar un alto grado de 
importancia, conducencia como veracidad; pues la misma, le permitirá al Estado por conducto del ente 
acusador, dirimir el conflicto socio jurídico naciente con la comisión del punible, sin necesidad de 
ejercitar la potestad punitiva propia de la acción penal, y con ello, evitar el desgaste innecesario en la 
arista procesal, económica como técnica, del aparato judicial. 
Ahora bien, el meollo del asunto se podría entrever cuando el infractor penal en el curso de la 
colaboración decide brindar una información inexacta, o superflua que no atiende a la realidad ni a las 
circunstancias propias del hecho delictivo, allí, en sede de dicho escenario se concreta un problema de 
alto impacto, pues se podría eventualmente tomar una decisión judicial contraria a la realidad, a partir de 
la información y/o colaboración brindada por el procesado; que dicho sea de paso, terminaría alterando 
notablemente la finalidad del principio de oportunidad, al jugar dicha colaboración, un papel 
trascendental en la construcción de la decisión judicial. 
Por lo cual, el ente investigador en aras de no ser víctima de una falaz información y/o colaboración, 
se ve exhortado de concertar en su haber los medios fácticos, como probatorios idóneos y necesarios, que 
le permitan direccionar su conocimiento a la verdad real o histórica de las circunstancias que rodean el 
hecho delictivo; pues, el procesado puede alterar la verdad real, en aras de desorientar intencionalmente el 
curso de la investigación.  
De ahí que, resulta importante que el ente acusador coteje el acervo probatorio obtenido en el curso de 
las investigaciones preliminares, frente a la información y/o colaboración que suministre el infractor 
penal, pues así, podrá verificar la eficacia, veracidad e importancia de la cooperación dada por procesado, 




b. La escasa protección socio familiar para los procesados colaboradores: Que se vislumbra en el 
temor, miedo que presenta el infractor penal, futuro beneficiario del principio de oportunidad291, a la hora 
de prestar una colaboración efectiva a la administración de justicia292 que le lleve a la desarticulación y 
cesación del crimen organizado; pues, para nadie es un secreto que, una vez comulgue una colaboración 
que permita identificar e individualizar la estructura jerárquica de la organización criminal, conocer su 
actividad delincuencial, su centro operacional y demás elementos constitutivos propios de toda societá 
sceleris; la vida e integridad personal tanto del colaborador como de su núcleo socio familiar quedan en 
inminente peligro. 
Peligro que valga indicarse, en varias ocasiones dada la escases de recursos técnicos presentados en la 
administración de justicia –aparato judicial-, no le otorgan la capacidad física como funcional, al ente 
acusador para prevenir, evitar, y contrarrestar cualquier amenaza, daño o peligro que pueda acaecer en 
contra del procesado o su familia; por lo cual, en muchas ocasiones en donde decide colaborar el 
infractor, al mismo se le endilga la responsabilidad de asumir la seguridad propia y la de su familia. 
Situación que claramente termina por desestimular a los potenciales colaboradores. 
En síntesis, cuando el infractor penal participa en la desarticulación de una empresa criminal, 
claramente entra en conflicto con los miembros restantes de dicha organización, generando en ellos un 
sentimiento de retaliación y venganza frente a él y todo lo que le represente –vinculo socio familiar-, sin 
que, el Estado por conducto de la Fiscalía General de la Nación293 y demás organismos, esté en capacidad 
de brindarle una protección efectiva al colaborador.  
c. Del mismo modo, otro inconveniente a tener en cuenta en la aplicación del principio de 
oportunidad294 en sede del concierto para delinquir295, se entrevé en la preferencia como adopción de 
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subrogados procesales más rápidos en términos jurídicos, dentro los que destacan dada su ejecutoriedad 
procesal, los preacuerdo; pues, mientras el subrogado procesal en mención se aplica sin tanta dilación 
como tramitología jurídico procesal en el marco de la actuación penal, y a partir de ello, se genera más 
habitualidad en su aplicación. 
El principio de oportunidad, por otro lado, se termina presentando como un mecanismo procesal más 
engorroso, al entreverse en el marco de su aplicación problemáticas como: 
1. La dificultad en la competencia como aplicación al interior e instancias del ente acusador, situación 
que no permite la agilidad en la aplicación del principio. 
2. La poca inmediatez en el otorgamiento de los beneficios procesales que se pretenden constituir a 
favor del colaborador, denotados en el suspenso por cierto tiempo de éstos, mientras se imparte la 
legalidad de la solicitud como aplicación del principio de oportunidad, en atención a la modalidad - 
suspensión, interrupción, y renuncia- del mismo, que se requiere para resolver la situación jurídica del 
caso en concreto, y con ello, formalizar el archivo. 
3. La falta de mecanismos efectivos de seguridad para el infractor penal colaborador, como para su 
vínculo socio familiar, que le garanticen su vida e integridad personal. 
Problemáticas que a priori, terminan por inclinar al ente acusador, en la adopción del subrogado 
procesal del preacuerdo como medio más expedito para contrarrestar la criminalidad organizada. 
d. Del mismo modo, otra de las adversidades que impiden la correcta impartición del principio de 
oportunidad en el seno del concierto para delinquir, se vislumbra en la desconfianza del infractor penal 
colaborador, frente al cúmulo de estímulos y/o beneficios procesales ofrecidos al mismo por parte del ente 
acusador; en donde, los mismos al no ser otorgados de manera inmediata, generan un desinterés del 
procesado en la colaboración con la administración de justicia, al punto que terminan desestimando los 
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beneficios ofrecidos por no ostentar un grado de certeza que le permita saber que estos efectivamente se 
cumplirán.  
De tal manera que resulta más práctico para el infractor penal hacerse a la aplicación de otros 
subrogados procesales, cuando busquen asegurar un cúmulo de beneficios procesales que mejoren su 
situación jurídica, a cambio de brindar información relevante sobre un caso en concreto; así, el procesado 
muchas veces prefiere allanarse a cargos, solicitar la aplicación de preacuerdos o de sentencia anticipada, 
que solicitar la aplicación del principio de oportunidad, pues dada la brevedad jurídica de los primeros 
subrogados procesales, el infracto considera que los beneficio ofrecidos por parte del ente investigador 
resultan comulgar de manera más rápida y eficaz a través de los mismos. 
3. La tutela judicial efectiva en el marco del principio de oportunidad, se revela como el acceso al 
derecho constitucional de la justicia, por medio del cual, los coasociados que se vean inmersos en la 
actuación penal podrán hacer efectivas en el trascurso de la relación procesal, el cúmulo de pretensiones, 
derechos, e intereses legítimos que se consagren en su haber jurídico. 
Por tanto, las autoridades judiciales competentes para dirimir el conflicto deberán garantizar el acceso 
al aparato judicial, sin ningún tipo de dilaciones, restricciones o limitaciones; en condiciones de igualdad, 
y ceñido bajo el respeto imperante del debido proceso, a todos aquellos que se encontraren legitimados 
para actuar en el marco de la causa penal. 
De tal manera, por conducto de la tutela judicial efectiva se tiende por la materialización de los 
derechos sustanciales, los intereses legítimos, y garantías jurídicas procesales denotadas al acápite de la 
norma penal, consagrados a favor de las partes e intervinientes del proceso. Para luego, a partir de tal 
hecho, poder cimentar una decisión judicial con base en términos razonables, motivada, congruente, 
fundada en el respeto imperante de las reglas procesales – debido proceso, defensa, contradicción-, como 
probatorias; pues solo así, se entenderá salvaguardado ese acervo de garantías judiciales en el marco de la 
administración de justicia, o propiamente dicho, al acápite de la relación procesal. 
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En efecto, la tutela judicial efectiva296 se vislumbra como un derecho regulador de la actividad 
procesal, máxime cuando, por vía de la misma se propende por la protección jurídica de los coasociados 
del Estado colombiano297, en lo que respecta a sus intereses, garantías procesales y derechos 
fundamentales. 
Así mismo, lo que representa un abordaje real de la aplicación del derecho fundamental a la tutela 
judicial efectiva, deviene del acceso óptimo que pueda llegar a tener el coasociado frente a la 
administración de justicia, propiamente dicho, frente al aparato judicial; lo que implica que el Estado por 
conducto de sus autoridades judiciales se vea comprometido a posibilitar los medios de justicia necesarios 
e idóneos a favor de quien promueva la acción judicial; y con ello, instrumentalizar la justicia como 
medio de pacificación y resolución de conflictos. 
En esa medida, la aplicación de la tutela judicial efectiva298 se empieza a garantizar a partir de la 
simple formalidad de dar cumplimiento adecuado, sin ningún tipo de dilación, al recibo, o recepción –en 
materia penal- de la denuncia, por medio de la cual, se pretende dar conocimiento de la noticia criminal a 
las autoridades competentes, y con ello, activar el aparato judicial; en procura de: (I) Hallar la verdad real 
que rodea el hecho delictivo, (II) buscar la restauración del bien jurídico299 vulnerado, (III) hacer justicia, 
(IV) reparar integralmente a quienes se encontraren legitimados para ello; además de, (V) salvaguardar 
los derechos procesales de las partes e intervinientes del proceso; máxime los de la víctima, por ser ella 
quien sufre un detrimento real como directo de sus derechos y bien jurídico tutelado, sin estar capacidad 
de soportarlo. 
Luego entonces, la materialización absoluta de la tutela judicial efectiva inicia al momento de otorgar 
gran importancia al cúmulo de derechos fundamentales de la víctima y victimario puestos en disputa en el 
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desarrollo del proceso penal, máxime, en el caso en concreto, de la práctica del principio de oportunidad; 
pues una vez comulgue dicha consideración, se estará más cerca de garantizar en primer orden un óptimo 
acceso al aparato judicial, y a posteriori, asegurar una resolución socio jurídica satisfactoria, imparcial, 
razonable como justa, al conflicto naciente con la comisión del delito. 
Decisión que claramente deberá estar guiada siempre por I) la guarda, respeto como tutela integral del 
cúmulo de derechos, intereses legítimos y garantías judiciales consagradas a favor de la víctima, II) la 
precisión objetiva del interés político criminal pretendido por el Estado en el seguimiento penal, III) así 
como, la verificación de la efectividad del principio de oportunidad, como mecanismo alterno al 
hostigamiento penal dictado en el ápice de la relación procesal. Pilares que valga indicarse, de comulgar, 
permitirán asegurar un resultado judicial idóneo al estar precedido por el equilibrio entre el garantismo y 
la excesividad penal. 
De tal manera que, la idoneidad, necesidad, como viabilidad del principio de oportunidad como 
instrumento de justicia, dependerá de la correcta impartición, guarda como promoción que se haga 
respecto del acervo de derechos y/o garantías judiciales consagradas a favor de las partes e intervinientes 
que se involucran en el desarrollo del principio; máxime, siendo reiterativo, del cúmulo de derechos 
instituidos en el haber jurídico de la víctima, pues la misma, connota una exigua injerencia procesal que 
puede devenir en escenarios de escasa tutela judicial efectiva de sus derechos, en sede de la práctica del 
citado mecanismo procesal. 
En tal sentido, advirtiendo la escasa connotación procesal de la víctima en el trasegar de la relación 
procesal, como en sede de la práctica de subrogados procesales tendientes a la optimización del aparato 
judicial, como es el caso del principio de oportunidad, se tiene que, por conducto de la jurisprudencia 
nacional se ha propendido por mejorar como garantizar el sistema de protección de la víctima y sus 
derechos en el ordenamiento penal colombiano; al punto que, se ha pugnado porque la misma pueda 
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llegar a ostentar mayor injerencia procesal, frente aquellas decisiones judiciales que pueden constituirse 
como adversas o agresoras de su cúmulo de intereses, garantías y derechos. 
Claro está, sin que ello implique el desmedro de las reglas procedimentales propias del proceso penal 
de tendencia acusatoria.    
Así se tiene que, el cúmulo de derechos constitucionales como procesales, garantías, e intereses 
legítimos constituidos en pro de las víctimas en el seno de la actuación jurídico penal, así como en sede de 
la práctica del principio de oportunidad300, han resultado ser producto del gran avance jurisprudencial 
dictado en tal sentido, tan es así que, han marcado un hito, un antes y un después en el tratamiento 
jurídico procesal de la víctima en el ápice del procedimiento penal de corte acusatorio.  
Pues la misma, pese a ostentar una naturaleza procesal exigua respecto de su parte adversarial, se ha 
visto revestida constitucionalmente de un acervo de garantías de índole jurídico procesal, que le han 
permitido salvaguardar de manera integral, activa y por conducto propio, el cúmulo de derechos que le 
asiste en sede de la relación penal; a partir del reconocimiento de facultades procesales tendientes a 
garantizar la injerencia activa en defensa de sus derechos. 
De conformidad, con las reglas propias de la actuación penal, pero máxime, en atención a las 
directrices procesales dictadas con base en la jurisprudencia expuesta por la Honorable Corte 
Constitucional301, frente a sus derechos constitucionales. 
Así, de manera inequívoca se puede entrever que el tratamiento de los derechos de naturaleza 
constitucional circunscritos en el haber jurídico de la víctima, se han cimentado a partir del desarrollo 
jurisprudencial dictado para tal efecto, pues, mediante el mismo, la Honorable Corte Constitucional302 se 
ha encargado de resguardar, reconocer como promocionar de manera integral el cúmulo de derechos e 
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intereses legítimos perseguidos por la víctima en el trasegar de la actuación penal, máxime, en sede del 
principio de oportunidad. 
Situación que ha desembocado en un significativo avance en la redefinición de los derechos de la 
víctima, pues se dejó de lado la concepción patrimonial bajo la cual se fundaba su participación e 
injerencia procesal, para reconocer que la misma, ostenta el derecho a que se establezca la verdad, se haga 
justicia y con base en ello, se le repare integralmente durante el trasegar de la actuación penal. 
De tal manera, los derechos de la víctima se hacen acreedores de ser concebidos como reconocidos 
desde una óptica amplia, es decir, ser valorados a partir de la salvaguarda de su dignidad como persona, y 
no solo en sede de la reparación patrimonial; por lo cual, las mismas están llamadas a participar en las 
decisiones que resulten adversas a sus intereses legítimos, así como, a exigir a las autoridades 
competentes la obtención de una tutela judicial efectiva303 que le permita el goce real de sus derechos, y 
con ello, restablecer integralmente los mismos, cuando hayan sido vulnerados a partir de la comisión del 
hecho punible. 
En efecto, mediante la redefinición efectuada por vía jurisprudencial, respecto del acervo de derechos 
constituidos a favor de la víctima, se ha pugnado porque la misma sea tratada en igualdad de condiciones 
o equivalentes a las que en el marco del procedimiento acusatorio, presenta el procesado. Claro está, sin 
desconocer los principios rectores bajo los cuales se funda el sistema penal colombiano, en el cual se ha 
precisado las limitaciones procedimentales de la víctima en el argot penal. 
Por esta razón, la Honorable Corte Constitucional, ha abocado sus esfuerzos en asegurar una adecuada 
e integral interpretación sistémica de la constituyente nacional, por medio de la cual se desarrollan 
estándares internacionales dictados en materia de protección de víctimas, por conducto de los cuales, se 
ha expuesto la pluralidad de derechos a los que tiene lugar, y que trascienden la dimensión estrictamente 
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indemnizatoria; exponiendo como principales derechos, el debido proceso, la verdad, justicia y reparación 
integral. 
De ahí que, la conceptualización sobre los derechos de la víctima se haya empezado a recoger a partir 
de lo dictado por vía jurisprudencial, siendo una clara muestra de ello, lo expuesto a través de la 
Honorable Corte Constitucional según el magistrado ponente Araujo Rentería, quien manifestó:  
“Los derechos de las víctimas y perjudicados por un hecho punible gozan de una concepción amplia, 
fundada en el valor de la dignidad humana, de ahí que, tengan derecho a conocer la verdad, que se haga 
justicia, y se les repare integralmente; por lo cual, la guarda de los mismos solo se asegura, si se les 
permite a las víctimas participar en las decisiones judiciales que las afecten, si se les concede la tutela 
judicial efectiva y goce real de sus derechos, y además, si se les exhorta de la facultad de exigir a las 
autoridades, que dirijan sus acciones al restablecimiento integral de sus derechos, cuando los mismos han 
sido vulnerados por la comisión de un hecho punible” (Sentencia C-228-2002) 
En ese sentido, se puede vislumbrar que el cúmulo de derechos instituidos en el haber jurídico de la 
víctima trascienden de los dictados por mandato legal, además, de los dirigidos a la reparación económica 
que se presenta en sede de la restauración del daño; dejando entrever así, que los derechos que siempre 
deben gozar de tutela judicial efectiva en el seno del proceso penal, se traducen en tres derechos 
relevantes e indispensables, que resultan ser: La verdad, justicia y reparación integral.  
Los cuales valga indicarse, deberán estar siempre guiados bajo el cumplimiento imperante de la 
garantía judicial del debido proceso, pues el valor de su tutela judicial efectiva depende del cumplimiento 
de sus criterios integradores como lo son: La impugnación, la contradicción, la defensa y la segunda 
instancia.   
Razón por la cual, al momento de proferir una decisión judicial se exige que la misma guarde cercanía 
jurídica como axiológica con los criterios constitucionales, ello en aras de emitir un acto judicial 
226 
 
compatible a la constitución política y el cúmulo de disposiciones filosóficas, políticas, constitucionales 
como jurídicas consagradas en ella. 
Máxime cuando, se propende por la aplicación de mecanismos alternativos al ejercicio punitivo, como 
respuesta al actuar delictivo, pues como bien se acotó, la correcta tutela judicial efectiva de los derechos 
constitucionales de la verdad, justicia y reparación integral, consagrados en el acervo jurídico la víctima, 
únicamente serán salvaguardados positivamente cuando comulgue a favor de la misma, todas las garantías 
judiciales que le permitan proteger la integralidad de sus derechos, aún cuando, su injerencia, 
participación como reclamación procesal, se encuentre limitada por su naturaleza jurídica, como por las 
reglas técnicas procedimentales de la actuación penal. 
Luego entonces, el respeto como la tutela judicial de los derechos en mención se cumple 
judicialmente, una vez se le confiera de las garantías judiciales necesarias a la víctima, para hacer 
efectivos sus derechos; como es el caso, de exhortarle de la facultad de impugnar y/o controvertir las 
decisiones judiciales que resulten adversas a sus derechos, intereses legítimos, pretensiones y demás, 
expuestos en el trasegar de la relación penal. 
En pocas palabras, el éxito de la tutela judicial efectiva de sus derechos constitucionales, y de toda 
índole, depende de que la víctima cuente en su haber jurídico con un recurso judicial efectivo por medio 
del cual pueda materializar la garantía del debido proceso al encontrarse facultada para recurrir 
judicialmente las decisiones penales, cuando advierta una vulneración de los derechos a la verdad, justicia 
y reparación integral.  
Facultad que valga indicarse, resulta ser parte esencial de la garantía judicial del debido proceso, que 
está llamada a comulgar en cualquier relación judicial o administrativa gestada en el seno del Estado 
social de derecho colombiano. 
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Sin embargo, pese al gran avance jurisprudencial dictado a favor de la víctima durante la aplicación 
del principio de oportunidad consistente en la facultad de permitirle recurrir la decisión judicial, cuando la 
misma resultare ser adversa al cúmulo de sus derechos constitucionales; se evidencia que, dicha aptitud 
procesal, aún en la actualidad, no ha sido reconocida de manera tácita, ni expresa a nivel legal, entiéndase 
por la ley 906 de 2004, ni por la resolución 2370 de 2016. 
Pues al acápite de las presentes disposiciones jurídicas aún no se ha establecido, -en tratándose de la 
primera disposición jurídica-, ni reconocido, -haciendo alusión a la resolución interna-, el evento procesal 
en donde se materialice la facultad procesal de la víctima, de recurrir procesalmente la decisión judicial 
emitida por el juez en función de control de garantías, que imparte control de legalidad, y con ello, avala 
la práctica del principio de oportunidad como mecanismo alterno a la acción penal. 
Situación que claramente coloca en un escenario desprolijo a la víctima, pues aun cuando por mandato 
jurisprudencial es revestida de la facultad de impetrar un recurso judicial efectivo, por conducto del cual 
pueda llegar a impugnar y/o controvertir la aplicación del principio de oportunidad, resulta notorio que en 
el seno del procedimiento penal dicho escenario no se encuentra contemplado; razón por la cual, dicha 
facultad queda a la intemperie, pues dependiendo del operador judicial, el derecho a recurrir, podría verse 
desconocido en atención al criterio legalista que precede al juez, y cuya esencia le hace ceñirse 
únicamente al imperio de la ley; o por otro lado, podría darse el evento en el cual el operador judicial 
desconozca el precedente jurisprudencial dictado en dicho asunto, y por ello no lo aplique en el caso en 
concreto. 
En todo caso, fuere cual fuere el evento, el derecho al debido proceso no se vería resguardado, y con 
ello, no comulgaría la tutela judicial efectiva de los derechos a la verdad, justicia y reparación integral. 
Así las cosas, lo expuesto anteriormente resulta factible de corroborarse de la siguiente manera: 
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(I) Frente al primer escenario que resulta ser la falta de reconocimiento legal tácito de la facultad 
procesal constituida a favor de la víctima por mandato jurisprudencial, consistente en impugnar y/o 
controvertir –propia del debido proceso- la aplicación del principio de oportunidad, se vislumbra que por 
mandato legal, entiéndase por la L.906.2004 en su artículo 177 que versa sobre los efectos del recurso de 
apelación, solo se establece un evento, posibilidad o escenario de recurrir el principio de oportunidad. 
Escenario que resulta ser cuando, se imprueba la aplicación del principio en mención, es decir, cuando 
por vía del control de legalidad se observa por parte del juez en función de control de garantías que, en 
sede del principio de oportunidad, no media una tutela judicial efectiva de los derechos, intereses 
legítimos y garantías constituidas a favor de la víctima; razón por la cual, el operador judicial procede a 
negar la legalidad como aplicación del mecanismo procesal en mención. 
Circunstancia que permite entrever que, ante una eventual negación de la legalidad del principio de 
oportunidad, que trae consigo la no aplicación del principio como mecanismo resolutorio del conflicto 
penal, las únicas partes procesales que se encontrarían facultadas por activa para apelar dicha decisión 
judicial serian: En primer orden el ente acusador por haber sido quien solicitó y promovió la práctica del 
principio de oportunidad, y en segundo lugar, se encontraría la defensa, quien impetraría el recurso de 
apelación en aras de salvaguardar judicialmente los intereses como beneficios procesales perseguidos por 
su defendido –el infractor penal-, en sede del citado principio. 
Situación que claramente se corrobora al observar lo establecido acápite del artículo 177 de la 
L.906.2004 modificado por la L.1142.2007 en su artículo 13, del cual se entrevé que el recurso de 
apelación se concederá en el efecto devolutivo, en cuyo caso no se suspenderá el cumplimiento de la 
decisión apelada, ni el curso de la actuación penal, del auto que imprueba la aplicación del principio de 
oportunidad.  
Avizorando así, que el único escenario legamente establecido, en sentido estricto de la norma 
procedimental penal, bajo el cual se puede apelar el principio de oportunidad, resulta ser cuando el mismo 
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se imprueba; por lo cual, los únicos revestidos procesalmente para recurrir la providencia judicial que 
niega su aplicación, resultan ser el ente acusador, y la defensa.  
Lo cual connota claramente, un desconocimiento absoluto a lo dispuesto por mandato jurisprudencial 
en tratándose del derecho a recurrir la aplicación del principio de oportunidad, constituido a favor de la 
víctima durante el proceso penal; pues a la misma, se le excluye a priori de esa facultad procesal inherente 
al debido proceso, al no mediar en el seno del código procedimental penal, el escenario de apelación de la 
decisión judicial, cuando a través de la misma se apruebe la aplicación del principio de oportunidad como 
mecanismo resolutorio del conflicto penal. 
En tal sentido, el operador judicial cuando desconoce el avance jurisprudencial dictado a favor de la 
víctima, por regla general está actuado de manera voluntaria y dolosa, pues dirige su actuar al 
desconocimiento de la facultad procesal concerniente a controvertir la providencia judicial, al entrever 
que al acápite de la norma procedimental no se establece tal escenario a favor de la víctima. 
Razón por la cual procede a ignorar el avance jurisprudencial que se ha dictado para tal efecto, dando 
exclusivamente prioridad al imperio de la ley. Pues a través de ésta, solo es visible un único escenario 
procesal en el cual procede la impugnación del principio de oportunidad, que según el acápite de la 
L.906.2004, artículo 177, resulta ser cuando se imprueba la aplicación del éste. 
Frente a tal escenario, el operador jurídico desconoce el avance jurisprudencial en atención a su 
criterio eminentemente legalista, lo que conlleva a que únicamente tome como fuente jurídica para la 
adopción de la decisión judicial, la ley; dejando de lado el precedente jurisprudencial, el cual también en 
el marco del ordenamiento jurídico colombiano, se enmarca como fuente obligatoria de derecho en la 
toma de las decisiones judiciales, por ser fallos de naturaleza constitucional por conducto de los cuales se 
pugna por dar prevalencia a las disposiciones jurídicas consagradas en la constitución política. 
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En efecto, tal situación permite entrever un claro desconocimiento al criterio vinculante que presenta 
el precedente jurisprudencial en el seno del ordenamiento jurídico interno, máxime, en aquellas 
disposiciones jurídicas respecto de las cuales se ha surtido control de constitucionalidad en cuanto a su 
contenido material; como resulta ser el caso de la L.906.2004 en lo que respecta al principio de 
oportunidad. El cual, sea válido decirse, ha sido objeto de dicho juicio de validez en aras de perfeccionar 
la práctica del mismo, pero en mayor medida para, re dignificar los derechos de la víctima que se 
encuentra inmersa en la celebración del citado principio.  
Así, es posible avizorar que pese a que el precedente jurisprudencial el marco de la toma de las 
decisiones judiciales se erige como fuente obligatoria de derecho al ser la expresión más primigenia y 
genuina de la Constitución Política, su práctica en sede de lo dispuesto por conducto de la L.906.2004, en 
su artículo 177, resulta ser excluyente de lo dispuesto por vía jurisprudencial a favor de la víctima, en lo 
que respecta a la facultad procesal de controvertir y/o impugnar la aplicación del principio de 
oportunidad.  
Pues como bien se acotó, al observar que en la norma en mención solo comulga un escenario procesal 
y con ello, solo unos sujetos legitimados para recurrir frente el citado mecanismo jurídico, dicha situación 
resulta ser una clara muestra que lo dictado por vía jurisprudencial se encuentra omitido en sede del 
mando legal, y lo que es peor, también se encuentra omitido en algunos casos en sede judicial, cuando el 
juez se basa para la toma de la decisión judicial, únicamente en lo dictado en el aspecto legal.  
En efecto, si bien es cierto que los jueces a la hora de proferir la decisión legal cuentan con autonomía 
judicial en atención al principio de la separación de poderes, y se ciñen por regla general al imperio de la 
ley, es aún más cierto que, dicha decisión judicial siempre deberá respetar los preceptos indicados por la 
constitución política, por ser la misma, norma suprema que integra el ordenamiento jurídico. De tal 
suerte, la autonomía judicial no puede predicarse como absoluta, pues existen límites formales relativos al 
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respeto por el precedente jurisprudencial, que, dicho sea de paso, es construido por la Honorable Corte 
Constitucional, como guardián de la constitución política. 
Así, la Honorable Corte Constitucional en ejercicio de su función protectora de la constituyente 
nacional, ha sido revestida de la potestad de ampliar -vía jurisprudencial- la perspectiva jurídica procesal 
de los jueces a la hora de proferir las decisiones judiciales; ello en aras, de construir una cohesión jurídica 
entre el fallo judicial, y el contenido de la constitución.  
De tal manera, la potestad de ampliar la perspectiva procesal del juez a la hora de proferir el fallo 
judicial se circunscribe a favor de la Corte en ocasión a que es el máximo órgano de cierre de la 
jurisdicción constitucional, pero en mayor medida del ordenamiento jurídico en general, pues sus 
funciones apuntan a la guarda, promoción y eficacia de las disposiciones de la constituyente nacional, en 
el ordenamiento jurídico interno. 
Por consiguiente, las determinaciones dictadas por la Honorable Corte Constitucional resultan ser 
fuente obligatoria de derecho para las autoridades judiciales, pues a través de las competencias 
constitucionales que ejerce el máximo órgano constitucional, se establecen interpretaciones vinculantes de 
los preceptos establecidos en la constitución nacional, que terminan por limitar el criterio de la autonomía 
judicial de los jueces a la hora de proferir un fallo legal. 
Así las cosas, la Honorable Corte Constitucional, ha establecido una serie de mecanismos jurídicos a 
los que puede acudir la víctima en aras de hacer efectivo el precedente jurisprudencial, y con ello, 
asegurar la guarda integral de su facultad procesal de impugnar y/o controvertir -propia del debido 
proceso- la decisión judicial que avala la práctica del principio de oportunidad; así mismo, ha de indicarse 
que dichos mecanismos son establecidos en el ordenamiento jurídico interno en aras de garantizar el 
principio constitucional de la doble instancia y la seguridad jurídica. 
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De tal manera, el máximo órgano constitucional abrió la posibilidad de que las decisiones legales 
proferidas por los jueces en ejercicio de su función judicial fueran revisadas en caso de advertirse 
inconformidades en sus requisitos formales, pero máxime, en tratándose de su contenido sustancial, como 
podría ser el caso del desconocimiento del precedente jurisprudencial.  
En efecto, dentro de los mecanismos puestos al servicio de la víctima cuando a la misma se le 
desconoce su garantía judicial del debido proceso –impugnar y/o controvertir-, pronunciado a su favor a 
partir del avance jurisprudencial dictado para tal efecto, se tienen los siguientes: (I) El prevaricato por 
acción, y (II) la acción de tutela contra providencia judicial; mecanismos jurídicos que se constituyen 
como correctivos legales frente al desconocimiento del precedente jurisprudencial, en la toma de 
decisiones judiciales que afectan derechos de índole constitucional. 
En ese orden de ideas, frente al primer mecanismo jurídico conocido bajo el nombre de prevaricato por 
acción, establecido por la Honorable Corte Constitucional como un instrumento jurídico correctivo frente 
a la trasgresión o desconocimiento de los preceptos constitucionales, ha de acotarse en primer lugar que el 
mismo se a constituido en el ápice del ordenamiento penal como una conducta delictiva, que atenta contra 
la administración pública, al emitirse actos de carácter judicial que resultan contrarios a la ley o la 
constitución. 
Así, el prevaricato judicial se presenta en mayor medida frente a las decisiones adoptadas por parte de 
los operadores judiciales, entiéndase por los magistrados, jueces, y fiscales, por ser los mismos quienes en 
ejercicio de sus funciones resultan ser los únicos en estar calificados para cometer esta conducta punible; 
razón por la cual, la estructura del tipo penal permite aseverar de manera inequívoca que ésta es una 
conducta que exige para su comisión un sujeto activo cualificado, el cual obra contrario a sus funciones 
judiciales de manera dolosa; generando así, una infracción al deber que tiene frente a la correcta 
impartición de justicia. 
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Igualmente, esta conducta punible se encuentra tipificada en la L.599.2000, en su título XV que refiere 
a los delitos contra la administración pública, capítulo VII correspondiente al prevaricato, artículos 413-
414. En donde al acápite de los mismos, se indica que la conducta punible en mención puede ser 
ejecutada por acción u omisión, siendo la primera aquella en el que el operador judicial profiere un acto 
producto del ejercicio de sus funciones como competencias que resulta contrario a la ley; y el segundo, 
aquel en donde el operador judicial no expide, retarda o deniega la expedición de un acto propio de sus 
funciones. 
De tal manera, se puede entrever que el prevaricato es una conducta delictiva de eminente carácter 
doloso, pues el sujeto activo jurídicamente calificado despliega a su voluntad un acto -por regla general 
de índole judicial- que resulta ser transgresor del bien jurídico tutelado de la administración pública, de 
forma intencional; es decir, con pleno conocimiento como determinación de su actuar delictivo. 
En tal sentido, la Corte Suprema de Justicia en su sala penal, recogiendo lo expuesto por la Honorable 
Corte Constitucional, a través de uno de sus fallos más importantes –sentencia C-355-2008- dictado frente 
la conducta punible en mención, indicó que, en relación a la estructura dogmática que precede al 
prevaricato en su modalidad de acción, el mismo resulta ser un tipo penal que únicamente puede ser 
ejecutado por los jueces, servidores públicos, y hasta por particulares que ejercen funciones públicas, de 
conformidad a los términos del código penal, así mismo, connotó que el sujeto pasivo por regla general es 
el Estado colombiano, pues una vez se ejercite el verbo rector del delito, se transgrede la administración 
pública. 
A su vez, el objeto material del punible recae en la decisión judicial o acto jurídico proferido por el 
operador judicial que resulta contrario a la ley o a la constitución; en donde dicha expresión “contraria a 
la ley”, se ha entendido como un hecho opuesto a (I) la norma jurídica aplicable al caso, (II) al 
ordenamiento jurídico interno, (III) los mandatos y/o precedentes constitucionales, y en general a toda 
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disposición jurídica integradora del ordenamiento legal, que siendo acorde a la constitución política, no 
fue empleada, o tenida en cuenta en el caso en concreto a la hora de proferir un fallo judicial. 
Situación que claramente permite avizorar que la contrariedad a la ley y/o constitución, se funda en el 
desinterés, mal intensión, y desavenencia presentada por parte del operador judicial a la hora de proferir el 
fallo judicial; es decir, la conducta del operador se circunscribe en pasar por alto las normas, precedentes 
jurisprudenciales, y demás disposiciones jurídicas que debía tener en cuenta ampliamente, por presentar 
relación directa como especial con el caso del cual abocó conocimiento, a la hora de dictar una decisión 
respecto del mismo.  
Por consiguiente, la conceptualización de la contrariedad manifiesta que presenta el fallo judicial con 
la ley, máxime con la constitución política, hace que dicha decisión sea entendida bajo criterios de 
arbitrariedad e ilegalidad, pues la misma proviene de una deliberada y malintencionada voluntad del 
operador judicial por contravenir el ordenamiento jurídico; por lo cual la misma, carece de una correcta 
aplicación del derecho. 
Ahora bien, aterrizando lo anterior al escenario en concreto que se ha convocado, se tiene que, 
mediante la sentencia C-355-2008, emitida por la Honorable Corte Constitucional, se establecieron unos 
parámetros bajo los cuales la conducta del prevaricato por acción  procede como mecanismo correctivo 
ante la falta de atención como aplicabilidad del precedente jurisprudencial en el caso en concreto –no 
reconocimiento del debido proceso a favor de la víctima, en sede de la aplicación del principio de 
oportunidad-. 
Dejando entrever así, que elementos son los que deben comulgar para impetrar el prevaricato, como 
medio jurídico, por vía del cual, se obtenga el reconocimiento de la fuerza vinculante de la jurisprudencia, 
en la adopción de la decisión judicial. 
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En efecto, como primera pauta la Honorable Corte Constitucional señala, que no toda disconformidad 
que se presenta entre una resolución, dictamen, concepto o providencia judicial, dictada por un operador 
judicial en ejercicio de sus funciones, y los avances jurisprudenciales proferidos por las altas cortes, 
resultan tipificar la conducta punible del prevaricato; a menos que, se constate una infracción directa de 
preceptos legales o constitucionales estipulados en el precedente jurisprudencial, y desconocidos de 
manera dolosa por parte del operador judicial en la adopción de su providencia legal. 
De igual manera, se reconoce la fuerza vinculante que presenta la jurisprudencia sentada por las altas 
cortes en el marco del ordenamiento jurídico colombiano, en donde se hace hincapié que a través ésta se 
propende por lograr una cohesión sistémica como jurídica entre todas las disposiciones de índole 
constitucional como legal, que componen el cuerpo normativo, en sede del Estado colombiano.  
Por lo cual, es en este aspecto, en donde connota mayor relevancia la vinculatoriedad del precedente 
jurisprudencial en el ordenamiento jurídico interno, debido a que, por conducto del mismo se garantiza de 
mejor manera la vigilancia como aplicación del derecho a la igualdad ante la ley, predicada a favor de los 
coasociados; y además, mediante la sumisión de los jueces ante el precedente jurisprudencial proferido 
por las altas cortes, se podrá asegurar mayor seguridad jurídica en las decisiones adoptadas. 
Así mismo, la alta corte Constitucional indicó que la jurisprudencia dictada al fallar una acción de 
tutela, también presenta un carácter vinculante, por lo cual, su desconocimiento puede llegar a 
comprometer la responsabilidad penal del operador judicial que haya dictado una providencia judicial, sin 
tener en cuenta los preceptos emanados por tal jurisprudencia; de igual manera la Corte consideró, que la 
acción de tutela procede cuando los jueces en sus providencias se apartan arbitrariamente de los 
precedentes sentados por las altas cortes o por sus propias decisiones. 
Igualmente, mediante la sentencia en mención se evoca la importancia que ostenta la jurisprudencia 
dictada por la Honorable Corte Constitucional, en donde se indicó que todas las autoridades públicas en el 
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Estado colombiano deberán acatar lo decidido por la Corte en sus fallos, so pena de incurrir en el punible 
de prevaricato por acción, al generarse una violación directa a la constitución política. 
Por otro lado, se advierte que existen determinados casos en los cuales el operador judicial incurre en 
el delito del prevaricato por acción, no por desconocer simplemente la jurisprudencia dictada por la alta 
corporación constitucional, aun cuando la misma se enmarca como fuente autónoma como obligatoria de 
derecho, sino porque, al apartarse de ella se comete a su vez, una infracción directa frente a los preceptos 
establecidos al acápite de la Constitución Política. Como, por ejemplo, el derecho de la igualdad.  
El cual, en el ápice del Estado constitucional colombiano, se erige como un principio rector del 
mismo, por vía del cual, se exige que toda actividad estatal tenga como fundamento la constitución, pues 
solo así, resulta factible conformar un ordenamiento jurídico objetivo, igualitario, respetuoso de las 
garantías judiciales, y previsible de normas constitucionales.  
Además de lo anterior, se indica que el carácter vinculante de la jurisprudencia en el marco del 
ordenamiento jurídico interno deviene de la interpretación hermenéutica que se efectúa respecto de la 
constitución política, en donde se entrevé que el respeto por el precedente jurisprudencial garantiza mayor 
seguridad jurídica. De allí que, reconocerle fuerza vinculante a la jurisprudencia sentada por las altas 
cortes, en la adopción de los fallos judiciales, gesta una mayor coherencia legal en el sistema jurídico 
colombiano, al garantizarse a favor de los coasociados el derecho a la igualdad ante la ley; además de, 
endilgarles la obligación a los jueces de adoptar como criterio jurídico el precedente jurisprudencial, con 
el ánimo de brindar mayor seguridad jurídica a las decisiones proferidas por el mismo. 
En ese sentido, si bien es cierto que solo la doctrina de la Honorable Corte Constitucional ostenta 
carácter de fuente obligatoria, resulta importante considerar que a través de la jurisprudencia emitida por 
parte de los altos órganos jurisdiccionales, por vía de la unificación doctrinal, se realiza el principio de 
igualdad; luego entonces, es razonable exigir que en aras de materializar el principio de igualdad en la 
aplicación de la ley, máxime en la toma de las decisiones judiciales, cuando el juez pretenda apartarse de 
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la línea jurisprudencial trazada por las altas cortes, el mismo lo haga pero siempre justificando de manera 
suficiente como adecuada su decisión; pues de lo contrario, estaría infringiendo el principio de igualdad. 
Igualmente, el carácter vinculante de los fallos emitidos por la alta corte constitucional se encuentra 
sopesado entre el principio de igualdad y el principio de autonomía judicial, de tal suerte que, el operador 
judicial en un primer momento es libre de obrar de conformidad con su criterio; empero, dicha autonomía 
no puede confundirse con la arbitrariedad del fallador para aplicar los preceptos constitucionales, pues si 
bien es cierto, una lectura taxativa del artículo 230 de la constitución política indica que la jurisprudencia 
no es fuente obligatoria, resulta aún más cierto que, las pautas doctrinales trazadas por esta corte, que 
dicho sea de paso tiene a su cargo la guarda de la integralidad y supremacía de la constituyente nacional, 
indican que todos los jueces deben atender a la normatividad fundamental que de ella emana. 
Por lo cual, cuando la ignoran o contrarían no se apartarían simplemente de una jurisprudencia dictada, 
sino que, además, estarían desconociendo la constitución política, por cuanto no se tendría en cuenta el 
cúmulo de derechos fundamentales, garantías judiciales y demás preceptos constitucionales, desarrollados 
mediante la doctrina constitucional. Situación que claramente tipificaría la conducta punible del 
prevaricato por acción. 
Ahora bien, en lo que respecta al mecanismo de la acción de tutela contra providencia judicial, puesto 
al servicio de la víctima cuando a la misma se le desconoce su garantía judicial del debido proceso en 
sede de la práctica del principio de oportunidad, se parte indicando que la Honorable Corte Constitucional 
abrió a través de uno de sus fallos “sentencia C-590-2005” la posibilidad de revisar las providencias 
judiciales, cuando se advirtiera que la misma guarda algún tipo contravención y/o contrariedad frente al 
modelo constitucional. 
Así, se indicó que, la acción de tutela se erige como un mecanismo idóneo para lograr materializar tal 
posibilidad, siempre y cuando, el caso en concreto se ajuste positivamente al cumplimiento de alguno de 
los supuestos dictados por vía jurisprudencial, para tal fin. 
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En efecto, la alta corporación constitucional estableció los siguientes escenarios en los cuales resulta 
factible impetrar la acción de tutela contra providencia judicial en firme: (I) Por defecto orgánico, (II) por 
defecto sustantivo, (III) por defecto procedimental, (IV) por defecto fáctico, (V) por error inducido, (VI) 
error por falta de motivación, (VII) por desconocimiento del precedente judicial de la Corte 
Constitucional, y por (VIII) violación directa de la constitución política. 
Ha de indicarse que esta serie de supuestos terminan conformándose en un limitante a la autonomía 
judicial predicada a favor de los jueces, pues, le impone una serie de límites sustanciales al ejercicio de su 
función judicial, dejando entrever, un claro mensaje que ha de ser acatado por los operadores del sistema 
jurídico, el cual se vislumbra en que la independencia de los jueces no es absoluta; por lo cual, la misma 
debe ceñirse a unos mínimos de aplicación e interpretación del presente jurisprudencial. 
De tal manera, para el caso en concreto que nos convoca, se advierte que la acción de tutela contra 
providencia judicial procedería por la causal séptima atinente al desconocimiento del precedente judicial 
de la Corte Constitucional, pues al vislumbrarse que el juez en función de control de garantías puede 
llegar a desconocer el avance jurisprudencial dictado a favor de la víctima, en cuanto al reconocimiento 
de la facultad de impugnar y/o controvertir la práctica del principio de oportunidad, es evidente que ello 
connota una clara muestra de inobservancia al avance jurisprudencial dictado para tal efecto. 
Dicho esto, es menester indicar que la Honorable Corte Constitucional ha entendido por precedente 
jurisprudencial aquel antecedente conformado por un conjunto de sentencias que marcan una serie pautas, 
parámetros o hitos constitucionales fundamentales, frente a una situación fáctica determina. Lineamientos 
que, dada su connotación jurídica, resultan necesarias de ser consideradas al momento en que una 
autoridad judicial este presto a dictar sentencia frente a un caso similar. 
En tal sentido, se ha considerado que el precedente puede ser de carácter vertical u horizontal. Se habla 
de precedente judicial vertical para hacer alusión a aquella sentencia o conjunto de sentencias que han 
sido proferidas por jueces o tribunales superiores al juez que va a tomar la decisión, especialmente 
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aquellas que han sido emitidas por un órgano de cierre; otrora, se habla de precedente horizontal para 
referir al conjunto de sentencias a seguir, que han sido emitidas por le mismo juez que tomará la decisión, 
o por jueces que revistan la misma jerarquía funcional. 
Además de ello, vía acción de tutela “sentencia T.292.2006” se fijó una serie de parámetros para poder 
establecer si en un caso en concreto resulta factible aplicar el precedente jurisprudencial, en los que se 
refiere a:  
(I) Observar si la ratio decidendi de la sentencia anterior se encuentra una regla jurisprudencial que sea 
aplicable al caso en concreto, es decir, al caso a resolver. Frente a este primer lineamiento debe acotarse 
de manera somera pero precisa, que por ratio decidendi se entiende las razones que llevan a tomar la 
decisión judicial. De ahí que, en sentido técnico lo que tiene valor de precedente es la ratio decidendi de 
la sentencia anterior. 
(II) El segundo parámetro refiere a la similitud de los problemas jurídicos expuestos, es decir, al 
problema jurídico resuelto en la primera sentencia que a posteriori se constituirá como precedente, y, el 
problema jurídico que se presenta en sede del caso a resolver. 
(III) El tercer elemento refiere a la afinidad del supuesto fáctico del caso a analizar, que resultan 
equiparables a los expuestos anteriormente. 
Cabe mencionar que los elementos expuestos con anterioridad deben comulgar de manera integral, 
pues de no ser así, no resultaría factible establecer que el conjunto de sentencias anteriores constituye un 
precedente jurisprudencial aplicable al caso en análisis; por ende, no sería posible exigirle al juez la 
aplicación del mismo. 
Así las cosas, la procedencia de la acción de tutela contra providencial judicial según lo expuesto por 
la Honorable Corte Constitucional a través de la sentencia C-590-2005, ostenta su génesis en la 
expedición del decreto 2195 de 1991, pues fue ahí en donde la Alta Corporación Constitucional, en 
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ejercicio del examen de constitucionalidad, inició el estudio sobre la procedencia de la acción de tutela 
contra las decisiones judiciales; situación que se corrobora al observarse la sentencia C- 543-1992, a 
través de la cual se empezó a determinar las primigenias causales de aplicabilidad de la acción de tutela, 
contra providencia judicial.  
Causales que a posteriori fueron precisadas mediante la sentencia C-590-2005, en procura de conceder 
el recurso de constitucionalidad, y con ello, proteger los derechos fundamentales correspondientes al 
debido proceso y la administración de justicia.  
Ha de advertirse que las altas cortes no han sido unánimes frente a la procedibilidad de la acción de 
tutela como recurso de constitucionalidad, pues según la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, 
y el Consejo Superior de la Judicatura, han defendido la tesis de que la acción de tutela no puede incoarse 
y menos proceder, contra providencia judicial; pues según criterio de las cortes en mención, ello afectaría 
los principios de la independencia judicial, la seguridad jurídica, y la cosa juzgada. Situación que 
claramente ha desembocado en un enfrentamiento entre las cortes referenciadas y la Corte Constitucional, 
al punto que la misma, ha revocado decisiones judiciales en sede de la aplicación de la tutela. 
Empero, pese a la dicotomía de conceptos presentada entre los máximos órganos de cada especialidad 
de la jurisdicción, se tiene que, el desarrollo jurisprudencial emitido por el alto tribunal constitucional ha 
revestido un gran avance en lo concerniente a la promoción, guarda y tutela de la garantía judicial del 
debido proceso, pues ha extendido su concepto de la esfera del contenido procesal en estricto sentido, a la 
esfera del contenido sustancial. En pocas palabras, lo ha empezado a entender como una garantía judicial 
que resguarda la legalidad de la constitución, basándose en el respeto como aplicación de sus elementos 
políticos, axiológicos, sociales, económicos, éticos, morales, etcétera; y no solo en los de índole jurídico. 
De tal manera, el resguardo de la garantía judicial del debido proceso así como del derecho a la 
administración de justicia, efectuado por conducto del avance jurisprudencial emitido por la Corte 
Constitucional, ha sido posible de gestarse gracias a la procedibilidad que ha presentado la acción de 
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tutela, contra providencia judicial; pues la tutela, en este escenario se presenta como un mecanismo 
cautelar, protector y subsidiario, tendiente asegurar la tutela judicial efectiva de los derechos en mención, 
además de lo que emanaren del caso en concreto sometido a la jurisdicción.  
Como resultarían ser los derechos a la verdad, justicia y reparación integral, en tratándose de la 
aplicación de la acción de tutela contra providencia judicial que niega el recurso judicial efectivo de la 
apelación de contra la aplicación del principio de oportunidad, predicada a favor de la víctima por 
mandato jurisprudencial. 
En efecto, la acción de tutela o el llamado recurso de constitucionalidad como lo ha denominado la 
Honorable Corte Constitucional en su fallo C-590-2005, se erige como un instrumento de protección de 
los derechos fundamentales establecidos al acápite de la constitución política, el cual es procedente de 
incoar cuando se advierte una amenaza o vulneración de éstos, ocasionada a partir de la acción u omisión 
de las autoridades públicas o los particulares. Razón por la cual, la acción de tutela se encamina en dar 
solución eficiente a las situaciones de acción u omisión en donde se predique una transgresión o puesta en 
peligro, de un derecho fundamental. 
En tal sentido, la acción de tutela contra providencia judicial es concebida como un procedimiento 
cautelar que pugna por garantizar la efectividad de la garantía judicial del debido proceso, y con ello, de 
los derechos que de él dependieran. Por lo cual, mediante el ejercicio de la acción de tutela, se propende 
porque sean reconocidos como adoptados un conjunto de actos dirigidos a la obtención de una decisión 
judicial acorde a la garantía en mención, que pueda concebir un cumplimiento judicial efectivo de 
aquellas garantías fundamentales que deben comulgan en el seno de todo proceso, como resultan ser el 
principio de contradicción y defensa; máxime, cuando el litigio se desarrolla a la luz de un Estado social 
de derecho, como el que pregona ser el Estado colombiano.  
Igualmente, la acción de tutela cuando es empleada contra providencial judicial, presenta un carácter 
excepcional como residual, de tal suerte que, solo podrá ser accionada cuando no existiere otro medio de 
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defensa en sede de la relación procesal adelantada,  que le permita garantizar al accionante la aplicación 
de sus derechos fundamentales presuntamente vulnerados; de ahí que, la tutela sea entendida como un 
mecanismo cautelar que se encuentra sujeto a un proceso principal, y por ello, el juez constitucional solo 
se vea exhortado de verificar si se vulneró o no, algún derecho fundamental durante el trasegar de la 
relación procesal principal; prohibiéndosele así, que se pronuncie sobre el asunto de fondo que motivo la 
jurisdicción, y el cual resulta ser de competencia exclusiva del juez de conocimiento. 
Ahora bien, en cuanto a las causales de aplicabilidad se tiene que, cuando se pretenda incoar la acción 
de tutela contra providencia judicial, se debe efectuar un raciocino fáctico como jurídico del caso en 
concreto, en aras de entrever en que causal se ajusta positivamente al mismo. Así, la causal que se ajusta 
positivamente al tema desarrollado en sede de la presente investigación resulta ser la causal séptima, que 
versa sobre el desconocimiento del precedente jurisprudencial.  
En efecto, reza la sentencia C.590.2005, que el desconocimiento del precedente jurisprudencial se da 
cuando, la Honorable Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental, y el juez 
ordinario en ejercicio de su función judicial, aplica una ley sin el previo reconocimiento del mismo; 
limitando así, sustancialmente su magnitud. En dicho escenario, la acción de tutela procede como el 
mecanismo idóneo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del 
derecho fundamental vulnerado; determinando así, el carácter de obligatoriedad de sus pronunciamientos 
constitucionales. 
De igual manera, mediante el avance jurisprudencial surtido frente a la acción de tutela, se pudo 
establecer la diferencia entre doctrina constitucional, y, precedente constitucional. 
Así, cuando se resuelve acciones de tutela y se interpreta la Constitución en función del caso en 
concreto, la Corte Constitucional está sentando precedente jurisprudencial. En cambio, cuando interpreta 
la Constitución, está haciendo doctrina.  
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Ha de acotarse que el precedente es vinculante, es decir, fuente obligatoria de derecho, por cuanto la 
Corte Constitucional funge como intérprete de la constitución, por lo cual, desconocer el precedente 
jurisprudencial en la toma de una decisión judicial, implicaría la violación directa a la misma.      
Lo anterior, da cuenta del alcance de los pronunciamientos de la Corte Constitucional en el marco del 
ordenamiento jurídico interno, en donde dado el alto desarrollo constitucional de sus conceptos, permite 
entrever el carácter de obligatoriedad que ostentan los mismos en el aparato judicial; de tal suerte que, en 
caso de ser inobservados, se estaría incurriendo por parte del operador jurídico en una vía de hecho contra 
lo fallado por el máximo tribunal constitucional.  
De tal manera, dada la connotación jurídica del precedente jurisprudencial en el contenido legal de las 
decisiones judiciales, se avizora, que es una obligación imperante e ineludible por parte del operador 
judicial tener en cuenta siempre el precedente constitucional a la hora de proferir un dictamen judicial; 
pues el mismo, es lo que determina el alcance real de los derechos fundamentales, y de la constitución en 
el ápice de la relación procesal. 
Así las cosas, la Honorable Corte Constitucional ha planteado cuatro formas en las que puede ser 
desconocida la jurisprudencia constitucional, siendo estas: (I) Aplicando disposiciones legales que han 
sido declaradas inexequibles por sentencias de constitucionalidad, (II) aplicando disposiciones legales 
cuyo contenido normativo ha sido encontrado contrario a la constitución política, (III) contrariando la 
ratio decidendi de sentencias de constitucionalidad, y por último pero no menos importante, (IV) 
desconociendo el alcance de los derechos fundamentales, fijado por la Corte Constitucional a través de la 
ratio decidendi de sus acciones de tutela. 
Expuesto lo anterior, finalmente se puede avizorar de manera inequívoca que la causal que 
eventualmente podría impetrar la víctima cuando se le desconoce su facultad de impugnar y/o controvertir 
la aplicación del principio de oportunidad; se circunscribe en la causal séptima que hace alusión al 
desconocimiento del precedente jurisprudencial. 
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Pues si bien es cierto por mandato legal entiéndase por la L.906.2004 en su artículo 177, como bien se 
acotó con anterioridad, no se establece el escenario procesal mediante el cual la víctima pueda recurrir la 
decisión judicial que avala la práctica del principio en mención; por vía jurisprudencial –sentencia 
C.209.2007-, sí se le exhorto dicha facultad a la misma, por considerarse que el desconocerse el derecho a 
la contradicción, es una clara vulneración a la garantía judicial del debido proceso, las garantías 
judiciales, y la constitución política.  
Por lo cual, una eventual conducta de esas emitida por el juez en función de control de garantías, en el 
marco de la audiencia preliminar de control de legalidad surtida respecto del principio oportunidad, 
terminaría denotando que su actuar se tipificaría en la causal segunda del escenario correspondiente al 
desconocimiento de precedente jurisprudencial. 
Pues resulta factible entrever que la conducta del operador judicial se encamina en aplicar, como 
sustento jurídico de su decisión judicial, una disposición legal “L.906.2004 en su artículo 177”, cuyo 
contenido normativo resulta contrario a la constitución política; que en el presente caso seria, el artículo 
29 correspondiente al debido proceso, y con ello los derechos a la verdad, justicia y reparación integral, 
pues el valor de su tutela judicial efectiva, depende de que la víctima sea revestida de la facultad procesal 
de poder impugnar y/o controvertir las decisiones adversas al cúmulo de sus derechos, garantías e 
intereses legítimos de manera pronta y oportuna. 
En tanto, al no mediar de manera clara, tácita, como expresa el escenario procesal a través del cual la 
víctima pueda recurrir la providencia judicial que imparte la legalidad del principio de oportunidad, deja 
entrever que su garantía judicial del debido proceso denotada en la posibilidad de controvertir, recurrir, e 
impugnar la aplicación del citado principio, sigue presentando falencias en cuanto su reconocimiento 
legal, pese a ser ampliamente garantizado por mandato jurisprudencial, y protegido como reconocido 
mediante la práctica de la acción de tutela contra providencial judicial. 
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En efecto, su derecho al debido proceso se materializa únicamente cuando la víctima cuenta en su 
haber con un mecanismo judicial efectivo que le permita controvertir la aplicación del principio de 
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